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Prólogo 

El Balance de Resultados 2017 del Plan Nacional de Desarrollo (PND) 2014-2018: 

“Todos por un nuevo país” presenta los principales logros y retos en la ejecución de las 

políticas públicas que el Gobierno nacional ha venido adelantando en el último año para 

consolidar una Colombia en paz, equitativa y más educada.  

Este balance se construye a partir del seguimiento estratégico que realiza el 

Departamento Nacional de Planeación (DNP) a través del Sistema Nacional de Evaluación 

de Gestión y Resultados – Sinergia. Busca articular la mirada nacional, transversal y 

regional contenida en el PND a través de información objetiva sobre el avance de las 

políticas públicas nacionales y se complementa con información de la Encuesta de 

Percepción Ciudadana al PND. 

Este documento constituye un aporte a la generación de evidencia para retroalimentar 

los procesos de gestión pública orientada al logro de resultados, brindando información 

objetiva y subjetiva para consolidar los avances y gestionar los desafíos en el cumplimiento 

de las metas establecidas en el PND. Además, busca rendir cuentas frente a las actividades 

adelantadas durante el último año y constituye un insumo para fomentar el control social 

por parte de todos los actores de la sociedad, toda vez que se trata de un documento público 

puesto a disposición de la ciudadanía en general. 

El documento contiene información detallada sobre los avances en la ejecución del 

PND en sus pilares, estrategias transversales y regionales, con el fin de facilitar el diálogo 

informado y la construcción colectiva de soluciones a los desafíos que presenta el país, 

especialmente en el marco del posconflicto y en la construcción de una paz estable y 

duradera. Así mismo, en los anexos se incluye un resumen de las evaluaciones de políticas 

públicas realizadas durante la vigencia 2017, así como la agenda de evaluaciones previstas 

para el año 2018. 

 

Felipe Castro Pachón 

Director de Seguimiento y Evaluación de Políticas Públicas   
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Introducción 

El Departamento Nacional de Planeación (DNP) presenta el Balance de Resultados 

20171 del PND 2014-2018, el cual incluye los principales resultados alcanzados durante el 

último año frente a los compromisos del Gobierno. El documento está organizado con base 

en la estructura del PND y contiene los principales avances, logros y desafíos identificados 

durante el año, en sus tres pilares, seis estrategias transversales y seis estrategias 

regionales. 

Los avances en los pilares que orientan la implementación del PND se presentan en 

los capítulos I al III. En relación con el pilar de Colombia en paz, el año 2017 pasará a la 

historia como el primer año de implementación del Acuerdo Final que puso fin a un conflicto 

de más de 50 años con la FARC, el grupo armado al margen de la ley más antiguo del 

continente. Fue un año en el que también se empezaron a ver los dividendos de la paz, al 

constituirse en uno de los menos violentos en términos de homicidios en las últimas cuatro 

décadas. Hoy, el país avanza hacia la construcción de una paz estable y duradera a través 

de la puesta en marcha del Plan Marco de Implementación, el cual traza la hoja de ruta 

para el cumplimiento de lo acordado en los próximos años con metas e indicadores 

concretos.  

El pilar Colombia equitativa y sin pobreza extrema también se consolidó durante la 

vigencia 2017, alcanzando las metas trazadas en materia de disminución de la pobreza y 

la desigualdad. Según los resultados entregados por el DANE, la pobreza multidimensional 

pasó de 30,4% en 2010 a 17,0% en 2017, logrando así que, solo en el último año, más 255 

mil personas salieran de la pobreza, cumpliendo de esta forma la meta propuesta en el 

PND. Del mismo modo, se logró reducir el coeficiente de Gini a nivel nacional —al pasar de 

0,560 en 2010 a 0,508 en 2017. 

Por su parte, en el pilar Colombia la más educada, se destaca la implementación del 

programa de Jornada Única, en 2017, donde un total de 730.411 niños y jóvenes de 1.705 

instituciones educativas oficiales recibieron ocho horas diarias de clases —8,0% de la 

matricula oficial—, con lo cual se fortalecen las competencias básicas y se fomenta la 

participación en actividades extracurriculares que potencian el desarrollo integral de los 

estudiantes. Esto se logró por medio de la implementación del Plan Nacional de 

Infraestructura Educativa y la entrega de 2.747 aulas nuevas y ampliadas para atender la 

jornada única. A nivel de educación superior, se avanzó en la incorporación de la tercera 

cohorte del programa Ser Pilo Paga, con lo cual 9.083 nuevos estudiantes de bajos recursos 

                                                

1 Conforme a lo establecido en el Capítulo VII de la Ley 152 de 1994: “Por la cual se establece la Ley Orgánica 
del Plan de Desarrollo”. 
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con puntajes sobresalientes en las pruebas SABER 11 pudieron acceder a Instituciones de 

Educación Superior de calidad en 2017.  

Con respecto a las estrategias transversales consignadas en el PND, sus principales 

avances y desafíos se relacionan en los capítulos IV al IX.  

En lo correspondiente a la estrategia transversal sobre Competitividad e infraestructura 

estratégicas, se evidenciaron avances en la conectividad de servicios de energía y de 

Internet en todo el país, especialmente aquella dirigida a las zonas más apartadas o a la 

población vulnerable. En tal sentido, en 2017, un total de 52.070 nuevos usuarios de zonas 

anteriormente sin cobertura disfrutaron por primera vez del servicio de energía eléctrica y 

se alcanzó alrededor de 2,84 millones de conexiones de Internet para hogares de estratos 

1 y 2. De igual manera, con el objetivo de fortalecer la operación de transporte y la 

implementación de sistemas de transporte público, el Gobierno nacional ha intervenido un 

total de 1.019,4 km de infraestructura vial necesaria para el adecuado funcionamiento de 

los Sistemas Integrados de Transporte Masivo (SITM) y Sistemas Estratégicos de 

Transporte Público (SETP). Adicionalmente, se continuó con los esfuerzos para involucrar 

al sector privado en la inversión relacionada con infraestructura y competitividad. 

Específicamente, en el cuatrienio, se ha logrado una inversión privada cercana a los $15,5 

billones para el desarrollo de carreteras y un total de $5,8 billones que han sido invertidos 

por el sector privado en actividades de ciencia, tecnología e innovación.  

Respecto a la estrategia transversal de Movilidad social, en 2017 se resaltan otros 

avances importantes en los diferentes sectores sociales además de la disminución de la 

pobreza. La cobertura en salud se mantuvo en un nivel alto del 94,9%, mientras la tasa de 

formalidad laboral aumentó de 36,3% a 36,8%. Igualmente, en virtud de los resultados en 

política de vivienda, desde 2014 se vienen reduciendo sostenidamente tanto el déficit 

cuantitativo como cualitativo de vivienda urbana, los cuales cerraron en 5,2% y 9,7% 

respectivamente —las cifras más bajas de los últimos siete años—, cumpliendo así con la 

meta de la vigencia en el PND. Finalmente, en virtud de los esfuerzos de cada uno de los 

sectores, los colombianos aumentaron el promedio de libros leídos —pasando de 2,0 en 

2016 a 2,7 libros en 2017 para la población total del país— y se dio un impulso a la 

educación superior, al beneficiar a 23.777 jóvenes mediante el otorgamiento de créditos-

beca del Icetex.  

En lo que respecta a la estrategia de Transformación del campo, los principales 

avances se dieron en el ámbito de la producción agropecuaria, actualización catastral y el 

desarrollo rural. En 2017, el sector agropecuario fue la rama de actividad económica de 

mayor crecimiento, con una variación del 4,9% frente al año anterior, más de 2,5 veces el 

crecimiento global de la economía nacional —1,8%—. Adicionalmente, en términos de 

predios rurales actualizados catastralmente, se alcanzó la cifra de 1,5 millones, superando 
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en 25 p.p. la meta pactada para dicho año. Los logros anteriores se perciben en el desarrollo 

rural, dado que el aumento de la producción agropecuaria se correlaciona con la tasa de 

desempleo rural más baja en los últimos 17 años —5,1%—, donde la producción pecuaria 

y los cultivos agrícolas diferentes al café, fueron las ramas de actividad que mayor aportaron 

en la generación de empleo. 

Frente a la estrategia transversal de Seguridad, justicia y democracia para la 

construcción de paz, el desescalamiento del conflicto armado interno gracias a la firma del 

Acuerdo Final contribuyó a mejorar las condiciones de seguridad en el país. En el último 

año, el 98,7% de los municipios del país no registraron presencia de grupos armados al 

margen de la ley, mientras que en 2014 este mismo indicador para el caso de las FARC era 

del 82%. De la misma manera, la tasa de homicidios fue la más baja en los últimos 41 años 

en Colombia —24,5 por cada cien mil habitantes—. También hay avances en la 

consolidación de un sistema judicial eficiente, así como en el reconocimiento de las 

víctimas, de tal forma que 871.990 personas han sido acompañadas en la formulación de 

su plan de reparación individual. 

En lo relativo a la estrategia transversal de Buen gobierno, en 2017, un total de 237 

entidades del orden nacional y territorial publicaron servicios interoperables con lo cual se 

evidencia el fortalecimiento de las TIC en el Estado, permitiendo así acciones de 

coordinación interinstitucional para brindar servicios en línea con una ventana única de 

atención a los ciudadanos. Con respecto a la implementación de la gestión pública 

orientada a resultados, la estructura programática ya hace parte tanto del Presupuesto 

General de la Nación (PGN) como del Sistema General de Regalías (SGR), y el catálogo 

único de programas se ajusta a la agenda de las políticas públicas de la Nación. Además, 

con el propósito de reducir los costos en los que incurren las entidades territoriales en la 

formulación de proyectos, al cierre de 2017 se estandarizaron un total de 43 proyectos tipo 

que pueden ser utilizados y presentados ante los Órganos Colegiados de Administración y 

Decisión (OCAD) del SGR, lo que genera un mejor uso y mayor eficiencia en la ejecución 

de los recursos.  

En la última estrategia transversal, correspondiente a la consolidación de un 

Crecimiento verde en Colombia, durante 2017 se declararon como áreas protegidas un total 

de 5.085.999 de hectáreas, mientras que 598.099 hectáreas se incluyeron en procesos de 

restauración y se delimitaron un total de 23 páramos. De igual modo, y con el objetivo de 

mejorar la calidad ambiental a partir del fortalecimiento del desempeño ambiental de los 

sectores productivos, en 2017 se logró la articulación interinstitucional para la 

implementación de los Programas Regionales de Negocios Verdes en las regiones Centro-

Sur-Amazonía y Caribe. Finalmente, con el objetivo de fortalecer las capacidades 

regionales, en 2017, se formularon cuatro nuevos Planes de Cambio Climático, en los 
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cuales se identificaron acciones de adaptación al cambio climático y de mitigación de gases 

efecto invernadero, así como proyectos para gestionar su implementación.  

De manera complementaria, este documento balance presenta los resultados de las 

estrategias regionales definidas en el PND, las cuales se adoptaron a partir del 

reconocimiento de la diversidad y heterogeneidad del territorio colombiano. Los capítulos 

XI al XVI de este documento presentan los principales avances y desafíos en el 

cumplimiento de las metas definidas para cada una de las seis regiones.  

Frente a la estrategia definida para consolidar un Caribe próspero, equitativo y sin 

pobreza extrema, cabe destacar que tres departamentos de la región —Cesar, Magdalena 

y Sucre— lograron reducir la pobreza monetaria en más de 1 p.p., frente a los resultados 

del año 2016. Así mismo, durante 2017, un total de 68.679 personas encontraron trabajo 

en la región —a través del Servicio Público de Empleo—. Además, un total de 1.282 nuevos 

usuarios —pertenecientes a zonas anteriormente sin cobertura—, se conectaron al Sistema 

Interconectado Nacional (SIN) de energía.   

Para avanzar hacia el fortalecimiento de un Capital humano innovador en territorios 

cada vez más incluyentes en el Eje Cafetero y Antioquia, en 2017, un total de 263.340 

ciudadanos se beneficiaron con programas de formación titulada para la educación integral 

profesional, mientras que se ofrecieron 1,56 millones de cupos en formación 

complementaria a través del SENA. Además, para contribuir al fortalecimiento de la calidad 

y los procesos educativos de los niños y jóvenes de la región, se intervinieron 21 sedes 

educativas rurales oficiales con mejoramiento o construcción de infraestructura y se 

entregaron 22.017 terminales, portátiles y tabletas en colegios oficiales. 

Con el propósito de contribuir a optimizar la Conectividad para la integración y el 

desarrollo productivo sostenible de la región Centro Oriente y Bogotá D.C., durante 2017, 

el Gobierno nacional publicó los lineamientos de política para la movilidad de la región 

Capital-Cundinamarca. Además, se alcanzó un 51,8% en la rehabilitación y mantenimiento 

de la red vial primaria en la región. De otra parte, se entregaron 1.208 soluciones de 

vivienda rural y se asignaron más de 20.438 cupos para vivienda urbana nueva en la región.  

En relación con la estrategia orientada a configurar un Pacífico colombiano con un 

desarrollo socioeconómico basado en la equidad, la integración y la sostenibilidad 

ambiental, durante 2017, en la región se otorgaron 1,02 millones de cupos en programas 

de programas de formación titulada y complementaria a través del SENA.  Además, con el 

fin de garantizar la seguridad jurídica de la propiedad y fomentar el desarrollo del potencial 

productivo de manera sostenible, se formalizaron o regularizaron 976 predios y se 

incorporaron cerca de 5,1 millones de hectáreas al Sistema Nacional de Áreas Protegidas 

(SINAP). 
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Con respecto a la estrategia basada en el medio ambiente, la agroindustria y el 

desarrollo humano como motores para el crecimiento y el bienestar en la región Llanos, en 

2017, se destacan avances como alcanzar la incorporación de 135.983,3 hectáreas de 

áreas protegidas al SINAP, mientras que 1.700 predios fueron formalizados y entregados 

para el desarrollo rural. Adicionalmente, se entregaron 264.169 cupos en programas de 

formación integral en la región para potenciar las competencias laborales y las 

oportunidades de vinculación al trabajo, a través del SENA, que contribuyeron a la 

formación de 212.208 nuevos aprendices en la región. 

En lo concerniente a la estrategia orientada a hacer de la región Centro-Sur-Amazonía 

de Colombia una tierra de oportunidades y paz a partir del desarrollo del campo y la 

conservación ambiental, durante 2017, se benefició a 25 emprendimientos para la 

comercialización de productos frutales amazónicos y otros productos forestales no 

maderables en el marco de los negocios verdes y atendiendo a los requerimientos de sus 

habitantes —para un total de 153 a lo largo del cuatrienio—. Así mismo, un total de 289.689 

hectáreas fueron incorporadas al SINAP al cierre de 2017. 

En conclusión, al revisar los avances y los retos relacionados con la implementación 

del PND, el Balance de Resultados 2017 provee importantes insumos para encaminar 

adecuadamente las acciones del Gobierno, a nivel sectorial, transversal y territorial, con el 

fin de consolidar mayores niveles de bienestar y progreso en el país.  

De tal forma, tanto los resultados alcanzados, como los retos que se han debido asumir 

a lo largo del 2017, permiten señalar que el gobierno avanza decididamente hacia la 

construcción colectiva de un nuevo país, a partir de la implementación de un PND regional 

y socialmente incluyente, orientado a contar con un país en paz, con más justicia social y 

con mejor educación para todos los colombianos.  
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I Colombia en Paz 

El PND 2014-2018 “Todos por un nuevo país” le apostó a la construcción de una 

Colombia en paz, que va más allá de la terminación del conflicto armado, y requiere de la 

promoción de una paz estable y duradera, resultado no sólo de la dejación de armas, sino 

también, garantizando el goce efectivo de derechos de los ciudadanos, el cierre de brechas 

urbano-rurales, la profundización de la democracia, y la reconstrucción de la confianza entre 

el Estado y la ciudadanía, elementos clave para la reconciliación en el país.  

El año 2017 pasará a la historia como el año en que el grupo armado al margen de la 

ley (GAML) más antiguo del continente dejó las armas. Con la firma del Acuerdo Final, para 

la terminación del conflicto y la construcción de paz, suscrito entre el Gobierno de Colombia 

y las Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia- Ejército del Pueblo (FARC-EP) se 

establecieron compromisos bilaterales para dar por terminado un conflicto armado interno 

de más de 50 años en el país. 

 Las labores de seguimiento y verificación neutral de los compromisos fueron 

realizadas por parte del Instituto Kroc de Estudios Internacionales de Paz, de la Universidad 

de Notre Dame de los Estados Unidos, dada la experiencia que posee en el seguimiento a 

acuerdos de paz a nivel mundial y con base en la metodología de Matriz de Acuerdos de 

Paz —PAM, por sus siglas en inglés—. A su vez, se estableció que los productos derivados 

de este proceso de seguimiento serán entregados, para su conocimiento y análisis, a 

instancias como el Componente Internacional de Verificación y la Comisión de Seguimiento, 

Impulso y Verificación a la Implementación del Acuerdo Final (CSIVI)2. 

Durante 2017, el Gobierno nacional elaboró un Plan Marco para la Implementación 

(PMI) del Acuerdo Final, con base en una metodología que promueve el seguimiento y 

verificación de las políticas, normas, planes, programas y demás compromisos 

establecidos. Adicionalmente, en cumplimiento de las disposiciones del Punto 6.1.1 del 

Acuerdo Final, se estableció que el Consejo Nacional de Política Económica y Social 

tramitará y aprobará un Documento CONPES, que fortalecerá el proceso de 

implementación del acuerdo, establecerá los recursos indicativos necesarios para su 

financiación y será un insumo para el Plan Cuatrienal de Implementación de los Acuerdos 

a incluir en los próximos dos Planes Nacionales de Desarrollo. 

El PMI prioriza, dentro del conjunto de productos, objetivos y metas a definir, las 

particularidades especiales de las mujeres y de los pueblos étnicos, en virtud de la 

                                                

2 La CSIVI adelantará el seguimiento y verificación al cumplimiento de los componentes del Acuerdo y a la 
implementación legislativa que se defina. Por su parte, el mecanismo de verificación realizará análisis de la 
información recogida para constatar los avances en la implementación y valorará el cumplimiento de lo 
acordado. 
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universalidad del Acuerdo y brindá directrices para el Sistema Integrado de Información 

para el Posconflicto (SIIPO), el cual facilitará el monitoreo y la medición del progreso y 

cumplimiento de los objetivos y compromisos establecidos, así como de las políticas, 

planes, programas, proyectos y recursos establecidos para el posconflicto. 

Un aspecto fundamental para revertir los efectos del conflicto armado interno lo 

constituye la inversión que realiza el Estado en su territorio. En 2017, la inversión pública 

ascendió a 27% del Producto Interno Bruto (PIB), con lo cual se cumplió la meta propuesta 

en un 92,15%. 

Es importante señalar que el 2017 fue uno de los años menos violentos en la última 

década. De tal forma, el número de acciones de GAML en el territorio nacional se redujo de 

56 en 2016 a 16 en 2017 (Gráfico 1). En virtud del Acuerdo de Paz, las FARC no operaron 

como grupo armado ilegal, lo cual favoreció el desescalamiento del conflicto armado interno 

y contribuyó a mejorar las condiciones de seguridad en el país. No obstante, persiste el reto 

del conflicto armado con el Ejército de Liberación Nacional (ELN), así como la amenaza 

local y diferenciada, asociada con el crimen organizado, el cual está siendo combatido por 

la Fuerza Pública, con lo cual el 98,7% de los municipios estuvieron exentos de su accionar 

en 2017.  

Gráfico 1. Acciones de GAML en el territorio nacional, 2007 – 2017. 

 

Fuente: MinDefensa. 

Consolidar una Colombia en paz requiere del fortalecimiento de los mecanismos de 

promoción de derechos a la verdad, justicia, reparación y garantías de no repetición. En 

consecuencia, en lo corrido del cuatrienio, 871.990 víctimas han sido acompañadas en la 

formulación de su plan de reparación individual, con lo cual se avanzó en 83,85% del 

cumplimiento de la meta para 2017. 

Por otro lado, la convivencia y seguridad ciudadana son prioridad en el posconflicto. 

una Colombia en paz le debe apostar al respeto a la vida, por ello, es una señal positiva la 

75

52

161

131

152
167

157
166

121

56

16
0

20

40

60

80

100

120

140

160

180

2007 2008 2009 2010 2011 2012 2013 2014 2015 2016 2017

N
ú

m
er

o
 d

e 
ac

ci
o

n
es



 

14 

continua reducción en la tasa de homicidios en el país. En tal sentido, en 2017 se presentó 

la tasa más baja en los últimos 41 años, al ubicarse en 24,5 homicidios por cada cien mil 

habitantes.  

Así mismo, en un escenario de posconflicto es necesario avanzar en la reducción 

significativa de las brechas territoriales que existen en el país. Con el propósito de analizar 

las disparidades existentes en los municipios más afectados por el conflicto armado —las 

cuales se evidencian en sus indicadores sociales, económicos e institucionales—, se realiza 

la medición del Indicador de Convergencia Regional3 (ICIR). Entre 2015 y 20164, el ICIR se 

redujo en 0,8 puntos, al pasar de 18,6 a 17,8 en los 187 municipios identificados con alta y 

muy alta incidencia del conflicto, lo cual contribuyó al cumplimiento de las metas esperadas 

para los años en mención —19,2 en 2015 y 18,9 en 2016—.  

Con el propósito de cerrar las brechas existentes a nivel territorial se ha priorizado el 

incremento de la oferta efectiva de las instituciones del Estado en las zonas y municipios 

donde el conflicto armado ha tenido un mayor impacto. Para ello, se definieron e 

implementaron estrategias relacionadas con la construcción y mantenimiento de redes 

viales; la reducción del déficit en electrificación, agua potable, saneamiento básico; y la 

conectividad digital, las cuales contribuyeron a mejorar la calidad de vida de la población 

ubicada en zonas anteriormente afectadas por el conflicto. 

Reconociendo los retos y las desigualdades existentes en el campo colombiano, se 

han implementado acciones conducentes a fomentar el desarrollo rural integral. Como 

resultado de lo anterior, la pobreza monetaria rural cerró en 36% en 2017; lo que significó 

la salida de 261.000 personas de esta condición de vulnerabilidad en relación con 2016. 

Cabe resaltar que, en 2017, se redujo en 38.457 el número de hogares rurales en condición 

de pobreza por ingresos en comparación con la meta prevista para la vigencia —891.023 

hogares en dicha situación en 2017 frente a la meta de 929.480 hogares—.  

Adicionalmente, la consolidación de la paz requiere del fortalecimiento de las 

capacidades en los municipios más afectados por el conflicto y que presentan bajo 

desempeño institucional. De tal forma, a través de la Escuela Superior de Administración 

Pública (ESAP), el Gobierno nacional ha brindado asesoría técnica a 400 municipios de 30 

departamentos del país (se exceptúan San Andrés y Amazonas, pues en los municipios de 

estos departamentos sus índices de conflicto armado son muy bajos) para construir 

                                                

3 De acuerdo con la metodología desarrollada por el DNP, el ICIR para los municipios más afectados por el 
conflicto (180 identificados) mide y compara los resultados de dichas entidades en materia de: cobertura en 
educación media, resultados de las pruebas SABER 11 en matemáticas, cobertura de la vacuna pentavalente, 
mortalidad infantil, ingreso tributario per cápita, participación de ingresos tributarios sobre ingresos totales y 
déficit de vivienda rural. Valores que se acerquen a cero indican una mayor convergencia —situación 
deseable—, mientras que valores cercanos a 100 evidencian mayores disparidades (en promedio) entre los 
municipios.  
4 Año más reciente para el cual se dispone de información. 
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capacidades de gestión administrativa, buen gobierno y capacidades político-relacionales 

y crear una gobernanza que haga más viable y sostenible la paz en las regiones. 

La intervención y acompañamiento realizado en los 400 municipios priorizados incluye 

capacitaciones y asistencia técnica a actores clave (públicos, sociales y privados) 

identificados en los municipios: alcaldes, secretarios de dependencias, jefes de despacho, 

concejales, servidores públicos, funcionarios, líderes y representantes de organizaciones 

sociales y ciudadanos que participan en la toma de decisiones. A partir de la caracterización 

socio-económica, cultural y geográfica de todos los municipios, y mediante una caja de 

herramientas para el fortalecimiento institucional, se implementaron las siguientes ocho 

prácticas de gobierno: planeación y gestión por resultados; desarrollo de sistemas 

gerenciales y organizacionales; rendición de cuentas; plan de ordenamiento territorial; 

elaboración de proyectos de inversión, mediante el Sistema General de Regalías (SGR); 

gestión de las finanzas públicas; gestión de proyectos de inversión, enfocados en 

metodología general ajustada (MGA) y marco lógico; y estadísticas oficiales y sistemas de 

información.  
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II Colombia equitativa y sin pobreza extrema 

En la búsqueda de una ciudadanía con mejor calidad de vida, el Gobierno nacional ha 

promovido un modelo de desarrollo económico que contribuye a la equidad, mediante la 

participación de todos los colombianos, sin distinción de procedencia, grupo étnico, género, 

edad, condición de discapacidad o situación social, actuando como gestor de políticas 

incluyentes, encaminadas a mejorar la disponibilidad y el acceso a servicios públicos 

domiciliarios, la salud, y la educación, al tiempo que se ha generado una mejora continua 

de las condiciones de habitabilidad, acceso vial y ordenamiento territorial en el país. 

Para consolidar la idea de una Colombia equitativa, en el PND 2014-2018 se 

establecieron los siguientes objetivos: 1) erradicación de la pobreza extrema en 2024 y 

reducción de la pobreza moderada; 2) la reducción de las brechas poblacionales en materia 

de ingresos; 3) disminución de las brechas poblaciones y territoriales en la provisión de 

servicios de calidad en salud, educación, servicios públicos, infraestructura y conectividad; 

y 4) la promoción del desarrollo económico incluyente del país y sus regiones. 

La promoción del desarrollo sostenible del país se ve influenciada por la generación de 

programas e iniciativas a nivel nacional y territorial que respondan a los objetivos 

mencionados anteriormente. En virtud de ello, en los últimos años, la pobreza se redujo en 

10,3 p.p., al pasar de 37,2% en 2010 a 26,9% en 2017 (Gráfico 2). Así mismo, entre 2016 

y 2017, la incidencia de pobreza monetaria disminuyó en 1,1 p.p., es decir, 385 mil 

colombianos salieron de esta situación durante la vigencia 2017, 261 mil (el 67%) lo hicieron 

en el área rural. La terminación del conflicto armado ha comenzado ha dejar sus primeros 

dividendos en la campo al incentivar el crecimiento y la reducción de la pobreza 

Gráfico 2. Incidencia de pobreza monetaria, 2010 – 2017. 

 

Fuente: DANE, GEIH. 
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El buen comportamiento de la inflación también aportó a la disminución de la pobreza 

monetaria y en especial a la disminución de la pobreza extrema. Entre 2016 y 2017 la 

inflación de alimentos para los hogares de ingresos bajos, sólo aumentó en 1,4%, situación 

muy diferente a la registrada entre 2015-2016, cuándo el precio de los alimentos para estos 

hogares había crecido en 12,3%. 

En 2017 la incidencia de la pobreza monetaria extrema se ubicó en 7,4% en el total 

nacional. Entre 2016 y 2017, la incidencia de la pobreza monetaria extrema disminuyó en 

1,1 p.p., lo cual implicó que 469 mil colombianos salieran de dicha situación, de nuevo, fue 

en el área rural en donde salieron más personas de la pobreza (285 mil). Entre 2010 y 2017 

la incidencia de la pobreza monetaria disminuyó en 4,9 p.p. —al pasar de 12,3% a 7,4%— 

(Gráfico 3).  

Gráfico 3. Incidencia de pobreza extrema, 2010 – 2017.  

 

Fuente: DANE, GEIH. 
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desigualdad y el posicionamiento de la clase media en el país, en el entendido que el 

ingreso de las familias más pobres —primer quintil—aumentó en 4,6%%, mientras que el 

de las familias más ricas —quinto quintil— se redujo en 2,1% (Gráfico 4). 

Gráfico 4. Coeficiente de Gini, 2010-2017. 

 

Fuente: DANE, GEIH. 
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Gráfico 5. Índice de Pobreza Multidimensional, 2010-2017. 

 

Fuente: DANE, GEIH. 
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Gráfico 6. Tasa de desempleo promedio, 2010-2017. 

 

Fuente: DANE, GEIH. 
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III  Colombia, la más educada 

La educación es el pilar fundamental sobre el cual el Gobierno nacional busca alcanzar 

una paz estable y duradera, mediante la transformación hacia una sociedad más equitativa 

y con un crecimiento económico sostenible. El objetivo principal está centrado en cerrar las 

brechas en acceso y calidad del sistema educativo, para acercar al país a altos estándares 

internacionales y lograr que a 2025, Colombia sea el país más educado de América Latina.  

Como primera línea de acción para el cumplimiento del objetivo principal, se ha 

trabajado en el aseguramiento de los estándares de calidad en la educación básica y media, 

con lo cual se busca el desarrollo de un capital humano capaz de responder a las 

necesidades económicas, sociales y productivas del país. Lo anterior, garantizando que las 

instituciones educativas y los programas impartidos conduzcan al desarrollo efectivo de las 

competencias y aprendizajes de los estudiantes.  

El programa de Jornada Única de MinEducación, articula gran parte de la política 

pública que el Gobierno ha implementado para mejorar la calidad de la educación. A través 

de esta, se busca fortalecer las competencias básicas de los estudiantes y fomentar su 

participación en actividades de tipo deportivo, artístico y cultural que permitan aumentar el 

tiempo que dedican a sus estudios y actividades extracurriculares.  

Durante 2017, a través de la estrategia Súbete al Bus de la Jornada Única, 

MinEducación acompañó 1.705 nuevos establecimientos educativos oficiales, dando 

continuidad a la implementación del programa. Gracias a esto, 730.411 estudiantes se 

beneficiaron de la jornada única en dicho año, lo cual representó un 10,01% de la matrícula 

oficial. Este logro equivale al cumplimiento del 73,1% de la meta definida para 2017 —un 

millón de estudiantes—.  

La implementación de la Jornada Única es, al mismo tiempo, resultado de los avances 

alcanzados en otras estrategias que propician las condiciones para potenciar el desarrollo 

integral de los estudiantes, por ejemplo, a través del mejoramiento de la calidad de la planta 

docente y de la construcción, ampliación y mejoramiento de las aulas escolares y su 

dotación a través del Plan Nacional de Infraestructura Educativa (PNIE) en zonas urbanas 

y rurales.  

En este sentido, a través del PNIE, el Gobierno nacional entregó 2.747 aulas nuevas y 

ampliadas en el marco de la implementación del programa de Jornada Única durante 2017, 

para un total acumulado de 6.958 aulas nuevas entregadas a cierre de dicho año, 

alcanzando el cumplimiento del 67,57% de la meta anual —10.298 aulas— y del 22,7% de 

la meta establecida para el cuatrienio —30.693 aulas—. Este resultado ha sido reconocido 

por la ciudadanía, ya que el 48,9% de las personas consultadas por la Encuesta de 
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Percepción Ciudadana al PND (EPC) asegura haber percibido que en los últimos 12 meses 

la infraestructura de los colegios o centros educativos públicos ha mejorado (DNP, 2017).  

Por otra parte, aumentar las competencias de los estudiantes y mejorar su desempeño 

en los resultados de las pruebas nacionales e internacionales requiere de la cualificación 

de la planta docente y la actualización de las prácticas pedagógicas. Al año 2017, 

MinEducación, a través del programa Becas para la Excelencia Docente, ha beneficiado un 

total de 7.110 docentes pertenecientes a 1.513 centros educativos —430 de Jornada 

Única— con apoyos económicos para estudio de maestría. Resultado de ello, durante la 

vigencia, se logró que el 42,93% de los docentes oficiales de educación preescolar, básica 

y media cuenten con formación de posgrado, superando en 6,3 p.p. la meta prevista para 

2017 —36,6%—. 

Adicionalmente, con el propósito de incentivar el ingreso de los mejores bachilleres a 

programas de licenciatura, en 2017, a través del Instituto Colombiano de Crédito Educativo 

y Estudios Técnicos en el Exterior (Icetex) se benefició a 621 estudiantes con créditos 

condonables, con lo cual se alcanzó un 57,1% de la meta programada para la vigencia —

1.000 estudiantes—. 

Respecto a los resultados obtenidos en las pruebas Saber 11, en 2017, el 45,4% de 

colegios oficiales se ubicaron en las categorías más altas de estas pruebas, superando en 

3,8 p.p. el avance alcanzado en 2016, el cual sobrepasó la meta establecida para ese año 

y se ubicó en 41,6%. En este punto, es pertinente señalar que la percepción ciudadana 

coincide con los logros alcanzados por el Gobierno nacional respecto a la calidad de la 

educación. De acuerdo con los resultados de la EPC (DNP, 2017), el 38,7% de la población 

considera que, durante los últimos 12 meses, la calidad de la educación pública básica y 

media ha mejorado o permanecido igual de bien. 

La segunda línea de acción busca aumentar la cobertura y la permanencia de los 

estudiantes en el sistema educativo. En este sentido, el Gobierno nacional se ha fijado 

mayores retos frente a la educación media y la transición hacia la educación superior, esto 

con base en el diagnóstico presentado en el PND (DNP 2015), el cual evidencia que estos 

niveles presentaron las menores tasas de cobertura —77,3% y 46,1% en 2014, 

respectivamente—. Como respuesta a esta situación, el PND trazó estrategias en los 

distintos niveles educativos. En relación con la educación básica y media, se destaca el 

Programa de Alimentación Escolar (PAE) como medida para garantizar la permanencia 

escolar, mientras que para la educación superior sobresale la entrega de incentivos a la 

demanda.  

El PAE busca combatir la deserción escolar de los niños, adolescentes y jóvenes de 

colegios oficiales al suministrar complementos alimentarios que garanticen hábitos 

saludables. Durante 2017, MinEducación dio cumplimiento a la transferencia de recursos 
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para la cofinanciación del PAE a las entidades territoriales certificadas que, por medio de 

procesos de selección, contratación y operación, entregaron 6.473.854 raciones diarias de 

alimentación —complementos alimentarios en el desayuno o el almuerzo— en un total de 

45.774 sedes educativas de 95 entidades territoriales certificadas. Adicionalmente, se 

identificó que se tiene contratada la prestación del PAE, para instituciones educativas donde 

se realiza la implementación de la jornada única (MinEducación, 2017).  

Parte del impacto de estas estrategias se evidenció en la tasa de cobertura bruta en 

educación media durante 2017, la cual se incrementó en 0,63 p.p. con respecto al año 

anterior, al pasar de 79,48% a 80,1%.  

Como resultado de los mecanismos de financiación de la oferta y demanda de 

educación superior, se ha logrado que uno de cada dos jóvenes cuente con acceso a 

oportunidades de educación terciaria, esto es, oferta de carácter profesional, técnico 

profesional, tecnológica, y formación para el trabajo y desarrollo humano, lo que promueve 

la movilidad social y la equidad en el país. En este sentido, durante el año 2017, el Gobierno 

nacional, a través del Icetex, benefició a 23.777 estudiantes pertenecientes a población 

vulnerable5 con créditos condonables y subsidios de sostenimiento.  

Adicionalmente, mediante el Programa Ser Pilo Paga (SPP), se logró que durante el 

año 2017, 9.083 nuevos estudiantes de bajos recursos con puntajes sobresalientes en las 

pruebas SABER 11 cuenten con la oportunidad de ingresar a programas de educación 

superior con alta calidad, dando cumplimiento en 90,8% a la meta establecida para la 

vigencia y acumulando un total de 31.954 estudiantes beneficiados en lo corrido del 

programa, lo que significa un cumplimiento del 79,9% de la meta fijada para el cuatrienio —

40.000 estudiantes—. Gracias a estas políticas, se ha logrado impactar positivamente la 

tasa de cobertura en educación superior al aumentar 1,3 p.p., pasando de 51,5% en 2016 

a 52,8% en 2017. 

Por otra parte, en el año 2017, se logró incrementar en 11,9 p.p. el porcentaje de 

programas de licenciatura que cuentan con acreditación de alta calidad en educación 

superior, al pasar de 26,1% en 2016 a 38,0% en 2017. Lo anterior, significó un cumplimiento 

del 49,4% de la meta establecida para la vigencia —60,0%—.  

La tercera línea de acción busca reducir las desigualdades existentes en el acceso a 

la educación en todos los niveles, fortaleciendo la pertinencia educativa y desarrollando 

competencias esenciales para los estudiantes de un mundo globalizado. En este sentido, 

                                                

5 Población indígena; negros, afrocolombianos, raizales y palenqueros; Rrom; víctimas y aquellos en condición 
de discapacidad.  



 

24 

el Gobierno nacional avanza en el fortalecimiento de elementos centrales como la 

eliminación del analfabetismo y el fortalecimiento del bilingüismo.  

Como respuesta a lo anterior, se crearon los programas Colombia Libre de 

Analfabetismo y el Programa Nacional de Alfabetización (PNA), dirigidos a la alfabetización 

de miles de colombianos con rezagos en sus procesos de aprendizaje, con el fin de 

contribuir a la promoción social de las personas iletradas, al permitirles acceder a 

información para la toma de decisiones y al facilitar su inclusión al mercado laboral con 

mejores ingresos.  

 En este sentido, el programa Colombia Libre de Analfabetismo, atendió durante el 

2017 a 26.000 personas con rezagos en su educación, haciendo énfasis en el cierre de 

brechas mediante la focalización de las regiones con mayores tasas de analfabetismo en 

el país. Esto permitió que se atendieran 7.000 personas ubicadas en zonas rurales y 400 

personas con discapacidad (MinEducación 2017). Lo anterior contribuyó a la disminución 

de la tasa de analfabetismo de 5,4% en 2016 a 5,2% en 2017 (Gráfico 7).  

Gráfico 7. Analfabetismo para población de 15 años y más, 2010 –2017 

 

Fuente: Sinergia, MinEducación. 
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En este sentido y con el objetivo de fortalecer la enseñanza del idioma inglés en colegios 

oficiales, el Programa de Formadores Nativos Extranjeros, durante el 2017, logró el 

acompañamiento de 1.560 docentes titulares de inglés por parte de 520 nativos extranjeros 

en un modelo de co-enseñanza, promoviendo dinámicas pedagógicas de uso continuo del 

inglés en las instituciones educativas y brindando a los profesores colombianos cada vez 

más herramientas para que mejoren su comunicación en esta lengua, gracias a lo cual, se 

impactó a 124.800 estudiantes de 371 colegios oficiales (MinEducación 2017). Lo anterior 

se ve reflejado en la opinión de los ciudadanos, donde el 56,4% de las personas 

consultadas a través de la EPC (DNP, 2017) considera que, durante los últimos 12 meses, 

el Gobierno ha promovido la enseñanza del inglés en los colegios públicos. 

Finalmente, y como soporte de lo anterior, el Gobierno nacional logró que para 2017, un 

total de 2.365 docentes se formaran en inglés, lo cual representa el cumplimiento del 99,9% 

de la meta programada para la vigencia —2.367 docentes formados—. 
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IV Competitividad e infraestructura 
estratégicas 

La estrategia transversal de Competitividad e Infraestructura Estratégicas está orientada 

hacia el incremento de la productividad en la economía, a través de la competitividad 

empresarial, sofisticar y diversificar el aparato productivo, incentivar la innovación como eje 

de desarrollo, eliminar barreras de acceso a los mercados, acercar al ciudadano a los 

servicios del Estado y mejorar la conectividad, y disminuir costos de transacción y de 

operación, para facilitar el intercambio de información, bienes y servicios que conducen a 

la movilidad y prosperidad social. 

Para lograrlo, el PND (DNP 2015) define cinco objetivos: 1) incrementar la 

productividad de las empresas colombianas a partir de la sofisticación y diversificación del 

aparato productivo; 2) contribuir al desarrollo productivo y la solución de desafíos sociales 

del país a través de la ciencia, tecnología e innovación; 3) promover las TIC como 

plataforma para la equidad, la educación y la competitividad; 4) proveer la infraestructura y 

servicios de logística y transporte para la integración territorial; y 5) consolidar el desarrollo 

minero-energético para la equidad regional. 

Como resultado del cumplimiento de estas y otras políticas, el Gobierno nacional 

alcanzó un avance promedio del 86,0% en el logro de las metas planteadas para la vigencia 

2017. Las siguientes secciones presentan los resultados específicos para cada uno de los 

objetivos de la estrategia transversal de Competitividad e Infraestructura Estratégicas. 

 

Objetivo 1. Incrementar la productividad de las empresas 

colombianas a partir de la sofisticación y diversificación del 

aparato productivo  

Las estrategias establecidas por el Gobierno nacional para lograr el desarrollo 

productivo están encaminadas al fortalecimiento de las capacidades empresariales, la 

diversificación de exportaciones, la formalización y el fortalecimiento institucional. 

A. Internacionalizar los sectores productivos de bienes y servicios 

Pese a la actual implementación de estrategias para la promoción de las exportaciones 

no minero-energéticas y de servicios, en 2017 las exportaciones fueron de USD$23.268 

millones, lo que resultó en una variación de 6,4% en comparación al mismo período del año 

anterior.  
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Particularmente, las exportaciones de bienes no minero-energéticos fueron de 

USD$14.942 millones, para una variación de 5,2%, en comparación al año anterior, 

mientras que el valor de las exportaciones de servicios fue de USD$8.326 millones, para 

un crecimiento de 8,4% respecto a 2016 (Gráfico 8). Las exportaciones de bienes no 

minero-energéticos se vieron afectadas por el bajo crecimiento de las economías 

desarrolladas y los bajos precios del petróleo, fenómenos que impactaron la demanda 

agregada de los principales compradores internacionales.  

Gráfico 8. Exportaciones de bienes no minero energéticos y de servicios, 2011-2017. 

 

Fuente: Banco de la República y DANE-DIAN. Cálculos OEE MinCIT. 

 

El Ministerio de Comercio, Industria y Turismo (MinCIT), en conjunto con sus entidades 

adscritas y acompañado de entidades de otros sectores, desarrolla estrategias 

encaminadas a la internacionalización de los sectores productivos de bienes y servicios. En 

2017, el Instituto Colombiano Agropecuario (ICA), logró la admisibilidad de 11 productos 

agropecuarios a diferentes países. Adicionalmente, Bancóldex logró financiar 774 

empresas exportadoras de todos los tamaños con 1.517 operaciones financieras, lo que 

permitió sobrepasar la meta propuesta en un 4,6%. Durante este periodo y con la facilitación 

de ProColombia 2.241 empresas realizaron negocios de exportaciones con 5.151 

compradores de 123 países. 

Las principales acciones que se llevan a cabo para incrementar las exportaciones no 

minero-energéticas y de servicios son: implementar una política comercial para el 

aprovechamiento de las oportunidades de mercado y continuar con la admisibilidad de 

productos agropecuarios y agroindustriales. De igual manera, una focalización de los 

instrumentos de promoción bajo la lógica de solución de fallas de mercado, de forma que 

se genere un entorno que facilite los encadenamientos productivos, la calidad y el acceso 

de los bienes y servicios nacionales a los mercados internacionales.  
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B. Fortalecer las capacidades tecnológicas de las empresas 

Esta estrategia se orienta a fomentar el uso de nuevas tecnologías para fortalecer las 

capacidades de las empresas. El PND (DNP 2015) establece que las capacidades 

tecnológicas se refieren a los conocimientos y habilidades para adquirir, usar, absorber, 

adaptar, mejorar y generar nuevas tecnologías. Además, el fortalecimiento y la generación 

de estas capacidades promueven la productividad por medio de la aplicación de nuevas 

ideas en materia de producción y de procesos en las empresas, que permiten lograr una 

economía más competitiva. 

A través de iNNpulsa Colombia, el Gobierno nacional apoya y promueve el crecimiento 

empresarial por medio de iniciativas de negocio que pueden crecer de manera rápida, 

rentable y sostenida, con lo cual se ha venido apoyando la innovación y el emprendimiento 

de alto impacto. Es así como en 2017, iNNpulsa apalancó recursos por $80.832 millones, 

por medio de contrapartidas de los beneficiarios de las convocatorias, del apoyo a fondos 

de inversión y de la inversión realizada por empresas beneficiadas con el Programa de 

Emprendimiento Corporativo, con lo cual se supera la meta planteada en un 61,6%. Así 

mismo, iNNpulsa Colombia apoyó 98 iniciativas para la innovación y el emprendimiento 

dinámico, a través de proyectos, cursos, talleres, y programas con miras al crecimiento 

empresarial. Con ello se logró el cumplimiento de la meta establecida para 2017, la cual se 

estableció en apoyar 70 iniciativas. 

Adicionalmente, un total de 748 empresas implementaron un programa de 

escalamiento de la productividad por medio del cual lograron un aumento de al menos 15% 

en esta variable. Lo anterior, le permitió a estas empresas pasar de ser unidades 

productivas con un bajo nivel de desarrollo a empresas fortalecidas y encaminadas al 

mejoramiento constante de sus procesos. En 2017, el avance en el número de empresas 

con estas características, superó la meta en 24 p.p.  

En 2017, un total de 271 empresas en 26 departamentos participaron en programas 

de adecuación de oferta exportable a través de ProColombia, los cuales buscan cerrar las 

brechas entre los requerimientos de los mercados o compradores internacionales y el 

producto ofrecido por los empresarios nacionales. Los programas abordan temas como: 

modelación de costos de exportaciones, empaques, embalajes y etiquetados, adaptación 

de marketing e imagen corporativa, entre otros. 

C. Racionalizar la regulación para la competitividad empresarial 

El PND (DNP 2015) destacó la importancia de racionalizar los trámites para el 

desarrollo empresarial por medio de una ventanilla única para la creación de empresas, 
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apalancada en el uso de tecnologías de información y comunicación para disminuir el 

tiempo y los costos en el proceso de formalización mediante el registro empresarial. 

En este sentido, en el 2017 se creó, a través del Decreto 1875 de 2017, la Ventanilla 

Única Empresarial (VUE) como una estrategia público-privada para promover y facilitar la 

actividad empresarial en el país a través de la simplificación y automatización de trámites. 

Esta estrategia contará con una plataforma que canaliza los trámites mercantiles, tributarios 

y de seguridad social para la apertura de empresa, e incorporará de forma progresiva 

diferentes trámites relacionados con la actividad empresarial.  

Inicialmente, la VUE operará en Bogotá y permitirá crear empresa a través de la 

plataforma web, permitiendo realizar consultas previas para la creación de empresa: tipo 

de empresa, uso del suelo, homonimia, marca, inventario de trámites de acuerdo con la 

actividad: bien o servicio y simulador de pagos, obtener el Registro Mercantil de la Cámara 

de Comercio de Bogotá, obtener el Registro Único Tributario ante la DIAN y facilita la 

identificación e inscripción de las empresas ante las entidades de la Seguridad Social: 

fondos de pensiones, entidades promotoras de salud, aseguradoras de riesgos laborales y 

cajas de compensación familiar.  

Así mismo, en articulación con la Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales 

(DIAN), en 2017, se expidieron los Decretos 589 y 768, mediante los cuales se eliminó el 

requisito de la tenencia de una cuenta corriente o de ahorros para los trámites del Registro 

Único Tributario (RUT), lo que permitió reducir de ocho a seis el número de trámites y de 

once a nueve los días para la apertura de empresa en Colombia. Lo anterior le permitió al 

ubicarse en el puesto 93 en el indicador de apertura de un negocio del Doing Business. 

D. Promover el desarrollo regional sostenible 

Es importante implementar estrategias que se ocupen de brindar políticas, programas 

e instrumentos diferenciados que estén dirigidos al fortalecimiento de las capacidades 

productivas de cada región del país. Para la consecución de este objetivo, se planteó: 1) 

lograr una especialización de las regiones para el desarrollo productivo, 2) atraer Inversión 

Extranjera Directa (IED) a aquellas regiones menos desarrolladas, 3) promover y difundir 

mejores prácticas del ambiente de negocios, 4) fortalecer el desarrollo económico local, y 

5) consolidar el turismo como instrumento para el desarrollo regional sostenible y en paz. 

La IED que se generó como consecuencia de las acciones de acompañamiento 

adelantadas por ProColombia en 2017 fue de USD$3.835 millones. La inversión proviene 

de 34 países, que informaron el inicio de 137 proyectos de inversión, con los que se espera 

generar 32.507 empleos.  

Así mismo, con el objetivo de fortalecer el desarrollo económico local, MinCIT puso en 

marcha el programa Rutas Competitivas, por medio del cual se busca mejorar la 
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competitividad de ciertos sectores priorizados por los departamentos del país. En el 

programa se diseñan planes de acción estratégicos que buscan obtener mayores márgenes 

de ganancias de los actores involucrados. Se destaca que todos los procesos de innovación 

implementados en los sectores priorizados para las regiones Caribe, Pacífico, Eje Cafetero 

y Antioquia cumplieron las metas planteadas para 2017. 

Por otro lado, los esfuerzos del Gobierno nacional por facilitar las estrategias que 

buscan fortalecer la competitividad para el desarrollo turístico se reflejan en la capacitación 

de 7.388 personas por medio de jornadas de formalización y talleres de prevención en el 

marco de la Estrategia Nacional de Prevención de la Explotación Sexual Comercial de 

Niños, Niñas y Adolescentes (ESCNNA), sensibilización en las Normas Técnicas 

Sectoriales de Calidad y Sostenibilidad, así como en cursos de lengua de señas para los 

guías de turismo y cursos de bilingüismo para los prestadores turísticos. La capacitación de 

este recurso humano representó un avance de 57,5 p.p. por encima de la meta planteada 

para la vigencia. 

Adicionalmente, en 2017 entraron al país 6,5 millones de visitantes extranjeros que, 

frente a los 5,1 millones de visitantes registrados en 2016, representó un crecimiento del 

27,45% y se generaron 79 mil nuevos empleos en el sector turismo, con lo cual se obtuvo 

un sobrecumplimiento del 21,5% de la meta pactada. 

Finalmente, ProColombia continúa promocionando al país como destino turístico y de 

reuniones para que extranjeros participen en congresos, convenciones corporativas y viajes 

de incentivos. Durante 2017, se captaron 272 eventos del exterior, de los cuales 32 fueron 

congresos, 59 convenciones, 40 eventos y 141 viajes de incentivo. 

E. Profundizar el financiamiento y la formalización empresarial 

MinCIT, conjuntamente con la Banca de las Oportunidades, adelanta gestiones para 

estimular la inclusión financiera, destacándose la modalidad del microcrédito como una de 

las que más contribuye para lograr dicho propósito. Según datos suministrados por 

entidades financieras que reportan a MinCIT, en cumplimiento de lo dispuesto en la 

Resolución 01 de 2007 del Consejo Superior de Microempresas, en 2017 el desembolso 

por microcrédito alcanzó un monto aproximado a los $5,85 billones.  

Adicionalmente, la inclusión financiera y el fortalecimiento del Sistema Financiero son 

dos elementos necesarios para poder generar un ambiente que fomente el desarrollo 

comercial y productivo del país. Algunas acciones que desde el Gobierno nacional se han 

llevado a cabo con relación a este tema son la bancarización de personas que no habían 

accedido a servicios financieros y el fortalecimiento de mercados de capital y financieros. 

En este orden de ideas, Banca de las Oportunidades, MinHacienda y Prosperidad Social 
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pusieron en marcha acciones que permiten vincular a los ciudadanos con algún tipo de 

cuenta de ahorro o instrumento financiero. 

Respecto al primer grupo de acciones, se logró que el porcentaje de hogares con 

cuenta de ahorro pasara de 52,9% en 2014 a 57,4% en 2017, lo que representó un aumento 

de 8,5%, mientras el número de personas con algún tipo de servicio bancario y/o financiero 

en diciembre de 2017 llegó a un 79,9% de la población adulta (27 millones de personas), 

2,6 p.p. por encima de 2016 (77,3% en diciembre de 2016). 

Frente al segundo grupo de acciones, el fortalecimiento de las entidades bancarias 

guarda relación con las fuentes de financiación del mercado de capitales del segundo 

mercado6. A las cuatro emisiones en el segundo mercado realizadas en 2016, se sumaron 

tres, las cuales corresponden a Banco Davivienda, Titularizadora Colombiana y Banco 

Mundo Mujer, que sumaron un total de ocho emisiones al cierre de 2017, con lo que se 

superó la meta establecida para alcanzar en dicho año —seis emisiones—. 

F. Incentivar el desarrollo de una economía naranja 

En el marco de la economía naranja, o economía de la cultura, una de las grandes 

apuestas del país es la promoción de las industrias culturales y en particular la industria 

cinematográfica con el fin de convertir el talento humano en un determinante del desarrollo 

económico y contar con empresas productoras cinematográficas nacionales que se 

involucren en la producción. En Colombia, la Ley 814 de 2003 y 1556 de 2012 son los 

principales instrumentos para impulsar el desarrollo de la actividad cinematográfica; la Ley 

814, o Ley de cine, la cual ofrece estímulos para producciones y coproducciones 

colombianas a través de dos mecanismos: 1) Estímulos Tributarios para aquellos 

contribuyentes que inviertan y donantes de la empresa privada que se vinculen en 

proyectos cinematográficos nacionales y 2) el Fondo para el Desarrollo Cinematográfico —

FDC— que se sostiene con los aportes de exhibidores, distribuidores y productores sobre 

las ganancias netas de la taquilla; por otro lado, la Ley 1556 o Ley Filmación Colombia, que 

ofrece beneficios económicos a las empresas que rueden obras cinematográficas en 

Colombia.  

Los avances respecto al crecimiento que el Gobierno ha dado a la economía naranja 

se evidencian en: 1) el número de empresas productoras cinematográficas fortalecidas; 2) 

el número de largometrajes de cine, de producción o coproducción nacional, estrenados 

                                                

6 “En el Segundo Mercado, únicamente los inversionistas profesionales pueden negociar valores. El Decreto 
2555 de 2010 ("Decreto 2555") establece los requisitos para ser considerado un inversionista profesional: contar 
con un patrimonio igual o superior a diez mil (10.000) salarios mínimos mensuales vigentes (alrededor de 
US$3.275.000), y en general, contar con otros requisitos relativos al volumen de sus transacciones. 
Excepcionalmente, el público general puede participar en algunas transacciones del segundo mercado en 
condiciones determinadas. 
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comercialmente en el país; 3) el número de obras cinematográficas rodadas en el país en 

el marco de la Ley 1556 de 2012; y 4) la cantidad de espectadores en salas de cine del país 

en películas colombianas. 

En primer lugar, una empresa productora cinematográfica nacional se considera 

fortalecida cuando estrena una segunda película en las salas de cine del país —

reconocidas como nacionales de acuerdo con la Ley 814 de 2003— y/o cuando son 

prestadoras de servicios cinematográficos para películas rodadas en Colombia —en el 

marco de la Ley 1556 de 2012—. En 2017, 16 empresas cinematográficas cumplieron 

dichos criterios, lo que representó un sobre cumplimiento de 33,3 p.p. por encima de la 

meta anual (12). 

En segundo lugar, en 2017, el sector cinematográfico obtuvo cifras récord con respecto 

a la meta de largometrajes en el país. El 2017 fue un año histórico debido al estreno 

comercial de 44 largometrajes de cine, producción o coproducción nacional con lo que se 

da cumplimiento al 157% de la meta —establecida en 28 largometrajes—7.  

De igual manera, la promoción del país como escenario para la filmación de películas 

a través de la Ley filmación Colombia (Ley 1556 de 2012), atrae inversión y oportunidades 

de crecimiento a la industria. Una evidencia de lo anterior es que entre 2013 y 2017 se han 

rodado 27 películas extranjeras en el país.  

Por otra parte, el rodaje de películas en el país en el marco de la Ley 1556 de 2012, 

superó la meta acumulada para el año 2017 (16), registrando desde 2015 un total de 20 

películas rodadas. En 2017, se rodaron tres obras cinematografías (totales o parciales) en 

el país. Estas películas fueron: Elizabeth Harvest; Belleville Cop y El Padre. 

Finalmente, los incentivos entregados cumplen con el propósito de fortalecer el 

desarrollo artístico e industrial de la creación, la producción audiovisual y de cine nacional 

y arraigar esta producción en el querer nacional. Dado esto, en 2017, las películas 

nacionales fueron vistas por 3,7 millones de espectadores en las salas de cine del país y 

se sobrepasó la meta establecida de tres millones de espectadores durante la vigencia en 

un 23% (Gráfico 9).  

                                                

7 Dada la acogida de esta política y amparados bajo la Ley 814 de 2013, MinCultura aumentó las metas de 68 
a 101 largometrajes a 2018. 
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Gráfico 9. Espectadores de películas colombianas en salas de cine, 2015-2017. 

 

Fuente: DNP, Sinergia, MinCultura. 

 

Objetivo 2. Contribuir al desarrollo productivo y la solución de los 

desafíos sociales del país a través de la ciencia, tecnología e 

innovación 

El desarrollo económico de un país supone una industria más competitiva e innovadora 

a nivel mundial. Para esto es necesaria la generación de conocimiento y condiciones que 

promuevan la innovación y apoyos económicos del sector privado y público.  

La ciencia, tecnología e innovación son fundamentales para lograr la sofisticación y 

diversificación de la producción, así como para afrontar los retos sociales que presenta el 

país. Adicionalmente, brinda a la sociedad la oportunidad de avanzar en la frontera del 

conocimiento para que en un futuro se aplique en el sector empresarial. 

A. Desarrollar un sistema e institucionalidad habilitante para la CTI 

Históricamente, la inversión en Actividades en Ciencia, Tecnología e Innovación (ACTI) 

en Colombia ha sido insuficiente para los retos que afronta el país. Dado esto, una de las 

grandes metas a 2018 consiste en lograr una inversión en ACTI equivalente al 1% del PIB. 

Este debe ser un esfuerzo conjunto financiado con diferentes fuentes de recursos, como: el 

PGN, los recursos propios de entidades de orden nacional y territorial, el SGR, la inversión 

del sector privado, entre otros.  
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Con base en la información más reciente, en 20168, se destaca que el 53,22% —$3,08 

billones— del total de la inversión del país en ACTI correspondió a recursos privados, 

constituyéndose en la fuente principal para lograr una inversión total de $5,8 billones, lo que 

correspondió al 0,711% del PIB, con lo que se superó la meta establecida para la vigencia 

en mención —0,70%— (Gráfico 10). 

Gráfico 10. Inversión en ACTI como porcentaje del PIB, 2006-2016. 

 

Fuente: Observatorio Colombiano de Ciencia y Tecnología. 

 

Por otra parte, la reducción del presupuesto de inversión del Departamento 

Administrativo de Ciencia, Tecnología e Innovación (Colciencias) fue uno de los principales 

factores que influyó en la reducción de la inversión en ACTI como porcentaje del PIB en 

relación con 2015.  

En 2017, Colciencias logró que dos ciudades implementaran la estrategia Pacto por la 

Innovación: Cartagena y Villavicencio. Estos pactos buscan movilizar y afianzar el 

compromiso de las empresas para invertir en innovación, como parte de su estrategia de 

crecimiento empresarial, con base en un acuerdo firmado de manera voluntaria entre 

diferentes actores del ecosistema de innovación. 

Así mismo, el Gobierno nacional otorgó beneficios tributarios a las empresas que 

realizaron inversiones en ACTI. En 2017, se aprobó el 100% del cupo en deducciones 

tributarias —$600.000 millones—. En total, se aprobaron 168 nuevos proyectos y 109 

plurianuales. A partir de 2017, el beneficio es el resultado de combinar una deducción del 

100% de la inversión con un descuento tributario del 25% del valor invertido. 

Adicionalmente, el nuevo estatuto tributario introdujo cambios en el reconocimiento de 

                                                

8 El indicador correspondiente a la inversión nacional en ACTI como porcentaje del PIB tiene una periodicidad 
anual y presenta un rezago de 480 días para su reporte. 
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actores para la realización de proyectos en CTI y en consideraciones sobre los descuentos 

tributarios. 

Finalmente, durante 2017 se gestionó la formulación de dos políticas de CTeI: a) La 

Política de Ética, Bioética e Integridad Científica, a través de la cual se generan lineamientos 

de aplicación en los procesos de CTeI desarrollados en Colombia para las distintas áreas 

de áreas del conocimiento: y b) los lineamientos de política para el Establecimiento de 

Parques Científicos, Tecnológicos y de Innovación (PCTI), un mecanismo de atracción de 

capitales para el desarrollo de proyectos y promoción de empresas innovadoras que buscan 

insertarse en la llamada “Economía del Conocimiento”. En Colombia, los Parques 

Científicos, Tecnológicos y de Innovación son contemplados por la política pública como 

medio para fortalecer la competitividad nacional, así como para ayudar en la reducción de 

las disparidades regionales. 

B. Mejorar la calidad y el impacto de la investigación y la transferencia 

de conocimiento y tecnología 

Para avanzar en el desarrollo del capital humano, es importante invertir en mejorar las 

capacidades y la calidad de los trabajadores; en la investigación, desarrollo e innovación; y 

en fomentar la transferencia de conocimiento y tecnología. Esta labor se debe adelantar 

desde el Gobierno y el sector privado. En esta materia, el país continúa realizando 

esfuerzos para apoyar a jóvenes profesionales que buscan recursos con los cuales financiar 

sus estudios de maestrías y doctorados en el país y en el exterior. En 2017, se reportaron 

2.078 becas, becas-créditos y créditos financiados por Colciencias y otras entidades para 

la formación en maestrías y doctorados. Lo anterior corresponde a un cumplimiento del 

96,2% frente la meta planteada para la vigencia. 

Otro de los objetivos trazados por el Gobierno nacional, fue el de incrementar la 

producción científica realizada por investigadores colombianos. En este sentido, 9.555 

artículos científicos fueron publicados en 2017 por investigadores colombianos en revistas 

científicas especializadas, con lo que se logró la meta planteada. 

C. Promover el desarrollo tecnológico y la innovación como motor de 

crecimiento empresarial y del emprendimiento 

Con el objetivo de apoyar el desarrollo tecnológico e innovación del sector empresarial, 

el Gobierno nacional otorgó ocho licenciamientos tecnológicos. De esta manera, se logró el 

cumplimiento del 100% de la meta para 2017. De estos, cuatro correspondieron a Spin Off, 

es decir, empresas de base tecnológica que pueden ser creadas por universidades o 

empresarios con base en resultados de investigación y acuerdos del aprovechamiento de 

la propiedad intelectual. 
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Por otro lado, se registraron 595 solicitudes de patentes en 2017 realizadas por 

residentes, equivalente a un cumplimiento superior en 26 p.p. de la meta esperada para el 

periodo. Un total de 21 departamentos presentaron solicitudes para registro de patentes por 

residentes en oficina nacional y el Tratado de Cooperación en Materia de Patentes (PCT), 

distribuidos así: Bogotá con 233 registros —participación del 39%—; Antioquia con 125 —

21%—; Santander con 39 registros —7%—; Valle del Cauca, Cundinamarca, Atlántico, 

Caldas, Huila, Risaralda, Boyacá y Quindío con 160 registros —participación del 27%—; y 

Norte de Santander, Cauca, Meta, Tolima, Bolívar, Córdoba, Cesar, Putumayo y Magdalena 

con 38 registros —6% frente al total de registros—.  

Vale resaltar que Colombia ha aumentado en un 383,7% las patentes de invención 

presentadas por vía nacional de residentes colombianos, al pasar de 123 en 2010 a 595 en 

2017. Lo anterior se debe al esfuerzo conjunto entre la Superintendencia de Industria y 

Comercio (SIC) y Colciencias, en el marco de la implementación de la Estrategia Nacional 

de Protección de Invenciones y la Brigada de Patentes, lo que refleja el esfuerzo de los 

actores del Sistema Nacional de CTI por generar procesos de innovación, entendidos desde 

la creación y uso de nuevo conocimiento a través del registro de solicitudes de patentes por 

residentes en oficina nacional y PCT. 

Adicionalmente, en 2017, Colciencias apoyó 2.205 empresas en procesos de 

innovación, esto se traduce en un cumplimento de la meta del 115%. En particular, las 

iniciativas que contribuyeron a este logro fueron: alianzas para la innovación —63,6%—, 

sistemas de innovación —13,5%—, programa TIC —6,7%—, beneficios tributarios —

6,6%—, pactos por la innovación —5,7%—, apoyo en I+D+i al sector productivo —2,9%— 

y Colombia BIO —1%—. Los principales resultados del apoyo en los procesos de 

innovación, corresponden principalmente a la innovación en servicios, la innovación en 

productos y en menor proporción la innovación en procesos. empresas apoyadas fueron 

principalmente de la industria manufacturera, donde predominan las empresas grandes y 

los proyectos de innovación en procesos. 

D. Generar una cultura que valore y gestione el conocimiento y la 

innovación 

Para lograr una cultura que valore y gestione el conocimiento, el Gobierno nacional 

desarrolló programas estratégicos que buscan acercar la CTI a la vida cotidiana de las 

personas. Para ello, Colciencias sensibilizó a 2,4 millones de personas a través de diversas 

actividades de apropiación social del conocimiento en CTI. 

Así mismo, consciente de la importancia que tienen los niños y jóvenes para el futuro 

científico del país, en 2017 el Gobierno nacional apoyó a 363.491 niños y jóvenes en 

procesos de vocación científica y tecnológica, con lo cual se superó la meta prevista para 
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2017 —351.247 niños y jóvenes—. Lo anterior se logró a través de la implementación, entre 

otras, de las siguientes intervenciones: 

1. Programa Ondas: desde las iniciativas estratégicas de Gestión Territorial, 

Implementación de la Comunidad Ondas y Proyectos Especiales (Clubes de 

ciencia, educación participativa a la protección del agua, Proyecto Wiñay). Servicios 

de apoyo financiero a proyectos y actividades del programa Ondas a nivel nacional 

financiados con recursos del Fondo de CTI-Regalías y Colciencias.  

 

2. Jóvenes investigadores: apoyó a jóvenes a través de la implementación de las 

siguientes iniciativas: Aliados Nexo Global, Alianza SENA, Proyectos Especiales 

(convenio realizado con la Universidad Politécnica de Valencia, SENA y Colciencias 

para formar instructores y aprendices del SENA en procesos de innovación), 

Gestión Territorial, Convocatoria Jóvenes Investigadores por la Paz y Sistemas de 

Mapeo. Esta última iniciativa logró identificar las estrategias de CTeI dirigidas a 

niños, adolescentes y jóvenes a nivel nacional y que han sido implementadas por 

los distintos actores del SNCTeI. 

 

3. Colombia BIO: es un programa que nació en 2016, a través del cual se propician las 

condiciones para conocer, valorar, conservar y aprovechar sosteniblemente la 

biodiversidad del país, contribuyendo a un desarrollo sostenible y socialmente 

inclusivo. Para lograrlo se han desplegado los siguientes cinco componentes9: 1) 

expedición Bio, 2) investigación & desarrollo Bio, 3) productos Bio, 4) mentalidad, 

cultura y comunicaciones, y 5) articulación Institucional. 

En 2017, se indexaron al Sistema Información de Biodiversidad en Colombia - SIB un 

total de 389.975 nuevos registros de especies gracias a la gestión de dos iniciativas 

estratégicas de Expediciones BIO (con 22.889 registros de especies) y Fortalecimiento de 

Colecciones (con 367.086 registros de especies). Los resultados para este período se 

dieron por la gestión realizada en torno a los siguientes aspectos: registro de datos al 

sistema por parte de entidades tales como el Instituto de Investigaciones Ambientales del 

Pacífico John Von Neumann (IIAP), la Universidad del Bosque, Corporación Paisajes 

Rurales, Parques Nacionales Naturales de Colombia, la Corporación para la gestión 

ambiental Biodiversa y el Proyecto de Conservación de Aguas y Tierras - ProCAT, como 

                                                

9 Los tres primeros componentes buscan articular una gran cadena de valor de la biodiversidad del país; los dos 
últimos, permiten habilitar las condiciones para que Colombia alcance la competitividad que requiere, producto 
de un uso y aprovechamiento sostenible de su biodiversidad. El objetivo estratégico se mide a través del 
indicador de Nuevos registros de especies en el Global Biodiversity Information Facility (GBIF) aportadas por 
Colombia. 
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resultado de las actividades relacionadas con la caracterización de biodiversidad, 

realizadas durante el año 2016 y 2017. 

Con respecto a las expediciones biológicas, en 2017, se llevaron a cabo seis en las 

siguientes zonas del país: Belén de los Andaquies (Caquetá), Chiribiquete (Caquetá), 

Serrania del Darien (Choco), Vichada, Bota Caucana, y Cayo Serranilla10 (San Andrés). En 

el marco de los resultados de las expediciones realizadas, es pertinente destacar los 

siguientes: 93 posibles nuevas especies para la ciencia, 131 especies endémicas, 211 

especies con algún criterio de conservación, 4 especies redescubiertas,  78 instituciones 

nacionales y 14 internacionales participantes, 300 expedicionarios, y $12.000 millones 

invertidos. 

 

Objetivo 3. Promover las TIC como plataforma para la equidad, la 

educación y la competitividad 

A 2018, la gran apuesta del país en materia de tecnologías de la información y las 

comunicaciones es “reducir la pobreza, generar empleo, y desarrollar soluciones para los 

problemas de los colombianos, a través del uso estratégico de la tecnología” (MinTIC 2017). 

Para eso, el nuevo Plan Vive Digital para la Gente, hace énfasis en cuatro líneas 

estratégicas: Empleo; Ciudad y Región; Educación y Emprendimiento; y Gobierno digital. 

Cada una de ellas se materializa a partir del ecosistema digital, compuesto por cuatro 

eslabones: 1) infraestructura, 2) servicios, 3) aplicaciones y 4) usuarios.  

A. Infraestructura 

En materia de infraestructura, esta estrategia “busca la consolidación y sostenibilidad 

de los avances en la infraestructura TIC, y el cubrimiento de la totalidad del territorio 

nacional”. Para esto, el país cuenta con cuatro desafíos principales: en primer lugar, lograr 

30 millones de conexiones a internet de banda ancha que garanticen altos niveles de 

calidad en la disponibilidad y la velocidad de las conexiones móviles y fijas, y el 

cumplimiento de los estándares de los países de la Organización para la Cooperación y el 

Desarrollo Económico (OCDE). En segundo lugar, finalizar las obras de infraestructura 

necesarias para conectar el 4% de los municipios restantes a la red de alta velocidad, que 

corresponden a las zonas más apartadas del país. En tercer lugar, instalar puntos de acceso 

a internet y zonas Wii-Fi, que garanticen el acceso a internet. Y, por último, lograr la 

expansión de la cobertura televisión terrestre y digital (DNP 2015). 

                                                

10 Esta expedición se ejecutó en convenio con la Comisión Colombiana del Océano, considerando 16 proyectos 
de investigación que fueron aprobados, los cuales trataron diferentes líneas temáticas de interés nacional. 
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En términos de conexiones de Internet de banda ancha, 2017 cerró con un total de 

30,3 millones gracias a la masificación de las redes de telecomunicaciones fijas y móviles, 

impulsadas principalmente por las conexiones a Internet móvil 4G, lo que permitió 

sobrepasar la meta en 3,4 p.p. Así mismo, el número de conexiones a Internet para estratos 

1 y 2 pasó de 2,10 a 2,84 millones de conexiones. Al medir el acceso a Internet en hogares 

pertenecientes a cabeceras municipales, los resultados de la Encuesta de Calidad de Vida 

(ECV) muestran que, en 2017, el 58,6% de estos hogares reportaron haber contado con 

conexiones a internet en el último año (DANE, 2018), lo cual representó un cumplimiento 

del 99,3% de la meta para la vigencia. Se espera que para 2018, se lleve a cabo la subasta 

del espectro radioeléctrico —Banda 700 MHz y AWS— que permitirá aumentar la oferta de 

conexiones de internet a todos los niveles.  

Respecto a la conectividad de las zonas más apartadas del país a la red de alta 

velocidad, se mantiene un rezago en los avances de los procesos de instalación y puesta 

a disposición de las redes. A 2017, se logró la conexión de 26 de los 47 municipios y áreas 

no municipalizadas pendientes, lo que representa el 55,3% de cumplimiento de la meta del 

gobierno. Cabe destacar el cumplimiento del 100% de la meta de la región de los Llanos y 

del Pacífico, esta última debido a la conexión de los últimos tres municipios pendientes. En 

cuanto a la región de la Amazonía, se adelantó la conexión de siete de los 23 municipios a 

conectar. Para esta región, se reportaron 30 torres en trabajos de instalación, 71 consultas 

previas protocolizadas, 94 permisos otorgados por la Aerocivil, 45 de 46 permisos 

ambientales otorgados y 15 permisos para sitios baldíos. El retraso durante los años 2015 

y 2016 de esta meta estuvo asociado a problemas de orden público y demoras en las 

consultas previas en los municipios objeto del proyecto. 

En relación con la cobertura de municipios a la red de alta velocidad inalámbrica (4G), 

966 municipios quedaron conectados a la red de un total proyectado de 894 para la vigencia 

2017, lo que representa un sobrecumplimiento de 8,5 p.p. de la meta al cierre del año.  

En la EPC, el 53,5% de los consultados consideran que la calidad del Internet en su 

municipio es buena o muy buena. Sin embargo, este porcentaje cae a 29,7% cuando se 

pregunta a la población residente en áreas rurales. Adicionalmente, al revisar la percepción 

por estrato, se evidencia que es creciente conforme aumenta el estrato socio-económico 

(DNP, 2017). Esto implica la necesidad de buscar soluciones para suplir las necesidades 

de la población más pobre del país.  

En este sentido, el Gobierno nacional está comprometido con garantizar el acceso a 

Internet de todas las personas y en todos los lugares, particularmente las más necesitadas. 

Por eso, se han instalado Puntos y Kioscos Vive Digital (PVD y KVD) en las cabeceras 

municipales y las áreas rurales del país, con el fin de garantizar el acceso gratuito de todos 

los ciudadanos a este servicio.  
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Así mismo, el Plan Vive Digital trabaja por la masificación de Internet, con el fin de 

desarrollar un ecosistema digital disponible para todos los ciudadanos a través del acceso 

a los KVD (MinTic 2017). Es por esto que, en 2017 se instalaron 247 KVD, lo que permite 

que el país cuente con 7.132 de los 7.621 KVD proyectados para todo el gobierno.  

Paralelamente a la democratización y acercamiento del servicio de internet a la gente, 

en 2017 el Ministerio de Tecnologías de la Información y las Comunicaciones (MinTIC) 

instaló 812 nuevas zonas Wi-Fi de acceso a internet gratuito, lo que permite un total de 

1.144 zonas instaladas en todo el periodo de gobierno y una cobertura de más de 389 

municipios, lo que representa un sobre cumplimiento de 14,4 p.p. en la meta del cuatrienio.  

Por último, la televisión abierta —terrestre y satelital— es considerada como uno de 

los mayores retos para el país, dado que para el año 2017 se registró una cobertura del 

70,3%, lo que representa un avance del 31,9% de la meta. No obstante, se espera que para 

2018 la cobertura alcance el 92,2%, debido al nuevo plan de inversión presentado por RTVC 

en el año 2016 para el proceso de armonización, el cual contempla ajustes en el 

presupuesto de inversión y en los tiempos de ejecución de la fase III.  

B. Servicios 

 A partir de los avances en materia de conectividad que ha tenido el país en los últimos 

años, MinTIC focaliza esfuerzos para estimular los hábitos de uso de Internet. Uno de los 

instrumentos que utiliza para fomentar la sensibilización y profundizar los hábitos de uso de 

Internet es la educación. Por eso, el programa Computadores para Educar (CPE) de la 

Presidencia de la República, MinTIC, MinEducación y el SENA, despliegan una estrategia 

que incluye la entrega de terminales —tabletas y computadores— a profesores y 

estudiantes de sedes educativas públicas y la oferta de capacitación a profesores para 

estimular un mejor aprovechamiento de las TIC. 

La entrega de terminales mostró un comportamiento creciente a lo largo de los años 

2015-2017 (Gráfico 11), de tal manera que se logró entregar más de un millón de 

computadores y tabletas, lo que representa un 100% de cumplimiento de la meta, aun 

cuando los efectos de la revaluación del dólar afectaron de manera sustancial el proyecto. 

Para esta vigencia, se entregaron 160.430 terminales en los 32 departamentos del país y 

Bogotá, de los cuales el 64% fueron recibidos por sedes educativas públicas, el 30% por 

docentes y el restante por bibliotecas, casas de cultura, entes territoriales, entre otros. 
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Fuente: DNP, Sinergia, MinTIC-CPE. 

Además de la entrega de terminales, CPE ofrece capacitación a los docentes de los 

colegios públicos beneficiados por el programa. En 2017, se formó a un total de 50.467 

docentes para un acumulado de 142.010 docentes. Con la suma de las dos estrategias 

descritas, el Gobierno nacional busca contribuir por medio de las TIC a la transformación 

de la educación y reducir los niveles de repitencia, deserción escolar, así como aumentar 

el desempeño de los estudiantes en las pruebas saber (MinTIC, 2017).  

C. Aplicaciones 

El nuevo Plan Vive Digital para la Gente identifica una relación entre el desarrollo de 

aplicaciones, contenidos digitales, desarrollo de software, servicios asociados y conexos, y 

el fomento al empleo y el emprendimiento tanto en el sector TIC como en otros sectores 

productivos.  

Este sector tiene dos grandes apuestas: aumentar el volumen de empresas de la 

industria de Tecnologías de la Información (TI) y reducir el déficit de profesionales en TI. 

Para la primera, el sector superó la meta proyectada para 2017 al alcanzar un total 

acumulado de 6.069 empresas de la industria TI creadas11 —2.196 adicionales a la meta de 

2017—.  

Así mismo, la segunda apuesta muestra una significativa reducción en el déficit de 

profesionales de la industria TI con respecto al año 2014, al pasar de 94.431 en 2014 a 

45.520 en 2017. Sin embargo, la política de estímulos y apoyo al emprendimiento en la 

                                                

11 Dato preliminar, el valor definitivo se obtendrá en el segundo semestre del año 2018.  

Gráfico 11. Terminales —tabletas y computadores— comprados y subsidiados para 

escuelas, estudiantes y docentes, 2015-2017. 
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industria, así como de reducción de barreras de acceso para la formación en carreras TI, 

continua en el ejercicio de su fortalecimiento. Por ello, a cierre de 2017, Icetex adjudicó 330 

nuevos créditos condonables para la convocatoria Talento del primer semestre del año 

2018. La entrega de estos créditos cumple con el propósito de estimular una mejor 

formación que permita a los nuevos profesionales crear nuevas empresas y mejorar la 

prestación de servicios profesionales de alta calidad para el sector.  

Ahora bien, el impulso de una industria TI para la gente implica transferir conocimiento 

para que empresas y ciudadanos se beneficien de los desarrollos tecnológicos en sus 

negocios sin importar el sector productivo al que pertenezcan. En este sentido, por medio 

de la iniciativa Apps.co se potencializa la creación de negocios a partir del uso TIC, 

enfatizado en el desarrollo de contenidos, software y aplicaciones, con el fin de transformar 

emprendedores e ideas en negocios y empresas sostenibles. Esto se logra por medio de 

tres etapas; una etapa temprana de descubrimiento de negocios, una etapa madura de 

consolidación y una etapa transversal bootcams enfocada en el fortalecimiento de 

habilidades para la creación de contenidos digitales de alta calidad (MinTIC 2017). A 2017, 

102.426 personas se han beneficiado de este programa, 31.460 en dicha vigencia, con lo 

que se logró sobrepasar la meta anual en 22.426 personas (Gráfico 12).  

Gráfico 12. Personas beneficiadas de la iniciativa Apps.co, 2017. 

 

Fuente: DNP, Sinergia, MinTIC. 
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2017, el 74% de las micro, pequeñas y medianas empresas cuentan con conexión a Internet 
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desarrollo de aplicativos móviles, en puntos dotados de tecnología de punta denominados 

Vive Digital Lab. De estas, 151 empresas fueron seleccionadas para la Convocatoria fase 

Crecimiento y Consolidación, 21 para la convocatoria Crea Digital y 13 en el piloto de 

videojuegos y animación. Con ello se logró un total acumulado de 275 empresas 

beneficiadas y un sobrecumplimiento de 38,9 p.p. en la meta 2017. Por otra parte, se llevó 

a cabo la Cumbre de contenidos Colombia 4.0 en el que participaron más de 30 mil 

asistentes, evento en el que se logró contar con la presencia de expertos internacionales 

en las últimas tendencias tecnológicas y su consolidación como un escenario de negocios.  

Por último, gracias al apoyo de MinTIC, en 2017, 34 empresas de TI se certificaron en 

modelos de calidad, para un acumulado de 291 empresas en los dos periodos de este 

gobierno, y un sobre cumplimiento de 1,8 p.p. en la meta de la vigencia. Colombia ya había 

sido catalogada como líder en software de calidad con 143 empresas certificadas, con lo 

que se ubicó de tercero de la región, después de Brasil y México (CMMI Institute, 2015).  

D. Usuarios 

 El despliegue de infraestructura, servicios y aplicaciones contribuye a mejorar la 

educación, el empleo y el emprendimiento una vez los ciudadanos usan y apropian las 

nuevas Tecnologías de la Información y las Comunicaciones para sus actividades 

cotidianas. Este eslabón de usuarios del ecosistema digital incluye los programas de 

capacitación implementados para estimular su uso y apropiación. 

En primer lugar, se encuentra el grupo de capacitaciones diseñadas y realizadas para 

público general. El portal ciudadanía digital busca crear y consolidar habilidades TIC para 

toda la población por medio de la oferta de cursos básicos, intermedios y avanzados. Los 

cursos básicos están diseñados para público con ningún o poco conocimiento en las TIC. 

Los intermedios, están dirigidos a líderes comunitarios, es decir, multiplicadores de 

aprendizajes TIC en espacios laborales; hace particular énfasis en servidores públicos e 

incluye módulos de teletrabajo. El avanzado, se enfoca en estimular el desarrollo de nueva 

tecnología y promover el emprendimiento en aquellos usuarios que dominan una buena 

parte de las herramientas. Al finalizar 2017, se certificó a 2,4 millones de personas, varios 

de ellos a través del programa Ciudadanía Digital y a las alianzas con apps.co. Este 

resultado representó un sobre cumplimiento de 34,2 p.p. en la meta programada. 

En segunda instancia, se encuentra la formación a través del programa RedVolución. 

Esta estrategia de formación busca vincular a jóvenes y adultos en torno a los espacios de 

aprendizaje de herramientas TIC. Por medio del servicio social y prácticas universitarias, 

estudiantes inspiran el uso de Internet en las comunidades. Adicionalmente, MinTIC 

desarrolla una línea de trabajo dirigida a personas de base en las comunidades, con el fin 

de que incorporen los conocimientos TIC y los repliquen en sus comunidades o espacios 

de trabajo. Producto de esta línea de trabajo se formó a un total de 235.393 personas entre 
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estudiantes, docentes, personas sensibilizadas a través de eventos y comunidad inspirada 

por el equipo de RedVolución. Con esto se sobrepasa la meta de 2017 en 19,4 p.p. 

En tercer lugar, se identifica la línea de capacitación en uso responsable de las TIC. 

Por medio de la plataforma en TIConfío, durante 2017 se sensibilizó a más de cinco millones 

de personas, lo que conllevó a un sobrecumplimiento de la meta de esta vigencia, 

correspondiente a 900 mil personas. Esto se realizó por medio de conferencias, cursos 

virtuales, contenidos digitales, redes sociales y de forma presencial en los colegios. En 

particular, una de las estrategias más exitosa fue #bajemoseltono, cuyo propósito se basó 

en invitar a la población en hacer un uso responsable de Internet, y respetar la diversidad 

de creencias y gustos. Así mismo, en los diferentes tipos de capacitaciones se desarrollaron 

contenidos orientados a advertir sobre peligros en la red como el ciberacoso y la 

ciberdependencia. 

Por último, MinTIC ha implementado una estrategia de teletrabajo que busca agilizar 

procesos, aumentar la productividad, construir confianza, reducir el gasto público y 

contribuir a ciudades más sostenibles. A 2017, el número de personas que se encuentran 

en teletrabajo no presentó variaciones con respecto al avance de 2016, es decir que 95.439 

personas se encuentran con esta condición. No obstante, se cuenta con un 72,2% en el 

cumplimiento de la meta del cuatrienio. Por su parte, el Gobierno nacional realizó cinco 

talleres en cuatro ciudades del país sobre la metodología de implementación del teletrabajo 

y adelantó cuatro mesas técnicas con entidades públicas y privadas, y logró la vinculación 

de 51 empresas al Pacto por la modalidad de teletrabajo. 

 

Objetivo 4. Proveer la infraestructura y servicios de logística y 

transporte para la Integración Territorial 

El cuarto objetivo de esta estrategia está compuesto por múltiples líneas de acción que 

se enfocan en fortalecer la infraestructura de transporte, así como los servicios logísticos y 

de transporte. Este objetivo no se limita exclusivamente a la conectividad física, 

principalmente en obras para reducir las distancias o el incremento de la velocidad; sino 

también en proyectos multimodales que permitan reducir los costos de transporte, consumo 

energético e impactos ambientales; así como desarrollos logísticos que permitan un mayor 

intercambio comercial y servicios de transporte público e infraestructura para la movilidad 

activa de los ciudadanos.  

Todas estas acciones están enfocadas a generar tres elementos: 1) conectar todas las 

regiones del país para fortalecer el comercio interno e incentivar la industria nacional y el 

comercio exterior, 2) mejorar la logística de transporte del país por medio de la disminución 

de costos de movilización de carga y tiempos de viajes, 3) tener una red de servicio 
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intermodal bajo los mejores estándares de calidad internacional para brindar servicios de 

transporte y logística de calidad a precios adecuados que incentiven el turismo, el comercio 

y fortalezcan los procesos de movilidad social, y por último, 4) Ofrecer sistemas de 

transporte público de calidad para aumentar la competitividad y la calidad de vida en las 

ciudades. 

A. Programa de concesiones 4G 

Una de las grandes apuestas del Gobierno nacional para contribuir al desarrollo 

competitivo del país es la consolidación de la cuarta generación de vías del país —

Programa 4G — el cual tiene como objetivo concesionar más de 7.000 kilómetros (km) de 

vías, de manera que se aumente la infraestructura vial de manera acelerada. Mediante la 

puesta en marcha de este programa, se busca generar nuevos empleos, dinamizar la 

economía y disminuir los costos y tiempos de viaje. El esquema de Asociaciones Público 

Privadas (APP) es el mecanismo elegido para involucrar al sector privado en la construcción 

de infraestructura y de esta manera asegurar los recursos necesarios para elaborar las vías.  

El Gobierno nacional estableció que en 2016 el programa debía contar con 36 

proyectos de 4G adjudicados y en ejecución —como meta del cuatrienio—. A diciembre de 

2017 se habían adjudicado 32 proyectos —uno adicional (Proyecto Pamplona – Cúcuta) a 

los registrados en 2016—, avance que no fue suficiente para llegar a los 36 previstos para 

el periodo de gobierno. Este retraso se debe principalmente a dos razones: en primer lugar, 

a restricciones fiscales que no permitieron apropiar vigencias futuras para la adjudicación 

de proyectos de la Tercera Ola de carreteras. En segundo lugar, los cuatro proyectos 

pendientes de adjudicación (IP – Ruta Caribe 2, IP- Villeta – Guaduas, IP – Cerritos – La 

Virginia e IP Pasto - Chachagüí), son de iniciativa privada, por lo que depende de la 

presentación de propuestas por parte de oferentes privados. 

El rezago en la adjudicación tiene un impacto directo en el inicio y ejecución de los 

proyectos 4G planeados para el cuatrienio. En 2017, inició la ejecución de dos proyectos, 

correspondientes a Cúcuta – Pamplona y Acceso Norte —adicionales a los registrados en 

2016—. 

A pesar de lo anterior, el total de kilómetros a intervenir por las APP alcanzó un nivel 

de cumplimiento de 96,1%, con un total de 4.101 km intervenidos en lo que va del periodo 

de gobierno, cifra 166 km inferior a lo establecido para la vigencia. No obstante, con los 32 

proyectos se logrará la intervención de 5.329 km en todo el país (Cuadro 1) Se resalta el 

aporte de las 11 iniciativas privadas (IP) con las cuales se alcanzará la intervención de 

2.249,4 km. 
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Cuadro 1. Proyectos adjudicados en la Cuarta Generación de Vías, 2014 – 2017. 

Iniciativas 
Proyectos 

adjudicados 
Proyectos en 

ejecución 
Kilómetros de vía a 

intervenir 

Primera Ola 10 9 1.104,0 

Segunda Ola 9 9 1.779,9 

Tercera Ola 2 2  195,7 

Iniciativas Privadas 11 11  2.249,4 

 Total 32 31  5.329,0 

Fuente: ANI. 

En relación con el número de kilómetros construidos a través de proyectos 

concesionados, entre 2015 y 2017, se han construido un total de 617 km de red vial 

concesionada, lo que representa un cumplimiento del 62,4% de la meta acumulada a 2017 

y el 46,8% de la meta del cuatrienio. El desarrollo de esta acción no ha sido el esperado 

debido a retrasos asociados con las adjudicaciones y cierres financieros de nuevas APP, 

pero especialmente en la construcción de los proyectos ruta del sol 2 y 3. Dichos proyectos 

cuentan con un rezago de 560 km faltantes por ejecutar, lo cual afectará de manera 

significativa la consecución de la meta definida para el cuatrienio. 

No obstante, el Gobierno nacional ha realizado un esfuerzo importante para aumentar 

los niveles de inversión en infraestructura de transporte en el país. La inversión privada ha 

sido una fuente importante para la consecución de este objetivo, en específico la inversión 

privada realizada en infraestructura de carretera ascendió a $7,01 billones en 2017, 

superando en $1,98 billones la cifra registrada en 2016. Con esta cifra se cumplió la meta 

anual, un resultado positivo al tener en cuenta los problemas que se presentaron con los 

proyectos de cuarta generación que no se pudieron llevar a cabo. En lo corrido del cuatrienio 

las inversiones del privado en el modo carretero ascienden a $15,5 billones, lo que equivale 

a un aumento del 35% con respecto a las inversiones en el cuatrienio pasado, en donde se 

llegó a $11,4 billones (Gráfico 13). 

Gráfico 13. Inversión privada en infraestructura carretera, 2015 – 2017. 

 

Fuente: DNP, Sinergia, ANI. 
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B. Red vial nacional no concesionada y programa de mantenimiento 

sostenible 

En lo que refiere a la red primaria no concesionada del país, el Instituto Nacional de 

Vías (Invías) cumple un papel esencial en el mantenimiento y rehabilitación de la red vial 

del país, al ser la entidad a cargo de su atención mediante el mantenimiento y la 

rehabilitación de las vías. Estas intervenciones generan que se aumente la vida útil de las 

vías y se asegure un nivel de servicio óptimo, necesario para las necesidades competitivas 

del país. 

En relación con la red no concesionada, durante 2017 se construyeron 8,5 km de 

nuevas calzadas que, sumadas a los 25,1 km construidos en 2015 y 2016, representan un 

total de 33,5 km construidos—con lo que se sobrecumple en 10 p.p. la meta del cuatrienio, 

y de esta manera dar por superado el compromiso de este periodo de gobierno (Gráfico 

14). 

Gráfico 14. Kilómetros de nuevas calzadas construidas, 2014 -2017. 

 

Fuente: DNP, Sinergia, MinTransporte. 

 

El total de 33,5 de nuevas calzadas construidas, corresponden a segundas calzadas 

que incluyen intervenciones como la construcción de puentes, túneles o variantes 

específicas y estratégicas que mejoran la red vial a cargo de la Nación. A pesar de que en 

magnitud no es comparable con la red concesionada, estas intervenciones son claves para 

la conectividad del país y son cruciales para el desarrollo regional. Adicionalmente, ante los 

problemas en la ejecución de algunos proyectos concesionados, se resalta el esfuerzo de 

Invías por construir nuevos kilómetros para la red primaria nacional, incluso se supera lo 

planeado para el cuatrienio. 
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En cuanto a la rehabilitación y mantenimiento de la red primaria, en 2017 se avanzó 

en la intervención de 52,3 km por concepto de rehabilitación —76%—, y 171,6 km de 

mantenimiento periódico —24%—, para un total de 891,7 km intervenidos en el periodo de 

gobierno, lo que representó un sobrecumplimiento de 200% en la meta de cuatrienio. 

Sumado a lo anterior, se realizó la pavimentación de 78,4 km de la red nacional de 

carreteras, para un acumulado de 8.675,7 km, donde se alcanza un nivel de cumplimiento 

de 98,1% para la meta del cuatrienio. 

Las intervenciones realizadas a lo largo de 2017 en la red concesionada y la no 

concesionada permitieron que el 59,7% de la red vial nacional se mantenga en buen estado, 

con lo cual se logró superar la meta para dicho año en un 34%. 

C. Consolidación de corredores de transporte multimodal estratégicos 

El modo férreo, aéreo y fluvial también son parte importante de la red de movilidad de 

pasajeros y carga en el país. Por esta razón, el Gobierno nacional también tiene bajo su 

consideración la realización de inversiones que permitan fortalecer estos modos, y así 

poner en marcha un sistema intermodal de vías que les permita a los colombianos 

movilizarse a menores costos. 

El PND (2015), reconoció la importancia del modo férreo al ser una de las opciones 

más competitivas en términos de costos y tiempos para el transporte de carga. Por sus 

características, es una modalidad de transporte con un bajo impacto ambiental en 

comparación al transporte de carga por vías carreteras. Las inversiones realizadas lograron 

atender y adelantar intervenciones a puntos críticos de los corredores férreos. 

En 2016, el Gobierno nacional continuó con las intervenciones a puntos críticos y la 

rehabilitación de corredores férreos, para un total de 1.507 km de red férrea habilitados para 

operación. Para la vigencia 2017, no se tenía previsto dejar kilómetros adicionales en 

operación para este modo de transporte, debido a que en 2016 se cumplió con la meta del 

cuatrienio de manera anticipada.  

En cuanto al modo aéreo, en 2017 se movilizaron 35,62 millones de pasajeros —lo que 

representó un nivel de cumplimiento de la meta del 83,8% —, un 0,4% menos a lo registrado 

en 2016. Del total de pasajeros, el 65,5% —23,34 millones—, lo hicieron dentro del territorio 

nacional en los aeropuertos del país, lo que significó una disminución de 2,6% frente a la 

población movilizada en 2016. No obstante, el número de pasajeros internacionales 

aumentaron un 4%, y se alcanza en 2017 un total de 12,28 millones de viajeros que entraron 

o salieron del país. Este incremento se debe a múltiples factores, entre los cuales se 

encuentra una coyuntura internacional que favorece el turismo, un fortalecimiento de 

Colombia como puerto de entrada y salida de Latinoamérica, así como las inversiones que 

se han realizado para aumentar la capacidad de los aeropuertos del país. 
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Para promover y garantizar el crecimiento sostenido de pasajeros, la inversión en 

infraestructura aeroportuaria constituye un elemento central para el logro de este objetivo. 

En este sentido, la Aerocivil ha realizado obras de construcción y ampliación en 11 

aeropuertos del país durante el periodo de gobierno. Se resaltan los resultados obtenidos 

en 2017 con la culminación de las intervenciones en los Aeropuertos: Perales de Ibagué, El 

Alcavarán de Yopal, Alfonso Bonilla Aragón de Cali y el Aeropuerto Internacional Simón 

Bolívar de Santa Marta. La terminación de obras en estos cuatro aeropuertos significó, un 

sobre cumplimiento del 33,3% de la meta para 2017. 

Ahora bien, parte de estas intervenciones son obras de construcción, ampliación de 

pistas y mantenimientos a la infraestructura aeroportuaria cuyos montos de inversión son 

iguales o superiores a $800 millones. Entre 2015 y 2017 se ha intervenido 48 aeropuertos 

para realizar algún tipo de mantenimiento en su infraestructura, al aumentar su capacidad 

y/o mejorar sus niveles de servicio —26 de estos fueron realizados en 2017—, al lograr el 

cumplimiento del 87,3% de la meta establecida.  

Por otra parte, la Aerocivil ha ejecutado intervenciones en mantenimiento de la 

infraestructura aeroportuaria cuyos montos de inversión son iguales o superiores a $800 

millones. En el año 2017 se concluyeron 26 intervenciones en 15 aeropuertos — 

cumpliendo en un 100% la meta establecida para la vigencia—. En lo que va del periodo de 

gobierno se han realizado un total de 48 intervenciones en 28 aeropuertos, mejorando así 

las condiciones de la infraestructura aeroportuaria del país al optimizar sus niveles de 

servicio.  

Adicionalmente, como parte de las acciones para mejorar la conectividad con las zonas 

más apartadas de Colombia, continúa en marcha el programa Aeropuertos para la 

Prosperidad, con el objetivo de realizar obras de mejoramiento en las infraestructuras 

aéreas localizadas en las regiones apartadas del país. Al respecto, en 2017, se concluyó la 

obra de mantenimiento del aeropuerto del municipio de Alpujarra, Tolima. Esta terminación 

de obras representó una obra adicional a las cinco intervenciones registradas en 2016, para 

un total de seis aeropuertos intervenidos en el periodo de gobierno. Así, el avance con 

relación a la meta del cuatrienio, que es intervenir 15 aeropuertos, es del 17,6%, como 

consecuencia de los atrasos en la ejecución de las obras que se presentaron en 2017 y en 

la dificultad en la apropiación de recursos para llevar a cabo las obras de mantenimiento. 

De otra parte, en lo corrido del cuatrienio se han intervenido 44 aeropuertos con obras 

de construcción —torres de control, terminales, pistas, plataformas, calles de rodaje, cuartel 

de bomberos, cerramientos— y/o mantenimiento de infraestructura aeroportuaria. En 2017, 

se registraron 14 intervenciones, lo que significó un sobrecumplimiento del 100% con 

respecto a la meta establecida para la vigencia. Este avance ha permitido cumplir con el 

91,7% de la meta cuatrienio. 
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En cuanto al modo fluvial, el Gobierno nacional identificó la importancia de implementar 

un programa para la recuperación de la navegabilidad del río Magdalena como principal vía 

fluvial del país, en este sentido, las intervenciones en el río, así como las inversiones por 

parte del sector privado en este corredor, permitieron movilizar 3,1 millones de toneladas 

en el año 2017. 

En conjunto, las acciones destinadas a fortalecer la red multimodal férrea, aérea y 

portuaria lograron una inversión privada de $3,47 billones en lo que va del periodo de 

Gobierno. 

D. Infraestructura logística, desarrollo y comercio exterior 

Para enfrentar los retos que depara el aumento del comercio exterior, la inversión en 

infraestructura logística constituye un elemento necesario para mejorar los niveles de 

competitividad del país. Adicional a la inversión en infraestructura, para aumentar la 

conexión regional y disminuir los costos asociados con el movimiento de carga, también es 

necesario el mejoramiento de los accesos marítimos y terrestre, que permitan garantizar la 

confiabilidad y disponibilidad de la infraestructura con un nivel de servicio e interfaces 

adecuadas. 

Para esto, en el PND (2015) se planteó el mejoramiento de la infraestructura logística 

mediante obras de mantenimiento y profundización de canales de acceso a los puertos 

marítimos del país. En 2017, Invías realizó tres obras de mantenimiento en los canales de 

acceso en el Puerto de Barranquilla y en el Puerto de Buenaventura. Lo anterior significó 

un porcentaje de avance de 33 p.p. por encima de la meta para la vigencia, al superar 

anticipadamente las 8 obras de mantenimiento y/o profundización en los puertos públicos 

de la Nación para el cuatrienio. 

Las acciones dirigidas a fortalecer la infraestructura vial y logística, así como las 

políticas productivas de comercio, mencionadas y descritas anteriormente, han tenido un 

efecto positivo sobre el movimiento de carga en el país. En particular, en 2017, fueron 

transportadas 4,14 millones de toneladas de carga — sin contar carbón— por modo aéreo, 

férreo y fluvial. 

Del total de toneladas, 3,1 millones fueron transportadas por el modo fluvial (74,9%), 

1,02 millones por el modo aéreo (24,7%) y cerca de 0,017 millones por vías férreas. Se 

observa un incremento de 840.000 toneladas, aproximadamente, en el volumen 

transportado con respecto a 2016. 
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E. Infraestructura para la Transformación del Campo y la consolidación 

de la paz 

Las líneas de acción mencionadas anteriormente se concentraban en las vías de la red 

primaria y secundaria del país, así como en los centros poblados en donde se lleva a cabo 

la mayor parte de los servicios logísticos del movimiento de carga. No obstante, el PND 

(2015) plantea como uno de los puntos más estratégicos el fortalecimiento de la red terciaria 

y la construcción de infraestructura logística para las zonas rurales del país como 

mecanismo para cerrar brechas entre lo urbano y rural. 

Actualmente, parte de la diferencia en la calidad de los servicios logísticos y de 

transporte, y en la cantidad de oportunidades que tiene la población urbana sobre la rural, 

ha sido causada por los atrasos en infraestructura vial terciaria. Las debilidades de esta red 

no han permitido conectar efectivamente el territorio rural con los centros poblados. Por 

esta razón, a través del programa Caminos para la Prosperidad, el Gobierno nacional 

construyó 1.648,8 km de placa huella, alcanzando un cumplimiento del 93,8% de la meta 

para 2017. No obstante, a pesar de los esfuerzos realizados, entre 2016 y 2017 se 

construyeron sólo 5,4 km de placa huella, lo cual dificulta el cumplimiento de la meta del 

cuatrienio 2014-2018 —1.800 km de placa huella—. 

Lo anterior se debe a dificultades financieras, en la apropiación de recursos, para la 

terminación de la construcción de obras, lo cual constituye en un potencial impedimento 

para el cumplimiento de la meta del cuatrienio.  

Por último, en el marco de implementación del proceso de paz se tiene en 

consideración la necesidad de invertir en la infraestructura vial y logística del campo, como 

uno de los requisitos necesarios para poder hacer efectiva la reforma rural integral. Para 

esto, en el Punto 1 del Acuerdo de Paz se ordena la elaboración y la puesta en marcha de 

los planes nacionales para la Reforma Rural Integral. Estos documentos de política pública 

definen los lineamientos y acciones para la superación de la pobreza y la desigualdad en el 

ámbito rural. En concreto, para lograr la integración regional y el acceso a los servicios 

sociales y a los mercados, el Gobierno nacional, en un esfuerzo intersectorial ha venido 

elaborando el Plan Nacional de Vías Terciarias durante el segundo semestre de 2017. 

F. Capital privado para la provisión de infraestructura 

Teniendo en consideración la experiencia de otros países con relación al uso de las 

APP, el Gobierno nacional se ha preocupado por incentivar la búsqueda de este tipo de 

esquemas que ayuden a financiar la inversión para construir infraestructura social —

hospitales, colegios, parques, entre otros—.  
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En 2017, el Consejo Nacional de Política Fiscal (CONFIS) aprobó cupo de 

endeudamiento para los sectores de cultura, hacienda, educación y presidencia. En ese 

sentido, el Ministerio de Cultura (MinCultura) avanza con el proyecto de museos, 

MinHacienda con la estructuración en prefactibilidad del metro de Bogotá —Art. 31 Ley 

1753 de 2015—, MinEducación con la primera fase de los colegios en las ciudades de 

Barranquilla, Medellín, Cartagena y Soacha, y Presidencia con el Primer Edificio de ciudad 

Centro Administrativo Nacional (CAN). 

G. Acciones transversales 

Teniendo en cuenta que el desarrollo de los servicios de transporte por cada modo, así 

como los servicios logísticos del país, se llevaban a cabo de manera desarticulada, el PND 

(2015) definió la elaboración del Plan Maestro de Transporte Intermodal (PMTI) con visión 

de mediano y largo plazo para articular y definir un horizonte claro frente al servicio de 

transporte e infraestructura en el país. 

Este plan, elaborado y publicado en 2016, cuyo objetivo es “organizar en forma 

eficiente y estratégica el crecimiento del país, a través de una red de infraestructura que 

logre conectar a las ciudades, las regiones, las fronteras y los puertos, priorizando los 

proyectos que mayor impacto tendrán para la economía nacional” (Fedesarollo 2015, 6), 

cuenta con dos módulos, cuyo horizonte de tiempo va a 2035. El primero comprende el 

Plan de Infraestructura de la Red Básica y las vías de integración nacional, las alternativas 

de financiación y la propuesta de arreglo institucional, y el segundo se enfoca en el acceso 

a ciudades, la gerencia de corredores logísticos, la normatividad para promover logística e 

intermodalidad y la maduración de proyectos. 

Mediante el primer módulo se busca cumplir con tres objetivos: impulsar el comercio 

exterior mediante la reducción de costos de transporte en los principales corredores, 

mejorar la calidad de las redes regionales con propósitos de accesibilidad, e integrar el 

territorio al acercar a los ciudadanos a mercados y servicios mediante la presencia y el 

apoyo de las entidades estatales. Para esto, en la primera parte del PMTI se presenta el 

plan de inversión que durante dos décadas pretende mejorar las redes carreteras, fluviales, 

férreas y aeroportuarias del país. Se espera que esta inversión mueva $10,4 billones por 

año (1,27% del PIB 2016) durante los próximos 20 años (Vicepresidencia 2015).  

El segundo módulo está enfocado en avanzar en la maduración de proyectos 

previamente identificados en el módulo 1, proponer soluciones a la congestión en los 

accesos urbanos de las principales ciudades y medidas para alcanzar nuevos estándares 

de desempeño logístico a través de una gerencia nacional de corredores logísticos, y la 

búsqueda de fuentes de pago y financiación novedosas para apalancar los próximos 

proyectos. 
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Los módulos han sido formulados de manera coordinada entre MinTransporte y el 

DNP, y se espera que las acciones presentadas en estos documentos se complementen 

con la Misión Logística que se desarrolla actualmente. 

H. Logística para la competitividad 

Aunque la principal política de logística se manifiesta en el segundo módulo del PMTI, 

desde MinTransporte se llevan a cabo diferentes acciones dirigidas a fortalecer los servicios 

logísticos del país, especialmente relacionado con el mejoramiento del parque automotor 

de carga. 

Una de las principales acciones en relación con esta política es la desintegración de 

vehículos con peso bruto vehicular superior a 10,5 toneladas. Para 2017 el programa de 

desintegración logró chatarrizar un acumulado de 17.892 vehículos, un 19,2% superior a 

los desintegrados en 2016. Con este proceso en marcha, uno de los efectos deseados con 

esta política es la reducción de la edad promedio de este parque automotor, sin embargo, 

en 2017 la edad promedio de este tipo de vehículos de carga se mantuvo en 18 años, con 

lo cual no se cumplió la meta establecida de llegar a 16.  

En cuanto al movimiento de carga en el país, el número de viajes descritos en el 

Registro Nacional de Despachos de Carga, para 2017, aumentó un 3,4% en relación con 

2016. En total, se registraron 7,9 millones de viajes, lo que permitió superar la meta en un 

14%. Este resultado demuestra un dinamismo de los viajes realizados, que de 

complementarse con la actualización del parque automotor podría llegar a impactar de 

manera positiva para el país en materia de servicios logísticos. 

Por otra parte, desde 2016, el DNP adelanta la Misión de Logística y Comercio Exterior 

que define la hoja de ruta para precisar acciones que permitan reducir el costo logístico a 

cifras de un solo dígito y pongan al país a la altura de los estándares establecidos por la 

OCDE. En 2017, la Misión ha logrado la consolidación y concertación de las 

recomendaciones para mejorar la eficiencia de los modos portuario, fluvial, aeroportuario, 

carretero y férreo y así promover la conexión entre modos para facilitar el comercio en el 

país.  

La Misión propone priorizar las acciones tendientes a garantizar el desempeño 

adecuado de cada modo de transporte, así como promover las conexiones eficientes entre 

ellos, facilitar las operaciones de comercio exterior, cualificar el capital humano y fortalecer 

la institucionalidad, con énfasis en la intervención a las fallas de mercado o ineficiencias del 

Gobierno. Lo anterior, para ubicar al país al nivel de los países de la Alianza Pacífico en 

desempeño logístico. 
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I. Transporte Público de Calidad como eje estructurador de la movilidad 

Todas las acciones mencionadas anteriormente hacían referencia a la red nacional de 

vías para conectar las diferentes regiones de Colombia. Sin embargo, el PND (2015) 

también tuvo en consideración el apoyo que la Nación le debe dar a los municipios en el 

fortalecimiento de la operación de transporte, en especial el apoyo a la implementación de 

sistemas de transporte público organizado y el fortalecimiento institucional.  

En relación con esta labor, los esfuerzos conjuntos del Gobierno nacional con las 

entidades territoriales se materializaron en la inversión para intervenir los kilómetros de 

infraestructura vial necesaria para el adecuado funcionamiento de los Sistemas Integrados 

de Transporte Masivo (SITM) y Sistemas Estratégicos de Transporte Público (SETP). En 

2017, el Gobierno nacional apoyó a más de 22 municipios en 15 aglomeraciones urbanas 

en la cofinanciación y el acompañamiento técnico para intervenir 38,7 km de la red vial de 

los sistemas de transporte. Esto permitió llegar a un total de 1.019,4 km, al superar la meta 

programada de 893 km.  

En este contexto, en relación con región capital Bogotá-Cundinamarca, desde el 

Gobierno nacional se aprobaron los documentos CONPES 3882, 3900 y 3902 para declarar 

de importancia estratégica los proyectos: La extensión de Transmilenio en Soacha a través 

de las Fases II y III, la Primera Línea de Metro de Bogotá - Tramo I, y el Regiotram de 

Occidente respectivamente. El Gobierno nacional participa en la financiación 

comprometiendo recursos cercanos a los 17 billones, los cuales fueron ratificados mediante 

la firma de los convenios de cofinanciación con las entidades territoriales involucradas. Lo 

anterior con el objetivo de consolidar un sistema de transporte publico inclusivo y eficiente 

para la región Capital. 

Por otro lado, se apoyó la estructuración de infraestructura dedicada a la 

intermodalidad en las principales ciudades del país, de manera que se generen nodos que 

permitan la conexión de los sistemas de transporte urbano con los regionales y, de ser 

posible, se amplié la conexión a otro tipo de nodos. En 2017 se apoyó la construcción de 

un espacio para la intermodalidad en el Portal El Gallo de Transcaribe en la ciudad de 

Cartagena. No obstante, no se pudo llegar a un total de nueve espacios apoyados como lo 

proyectaban las metas del PND.  

Por último, frente al uso de modos de transporte sostenible, entre los que se encuentra 

la movilidad activa, se observó que, en Pereira, Cali, Bucaramanga, Medellín, Barranquilla 

y Bogotá, el 30,7% de los viajes son asociados a esta movilidad, con lo que se logra un 

avance de 41,3% de la meta. Sin embargo, este resultado significó un retroceso en el uso 

de modos de transporte alternativos, dado que en 2016 el 32% de los viajes fueron de estas 

características. 
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J. Sistemas inteligentes de transporte SIT 

Como parte de las acciones que, desde el PND (DNP 2015), se definieron para mejorar 

la movilidad, se propuso generar herramientas y sistemas inteligentes de información de 

tránsito y transporte. Para ello, en 2015, MinTransporte definió el Sistema Inteligente 

Nacional para la Infraestructura, el Tránsito y el Transporte (SINITT) con el cual se busca 

recopilar y analizar información sobre la gestión y el control del tránsito, la infraestructura y 

el transporte a nivel nacional.  

Los avances y resultados de las anteriores estrategias será posteriormente el soporte 

fundamental del Centro Inteligente de Control de Tránsito y Transporte (CICOTT), centro 

desde el cual se espera consolidar, controlar y supervisar diferentes servicios asociados a 

las acciones anteriormente mencionadas. 

K. Seguridad vial 

Finalmente, la última línea de acción está dirigida a aumentar la seguridad vial. En los 

últimos dos años la mortalidad por accidentes de tránsito ha aumentado. Mientras se 

esperaba que para 2017 se pudiera reducir el número de fatalidades a 6.045, en dicho año 

la cifra alcanzó los 6.479.  

Ante este fenómeno se creó la Agencia Nacional de Seguridad Vial (ANSV), que ha 

firmado convenios para financiar estrategias de prevención en 21 departamentos y 59 

municipios por valor de $75,066 millones entre 2015 y 2017, que tienen como finalidad 

reducir la accidentalidad vial de nuestro país. Cerca del 30% de la mortalidad en accidentes 

se presenta en esas regiones.  

De igual manera la ANSV mediante la implementación de la campaña “Que no sea la 

última vez” ha buscado generar consciencia entre los diferentes actores viales sobre su 

comportamiento en las vías. Esta estrategia mediática ha contado también con 

complementos como las activaciones de mercadeo segmentado y enfocado a los 

conductores que transitan las vías del país en temporadas de alta movilidad de vehículos y 

pasajeros. La ANSV tiene estructurado el programa “Salvando Ando, jornadas móviles de 

seguridad vial” que inició su implementación en el segundo trimestre de 2017, en 157 

municipios que se agrupan en 22 circuitos de movilidad que concentran el 61% de la 

población, el 60% de la mortalidad por accidentes de tránsito y el 80% de los lesionados 

por este mismo tipo de hechos. 

De manera conjunta la ANSV y MinTransporte continúan con el apoyo a los municipios 

y departamentos en la definición de Planes Locales de Seguridad Vial. En el año 2017 se 

apoyó la elaboración de 28 planes propuestos para los municipios de Anserma, Armenia, 

Candelaria, Cereté, Chinchiná, Ciénaga, Don Matías, La Dorada, La Tebaida, Los Patios, 
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Riohacha, Riosucio, Salento, Santiago de Cali, Soacha, Sogamoso, Tuluá, Valledupar, 

Villamaría, Aguadas, Atlántico, Florida, Jamundí, Neiva, Tocancipá, Yopal, Yumbo, 

Envigado y para los departamentos Magdalena, Nariño, Antioquia y Casanare y el Área 

Metropolitana de Occidentes AMCO, así las cosas, se cumple de esta manera con el 100% 

de la meta. 

Como complemento a estas acciones, en 2017 el Gobierno nacional expidió la 

Resolución 1349 de mayo de 2017 en la cual se reglamenta la prueba teórico-práctica para 

obtener la licencia de conducción en Colombia. No obstante, por disposiciones normativas, 

la prueba entrará en vigencia un año contado a partir de su publicación, por lo que solo 

hasta 2018 se esperan llevar a cabo las primeras pruebas teórico-prácticas.  

L.  Fortalecimiento a la Supervisión 

La Superintendencia de Puertos y Transporte fortaleció su arquitectura institucional, 

con el fin de optimizar el ejercicio de supervisión, cambiando a un modelo de supervisión 

predictiva, preventiva y de formalización. Para lograr este objetivo la Superintendencia 

implementó las siguientes herramientas tecnológicas y de gestión: 1) Política de 

Supervisión que establece un modelo de gestión predictivo, preventivo y de formalización, 

a partir de la gestión de los riesgos de los vigilados y del Sector Transporte. 2) Centro de 

Monitoreo de actividades de Transporte (CEMAT), bajo la herramienta de inteligencia de 

negocios, realiza análisis estadísticos mediante tableros de control, generando indicadores 

que advierten sobre posibles riesgos operacionales y financieros. El Centro obtuvo el 

Premio Índigo 2017 a la innovación pública digital otorgado por el MinTIC. 3) El Sistema 

Inteligente de la Supertransporte (SIS), equipo de trabajo especializado para apoyar y 

mejorar la gestión de las actividades impulsoras de los procesos misionales, logrando 

desatraso administrativo y atención oportuna de los servicios prestados por la entidad. 4) 

Sistema de Control y Vigilancia de la Superintendencia de Puertos y Transporte – SICOV, 

para los organismos de apoyo al tránsito (Centros de Diagnóstico Automotor - CEA, Centros 

de Reconocimiento de Conductores - CRC y Centros de Enseñanza Automovilística - CDA), 

que son monitoreados en línea y tiempo real, además se controla el recaudo a favor de la 

ANSV. 

 

Objetivo 5. Consolidar el desarrollo minero-energético para la 

equidad regional 

Uno de los objetivos estratégicos del Gobierno nacional es el aumento de las 

reservas y producción de hidrocarburos con el fin de dar continuidad a los programas 

sociales y a la inversión en infraestructura que permita aumentar la competitividad del país. 
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No obstante, durante lo corrido del cuatrienio el sector contó con condiciones 

macroeconómicas adversas, las cuales se convirtieron en un reto a enfrentar para lograr 

cumplir o superar las metas fijadas en esta vigencia, como es el caso de la producción de 

crudo. 

Teniendo en cuenta lo anterior, durante 2017, la industria minero-energética 

presentó un crecimiento del subsector de electricidad, gas y agua de 1,1% con respecto a 

2016, y una caída de 3,6% respecto a la actividad de explotación de minas y canteras, 

según las estimaciones de las cuentas sobre el PIB al cierre del año 2017. Este 

comportamiento obedeció a la disminución en el valor agregado de minerales metalíferos 

en 16,0%, petróleo crudo y gas natural en 3,9%, carbón mineral en 0,4% y minerales no 

metálicos en 1,9%. La reducción en el valor agregado de extracción de petróleo crudo y gas 

natural está explicada por la disminución en la producción de gas natural en 7,4% y de 

petróleo crudo en 3,9% (DANE 2017). 

Lo anterior se debió a las condiciones macroeconómicas negativas tales como la 

devaluación del peso y la disminución de los precios internacionales de hidrocarburos y 

minerales. Sin embargo, la IED de hidrocarburos recibida aumentó en USD$8.492 millones, 

al pasar de USD$2.288 millones en 2016 a USD$10.780 millones en 2017 ( Gráfico 15) 

(Banco de la República 2017). 

 Gráfico 15. Flujos de Inversión Extranjera Directa para el sector minero-energético, 2010 – 
2017*. 

 

Fuente: Banco de la República. 

*El dato corresponde a los tres primeros trimestres de 2017. 
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primero sumaron un total de USD$13.046 millones Free On Board (FOB)12, lo que 

representó un 35% de todas las exportaciones, y evidencia un aumento de 1 p.p. respecto 

a la participación de 2016. Por su parte, el carbón alcanzó los USD$7.378 millones FOB en 

ventas al exterior, un 20% de las exportaciones del país. El sector de la minería tuvo un 

aumento de 5 p.p. respecto a la participación de 2016 (DANE 2017a), lo que puede 

considerarse como un buen resultado por la población colombiana, teniendo en cuenta que, 

de acuerdo con los resultados de la EPC, el 45,4% de los encuestados percibe que 

contribuye significativamente a la economía del país (DNP, 2017).  

Considerando la situación que atraviesa el sector minero-energético, y con el objetivo 

de lograr consolidar el desarrollo de este sector para la equidad regional en el país, se 

avanzó en las siguientes estrategias: 1) aprovechamiento hidrocarburífero responsable, 

que contribuya al desarrollo sostenible; 2) expansión y consolidación del mercado del gas 

combustible y abastecimiento de combustibles líquidos y biocombustibles; 3) energía 

eléctrica para todos; y 4) consolidar al sector minero como impulsor del desarrollo sostenible 

del país, con responsabilidad social y ambiental. 

A. Aprovechamiento hidrocarburífero responsable, que contribuya al 

desarrollo sostenible 

Con el propósito de aprovechar de manera ordenada los recursos mineros y hacer 

uso de las regalías para aportar al desarrollo social del país, el Gobierno nacional ha 

direccionado sus esfuerzos a aumentar las reservas y la producción de hidrocarburos. Sin 

embargo, durante lo corrido del cuatrienio el sector contó con condiciones 

macroeconómicas difíciles, las cuales se convirtieron en un reto a enfrentar para cumplir 

las metas fijadas en esta vigencia.  

En consecuencia, al cierre de 2017 la producción de crudo fue de 870.320 Barriles 

Promedio Diarios —BPD— (Gráfico 16), lo que representó un aumento del 3,98% frente al 

nivel de producción de 2016, con lo cual se superó la meta planteada de 2017 en 2,4 p.p.—

850.000 BPD—. Lo anterior se puede traducir en un resultado importante para la 

ciudadanía, ya que la mayoría de las personas consultadas en la EPC —el 65,8%— percibe 

que la explotación de petróleo contribuye significativamente a la economía del país y que 

genera como principales beneficios la creación de empleo y el crecimiento económico —

32,9% y 32,1% respectivamente— (DNP, 2017).  

 

                                                

12 Cláusula de comercio internacional que se utiliza para operaciones de compraventa en las que el transporte 
de la mercancía se realiza por barco, ya sea marítimo o fluvial. 
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Gráfico 16. Producción promedio diaria de crudo, 2010 – 2017. 

 

Fuente: DNP, Sinergia, ANH. 

 

Adicionalmente, en lo corrido del cuatrienio, las empresas petroleras en Colombia 

enfrentaron una de las crisis del mercado más difíciles de la historia, en donde además de 

la caída del precio del crudo, también afrontaron los altos costos de infraestructura, 

transporte y logística, y los inconvenientes socio–ambientales en las áreas de influencia de 

los proyectos. Estas dificultades han conllevado a que las compañías realicen ajustes en 

sus inversiones, con lo cual se ha impactado las actividades exploratorias del país, reflejada 

en la baja perforación de pozos durante 2017, año en el cual se perforaron 54 pozos 

respecto a los 50 esperados —meta ajustada durante 2017 teniendo en cuenta las 

condiciones ya mencionadas que el sector enfrentó—.   

Finalmente, y dada la coyuntura a la que se enfrenta el sector, la Agencia Nacional de 

Hidrocarburos (ANH) ajustó la meta planteada para 2017 y 2018 relacionada con el análisis 

de la información del subsuelo colombiano y sus potenciales hidrocarburíferos, y en ese 

sentido, para 2017 se logró cumplir con el 53,8% de la meta respecto a los kilómetros de 

Sísmica 2D equivalente —se llegó a 1.560 km de los 2.900 fijados como meta ajustada—. 

Sin embargo, en lo corrido del cuatrienio la meta ha sido sobrepasada en 84,2 p.p. 

B. Expansión y consolidación del mercado de gas combustible y 

abastecimiento de combustibles líquidos y biocombustibles 

En relación con la expansión del servicio de gas combustible, durante 2017 el Gobierno 

logró que 472.811 nuevos usuarios accedieran a dichos servicios, con lo que se sobrepasó 

en 77,5 p.p. la meta fijada para este periodo. Así las cosas, en lo corrido del cuatrienio se 

cuenta con 1.381.074 de nuevos usuarios con el servicio de gas combustible por redes —

sobrepasando en 33,8 p.p. la meta cuatrienio—. De estos usuarios, 1.322.099 
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corresponden a gas natural y 58.975 a nuevos usuarios de Gas Licuado de Petróleo (GLP) 

por red, lo que contribuyó a masificar el uso del GLP al sustituir la leña para la cocción y 

con ello disminuir parte de la deforestación. 

En la misma dirección y en relación con las políticas dirigidas a reducir barreras para 

facilitar la conversión al autogas, al gas natural vehicular, a la movilidad eléctrica y al uso 

de biocombustibles, a cierre de 2017 se logró un acumulado en el cuatrienio de 569.524 

automotores utilizando energéticos alternativos, de los cuales 568.264 fueron convertidos 

a Gas Natural Vehicular (GNV), y 1.260 utilizan energía eléctrica (Cuadro 2). Del total de 

automotores 12.473 se vincularon a esta alternativa en 2017 y con lo que se avanzó en el 

78,3% de la meta fijada para 2017 —llegar a 585.810 automotores que utilizan energéticos 

alternativos—. 

Cuadro 2. Automotores utilizando energéticos alternativos, 2015-2017. 

Automotores utilizando energéticos 
alternativos 

2015 2016 2017 

Nuevos vehículos convertidos a GLP  -   -  - 

Nuevos vehículos utilizando energía eléctrica  505   868  1.260 

Vehículos convertidos a Gas Natural Vehicular  538.213   556.183  568.264 

Total Automotores utilizando energéticos 
alternativos 

 538.718   557.051  569.524 

Fuente: DNP, Sinergia, MinMinas. 

C. Energía eléctrica para todos 

En relación con el objetivo de ampliar la cobertura y el mejoramiento de la calidad del 

servicio de energía eléctrica para aquellas viviendas que no tienen acceso a un servicio 

continuo en el Sistema Interconectado Nacional (SIN) y en las Zonas No Interconectadas 

(ZNI), el Gobierno ha canalizado los recursos públicos para brindar este servicio a zonas 

que no contaban con energía eléctrica.  

Durante 2017, 52.070 nuevos usuarios en zonas anteriormente sin cobertura se 

beneficiaron de proyectos que brindan el servicio de energía eléctrica. De ellos, se 

financiaron con recursos públicos 12.722 ubicados en zonas de cobertura del SIN; 13.564 

ubicados en las ZNI; y mediante planes de expansión de los distribuidores 25.784 ubicados 

en zona de influencia del SIN, con lo que se cumplió en su totalidad la meta anual de nuevos 

usuarios con servicio de energía eléctrica. En consecuencia, al cierre de 2017 se cuenta 

con un acumulado de 186.856 usuarios con el servicio de energía eléctrica lo que 

representa un avance de la meta acumulada de cuatrienio del 86% (Gráfico 17).  
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Gráfico 17. Usuarios con el servicio de energía eléctrica, 2014 – 2017. 

 

Fuente: DNP, Sinergia, MinMinas. 

 

Una de las acciones que contribuyó a este logro fue alcanzar 16.739,6 MW de 

capacidad instalada de generación eléctrica, con lo cual se superó la meta de 2017 en 7,6 

p.p. Lo anterior se complementó con el aumento a 11.755 MW de la capacidad instalada de 

fuentes no convencionales y energías renovables en el sistema energético nacional —al 

superar la meta anual en 19,1 p.p.—.  

En cuanto a la implementación de los Planes de Energización Rural Sostenible 

(PERS), en lo corrido del cuatrienio fueron estructurados los cuatro planes fijados como 

meta, de los cuales dos se formularon en 2017 —Guajira y Cundinamarca—. Así mismo, 

durante 2017 se implementaron dos proyectos de generación híbrida13, uno de ellos 

correspondiente a algunas ZNI14 del departamento del Guainía llamado “Sistema de 

generación de electricidad solar fotovoltaico (SFV) –Centralizado – Híbrido”, con una 

capacidad instalada de 0,991 MW. Con este proyecto se llega a un total de tres proyectos 

de generación híbrida implementados de los cuatro que se tienen previstos para el cierre 

de este periodo de gobierno. Se mantiene como reto en las ZNI incrementar la capacidad 

instalada de fuentes no convencionales de energía, ya que para esta vigencia únicamente 

se avanzó en el 49,4% de la meta anual —la capacidad fue 2,47 MW de los 5,0 MW 

esperados—. 

                                                

13 Se considera fuente hibrida a aquella que mezcla o alterna dos fuentes de energía en un periodo. 
14 Remanso, Chorrobocón, Caranacoa, Laguna Colorada y Pueblo Nuevo. 
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Finalmente, respecto al mejoramiento de la eficiencia en la prestación del servicio 

público de energía eléctrica, en 2017 se logró un cumplimiento del 100% de la meta 

relacionada con mantener el factor de carga15 sobre los 0,83. 

D. Consolidar al sector minero como impulsor del desarrollo sostenible 

del país, con responsabilidad social y ambiental 

Por último, MinMinas registró una caída de 1,2% en la producción de carbón durante 

2017 —89,4 millones de toneladas— respecto a la producción lograda en 2016 —90,5 

millones de toneladas— (Gráfico 18). Así mismo, disminuyó el valor agregado de extracción 

de carbón en 0,4%; en 16,0% para extracción de minerales metalíferos; y en 1,9% para 

extracción de minerales no metalíferos (DANE 2017a). En cuanto a exportaciones de 

carbón, al cierre de 2017, estas presentaron un aumento del 59% al pasar de USD$4.638 

millones FOB en 2016 a USD$7.389 millones FOB en 2017 (DANE 2017a). 

Gráfico 18. Producción anual de carbón, 2014 – 2017. 

 

Fuente: DNP, Sinergia, ANM. 

 

A pesar de que el Gobierno ha enfocado sus esfuerzos en brindar herramientas para 

que su labor se realice con los mejores estándares técnicos, ambientales, sociales y 

empresariales, en 2017 el índice de fatalidad minera para la pequeña minería fue de 2,3, 

con lo que se logró un avance de la meta anual del 31,0% —la meta para 2017 era de 1,5. 

En línea con lo anterior, en 2017 MinMinas con el apoyo de las Corporaciones 

Autónomas Regionales, el SENA y las Gobernaciones, brindó acompañamiento y asistencia 

                                                

15 El factor de carga es la relación entre la máxima demanda en una hora y la demanda promedio horaria del 
sistema. Entre mayor sea dicho factor las redes de transmisión y distribución tendrán una mayor ocupación y, 
por ende, se reduce el costo por kWh transportado. El objetivo es otorgar las señales adecuadas para desplazar 
un porcentaje del consumo en las horas de mayor demanda a las horas de menor demanda con el objetivo de 
utilizar más eficientemente la red y reducir el costo. 
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técnica enfocada al mejoramiento de la operación minera a 1.520 Unidades de Producción 

Minera (UPM), con lo cual se superó la meta planteada para el periodo en mención en 2,4 

p.p. A través de lo anterior, se capacitaron y apoyaron técnicamente a 11.831 mineros 

mediante la elaboración de programas adaptados a sus necesidades y particularidades. De 

igual manera, 300 UPM lograron alcanzar el grado básico de formalización como resultado 

de la asistencia técnica brindada, lo cual permitió lograr la meta fijada para 2017. 

Adicionalmente, en lo corrido del cuatrienio, MinMinas, a través de diferentes 

proyectos, capacitó a 17.523 mineros en el manejo de tecnologías limpias, con lo que se 

supera la meta en 34,8 p.p. —la meta del cuatrienio era 13.000—. Sin embargo, el sector 

tiene como reto brindar asistencia en tecnologías limpias a las plantas de beneficio de oro, 

con el fin de brindar este servicio a un total de 50 plantas al finalizar el cuatrienio— a 2017, 

se cuenta con un avance del 66%—.  

Las asistencias brindadas por el sector aportaron a la eliminación del uso del mercurio 

en las actividades mineras, con lo que se llegó a 286 municipios capacitados en sus 

competencias —minera y ambiental frente al uso del mercurio —con lo que se superó 

ampliamente la meta anual y la meta del cuatrienio—; así las cosas, se logra un estimado 

de eliminación del uso de 3,3 toneladas de mercurio por año en el proceso de beneficio de 

oro.  

Como parte del proceso de fortalecimiento institucional y consolidación del sector, en 

2017 el 95% de los títulos mineros fueron fiscalizados; se sobrepasó en 33,3 p.p. la meta 

cuatrienio al contar con 14 mapas de amenaza volcánica en el país; y se superó en 107,7 

p.p. la meta cuatrienio sobre estaciones de monitoreo, al tener 864 estaciones de monitoreo 

sísmico, volcánico y de deformación de la corteza terrestre en el territorio Nacional. 

Sin embargo, continúa el reto para el sector de aumentar el número de visitas de 

seguimiento y control a las UPM en proceso de formalización, teniendo en cuenta que para 

2017 sólo se avanzó en el 16,5% de la meta fijada para este periodo. Así mismo, se 

mantiene el desafío de disminuir el número de solicitudes por resolver de la Agencia 

Nacional Minera (ANM), la cual en lo corrido del cuatrienio cuenta con un porcentaje de 

avance de 13,9% —a cierre de 2017 se tiene un stock de 9.717 solicitudes pendientes 

cuando la meta para esta vigencia era cerrar con 3.068 solicitudes—. Finalmente, se cuenta 

con un avance del 85,6% de las visitas de seguimiento y control programadas a titulares 

mineros con planta de beneficio de oro, como parte del seguimiento y control 

correspondiente. 
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V Movilidad social 

La “movilidad social” puede ser entendida como aquella situación donde las personas, 

independientemente de sus características y circunstancias de tipo social, económica, física 

o personal, tienen las mismas oportunidades y pueden competir en igualdad de 

condiciones, tanto en el mercado laboral como en cualquier otro ámbito en el que deseen 

desempeñarse, siendo retribuidos y remunerados de acuerdo con su nivel de esfuerzo y de 

talento.  

Para facilitar y aumentar los procesos de movilidad social, un país debe fomentar las 

políticas públicas que reduzcan las inequidades que se van acumulando a lo largo de la 

vida de las personas y  abordarse desde una mirada multidimensional, que tenga en cuenta 

el empoderamiento y el desarrollo de sus capacidades como actores de su propio 

desarrollo.  

El Estado colombiano debe ser el soporte para la consolidación de las capacidades de 

la población. Esta construcción de capacidades en la población está relacionada con la 

posibilidad de que los habitantes puedan gozar de una buena salud, de un adecuado 

desarrollo integral en la primera infancia y durante toda su vida, de poder acceder a una 

educación de calidad que permita que la sociedad, en conjunto, cuente con un capital 

humano para la convivencia y la inclusión productiva; de tener condiciones adecuadas de 

habitabilidad en las viviendas, y en general, de tener las posibilidades de contar con los 

recursos suficientes para llevar una vida digna.  

Es por ello, que la estrategia de Movilidad Social (la cual busca fomentar el desarrollo 

social y económico, favoreciendo el cierre de brechas entre grupos poblacionales, el 

fortalecimiento del tejido social y la construcción colectiva desde los territorios) comprende 

el conjunto de apuestas que contribuyen a garantizar que los colombianos tengan la 

posibilidad de desarrollarse plenamente y alcanzar sus intereses y deseos, en igualdad de 

condiciones y oportunidades. Para lograrlo, el PND 2014-2018 define los siguientes seis 

objetivos: 

1. Garantizar los mínimos vitales y avanzar en el fortalecimiento de las capacidades 

de la población en pobreza extrema para su efectiva inclusión social y productiva —

Sistema de Promoción Social—. 

2. Mejorar las condiciones de salud de la población colombiana y propiciar el goce 

efectivo del derecho a la salud, en condiciones de calidad, eficiencia, equidad y 

sostenibilidad. 

3. Generar alternativas para crear empleos de calidad y acceder al aseguramiento ante 

la falta de ingresos y los riesgos laborales. 
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4. Cerrar la brecha en el acceso y la calidad de la educación, para mejorar la formación 

de capital humano, incrementar la movilidad social y fomentar la construcción de 

ciudadanía. 

5. Impulsar la planificación, actuación coherente y articulada de los sectores de 

vivienda, agua potable y saneamiento básico, bajo el concepto de Ciudades 

Amables y Sostenibles para la Equidad en complemento con las acciones 

estratégicas de movilidad urbana. 

6. Establecer un apoyo oportuno frente a los riesgos que afectan el bienestar de la 

población y los mecanismos para la protección de las condiciones de vida de las 

personas. 

Como resultado del cumplimiento de estas y otras políticas, el Gobierno nacional 

alcanzó un avance promedio del 79,5% en el logro de las metas planteadas para la vigencia 

2017. Las siguientes secciones presentan los resultados específicos para cada uno de los 

objetivos de la estrategia transversal de Movilidad Social. 

 

Objetivo 1. Garantizar los mínimos vitales y avanzar en el 

fortalecimiento de las capacidades de la población en pobreza 

extrema (Sistema de Promoción Social) 

Este objetivo abarca el conjunto de intervenciones de promoción social que están 

orientadas a garantizar los mínimos vitales y la inclusión social y productiva de las personas 

en condiciones de pobreza extrema y vulnerabilidad por medio del fortalecimiento de sus 

capacidades. Entre las principales políticas se encuentran: la entrega de complementos al 

ingreso por medio de transferencias condicionadas a salud y educación; el fortalecimiento 

de capacidades para la generación de ingresos y empleo; la protección de los ingresos en 

la vejez; el acceso a soluciones de habitabilidad y el mejoramiento de la eficiencia y 

oportunidad de la oferta de servicios para la superación de la pobreza extrema y la mejora 

de la calidad de vida de la población.  

La estrategia de Movilidad Social busca favorecer a la población por medio de la 

facilitación al acceso a los servicios básicos fundamentales que contribuyen en gran medida 

a mejorar la calidad de vida de la población a lo largo del territorio nacional. Por lo anterior, 

la reducción de la pobreza multidimensional implica un esfuerzo intersectorial, en el cual se 

ha avanzado por medio la coordinación y articulación de la oferta de servicios básicos 

fundamentales, con el objetivo de contribuir a mejorar la calidad de vida de la población 

pobre y vulnerable (DNP 2015). 
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Para ello, el PND propone cuatro lineamientos de oferta: 1) transferencias 

condicionadas, 2) generación de ingresos y empleo, 3) mejoramiento de la situación 

alimentaria y nutricional, y 4) acceso a soluciones de habitabilidad. Estas acciones definen 

apuestas generales para el fortalecimiento de capacidades que impulsan la salida de la 

pobreza mediante la inclusión productiva y la sostenibilidad autónoma de los recursos.  

A. Brindar complementos al ingreso como estrategia para incentivar la 

formación de capital humano y la movilidad social de la población 

más pobre y vulnerable 

Los programas dirigidos a brindar complementos al ingreso de las familias más pobres 

o vulnerables se han difundido como un instrumento privilegiado de la política contra la 

pobreza en los países de la región. Esto representa un paso hacia la constitución de 

sistemas amplios de protección social, fundados en nociones de inclusión y universalidad 

de los derechos. Para ello, el PND planteó la continuidad de estrategias como las 

transferencias monetarias condicionadas a los hogares pobres y vulnerables, los Beneficios 

Económicos Periódicos (BEPS) y los portafolios de servicios de atención al adulto mayor 

desprotegido. 

Por medio de las transferencias monetarias condicionadas, el programa Más Familias 

en Acción ha contribuido a la superación de la pobreza, a mejorar de la calidad de vida de 

las familias pobres y vulnerables, y a promover la formación de capital humano a través de 

un complemento al ingreso —condicionado al cumplimiento de corresponsabilidades por 

parte de los padres de la familia respecto a la salud y educación de sus hijos— y de la 

participación de las familias en estrategias de formación ciudadana. Este programa es una 

de las apuestas más importantes del PND para la disminución de la desigualdad y la 

reducción de la pobreza en el país, y es la política social con mayor cobertura en número 

de beneficiarios y presencia en el territorio nacional.  

Por lo anterior, durante 2017, en promedio, 2,5 millones de familias recibieron 

transferencias monetarias condicionadas en salud y educación, lo cual representó un 

cumplimiento de la meta de 98,5%.  

Como parte de los incentivos del programa de Más Familias en Acción, en 2017, 3,2 

millones de niños y niñas en edad escolar se encontraron en el sistema educativo, con lo 

cual se superó en 4,3 puntos porcentuales la meta fijada de lograr 3,0 millones. Así mismo, 

más de 900 mil niños y niñas menores de seis años se beneficiaron con controles de 

crecimiento y desarrollo, lo cual evidenció un 60,8% en el avance de la meta, representando 

un reto para el cierre del cuatrienio. 

Por su parte, el programa Jóvenes en Acción, el cual busca entregar incentivos a la 

vinculación de dicha población a programas de formación técnica, tecnológica y 
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universitarias, acorde con las apuestas productivas y las necesidades del mercado laboral, 

benefició a 157.499 personas en 2017 —5.129 adicionales a la meta, establecida en 

152.370, por lo que el cumplimiento fue superior en 3,4 puntos porcentuales. 

Por otra parte, con el propósito de mejorar las condiciones de vida de los adultos 

mayores de 65 años en todo el territorio nacional — que no cuentan con una pensión o 

viven en pobreza extrema—, mediante el Programa Colombia Mayor, en 2017, MinTrabajo 

ha beneficiado con subsidios a 2,3 millones de adultos mayores con la máxima cobertura; 

con lo cual se logró un sobrecumplimiento de 52 p.p. respecto a la meta.  

Adicionalmente, por medio del servicio social complementario del programa Beneficios 

Económicos Periódicos (BEPS) se ofrece a los ciudadanos la posibilidad de hacer un ahorro 

voluntario y flexible acorde con la capacidad económica, de cada uno. Se busca así que a 

lo largo de su vida los ciudadanos más vulnerables puedan construir un capital para la vejez, 

época durante la cual podrán disfrutar de esos ahorros sobre los cuales la Nación les 

otorgará un incentivo del 20%, para así constituir una anualidad vitalicia, que les garantice 

un ingreso fijo hasta el último día de su vida. 

Este beneficio es complementario al Sistema General de Pensiones en la medida que 

permite hacer ahorros para la vejez en los períodos en que la persona no esté en capacidad 

de cotizar a pensión. Al finalizar la etapa productiva, si el afiliado no cumple requisitos para 

la pensión, puede trasladar sus ahorros a la cuenta en BEPS para aumentar su capital y, 

en consecuencia, poder recibir una anualidad vitalicia de mayor valor producto de sus 

ahorros, los montos cotizados en el sistema de pensiones y el incentivo del estado. 

A 2017, el programa cuenta con 937.458 ciudadanos vinculados, lo cual representó un 

cumplimiento de tres p.p. por encima de la meta establecida para la vigencia -910.000-. 

Dentro de las diferentes estrategias desarrolladas para fortalecer el programa, se puede 

destacar la estrategia nacional —BEPS en tu Barrio— en la que los representantes del 

programa van puerta a puerta a divulgar, vincular y promocionar el ahorro entre los 

ciudadanos. En este sentido, se logró que 280.992 colombianos ahorraran a través de esta 

estrategia, superando la meta de ahorradores de 277.900. Así mismo, se entregaron 96.528 

seguros BEPS, por encima de la meta de 84.186 y se expidieron 4.832 anualidades 

vitalicias, superando la meta de 4.809. 

La implementación de los anteriores programas ha permitido que, al cierre de 2017, el 

60,55% de los adultos mayores cuenten con algún tipo de protección a sus ingresos, ya sea 

pensión —2.184.366—, subsidios del programa Colombia Mayor —1.503.939— o ahorros 

por vinculación a los BEPS —4.832—. 
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B. Incentivar la generación de ingresos de la población para superar la 

pobreza  

Lograr la inclusión productiva sostenible requiere de programas que desarrollen 

capacidades y promuevan oportunidades para la generación de ingresos de la población 

pobre y vulnerable. Para ello, el Gobierno nacional formuló estrategias que buscaron 

asegurar el acceso y la pertinencia de los programas de formación, así como potenciar las 

iniciativas empresariales y estructurar las líneas de empleabilidad. Estas estrategias están 

dirigidas a emprendedores y aprendices con la implementación de la cátedra de 

emprendimiento.  

Por un lado, los programas de empleabilidad facilitan la inserción al mercado laboral 

mediante la formación técnica o complementaria, el fortalecimiento de competencias y la 

generación de oportunidades a través de servicios de gestión de colocación o 

intermediación laboral.  

Para ello, el SENA lidera procesos de formación para población vulnerable a través del 

desarrollo de iniciativas rurales orientadas al emprendimiento y a la creación de empresa. 

El programa SENA Emprende Rural (SER) busca promover la generación de ingresos para 

la población rural, mediante acciones de formación para el desarrollo y fortalecimiento de 

capacidades y competencias. Así mismo, brinda acompañamiento a las iniciativas 

productivas rurales orientadas al autoconsumo, los negocios rurales y/o la creación de  

empresa. Este programa desarrolla un ejercicio de planeación, que da cuenta de las 

apuestas productivas de cada región y las necesidades de la comunidad, para ofrecer 

planes de desarrollo locales y agendas de competitividad, entre otros; con el fin de priorizar 

las áreas agropecuarias, agroindustria y servicios rurales. Esto significó que, en 2017, 

191.555 aprendices se matricularan en el programa, lo que representó un cumplimiento del 

100% con respecto a la meta de 188.980. 

Paralelamente y con el propósito de acercar las necesidades del sector productivo y el 

recurso humano disponible, el Gobierno nacional trabaja en la consolidación del Servicio 

Público de Empleo (SPE). Para esto, se busca generar espacios de orientación laboral y 

poner a disposición de la ciudadanía las vacantes ofrecidas por empresas empleadoras 

registradas en el SPE, de tal forma que se facilite la integración de la oferta y la demanda 

laboral, y que sea más transparente el acceso a las oportunidades del trabajo y la 

coordinación de las políticas de empleabilidad en todo el territorio nacional. Durante el 

segundo cuatrienio del Gobierno nacional, el SPE facilitó la colocación de más de 1,7 

millones de personas, quienes recibieron asesoría para mejorar su perfil e incrementar sus 

probabilidades de vinculación laboral. Del total de personas orientadas, en 2017, 647.206 

fueron ubicadas en las vacantes registradas en el SPE con un sobre cumplimiento del 59,80 

p.p. con respecto a la meta. 
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Por otro lado, la línea de acción de emprendimiento promueve el desarrollo de 

oportunidades productivas para la estabilización socioeconómica y la inclusión productiva 

a través del fortalecimiento de capacidades y el acceso a activos.  

Por lo anterior, Prosperidad Social a través de intervenciones integrales para la 

generación de ingresos contribuye al empoderamiento y desarrollo propio de las 

comunidades, mediante el fortalecimiento del capital humano y social a través de los 

componentes de empleabilidad, empleo temporal y emprendimientos (colectivos e 

individuales). Por medio de estos programas, 298.562 personas se beneficiaron durante 

2017, lo cual representó un cumplimiento del 97,6% sobre la meta definida.  

Adicionalmente, a través de la construcción de pequeñas y medianas obras con 

carácter social que mejoran las condiciones de habitabilidad y generan empleo, se 

promueve la superación de la pobreza y la reconciliación de los ciudadanos. Frente a este 

aspecto, el sector de Inclusión Social y Reconciliación entregó 367 obras de infraestructura 

social en 27 departamentos, lo cual significó un cumplimiento de 44,86 p.p. por encima de 

la meta fijada y un total de 1.391 obras entregadas para el actual periodo de Gobierno.  

En lo que concierne a emprendimiento y las industrias culturales, se han implementado 

proyectos y programas bajo el propósito de desarrollar el potencial productivo y establecer 

mecanismos de fortalecimiento de los agentes culturales que hacen parte del ecosistema 

cultural. En el marco de la estrategia Nodos de Emprendimiento Cultural, las acciones se 

concentraron en ofrecer capacitación para los emprendedores en articulación con entidades 

e instituciones públicas y privadas del orden municipal y departamental. Esto permitió que, 

en 2017, un total de 28 organizaciones culturales fuesen acompañadas en procesos de 

fortalecimiento y formalización. Las ciudades atendidas por la estrategia recibieron 

acompañamiento presencial o virtual, con el propósito de conformar un ecosistema de 

industrias culturales que propicie la sostenibilidad de las iniciativas y empresas culturales 

en cada territorio. Por otro lado, se realizó seguimiento de actividades técnicas al Proyecto 

Mujeres Tejedoras de Vida, actividades de fortalecimiento de competencias 

emprendedoras y la identificación de proyectos formulados. A partir de la asistencia técnica 

en definición y estrategia de mercadeo, operación, talento humano, aspectos 

organizacionales y modelación financiera, se logró un cumplimiento del 100% de la meta 

fijada -28 organizaciones-. 

De otra parte, una de las contribuciones más importantes en el tema de 

emprendimiento e industria cultural ha sido el diseño de mecanismos para el acceso a 

líneas de créditos reales y efectivos que permitan el desarrollo de emprendimientos 

culturales. Lo anterior se ha materializado a través de dos estrategias: en primer lugar, en 

2017, a través del convenio de cooperación suscrito con iNNpulsa Colombia, se aunaron 

esfuerzos para promover el desarrollo y fortalecimiento de empresas y proyectos del sector 
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de las Industrias Culturales y Creativas a través del mejoramiento de su productividad y su 

competitividad, mediante el acceso al Programa Aldea Cultural y Creativa. En 2017 se dio 

apertura a la convocatoria del programa, socializándose de manera presencial en cinco 

ciudades (Barranquilla, Manizales, Cúcuta, Ibagué y San Andrés). Finalizando el año, se 

registraron 185 postulaciones al programa, 90 de emprendedores culturales (personas 

naturales) y 95 de empresas culturales en Colombia. El programa Aldea Cultural y Creativa 

financia la asistencia técnica de los emprendedores que se acrediten como beneficiarios al 

postular y evaluar favorablemente sus modelos de negocio.  

Adicionalmente, MinCultura mantiene de manera consistente una estrategia de 

internacionalización de las industrias culturales y creativas del país, que contribuye a la 

participación de delegaciones colombianas de artistas y empresarios de la música en 

mercados internacionales. En 2017 el país participó con una delegación de empresarios y/o 

emprendedores en el festival y convención MAMA — el mercado de nuevas músicas—en 

Francia. De igual modo, se llevó a cabo en Polonia entre el 25 y el 30 de octubre de 2017 

el mercado WOMEX—escenario imprescindible para dar a conocer las nuevas iniciativas 

de la llamada “World Music” o músicas del mundo, donde participaron 50 agentes 

colombianos, de los cuales 12 fueron acompañados por la estrategia de 

internacionalización del Ministerio de Cultura16. De esta manera, se cumplió la meta 

prevista, al apoyar 20 emprendedores y se alcanzó el cumplimiento anticipado de la meta 

cuatrienio —100%—. 

En segundo lugar, en 2017 se otorgó un crédito a una empresa del sector de las 

industrias culturales y creativas por la línea de crédito Bancóldex – MinCultura, con lo que 

se llegó a 243 créditos desde 2015, y se superó la meta de 200 establecida para el 

cuatrienio. 

C. Reducir el hambre y la malnutrición de toda la población colombiana, 

en especial la más pobre, vulnerable y de grupos étnicos 

Con el objetivo de mejorar el acceso y el consumo de los alimentos, Prosperidad Social, 

a través de la Red de Seguridad Alimentaria (ReSA®) fortaleció la producción de alimentos 

para el autoconsumo, la promoción de hábitos saludables y el uso de productos locales 

para contribuir con la disminución del hambre y el mejoramiento de la seguridad alimentaria. 

En 2017, 29.662 familias fueron vinculadas a la estrategia, lo que representó un 

cumplimiento del 94,2% de la meta establecida. Así mismo, del total de las familias 

vinculadas al programa, 10.708 pertenecen a minorías étnicas, lo que representó un 

                                                

16 Por Bogotá: 1) Biche Musical, 2) MCE Entertainment, 3) Luisa Piñeros, 4) Gotok Music, 5) Tambora Record, 
6) Reil Cuarteto, 7) Sol Okarina, 8) Felipe Vallejo, 9) César Gómez Montoya; por Cali: 10) Zalama Producciones; 
por Timbiqui: 11) Canalon de Timbiqui; y por Popayán: 12) La Jagua. 
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cumplimiento de 4,5 p.p. sobre la meta fijada de Familias de minorías étnicas vinculadas a 

prácticas de autoconsumo.  

D. Mejorar condiciones de habitabilidad de la población 

La política pública habitacional se ha enfocado en la reducción del déficit cuantitativo17, 

mediante la implementación de programas con focalización diferenciada, de acuerdo con 

las condiciones del hogar, facilitando así el acceso a vivienda de los hogares con bajos 

ingresos. Por otra parte, la disminución del déficit cualitativo18 se ha apoyado en proyectos 

que permiten mejorar las condiciones de calidad de la vivienda. 

De acuerdo con lo anterior, respecto al primer enfoque, desde el Gobierno nacional se 

viene trabajando en eliminar las barreras de acceso a vivienda propia a través de los 

programas de Vivienda Gratis, Casa Ahorro (VIPA), Mi Casa Ya, y Cobertura a la Tasa de 

Interés. Mientras que, frente a la segunda opción, se tienen programas de mejoramiento de 

vivienda impulsados por MinVivienda, Prosperidad Social y las Cajas de Compensación 

Familiar. 

En el marco de estos objetivos, en el 2017, el Gobierno nacional, con apoyo de las 

Cajas de Compensación, han beneficiado a cerca de 34.812 hogares con diferentes 

programas para la adquisición de vivienda (ver objetivo cinco para más información). Este 

apoyo contribuyó a la disminución del déficit cuantitativo de vivienda, que para 2017 se 

estimó en 5,2%, cumpliendo así con la meta establecida del 6% para el año en cuestión, 

evidenciando así los efectos positivos de la política habitacional en materia de acceso a 

vivienda. 

En cuanto a la reducción del déficit cualitativo, MinVivienda, las Cajas de 

Compensación Familiar y Prosperidad Social implementaron programas que se orientan a 

“contribuir con la disminución de las deficiencias básicas habitacionales, incrementando el 

nivel de calidad de vida de la población, a través del mejoramiento de vivienda” (Prosperidad 

Social 2016, 6). 

Durante el periodo 2012 y 2015, el programa de conexiones intradomiciliarias se ha 

implementado en 20 departamentos y 23 municipios del país, para lo cual MinVivienda ha 

invertido recursos del Presupuesto General de la Nación por valor de $127.206 millones. 

                                                

17 Déficit cuantitativo de Vivienda, el cual según el DANE se define como “la cantidad de viviendas que la 
sociedad debe construir o adicionar al stock para que exista una relación uno a uno entre las viviendas 
adecuadas y los hogares que necesitan alojamiento, es decir, se basa en la comparación entre el número de 
hogares y el de viviendas apropiadas existentes. El monto en el cual los hogares superen las viviendas es lo 
que en gran parte de la literatura se designa como déficit cuantitativo. 
18 Déficit cualitativo de Vivienda, el cual según el DANE se define como “las viviendas particulares que presentan 
deficiencias en la estructura del piso, espacio (hacinamiento mitigable y cocina), a la disponibilidad de servicios 
públicos domiciliarios y, por tanto, se requiere de dotación de servicios públicos, mejoramiento o ampliación de 
la unidad habitacional.” 
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Esta inversión ha permitido beneficiar de manera directa a una población de 140.441 

habitantes con viviendas estrato 1 y 2, mediante la construcción y puesta en funcionamiento 

de 32.161 conexiones intradomiciliarias de acueducto y alcantarillado. Durante los años 

2016 y 2017 se estructuraron los proyectos para la construcción de 4.817 conexiones 

intradomiciliarias, que serán entregadas en la vigencia 2018. 

Los diferentes programas que estas entidades implementaron durante 2017 

permitieron que 5.175 familias mejoraran sus viviendas (Cuadro 3), lo que llevó a un 

cumplimiento de 7,8 puntos porcentuales por encima de la meta fijada en 4.179. 

Cuadro 3. Mejoramientos de vivienda ejecutados desde el Gobierno nacional, 2015- 2017 

Programas 2015 2016 2017 

Prosperidad Social 2.208 2.109 3.038 

Cajas de Compensación Familiar 699 717 168 

Dirección de Programas de MinVivienda  2.126 1.969 

Total 2.907 4 .952 5 175 

Fuente: DNP, Sinergia, MinVivienda. 

Estas acciones específicas, en combinación con toda la política para la adquisición de 

vivienda, contribuyeron a que el déficit cualitativo de vivienda estimado se ubicara en 9,75% 

en 2017, lo que implicó un cumplimiento superior al 100% de la meta, equivalente a una 

disminución de 0,53 p.p. frente al año 2016.  

E. Mejorar la eficiencia y oportunidad de la oferta de servicios para la 

superación de la pobreza extrema 

La política de inclusión social facilita el acceso de los hogares más pobres y vulnerables 

a la oferta social del Estado mediante procesos de focalización y seguimiento integral. Se 

prioriza la inversión en los territorios más rezagados y se generan rutas y protocolos de 

intervención, que promueven la superación de la pobreza monetaria y multidimensional de 

manera sostenible.  

La Estrategia Nacional de Superación de la Pobreza consolidó el acompañamiento 

familiar y comunitario como el soporte mediante el cual las entidades nacionales, 

territoriales y el sector privado establecen sus programas, los focalizan y llevan la oferta a 

las poblaciones más pobres del país. Bajo este esquema, 387.542 hogares rurales fueron 

acompañados en 2017, lo cual implicó un cumplimiento del 59,6% de la meta.  

 

 



 

74 

F. Garantizar la inclusión social y productiva de las personas con 

discapacidad (PcD) 

En 2017, entidades como la Unidad Administrativa Especial del Servicio Público de 

Empleo, el SENA y MinTrabajo realizaron actividades para la inclusión productiva de la PcD, 

entre las cuales cabe destacar las siguientes: 1) Convenio con Fundación Corona para la 

transferencia de la metodología de Pacto por la Productividad, la cual incluía la 

transferencia del conocimiento a 120 centros de empleo —cerca de 332 funcionarios—; 2) 

ajustes a cuatro centros de empleo para la prestación de los servicios a las PcD; y 3) Fondo 

de oportunidades para el empleo, que financió cuatro proyectos para la mitigación de 

barreras para personas con discapacidad (PcD).  

De otra parte, mediante la implementación de las Tecnologías de la Información y las 

Comunicaciones (TIC), las personas en condición de discapacidad pueden tener acceso a 

la información y estar en igualdad de condiciones en el uso de las TIC con el resto de la 

población. Particularmente, las personas con dificultades visuales tienen la oportunidad de 

acceder a un computador y navegar en internet al descargar el software lector de pantalla 

Jaws y del magnificador de imágenes Magic de forma gratuita. El software ConverTIC, en 

2017, presentó 238.987 descargas, lo que permitió sobrepasar la meta en 70,71 p.p. Entre 

los años 2015 a 2017, se han realizado 431.559 descargas, 31.559 adicionales a la meta 

programada para el cuatrienio — de 400.000— (Convertic 2018). Adicionalmente, a través 

de los proyectos ConVerTIC, Cine para Todos, Centro de Relevo y NarraTIC, personas con 

discapacidades tanto visuales como auditivas y cognitivas, pueden contar con herramientas 

que permitan el acceso de manera integral a la salud, la educación y el trabajo, lo que 

conlleva a generar espacios incluyentes (Convertic 2018). 

 

Objetivo 2. Mejorar las condiciones de salud de la población 

colombiana y propiciar el goce efectivo del derecho a la salud 

La mejora en las condiciones sociales, la disminución de la pobreza y en particular los 

avances del Sistema General de Seguridad Social en Salud – mantenimiento de coberturas, 

ampliación e igualación de los planes de beneficios- de los últimos años han redundado 

positivamente en el estado de salud de la población. 

El país avanza en materia de prevención; durante los últimos años se dio un impulso 

a las políticas de promoción de la salud y prevención de la enfermedad, con acciones y 

medidas concretas que persiguen el bienestar de todos los colombianos. Hoy Colombia es 

reconocida por la OMS por las medidas adoptadas frente al control al tabaco. La discusión 

sobre los impuestos a las bebidas azucaradas también constituye un avance significativo 
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en las políticas preventivas de manera que se disminuya efectivamente el riesgo de sufrir 

enfermedades, y en particular, enfermedades crónicas no transmisibles19. 

 El país tiene mejores resultados en salud. La última Encuesta Nacional de Demografía 

y Salud (ENDS, 2015) mostró, por ejemplo, una disminución sostenida de la mortalidad 

infantil (-50% en los últimos 25 años) y del embarazo adolescente (20.5% en 2005 al 17.4% 

en 2015), así como en la mortalidad materna, cuya razón pasa de 67.31 en 2009 a 53.71 

en 2015 (fuente: SISPRO). También se observa una notable reducción de la desnutrición 

crónica (baja talla para la edad) en menores de 5 años, lo cual pasó de 16.0 en 2005 a 13.2 

en 2010 (ENSIN 2010) y una disminución del mismo indicador en escolares y adolescentes. 

Las prevalencias y mortalidades por distintas enfermedades (EDA, IRA) en menores de 

cinco años se han reducido de manera acelerada: la mortalidad por EDA pasó de 7.34 en 

2009 a 3.46 en 2016 y la relacionada con Infección Respiratoria Aguda de una mortalidad 

de 19.11 en 2009 a 13.84 en 2016 (fuente: SISPRO).  

A. Aumentar el acceso efectivo a los servicios de salud y mejorar la 

calidad de la atención 

El acceso efectivo a los servicios de salud es un derecho de los ciudadanos, por ello, 

el Sistema General de Seguridad Social en Salud (SGSSS) debe garantizar la oportunidad 

y eficiencia de los servicios. Para 2017 se observa una leve reducción en la cobertura de 

aseguramiento en salud, porcentaje que pasó de 95,7% en 2016 a 94,9% en 201720 (Gráfico 

19), lo cual significa un cumplimiento de la meta en un 97,9%. Por otra parte, el 92,8% de 

la población entre 18 a 25 años se encuentra afiliada al sistema de salud, cumpliendo la 

meta de 2017 en un 95,2%. Así mismo, en 2017, 263.114 personas se afiliaron al régimen 

contributivo.  

 

                                                

19 La Encuesta de Calidad de Vida (ECV) de 2017 indicó que el consumo de bebidas azucaradas bajó con 
respecto a 2016. En 2017, el 67% de las personas consume habitualmente bebidas azucaradas mientras que 
en 2016 este porcentaje era de 71,5%. Por otra parte, la ECV indicó que, en 2017, el 7% de las personas de 10 
años y más fuman (cigarrillo, tabaco). Este porcentaje fue de 8,3% en 2016. 
20 No obstante los altos niveles de cobertura alcanzados en 2014 y 2015, se evidencia una disminución marginal 
del porcentaje de afiliados en 2016 y 2017 —con respecto a la población total proyectada por el DANE—, 
explicado inicialmente por razones como; a) la depuración de registros de la Base Única de Afiliados – BDUA, 
a partir de la información disponible en el Ministerio, de la Registraduría Nacional del Estado Civil – RNEC; b) 
ajuste en los datos correspondientes a la población afiliada a los regímenes exceptuados o especial; y c) por la 
dinámica propia del aseguramiento a partir de la capacidad de pago de la población y de cumplir con la 
condiciones para pertenecer al régimen subsidiado o contributivo. A pesar de la leve disminución en la cobertura, 
la población total afiliada se mantuvo en 46,7 millones. Para el caso del régimen contributivo, la población 
cubierta pasó de 22,2 millones en diciembre de 2016, a 22,1 millones en diciembre de 2017, lo que significa una 
disminución aproximada de ciento cincuenta mil personas (equivalente a una reducción de 0,7% durante el 
último año). En el régimen subsidiado, la población afiliada pasó de 22,2 millones en diciembre de 2016, a 22,4 
millones en diciembre de 2017, lo que significa un aumento aproximado de doscientas sesenta mil personas 
(equivalente al 1,2%). 
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Gráfico 19. Afiliación al SGSSS, 2010 – 2017. 

 
Fuente: DNP, Sinergia, MinSalud. 

Por otro lado, la implementación de la Ley Estatutaria en Salud permitió completar, en 

2017, la eliminación de los comités técnicos científicos; la adopción de un procedimiento 

técnico-científico para determinar qué servicios y tecnologías no pueden ser financiados 

con recursos públicos; la actualización de la reglamentación relacionada con los procesos 

de afiliación y acreditación de derechos de los afiliados; el aumento de las sanciones por 

negación de servicios y la implementación de los Modelos Integrales de Atención en Salud 

(MIAS).  

Respecto, a la implementación del MIAS en Guainía, se avanzó en un 100% en la meta 

2017. Se destaca la entrega de puestos de salud por parte de la Gobernación, y el 

empoderamiento a los gestores y auxiliares de salud para los puestos de salud con enfoque 

intercultural. Así mismo, se firmó el primer Decreto Departamental 0317 de 2017, la 

Gobernación del Guainía definió la creación, conformación y funcionamiento del Comité de 

Participación Indígena COPAI y se priorizaron las acciones de salud intercultural que 

realizarán los pueblos indígenas. 

 Con el fin de garantizar el acceso a servicios de salud en territorios con dificultades de 

oferta, se registran 249 sedes de instituciones públicas prestadoras de servicios de salud 

con servicios de telemedicina, en zonas apartadas o con problemas de oferta, con lo que 

se sobrepasó la meta en 42,9 p.p..  

En materia de calidad, un estudio21 de evaluación de los servicios de las EPS por parte 

de los usuarios reveló que, en 2017, el 72,6% de los colombianos calificó los servicios de 

salud utilizados como “bueno” y “muy bueno”22.  

                                                

21 Encuesta de evaluación de los servicios de las EPS.  
22 En 2015, este indicador alcanzó el 72,9% y mejorando en el subsidiado (al pasar de 76% en 2016 a 77,1% 
en 2017). 
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Frente al acceso, se estima que el número de días promedio para la asignación de una 

cita en consulta médica general u odontólogo es de 3,1 días y la apuesta a 2018 es 

mantenerlo en tres días o menos. 

Finalmente, en 2017 —reporte a febrero de 2018— se ha avanzado en la 

implementación de medidas de mejora en los hospitales públicos, mediante el 

nombramiento de gerentes de 937 Empresas Sociales del Estado —97,2% de dichas 

entidades—, mientras que solo 26 —2,8%— de las ESE no registraban nombramiento y 

posesión de gerente. Entre tanto, el Gobierno ha apoyado la modificación del régimen 

laboral ESE con el trámite en Congreso del Proyecto de Ley 012/17 – Senado para 

facultades extraordinarias pro témpore a Presidente República para su expedición; el 

desarrollo de lineamientos para el desarrollo de Asociaciones Público Privadas en Salud y 

la asignación de recursos que permiten financiar Subsidios de Oferta, del Sistema General 

Participaciones - Prestación Servicios Salud en lo no Cubierto con Subsidios a Demanda y 

Financiación Subsidio Oferta. 

B. Mejorar las condiciones de salud de la población y disminuir las 

brechas de los resultados en salud  

Reducir las diferencias entre grupos poblacionales y/o regiones geográficas es un reto 

para mejorar las condiciones de salud de la población y la reducción de brechas en salud.  

A través de la Ruta Integral de Atenciones (RIAS), para la primera infancia en 2017, se 

logró —con datos preliminares23— que el 88,5% de los nacidos vivos contaran con cuatro o 

más controles prenatales en el nivel nacional y 80,7% en el área rural dispersa. Los 

resultados muestran que sólo el 3,74% de los nacidos vivos reportaron bajo peso al nacer. 

Respecto a la implementación del Programa Nacional de Prevención y Reducción de 

Anemia de niños entre seis y 23 meses, en seis departamentos del país (La Guajira, Nariño, 

Sucre, Bolívar, Guainía y Chocó - Quibdó) se adelantaron acciones para su 

implementación, lo cual dio como resultado el cumplimiento en 50 p.p. más de la meta.  

La vacunación es un componente importante en la atención integral a la primera 

infancia. El Programa Ampliado de Inmunizaciones (PAI) logró que la cobertura en 

vacunación en niños y niñas menores de un año con Difteria, Bordetella-Pertusis y Tétanos 

(DPT) alcanzara el 91,3%, mientras que en Sarampión, Paperas y Rubeola —Triple Viral—

, la cobertura fue del 92,8% en niños de un año, en donde se cumplió la meta en un 96,1% 

y 97,7% respectivamente. Hoy, el plan de vacunación del país es uno de los mejores del 

mundo. Durante los últimos años, el PAI se fortaleció tanto en coberturas como en el 

número de biológicos incorporados: neumococo, hepatitis A, tosferina acelular para 

                                                

23 Fuente: Módulo de nacimientos y defunciones – RUAF – SISPRO.  
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gestantes, el Virus del Papiloma Humano-VPH, la varicela y la universalización de la 

Vacuna Inactivada contra el Polio (VIP). Con esto se lograron coberturas útiles y se alcanzó 

un total de 21 biológicos para la prevención de 26 enfermedades.  

En Colombia, la mortalidad materna es mayor en zonas rurales y comunidades más 

pobres. En 2017, —con datos preliminares24— la razón de mortalidad materna en el área 

rural dispersa se situó en 80,6 por cada cien mil nacidos vivos frente a 51,8 en el total 

nacional. Lo anterior, refleja que la meta se superó en 4 p.p. para el primer indicador y en 

un 14 p.p. para el segundo.  

C. Recuperar la confianza y legitimidad en el sistema 

Recuperar la confianza en el sector salud ha sido un reto del Gobierno. Los esfuerzos 

en este cuatrienio se focalizaron en cinco estrategias: 1) acercar la inspección, vigilancia y 

control al ciudadano, 2) fortalecer la institucionalidad para la administración de los recursos 

del SGSSS, 3) simplificar procesos, 4) consolidar el Sistema Integral de Información de la 

Protección Social y 5) promover la transparencia, participación ciudadana y rendición de 

cuentas. Según la EPC realizada por el DNP (DNP, 2017), el 66,8% de los ciudadanos 

considera que en el último año el acceso a los servicios de salud ha desmejorado o 

permanece igual de mal.  

De otra parte, en 2017, quedaron en línea e interoperables cuatro catálogos digitales 

de información en salud relacionados con: medicamentos, servicios complementarios, usos 

no incluidos en el registro sanitario INVIMA, y administración adecuada de medicamentos. 

Lo anterior permitió que se cumpliera la meta en más de 33 p.p. Así mismo, 32 variables de 

consulta de historia clínica se encuentran en línea para la consulta de los usuarios.  

Además, la reglamentación de la Ley Estatutaria en Salud (Ley 1751 de 2015) ha 

permitido fortalecer los beneficios en salud, con ajustes frente a la definición de las 

prestaciones cubiertas mediante tres capas distintas: 1) los beneficios que garantizan la 

protección colectiva del derecho a la salud, financiados con cargo a la unidad de pago por 

capitación (UPC); 2) los beneficios que garantizan la protección individual del derecho, 

ordenados mediante el aplicativo MIPRES y financiados directamente con recursos 

públicos; 3) las exclusiones, las cuales deben cumplir los criterios establecidos en la Ley y 

surtir una discusión con expertos y pacientes, con amplia participación ciudadana. 

 

                                                

24 Fuente: Módulo de nacimientos y defunciones – RUAF - SISPRO. 
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D. Asegurar la sostenibilidad financiera del sistema en condiciones de 

eficiencia 

La creación de la Administradora de los Recursos del Sistema General de Seguridad 

Social en Salud (ADRES) ha permitido un mejor flujo y control a los recursos para la salud 

(incluidos los recobros por servicios no incluidos en el plan de beneficios del régimen 

contributivo). Entre las acciones que se han implementado se encuentra la tecnificación de 

las funciones regulatorias y el fortalecimiento de la rectoría del sistema. De la misma forma, 

instrumentos financieros como el giro directo, la compra de cartera y los bonos convertibles 

en acciones se han puesto en práctica. 

La depuración sectorial, las liquidaciones de las EPS Selvasalud, Saludcondor, 

Solsalud, Humanavivir, Goldengroup, Caprecom y Saludcoop, así como la venta de 

Cafesalud, permitirán superar la incertidumbre y crisis de confianza entre los actores del 

sistema. Además, ya existe una ruta de recuperación marcada por los Decretos 2702 de 

201425 y 2117 de 201626. 

En cuanto a la liquidez, el giro directo de la Nación a los prestadores y proveedores 

fue del orden de 11,2 billones. Así, los recursos girados superan los 51,6 billones desde su 

implementación en 2011 y ha llegado a miles de instituciones de salud tanto públicas como 

privadas. Alrededor del 70% de los giros del Gobierno nacional están llegando directamente 

a las IPS y proveedores que tienen contratos con las EPS del régimen subsidiado.  

De la misma manera, los giros directos que se han realizado a las IPS y la compra de 

cartera permitieron que el 75% de los hospitales públicos evaluados se encuentren sin 

riesgo financiero o riesgo bajo a 2017, lo que representa una mejora significativa en la 

sostenibilidad y financiamiento del sistema. Lo anterior implica que la meta triplicó sus 

resultados.  

Finalmente, el país avanzó en la consolidación de la política farmacéutica. Hoy existe 

una política con resultados concretos y legitimidad social. El control de precios de 

medicamentos (cerca de 1.082 medicamentos controlados), la negociación y compra 

centralizada (particularmente en cuanto a los medicamentos contra la Hepatitis C), los 

avances en la promoción de la competencia y la transparencia (en las relaciones de valor 

entre actores del sector salud y la industria farmacéutica y de tecnologías en salud) han 

aportado a la sostenibilidad del sistema y a la democratización del acceso.  

                                                

25 Sobre condiciones financieras y de solvencia de las entidades autorizadas para operar el aseguramiento en 
salud. 
26 Sobre los procesos de reorganización institucional y las condiciones financieras y de solvencia de las 
entidades promotoras de salud (EPS). 
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Objetivo 3. Generar alternativas para crear empleos de calidad y 

acceder al aseguramiento ante la falta de ingresos y los riesgos 

laborales 

Para lograr el desarrollo económico y social del país, es necesario potenciar su fuerza 

laboral. En este sentido, el Gobierno se planteó como prioridad lograr un mercado de trabajo 

más incluyente y equitativo, por medio de la generación de mayores y mejores condiciones 

de empleo para todos los colombianos. Lo anterior, haciendo énfasis en poblaciones 

vulnerables, potenciando la formación para el trabajo y promoviendo la protección 

económica en la vejez.  

Para ello, se avanzó en la ampliación de la formalización y la calidad del empleo, a 

través del aumento en la cobertura de los servicios de protección social —salud, pensiones, 

riesgos laborales, cajas de compensación familiar y protección al cesante—. De forma 

paralela, se fomentó el incremento de oportunidades de enganche laboral, particularmente 

a grupos vulnerables como los jóvenes, por medio del fortalecimiento de los sistemas de 

información de colocación en el mercado laboral. Adicionalmente, se promovió la protección 

a los ingresos en la vejez, por medio del fortalecimiento institucional de la Administradora 

Colombiana de Pensiones (Colpensiones) y la implementación de programas que 

benefician a la población adulta mayor. 

A. Aumentar la formalización y calidad del empleo 

Los esfuerzos del Gobierno nacional en materia laboral se concentran en garantizar la 

protección de la población ocupada por medio de la afiliación a servicios de protección 

social —salud, pensiones, riesgos laborales, cajas de compensación familiar y protección 

al cesante—, a través de la implementación de estrategias encaminadas a disminuir la 

informalidad laboral en el país.  

Uno de los principales logros se observa en los más de 10,6 millones de personas 

afiliadas cotizantes al sistema general de pensiones, tanto al régimen de prima media con 

prestación definida, como en el régimen de ahorro individual con solidaridad. Lo anterior, 

representa un avance superior a la meta para 2017 —10,3 millones—. La EPC muestra lo 

importante que es para las personas tener pensión para su vejez, ya que el 72,4% de los 

ciudadanos la consideran como el mejor mecanismo para garantizar el sustento económico 

en edades avanzadas (DNP, 2017a). 

En materia de asistencia y prevención de enfermedades y accidentes laborales, 

MinTrabajo reglamentó, a través del Decreto 1563 de 2016, la afiliación voluntaria de los 

trabajadores independientes al Sistema General de Riesgos Laborales (SGRL) que 
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devengan uno o más salarios mínimos y en 2017, el Ministerio reglamentó los estándares 

mínimos del Sistema de Gestión de Seguridad y Salud en el Trabajo en el marco del 

Sistema Obligatorio de Garantía de Calidad del SGRL para los empleadores y contratantes 

mediante la Resolución 1111 de 2017. En este sentido, se realizaron más de 61 eventos de 

capacitación y sensibilización a nivel nacional sobre la implementación del Sistema de 

Seguridad y Salud en el trabajo y los estándares mínimos establecidos en la resolución 

mencionada. Al cierre de 2017, el SGRL no alcanzó la meta establecida de 10,2 millones 

de afiliados debido a que un gran número de contratistas trabajadores independientes que 

terminaron sus contratos de prestación de servicios entre los meses de noviembre y 

diciembre. 

Paralelamente, en materia de Afiliados a Cajas de Compensación se alcanzó 9,5 

millones de personas, sin embargo, no se cumplió la meta de 2017 (9,6 millones). Aun así, 

en lo transcurrido de 2017, los avances de las políticas públicas del Sistema del Subsidio 

Familiar para el mejoramiento de la calidad de vida de los beneficiarios de menores ingresos 

y sus familias, dieron como resultado que el número de empresas afiliadas a las Cajas de 

Compensación ascendió a más de 627.595 lo que corresponde a un crecimiento del 6,85% 

con respecto a 2016 (587.306). 

Como una herramienta para garantizar la protección de los trabajadores en caso de 

que pierdan su empleo, se encuentra el Mecanismo de Protección al Cesante (MPC) 

impulsado por el MinTrabajo que mitiga los efectos de esta situación a través de las cajas 

de compensación familiar, mediante el acceso a salud, la cotización a pensiones, el pago 

de cuota monetaria, un bono de alimentación familiar y un beneficio monetario por ahorro 

de cesantías. A la vez, se facilita la reinserción de la población cesante en el mercado 

laboral por medio de servicios de búsqueda de empleo, orientación laboral y capacitación. 

A 2017, fueron beneficiados 428.209 personas por medio del MPC, lo que significó un sobre 

cumplimiento de 93 p.p. con respecto a la meta fijada. Es decir, se benefició a más de 187 

mil cesantes adicionales con respecto a la meta planteada para el 2017.  

Lo anterior se refleja en la tasa de formalidad laboral, la cual alcanzó un 36,8% en 

2017, lo que representa un incremento en 0,5 p.p. con respecto a 2016. Esto corresponde 

no solo a un cumplimiento de la meta para este año (35,6%) sino que se superó en 1,2 p.p. 

por encima. Esta tasa ha logrado un importante avance en los últimos años, gracias a una 

política decisiva de formalización laboral. En este sentido, la creación de la Red Nacional 

de Formalización Laboral (RNFL) como requisito del decreto 567 de 2014, se considera 

como una estrategia de coordinación institucional que busca garantizar la consolidación del 

trabajo decente y la cobertura en seguridad social por medio de promoción, capacitación y 

acompañamiento en temas relacionados con las ventajas de la formalización laboral y los 

beneficios de la afiliación a la seguridad social.  
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El trabajo realizado a través de la RNFL ha permitido a MinTrabajo avanzar en la 

eliminación de una de las principales barreras para la formalidad: el desconocimiento de la 

población frente a los beneficios que otorga el Sistema General de Seguridad Social Integral 

(SGSSI). Adicionalmente, se han fortalecido los canales de comunicación entre el nivel 

nacional y los territorios, facilitando la creación de escenarios donde los ciudadanos 

encuentran respuesta a las dudas sobre el sistema, en especial aquellas relacionadas con 

el funcionamiento, los procesos de afiliación y los mecanismos alternativos para el acceso. 

Entre los principales logros se destaca la sensibilización, capacitación y asesoría a 22.289 

personas a través de 427 jornadas en el marco de la RNFL. Sin embargo, estos logros no 

se reflejan necesariamente en la opinión de los ciudadanos ya que, de acuerdo con la EPC 

(DNP, 2017a), el 12,8% de los encuestados considera que durante los últimos 12 meses el 

número de puestos de trabajo formal ha aumentado. 

B. Incrementar las oportunidades de enganche laboral en empleos de 

calidad  

La eliminación de barreras para acceder a un empleo digno y decente es una de las 

principales estrategias del Gobierno en el PND. Esto se refleja en la tendencia decreciente 

que ha mantenido la tasa de desempleo en los últimos años, la cual pasó de 11,8% en 2010 

a 9,4% en 2017 (Gráfico 20). Con este comportamiento más de 3,9 millones de colombianos 

encontraron un nuevo empleo entre enero de 2010 y diciembre de 2017. Adicionalmente, 

siete de cada 10 nuevos empleos generados se hicieron en condiciones de formalidad (por 

cotización a pensiones). 

Gráfico 20. Tasa de desempleo nacional, 2010-2017. 

 

Fuente: DANE. 

Las políticas de empleo están enfocadas particularmente en mejorar la empleabilidad 

de grupos vulnerables. Dado a esto, la reducción en el desempleo juvenil entre 14 y 28 

años de edad se constituye en otro avance importante de la presente administración, al 
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pasar de 20,04% en 2010 a 16,1% en 2017, aunque este resultado haya representado un 

aumento en 0,2 p.p. con respecto al año 2016.  

La implementación del programa 40 mil Primeros Empleos, puesto en marcha desde 

2015, es una de las políticas que contribuye a materializar los avances en empleo juvenil. 

Este programa busca facilitar a los jóvenes la transición entre los procesos de formación y 

la inserción al mercado laboral, ayudando a construir una primera experiencia de calidad a 

partir de la cual podrán desarrollar el resto de su trayectoria laboral. Con esto se busca que 

las empresas aprovechen el dinamismo, la creatividad, la curiosidad y el emprendimiento 

de los jóvenes colombianos. En lo corrido del cuatrienio y hasta diciembre 2017, existe un 

registro de 55.874 jóvenes contratados por empresas privadas a través de la Ruta de Primer 

Empleo, lo que representa un sobre cumplimiento de 39,87 p.p. de la meta de40.000. Este 

resultado responde a la gran acogida que presentada por las diferentes empresas privadas 

a nivel nacional, ya que el programa otorga apoyo a estas entidades por un periodo de 

hasta seis meses,  a través del cubrimiento de los costos laborales asociados a la 

contratación de jóvenes. 

Sin embargo, estos buenos resultados no fueron percibidos por los ciudadanos, la EPC 

encontró que 84,2% de los colombianos considera que el número de jóvenes desempleados 

ha aumentado en los últimos 12 meses (DNP, 2017a), consistente con los resultados de la 

Gran Encuesta Integrada de Hogares, la cual refleja que la población desocupada entre 14 

y 28 años crece en 22 mil personas aproximadamente entre 2016 y 2017.  

Ante esta difícil situación de los jóvenes, la sanción de la Ley 1780 de 2016 materializa 

iniciativas que promueven su vinculación laboral. Entre ellas se encuentran: incentivos a las 

empresas para la contratación de jóvenes y su vinculación al sector productivo, promoción 

del empleo juvenil en el sector público y promoción de la vinculación laboral por medio de 

la normalización de la situación laboral.  

Como una iniciativa desarrollada por el MinTrabajo, surge el programa Estado Joven 

en coordinación con el Departamento Administrativo de la Función Pública (DAFP), para 

facilitar los procesos de transición del ciclo de aprendizaje de los jóvenes al mercado 

laboral, a través de incentivos para la realización de prácticas laborales y judicaturas en el 

sector público. Este programa ha contribuido a reducir la brecha de acceso al trabajo por 

experiencia laboral, beneficiando a 3.108 jóvenes durante la II convocatoria que se 

desarrolló en el 2017, de los cuales 2.826 fueron vinculados e iniciaron su práctica laboral 

en las entidades públicas, así:  el primer grupo el 16 de agosto de 2017 y el segundo, el 01 

de septiembre de 2017. 

Las víctimas del conflicto también se han beneficiado de políticas de empleo 

implementadas desde el Gobierno nacional. A partir, de la Ley de Víctimas y Restitución de 

Tierras, MinTrabajo diseñó el programa de Rutas Integrales de Generación de Empleo y 
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Autoempleo Rural y Urbano para las víctimas del conflicto armado, que busca restituir las 

capacidades laborales de las víctimas para que entren a competir en igualdad de 

condiciones al mercado laboral formal, con el fin de generar su auto sostenimiento. En 2017, 

más de 28 mil víctimas han accedido a programas de Rutas Integrales de Generación de 

Empleo y Autoempleo Rural y Urbano, en programas como: 1) Somos rurales, 2) Retornos 

y reubicación, 3) Educación para la paz; y 4) Transfórmate, lo que representó más del 100% 

de cumplimiento de la meta. 

Adicionalmente, a pesar de los esfuerzos en materia de equidad de género en el sector 

trabajo, la tasa de desempleo femenina cerró en 2017 en 12,3%; 0,3 p.p. por encima de la 

tasa registrada en la vigencia anterior. En vista de esta situación, desde el proyecto para la 

implementación a nivel nacional del programa de equidad laboral con enfoque diferencial, 

se ha logrado mejorar cifras en el ámbito laboral mediante acciones para la superación de 

brechas entre hombres y mujeres, y la implementación del decreto 2733 de 2012, el cual 

plantea deducciones tributarias a empleadores que vinculen y conserven a mujeres víctimas 

de violencias de género, entre otras. Cabe resaltar, sin embargo, los avances desde 2010 

de la reducción del desempleo femenino: la tasa presenta una tendencia decreciente por 

cuanto pasó de 15,6% en 2010  a 12,3% en 2017 (Gráfico 21).  

Gráfico 21. Tasa de desempleo de mujeres y jóvenes, 2010-2017. 

 

Fuente: DANE.  
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temporal. Actualmente, el SPE cuenta con más de 707 puntos de atención en 181 

municipios de todos los departamentos del país. Por medio de la red de prestadores del 

SPE, 647.206 personas fueron ubicadas laboralmente en las vacantes registradas por las 

empresas empleadoras a través del SPE, lo cual representa un sobre cumplimiento del 59 

p.p. respecto a la meta de 2017. 

Por lo anterior, durante 2017, el SPE orientó laboralmente a cerca de 1,1 millón de 

personas, quienes recibieron asesoría sobre su perfil laboral, las acciones que pueden 

implementar para mejorar su empleabilidad y los canales de interacción con los servicios 

de colocación. Esto significó un cumplimiento de 74,4% de la meta planteada para la 

vigencia (1,5 millones).  

De igual manera, el MinTrabajo y SPE diseñaron el programa Talentos para el Empleo 

como una iniciativa para otorgar 13.000 becas en cursos cortos en competencias claves y 

transversales, finanzas personales y tecnologías de la información y la comunicación, así 

como validación de los grados décimo y once. Este programa priorizó a personas 

desempleadas y/o aquellas que acuden al SPE, contribuyendo a fortalecer las capacidades 

de esta población, a partir de la identificación de sectores, programas y, contenidos de 

cursos de capacitación corta, que se articulen con las rutas de empleabilidad. En la IV 

convocatoria que se desarrolló en el 2017, contó con 2.059 ciudadanos matriculados, de 

los cuales 1.884 culminaron su proceso de formación satisfactoriamente, beneficiando a un 

total de 13.731 ciudadanos, con un cumplimiento de la meta fijada del 105,6%. 

De manera complementaria, MinTrabajo continúa la implementación de procesos de 

formación complementaria a través de las Unidades Vocacionales de Aprendizaje en 

Empresas (UVAE), que permiten dar respuesta ágil y oportuna al desarrollo y 

fortalecimiento de las competencias individuales que se requieren en la producción, 

permitiendo preparar, entrenar, reentrenar, complementar y certificar la capacidad del 

recurso humano para realizar labores seguras en trabajo en alturas en actividades propias 

de la empresa. Así mismo, contribuye al fortalecimiento de las capacidades de los 

trabajadores en el marco de la capacitación virtual en el Sistema de Gestión de la Seguridad 

y Salud en el Trabajo de acuerdo a lo contemplado en la Resolución 4927 de 2016. De esta 

forma, en 2017 se registraron y están en funcionamiento 61 UVAE, por medio de las cuales 

se formaron 264.382 personas, lo que representa un sobre cumplimento de más del 100% 

de la meta programada. 

C. Promover la protección a los ingresos en la vejez  

Con el propósito de resolver los reconocimientos de pensiones, en particular en el 

régimen de prima media, MinTrabajo y Colpensiones se han enfocado en el fortalecimiento 

de la infraestructura tecnológica, física y de recursos humanos para atender la demanda de 

servicios de los ciudadanos, afiliados y pensionados. En un hecho sin precedentes, la Sala 
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Novena de Revisión de Tutelas de la Corte Constitucional declaró superado el Estado de 

Cosas Inconstitucionales, que se mantenía en materia de pensiones desde 2013, por la 

transición del Instituto de Seguro Social (ISS) a Colpensiones. Para 2017, se alcanzó 99,8% 

de cumplimiento en el reconocimiento de solicitudes de prestaciones económicas con 

término legal cumplido. 

A pesar de los esfuerzos por alcanzar la meta del 100%, se encuentran casos aún 

pendientes de resolver que obedecen a las siguientes causas: 1) falta de documentación 

no anexada por el solicitante o que se aporta con posterioridad y debe ser objeto de 

confirmación, 2) no se cuenta con la sentencia o esta no tiene la documentación necesaria 

para dar cumplimiento a lo ordenado por la rama judicial, 3) solicitudes correspondientes a 

convenios internacionales en los que se requiere la participación de otros organismos, 4) 

casos que se envían a investigación administrativa para la verificación del cumplimiento de 

requisitos, y 5) casos en los que se requiere información de otras instancias. 

De manera adicional, el Gobierno se ha enfocado en promover mecanismos para 

mejorar las condiciones de vida de los adultos mayores que no cuentan con pensión o viven 

en la indigencia y/o pobreza extrema. Desde 2003, MinTrabajo implementa el Programa 

Colombia Mayor. Como complemento a lo anterior, se creó un programa de ahorro 

voluntario para la vejez BEPS, que permite a las personas que no cuentan con la posibilidad 

de cotizar para una pensión, realizar un ahorro voluntario.  

Con el fin de incentivar ese ahorro, el Gobierno nacional entrega subsidios en forma 

de seguros de vida e incapacidad, garantía de poder adquisitivo del dinero, cero costos de 

administración y un incentivo periódico del 20% sobre el monto ahorrado para quienes 

opten por una anualidad vitalicia dado su ahorro en el programa. En el 2017 el valor de la 

anualidad vitalicia promedio entregada fue de $80.490. Adicionalmente, 4.136 beneficiarios 

del programa BEPS complementan su anualidad vitalicia, dada su vinculación al Servicio 

Social Complementario - Programa Colombia Mayor. De esta manera, las personas que 

cuentan con empleo formal cotizan al Sistema General de Pensiones, pero quienes no lo 

tienen, cuentan con la opción de ahorrar para su vejez de manera alternativa para contar 

con un ingreso en caso de no pensionarse.  

 

Objetivo 4. Cerrar la brecha en el acceso y la calidad de la 

educación 

 El cuarto objetivo contiene estrategias encaminadas al desarrollo de competencias 

que contribuyen a mejorar la interacción con la sociedad, la convivencia pacífica y la 

generación de capacidades necesarias para insertarse exitosamente en el mercado laboral. 

La educación es concebida como el medio para acceder a la formación de capital humano 
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e incrementar la movilidad social. Para ello se han planteado tres estrategias: 1) la 

protección y promoción del desarrollo y los derechos de los niños, niñas y adolescentes, 2) 

el mejoramiento del acceso con calidad a la educación desde la primera infancia hasta la 

vida adulta, para el desarrollo de competencias que aumenten las posibilidades de inserción 

en el mercado laboral y, 3) el fomento de la convivencia pacífica y los estilos de vida 

saludables mediante el acceso a la cultura, la recreación y el deporte. Esta sección presenta 

los principales avances en cada una de las estrategias.  

A. Consolidar condiciones equitativas que permitan, dentro del marco 

de la protección integral, alcanzar y sostener el desarrollo integral y 

el ejercicio efectivo de los derechos de niñas, niños, adolescentes y 

jóvenes en el territorio nacional  

El Gobierno nacional a través del Sistema Nacional de Bienestar Familiar (SNBF), 

promueve la protección integral de la primera infancia, la infancia y la adolescencia 

mediante el fortalecimiento familiar y la articulación oportuna del Estado, en los ámbitos 

nacional y territorial, bajo el principio de corresponsabilidad con la familia y la sociedad.  

Así, la protección integral de las niñas, niños y adolescentes comprende cuatro 

acciones: 1) el reconocimiento de los Niños, Niñas y Adolescentes (NNA) como sujetos de 

derechos, 2) la garantía y el cumplimiento de los derechos, 3) la prevención de su amenaza 

o vulneración y 4) la seguridad de su restablecimiento inmediato. Para lograrlo, se han 

definido Rutas Integrales de Atención con enfoque de curso de vida, como instrumentos 

con los cuales se ordena de manera articulada, pertinente, oportuna, con calidad y garantía 

de acceso, la acción del Estado para promover el desarrollo integral de esta población.  

 Primera Infancia  

Una de las líneas de acción del Gobierno nacional para lograr lo anterior, se centra en 

potencializar la educación inicial mediante una perspectiva de atención integral. Esto, se 

traduce en un conjunto de intervenciones aplicadas a niños y niñas menores de seis años, 

que tienen como finalidad la estimulación de su desarrollo cognitivo, emocional y social, con 

el fin de garantizar un mejor desempeño en las fases posteriores de la educación.  

Con el propósito de garantizar que la atención integral sea de calidad y efectiva, se ha 

trabajado en la cualificación del talento humano, para el trabajo con la primera infancia y el 

perfilamiento de un quehacer humanizado y sensible. En este sentido, al cierre de 2017, 

desde MinEducación se logró la cualificación de 1.210 maestras, quienes finalizaron 

procesos dirigidos a fortalecer sus capacidades y prácticas cotidianas para el mejoramiento 

de la atención brindada, 15.273 agentes educativos del ICBF fueron formados para la 

atención integral, 8.019 cuidadores fueron cualificados en recreación para primera infancia 
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desde el Departamento Administrativo del Deporte, la Recreación, la Actividad Física y el 

Aprovechamiento del Tiempo (Coldeportes) y 706 agentes educativos y culturales fueron 

cualificados en el diplomado Cuerpo Sonoro: expresiones artísticas y primera infancia y 

procesos de lectura y primera infancia desde MinCultura. 

Así mismo, el acceso y disfrute de la lectura y literatura desde los primeros años de 

vida contribuye de forma significativa al desarrollo integral de niños y niñas. Por eso, el 

Gobierno nacional continúa avanzando en la estrategia de adquisición de libros y otros 

materiales impresos, audiovisuales y digitales para la primera infancia. Al cierre de 2017, 

se cumplió en un 100% la meta establecida, con la adquisición de 2,3 millones de libros de 

la serie Leer es Mi Cuento y la adquisición de 24.888 libros para primera infancia, por parte 

de la Biblioteca Nacional para la actualización de las colecciones de la Red Nacional de 

Bibliotecas Públicas. 

En el año 2017 se desarrolló una reestructuración de la Estrategia Digital de Cultura y 

Primera Infancia por parte del MinCultura, y sus portales Maguaré y MaguaRED con el 

propósito de fortalecer el acceso, participación y disfrute de contenidos digitales dirigidos a 

niños menores de seis años, sus padres y cuidadores, además de proveer información, 

herramientas y experiencias útiles para todos aquellos que se relacionan con la primera 

infancia desde una perspectiva cultural.  

En el portal de Maguaré, se encuentran 500 contenidos especializados para la primera 

infancia, entre juegos, videos, series audiovisuales, música, libros y aplicaciones 

interactivas para computadores y dispositivos móviles y en MaguaRED, cuenta con 520 

publicaciones entre experiencias, recursos, documentos de descarga, recomendados y 

otros artículos de utilidad, sumando 2.982.000 visitas a diciembre de 2017 (MinCultura, 

2017). 

De otro lado, las estrategias administrativas para el tránsito a la atención integral a la 

primera infancia tienen como objetivo el fortalecer los componentes de atención a través de 

los estándares de calidad en materia de ambientes educativos y procesos de formación 

pedagógicos de las unidades de servicio. Así, a 2017, el 50,2% de los hogares comunitarios 

con bienestar tradicional focalizados cumpliron con estándares de calidad, lo que implicó la 

atención integral de 66.824 nuevos niños y niñas, superando en 10,2 p.p. la meta 

establecida para la vigencia —40,0%—.  

De manera paralela, se realizó acompañamiento a 300 entidades territoriales para la 

implementación de la Ruta Integral de Atenciones de Primera Infancia y 68,9% de las 

Entidades Administradoras de Servicio (EAS) cuentan con esquemas de fortalecimiento 

implementados para gestionar estándares de calidad. 

 



 

89 

 Infancia y Adolescencia 

El Código de Infancia y Adolescencia establece la necesidad de garantizar a los niños, 

niñas y adolescentes su pleno y armonioso desarrollo para que crezcan en el seno de la 

familia y de la comunidad, en un ambiente de felicidad, amor y comprensión. Para ello, el 

Gobierno nacional ha implementado políticas públicas que promueven la garantía de 

derechos y la protección integral y que además reconocen la igualdad, la dignidad humana 

y la no discriminación.  

El embarazo en la niñez y la adolescencia está fuertemente relacionado con 

problemáticas sociales como la pobreza, siendo más elevada en territorios con mayor 

deterioro social y necesidades básicas insatisfechas. Para mitigar esta problemática, el 

Gobierno nacional ha desarrollado una Estrategia de Prevención del Embarazo 

Adolescente que focaliza sus esfuerzos en los 598 municipios que presentan mayores tasas 

de fecundidad en la adolescencia, altos índices de pobreza y altas tasas de violencia sexual 

e intrafamiliar. Con este acompañamiento, se logra que estos municipios se comprometan 

de manera efectiva con políticas, programas y proyectos para la prevención de esta 

problemática, generen espacios de coordinación intersectorial para la gestión de la oferta y 

garanticen condiciones de bienestar para la población objetivo.  

Así mismo, 270 municipios recibieron asistencia técnica para la implementación de las 

rutas de atención integral para el restablecimiento de derechos de las menores de 14 años 

embarazadas, con lo cual se superó en 8 puntos porcentuales la meta planteada para 2017.  

En el programa Generaciones con Bienestar (GCB) y la estrategia Acciones Masivas 

de Alto impacto Social (AMAS) del ICBF, se atendieron 241.115 niños, niñas y 

adolescentes, mediante el desarrollo de acciones de promoción de derechos y articulación 

institucional para la prevención de vulneración y la garantía, acceso y goce efectivo de sus 

derechos. Lo anterior llevó a que se superara en 20,6 p.p. el cumplimiento de la meta de la 

vigencia —200.000 niños, niñas y adolescentes—. Desde 2012, se han atendido a 

1.204.048 niños, niñas y adolescentes en los 32 departamentos del país, el programa GCB 

ha tenido presencia en 846 municipios y la estrategia AMAS en 290 municipios. Así mismo, 

el Programa GCB, a través de la modalidad étnica, priorizó la focalización de 171.512 niños, 

niñas y adolescentes pertenecientes a grupos étnicos de acuerdo con los planes de 

salvaguarda, medidas cautelares, autos regulatorios en el marco de la Sentencia C–025 

(sentencia de restitución de tierras y alertas tempranas), donde se identificaron riesgos 

específicos en las temáticas de explotación sexual comercial, riesgo de reclutamiento, entre 

otras.  

A pesar de que la EPC evidencia que el 46,2% de los ciudadanos considera que el 

trabajo infantil ha aumentado durante los últimos 12 meses (DNP, 2017), las acciones 
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mencionadas anteriormente han permitido reducir la tasa de trabajo infantil —para 

población entre cinco y 17 años— de 7,80 en 2016 a 7,30 en 2017. 

B. Acceso con calidad y pertinencia a la educación básica, media y 

superior  

Lograr un país con alta acumulación de capital humano requiere garantizar el acceso 

a la población a los diversos procesos de formación a lo largo de la vida, desde la primera 

infancia hasta la inclusión y permanencia en el sector productivo. En este sentido, en el 

PND, el Gobierno nacional se planteó el objetivo de ampliar el acceso a todos los niveles 

de educación y fomentar el mejoramiento de la calidad de la oferta en cada uno de ellos.  

 Cierre de brechas en cobertura en educación preescolar, básica y media 

La línea de acción planteada está dirigida a alcanzar mayor cobertura y permanencia 

en el sistema educativo en sus tres niveles: preescolar, básica y media, con enfoque en la 

educación media y el cierre de brechas en términos de cobertura entre las zonas urbanas 

y rurales del país. Lo anterior se hace, a través de la priorización de acciones como la 

ampliación de la infraestructura educativa en la zona rural, el fomento a la permanencia en 

el sistema educativo mediante alimentación escolar y la articulación entre la educación 

media, superior y formación para el trabajo. En relación con esto, durante 2017, se 

intervinieron 62 sedes educativas rurales con mejoramiento o construcción de 

infraestructura, con lo cual se logró un avance de 17,7% con respecto a la meta establecida 

para la vigencia. De acuerdo con la EPC, el 48,9% de los ciudadanos consultados opina 

que en los últimos 12 meses la infraestructura de los colegios o centros educativos públicos 

ha mejorado (DNP, 2017). 

Adicionalmente, el sector continuó la consolidación del uso de internet para fines 

educativos. En 2017, 14.127 sedes educativas estaban conectadas a este servicio para el 

mes de noviembre, con lo cual se benefició a 4.8 millones estudiantes y se consiguió que 

el 62,6% de los estudiantes de sedes educativas de sedes oficiales contaran con acceso, 

frente a la meta planteada para la vigencia —83,0%—.  

Durante 2017 también se focalizaron estrategias dirigidas a incentivar la permanencia 

de los estudiantes en los tres niveles educativos, entre las cuales se destacan: la 

implementación de la jornada única, el Programa de Alimentación Escolar y el proyecto “Me 

quedo en la Escuela, protejo mis sueños”, que brindó rutas de acción para la prevención de 

la deserción escolar. En concordancia con estas intervenciones, la tasa de deserción intra-

anual de educación preescolar, básica y media se redujó en 0.62 p.p. frente al resultado del 

año 2016, cuando se ubicó en 3,7%. La percepción ciudadana frente a lo anterior, se ubica 

en la misma dirección, ya que un 35,7% de los ciudadanos encuestados en la EPC opina 
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que los estudiantes se están retirando menos de los colegios, frente a un 32% que 

consideran que la deserción escolar no ha disminuido (DNP, 2017). 

 Calidad de la educación preescolar, básica y media 

Por medio del mejoramiento de la calidad docente y del establecimiento de la jornada 

única escolar, el Gobierno nacional planteó el propósito de revertir los resultados adversos 

en pruebas nacionales e internacionales, entendiendo que la excelencia docente es uno de 

los principales determinantes del aprendizaje de los estudiantes.   

Para ello, MinEducación trabajó en la promoción de procesos de formación previa del 

ejercicio docente, a través del mejoramiento de la calidad en programas universitarios de 

licenciatura, con el fin de obtener su acreditación. De esta forma, para 2017, se cuenta con 

187 programas de licenciatura con acreditación de alta calidad de un total de 494, lo que 

representa el 38,0%. Estos resultados, significan un avance del 49,4% sobre la meta 

establecida para la vigencia —60,0% programas con acreditación de alta calidad—.  

Durante 2017, el Icetex incentivó la formación de calidad de nuevos docentes al 

beneficiar a 621 bachilleres con créditos condonables para programas profesionales de 

licenciatura en Instituciones Educativas Certificadas con alta calidad, lo que significa un 

avance de 57,1% con respecto a la meta planteada para el tercer año del cuatrienio —1.000 

estudiantes—. 

Finalmente, se destacan los avances alcanzados en el porcentaje de docentes de 

educación preescolar, básica y media con formación de postgrado, teniendo en cuenta que, 

para 2017, se superó ampliamente la meta planteada para ese año, alcanzando el 42,9% 

de docentes que cuentan con esta formación, lo que correspondió a un avance mayor a la 

meta fijada para la vigencia —36,6%—, y superando la meta del cuatrienio —38,0%—. Se 

espera que los resultados para el año 2018 se mantengan en la misma dirección.  

Por otra parte, la implementación de la jornada única se realiza con el propósito de 

fortalecer las competencias básicas y realizar formación complementaria en competencias 

transversales para el desarrollo social, personal y emocional. En el marco de la ruta de 

acompañamiento pedagógica de MinEducación, se acompañó a 1.705 establecimientos 

educativos oficiales y se logró que el 10,01% de los estudiantes del sector oficial (730.411) 

se encuentren en jornada única, que representa un 73% de la meta establecida. 

Adicionalmente, se alcanzó un cumplimiento de 67,6% en la meta de construcción y 

ampliación de aulas para atender jornada única, mediante la intervención de 6.958 aulas 

para la vigencia 2017.  
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 Cobertura con calidad en educación superior 

El Gobierno nacional ha venido avanzando en el sistema de educación terciaria, con 

especial énfasis en la educación técnica y tecnológica para hacer frente a los retos 

existentes en materia de cobertura y calidad en la educación superior, promoción del 

tránsito de la educación media a la educación superior, y formación para el trabajo y el 

desarrollo humano. 

En este sentido, en 2017 el Gobierno creó 225.662 nuevos cupos en educación 

superior, 20.855 de los cuales fueron para educación técnica y tecnológica. Lo que, a su 

vez, permitió obtener una tasa de cobertura en educación superior de 52,8%, alcanzando 

el cumplimiento del 76,9% de la meta establecida para la vigencia —54,3—. 

Adicionalmente, 26 departamentos del país presentaron una tasa de cobertura en 

educación superior por encima de 20 puntos.  

Paralelamente, a través del Icetex, MinEducación promovió el acceso y permanencia 

de los estudiantes en educación superior a través de la generación de incentivos a la 

demanda, mediante créditos condonables dirigidos a poblaciones vulnerables y estudiantes 

que demuestren excelencia académica en las pruebas de calidad. Gracias a esto, 23.777 

estudiantes fueron beneficiarios de créditos condonables, logrando un cumplimiento de 

65,7% de la meta para 2017 —36.183 estudiantes—.  

Además, se busca incentivar la permanencia de los estudiantes en la educación 

superior a través del acompañamiento técnico a las instituciones de educación superior en 

la construcción de sus planes de fomento a la calidad para fortalecer las estrategias de 

formación y la infraestructura física y tecnológica de las mismas. En este sentido, durante 

2017, se aunaron esfuerzos entre el Gobierno nacional y las instituciones de educación 

superior, para implementar estrategias de orientación socio ocupacional que promovieron 

la permanencia de los estudiantes en la educación superior.  

 Pertinencia en todos los niveles educativos 

Como estrategia de pertinencia en todos los niveles educativos, MinEducación se 

planteó la reducción de la tasa de analfabetismo como uno de los principales objetivos para 

el periodo del PND. En 2017, se llevaron a cabo acciones encaminadas a la atención de 

personas en condición de analfabetismo que beneficiaron a 52.634 personas, entre las que 

se destacó el modelo educativo “A Crecer”. En consecuencia, con estas estrategias en 2017 

se alcanzó la alfabetización de 209.730 nuevos jóvenes y adultos. Con estos resultados, la 

tasa de analfabetismo para población entre 15 años y más se redujo en 0,11 puntos, al 

pasar de 5,35 en 2016 a 5,24 en 2017, cumpliendo con la meta establecida para la vigencia 

—5,25 puntos —.  
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Adicionalmente, el Gobierno trabaja en el fortalecimiento de la enseñanza del inglés a 

través de la ampliación del número de docentes con nivel de inglés alto, mediante su 

formación en competencias para la enseñanza del idioma. En 2017, el programa Colombia 

Bilingüe, a través de cursos de inglés presenciales, semi presenciales, acompañamiento en 

el aula y un plan de incentivos como pasantías cortas en el exterior, logró alcanzar la 

formación de 2.365 docentes, cumpliendo el 99,9% de la meta prevista para el año —2.367 

docentes—. En este sentido, gracias a las acciones adelantadas para el fortalecimiento de 

las capacidades bilingües, el porcentaje de docentes de inglés del sector oficial evaluados 

con nivel B2 o superior de acuerdo con los niveles del Marco Común Europeo de Referencia 

se ubicó en 14%, logrando un aumento de 4 p.p. respecto a 2016. 

C. Formación de ciudadanos integrales para la convivencia pacífica a 

través del fomento a la lectura, la construcción de proyectos de vida 

en torno a la cultura y el deporte y el desarrollo de actividades lúdicas 

y recreativas 

Colombia se prepara para construir una paz estable y duradera en un contexto de 

postconflicto. Para esto, uno de los mecanismos que facilita la transición es la promoción 

de actividades recreativas que estimulan la convivencia pacífica a través de la cultura y el 

deporte. El fomento a la lectura, las prácticas musicales y el deporte recreativo y de alto 

rendimiento contribuyen a fortalecer los valores de quienes practican estas actividades y 

mejoran sus capacidades para la convivencia en comunidad (DNP 2015). 

 Impulsar la lectura y la escritura: Leer es mi cuento, una apuesta por 

la equidad 

A 2018, el Gobierno nacional espera aumentar el promedio de libros leídos por la 

población colombiana —índice de lectura— de 1,9 (2014) a 3,2. Una de las grandes 

apuestas es fomentar un país de lectores a través de estrategias y acciones que ejecuta el 

Ministerio de Cultura. La lectura es un instrumento fundamental que propicia la equidad y 

como bien cultural ofrece una de las experiencias humanas más enriquecedoras. En este 

sentido, el Ministerio de Cultura ha planteado las siguientes estrategias para impulsar los 

hábitos de lectura: 1) construir bibliotecas públicas en los lugares más pobres de Colombia 

y que han sido víctimas de la violencia; 2) aumentar la oferta y el acceso a los libros; 3) 

incrementar y mantener actualizadas las colecciones en las bibliotecas públicas y 

conectarlas de manera eficiente a internet y 4) aumentar la inversión de recursos y las 

alianzas institucionales. Lo anterior se ha materializado en importantes logros para el 

sector. 

Durante el periodo de gobierno, la principal apuesta del país es la construcción de 210 

nuevas bibliotecas públicas en los municipios más afectados por el conflicto y la 



 

94 

desigualdad social. En este sentido, se han entregado 185 nuevas bibliotecas públicas en 

29 departamentos del país y se han rehabilitado 22 bibliotecas. Adicionalmente, en 2017, 

se adquirieron e instalaron 20 bibliotecas públicas móviles en comunidades vecinas de los 

Espacios Territoriales de Capacitación y Reincorporación (antiguas zonas veredales) para 

la implementación de estos servicios. El proyecto de las Bibliotecas Públicas Móviles 

beneficia entre otros a comunidades indígenas y afrodescendientes y cumplen un papel 

esencial para la reconciliación y la construcción de la paz. El éxito del proyecto estuvo 

fundamentado en la selección de los mejores 20 bibliotecarios públicos de la Red Nacional 

de Bibliotecas quienes durante 11 meses hicieron presencia estratégica en estos territorios 

logrando resultados de impacto en la formación de mejores ciudadanos, que se pueden 

verificar en el estudio de impacto contratado con el Centro Nacional de Consultoría.  

En materia del fortalecimiento de las competencias TIC de los bibliotecarios y el acceso 

garantizado a conectividad en las bibliotecas públicas, que son dos elementos adicionales 

que contribuyen al fortalecimiento de las bibliotecas del país, a cierre 2017, el 90,2% de las 

bibliotecas públicas—1.321 bibliotecas adscritas a la Red— cuentan con servicio de 

conectividad, lo cual representó un sobre cumplimiento en 6 p.p. con respecto a la meta 

proyectada. Es relevante destacar que las bibliotecas del país mantuvieron el servicio de 

internet por encima de la meta de 85% durante todo el año. Paralelamente, se tenía en el 

cuatrienio la meta de formar 1.200 bibliotecarios en diseño, prestación y divulgación de 

servicios; a 2017, se han formado 1.510 bibliotecarios sobrepasando la meta con 26 p.p. 

Para aumentar los hábitos de lectura, el Ministerio de Cultura implementó la entrega 

masiva de libros en la Red Nacional de Bibliotecas Públicas, Unidades de Servicio del ICBF 

(hogares comunitarios, e integrales, centros de desarrollo infantil, centros de recuperación 

nutricional, entre otros), aulas de transición integral de “Preescolar es una Nota” del 

MinEducación, salas de lectura De Cero a Siempre y también en los ajuares de bienvenida 

y kits pedagógicos de la estrategia de Mil Primeros Días y fortalecimiento de la modalidad 

familiar del ICBF. Adicionalmente, se han entregado a los hogares de la Red Unidos y 

beneficiarios de los proyectos de vivienda 100% gratuitas del gobierno nacional, escuelas 

de música y danza y escuelas y colegios de todo el territorio nacional y en las ferias 

regionales del libro.  

En 2017, se produjeron y adquirieron cerca de 2,7 millones de libros —entre los 

correspondientes a la Serie Leer es mi Cuento más los libros para la actualización de la 

colección de las 1.464 bibliotecas adscritas a la Red Nacional de Bibliotecas Públicas—, 

alcanzando los 17,8 millones de libros adquiridos en lo corrido del cuatrienio. De estos 

libros, 2,4 millones están dirigidos a la atención de la primera infancia. Con este logro se 

sobrepasa la meta en 5 p.p. para 2017.  
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De la misma manera, MinCultura le apuesta a la creación de nuevos contenidos 

impresos, audiovisuales y digitales para la lectura. En 2017, se cumplió la meta con cuatro 

nuevas producciones audiovisuales que recogen las experiencias de las Bibliotecas 

Públicas de Guatapé y Charalá y, la producción Audiovisual de Cuambia y Mogothes que 

contribuyen al fomento de la lectura. Dado lo anterior, se dio un sobre cumplimiento de 33 

p.p. con respecto a la meta para este año de 3 nuevos contenidos-. Con respeto a lo 

anterior, se destaca la realización del libro digital por entregas de “La historia de Colombia 

y sus Oligarquías” de Antonio Caballero, libro que a diciembre de 2017 obtuvo un numero 

de 230.500 consultas lo cual lo posiciona como el libro digital más leído en Colombia.  

Gracias a la suma de los esfuerzos descritos, el índice de lectura en 2016 cumplió la 

meta en el 100% al subir de 1,9 a 2,0. Según la Encuesta de Consumo Cultural 2016 

(DANE, 2016) que se realiza cada dos años, el número de personas lectoras incrementó 

en 873.000, lo cual contribuyó al logro de dicho resultado. En particular, de acuerdo con 

estos resultados, hoy los niños entre los cinco y once años leen 3,2 libros al año y los 

espacios culturales más visitados son las bibliotecas. En 2017, MinCultura y el DANE 

trabajaron en el diseño de la Encuesta Nacional de Hábitos de Lectura, con el propósito de 

obtener información sobre comportamiento lector y los hábitos de lectura en Colombia, 

incluyendo las formas de lectura a través del uso de las tecnologías de la información y las 

comunicaciones. 

En 2017 el DANE, adelantó la Encuesta Nacional de Lectura (ENLEC) con el objetivo 

de contar con indicadores comunes que describan el comportamiento lector en Colombia y 

permitan el diseño, la formulación y la evaluación de políticas y planes de lectura y escritura. 

En este sentido, en abril de 2018, el DANE entregó los resultados; estos señalan que el 

promedio de libros leídos por personas de cinco años y más que leyeron libros se ubica en 

5,1 libros para el año 2017 en el total nacional —desglosado en un promedio de 5,4 libros 

leídos en las cabeceras, 4,2 en los centros poblados y 5,8 en las capitales 

departamentales—. De otra parte, el promedio de libros leídos por todas las personas de 

cinco años y más se ubicó en 2,7 libros en promedio para el total nacional —desglosado en 

2,9 leídos para las cabeceras municipales, 1,9 libros en centros poblados y rural disperso y 

3,3 libros en las capitales departamentales—. 

De forma complementaria, al preguntar a la ciudadanía cuántos libros completos leyó 

en los últimos 12 meses, las personas leyeron 1,4 libros; una cifra inferior con el índice de 

lectura de 2016. Por lo tanto, el MinCultura en conjunto con otros sectores como Educación, 

podrán trabajar en el último año del cuatrienio para seguir estimulando los hábitos de lectura 

y lograr la meta propuesta a 2018. 
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 Música para la convivencia 

La formación musical es un derecho, una oportunidad de conocimiento, práctica y 

disfrute; un espacio de participación, reconocimiento y valoración de la diversidad; una 

posibilidad de creación, expresión, comunicación y generación de vínculos y alianzas, que 

aporta a la convivencia y a la construcción de ciudadanía.  

Mediante el fortalecimiento de las escuelas municipales de música, el Gobierno 

nacional busca generar un espacio plural que contribuya a la construcción de identidades y 

al desarrollo de la creatividad. El Plan Nacional de Música para la Convivencia (PNMC), 

tiene como objetivo lograr, a 2018, la formación musical de 130.000 niños. Para garantizar 

el cumplimiento de esta meta el Gobierno se concentra en tres líneas de acción: 1) el 

fortalecimiento de las escuelas municipales de música, 2) la formación de maestros de 

música y 3) la dotación de instrumentos musicales. Con la sumatoria de los resultados de 

la implementación de estas tres líneas, se obtuvo al finalizar el 2017 una cobertura de 

126.370 niños y jóvenes beneficiarios de los procesos formativos, verificados a través del 

módulo de Escuelas de Música del Sistema de Información de la Música - SIMUS. 

En el periodo 2010-2014 se avanzó con el fortalecimiento de 667 escuelas municipales 

de música. Para este cuatrienio, se espera llegar a 900 escuelas con cuatro nuevos criterios 

de fortalecimiento: 1) músico docente contratado o vinculado a la escuela de música, 2) 

haber recibido dotación instrumental por parte del Ministerio de Cultura o de cofinanciación 

territorial, 3) ofrecer a la población un mínimo de dos prácticas musicales distintas y 4) haber 

recibido asesoría musical y pedagógica o de gestión por parte del Ministerio de Cultura. Al 

cierre de la vigencia 2017, un total de 840 escuelas fueron fortalecidas dando cumplimiento 

a los cuatro criterios mencionados. Adicionalmente, se han construido y entregado seis 

escuelas de música en el país; se destacan las escuelas del Carmen de Bolívar (Bolívar) y 

de Tumaco (Nariño). En materia de dotaciones instrumentales, el 2017 cerró con la entrega 

de 276 dotaciones, superando el cumplimiento de la meta -273-. 

Respeto a la formación de docentes MinCultura ofertó en promedio 600 cupos anuales, 

orientados a la cualificación musical y pedagógica de los maestros de música; estos cupos 

fueron utilizados en su totalidad. El logro más destacado del período ha sido el diseño de 

lineamientos de formación musical para niveles Inicial, Básico y Medio y la realización de 

46 diplomados regionales, que les permite a las escuelas de música estructurar programas 

diversos de formación. En cuanto al fortalecimiento de las prácticas colectivas y la 

cualificación especializada de músicos y docentes, se adelantaron seminarios y diplomados 

de dirección de bandas y dirección de coros, talleres itinerantes de luthería, seminarios para 

el fortalecimiento de festivales y eventos musicales en vivo, asesorías pedagógicas y 

musicales y diplomados de formación de investigadores musicales. 
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 Fomento del deporte, la recreación y la actividad física para 

desarrollar entornos de convivencia y paz 

El deporte, la actividad física y la recreación de los ciudadanos generan espacios 

propicios para la construcción de convivencia y paz. La práctica deportiva aporta valores de 

respeto, trabajo en equipo, liderazgo, responsabilidad y justicia social, especialmente 

cuando se promueve desde la niñez. En ese sentido, el Gobierno nacional apostó a la 

creación y sostenimiento de competencias entre entidades educativas por medio del 

programa Supérate Intercolegiados y el programa de escuelas deportivas. Estos 

programas, además de garantizar el derecho a la recreación y el deporte, permiten la 

identificación de futuras glorias del deporte, que le permitirán al país seguir posicionándose 

como un líder deportivo en la región.  

Supérate Intercolegiados es un programa que promueve el deporte y la actividad física 

en niños y jóvenes vinculados a instituciones de educación pública y privada. Coldeportes 

contempla un plan de incentivos para motivar y estimular la participación, no sólo de niños, 

niñas, adolescentes y jóvenes, sino de docentes, entrenadores, establecimientos 

educativos, juntas de acción comunal, cabildos y resguardos indígenas. Como incentivo, 

cada uno de estos actores tiene la posibilidad de recibir estímulos en las fases 

departamentales y final nacional y adicionalmente, se otorgan créditos condonables a los 

deportistas campeones de final nacional, que culminen en el año de competencia grado 

once y a los entrenadores se les entrega un crédito condonable para estudios de educación 

superior (Coldeportes, 2017). La vigencia de 2017 fue un buen año para el programa al 

llegar a la cifra de 3,7 millones de niños y niñas registrados en 9.653 instituciones 

educativas de 1.102 municipios. Esto representó el cumplimiento de las metas en 99,7% 

para niños y niñas inscritos al programa y 99,5% para instituciones educativas y, un 

cubrimiento del 100% en los municipios del país.  

De hecho, al consultar a la ciudadanía por cuáles son las acciones que más 

contribuyen a que los deportistas colombianos obtengan medallas, las dos opciones más 

destacadas son: la entrega de apoyos económicos (64,3%) y el incentivo del deporte a partir 

de competencias intercolegiadas (11,9%) (DNP, 2017a).  

Las escuelas deportivas, por su parte, buscan propiciar espacios adaptados para que 

niños, niñas y jóvenes puedan acceder y formarse en disciplinas específicas. De esta forma, 

las escuelas contribuyen a iniciar la preparación de los futuros talentos del deporte, a la vez 

que garantizan oferta para la práctica democrática de aquellos que por gusto quieren 

realizar algún deporte específico. En consecuencia, entre 2016 y 2017 se buscó aumentar 

de 550 a 850 el número de municipios que ofrecen al menos una disciplina en escuelas 

deportivas. Desde el programa Escuelas deportivas para la Paz, se trabaja en buscar la 

sostenibilidad en convivencia, paz y deporte escolar incidiendo directamente en los 
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departamentos afectados por el conflicto armado como son Cauca, Nariño, Chocó y Valle 

del Cauca, y a su vez, fortaleciendo a su vez la reserva deportiva del país (Coldeportes, 

2017). 

Al cierre del año la meta logró un sobre cumplimiento, al alcanzar el resultado de 866 

municipios. Esto permitió que cerca de 1,3 millones de niños y niñas accedieran a la oferta 

formativa y recreativa de las escuelas deportivas, meta anual sobre cumplida en 16 p.p.  

Por último, el impulso dado por el Gobierno nacional a los programas orientados a 

formar semilleros para el deporte de alto rendimiento; la adecuación de infraestructura 

deportiva y el acompañamiento en la preparación; y la participación de deportistas en 

competencias internacionales, permitió cumplir la meta de medallería de 622 en 2017  en 

más de un 100%, al lograr 877 medallas. Se destaca la exitosa participación de los 

deportistas colombianos en la XVIII edición del certamen de Juegos Bolivarianos en 2017 

con sede en Santa Marta. En estos juegos, se obtuvieron 208 medallas doradas, lo que 

significa un récord de medallas doradas en los 79 años de la competición. Con esto, el país 

avanza en la consolidación de la gran apuesta del sector de sumar 3.387 medallas en 

juegos de alto nivel al finalizar los dos periodos de gobierno.   

D. Promoción de la cultura a través del fortalecimiento de su 

infraestructura, la valoración del patrimonio y el desarrollo de 

procesos de creación artística para garantizar el acceso y disfrute de 

los bienes y servicios culturales 

La entrega de infraestructura cultural nueva, dotada y rehabilitada cumple con el 

objetivo de aumentar el número de escenarios disponibles para el acceso a la cultura y 

actividades recreativas, y propender por la salvaguardia del patrimonio cultural a partir de 

la intervención de bienes culturales.  

En 2017, MinCultura entregó un total de 44 espacios culturales nuevos, renovados y 

fortalecidos, de los cuales 36 son nuevas infraestructuras culturales: 30 bibliotecas públicas, 

dos casas de cultura en los municipios de Contadero y Colón (Nariño), un Centro de Cultural 

en Chinchiná (Caldas), una Casa Patrimonial en Unguía (Chocó), una escuela de música 

en San Andrés de Tumaco (Nariño) y un museo en Barranquilla (Atlántico) (MinCultura, 

2017). Con respecto a la meta de espacios culturales nuevos, renovados y fortalecidos (40), 

se superó con la intervención de 3 espacios culturales adicionales. 

Paralelamente, se rehabilitaron y adecuaron seis espacios; entre ellos está la 

adecuación de dos salones de danza en Cundinamarca y Boyacá, la rehabilitación de un 

teatro en Antioquia. Adicionalmente, se realizó la intervención de un bien patrimonial; se 

destacan la casa de cultura de Villa del Rosario (Norte de Santander) y la rehabilitación de 

la casa de cultura de Berbeo (Boyacá). Así mismo, se culminaron las intervenciones de los 
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bienes de interés cultural del ámbito nacional: Museo Casa Quinta de Bolívar en Bogotá y 

la Catedral de Manizales (Caldas) (MinCultura, 2017). 

MinCultura trabaja con el propósito de establecer una visión integral del patrimonio con 

actividades de protección y salvaguardia al patrimonio cultural y la formulación de Planes 

Especiales de Manejo y Protección (PEMP) para el patrimonio material, y Planes Especiales 

de Salvaguardia (PES) para el patrimonio inmaterial. En total, durante 2017, se terminó la 

formulación de los PEMP de los Centros Históricos de los municipios de San Sebastián de 

Mariquita y El Carmen, y la formulación del PES de los conocimientos asociados a la 

partería afro del Pacífico colombiano. Adicionalmente, el país estuvo en el Comité 

Intergubernamental para la Salvaguardia del Patrimonio Cultural Inmaterial de la Unesco 

(periodo 2016-2019), en el que se logró la inscripción de la manifestación: “Los Cantos de 

trabajo de llano colombo venezolanos” en la lista representativa del patrimonio cultural 

inmaterial de la humanidad (MinCultura, 2017). 

Por otra parte, el programa de fortalecimiento de las Escuelas Taller del país cumplió 

25 años en 2017; se realizó el III Encuentro programa nacional escuelas taller de Colombia 

y el III Encuentro de escuelas taller de América Latina y el Caribe. Cabe destacar que, en 

2017, se reportaron 39 aprendices en situación de riesgo y vulnerabilidad, quienes 

finalizaron formación en los oficios de cocina y construcción en la Escuela Taller de Tumaco 

(Nariño) y 42 jóvenes se certificaron en oficios tradicionales de los cuales el 14,3% son 

indígenas y el 85,7% afrodescendientes en la Escuela Taller de Quibdó (Chocó).  

E. Mejor infraestructura y programas de preparación de atletas para el 

posicionamiento y el liderazgo deportivo del país 

El acceso a más y mejores espacios deportivos repercute en la motivación e interés 

que jóvenes y adultos tienen de realizar actividades recreo deportivas. De hecho, al 

consultar a los colombianos por cuál es la forma más efectiva para incentivar el ejercicio en 

el país, la opción más elegida por los encuestados (30,9%) fue aumentar la cantidad de 

parques, polideportivos o centros deportivos (DNP 2017). Así mismo, lograr el 

posicionamiento deportivo del país requiere de espacios adecuados para la práctica de 

deporte de alto nivel. En 2017, Coldeportes y las entidades territoriales avanzaron en la 

entrega de nuevas obras recreo-deportivas y para competencias de alto rendimiento.  

En el ámbito de los escenarios recreo-deportivos, el Gobierno nacional entregó 128 

obras. De este total, 33 corresponden a escenarios mejorados y adecuados, entre los que 

se destacan la adecuación de la cancha de fútbol del municipio de Suárez en el 

Departamento del Cauca, la adecuación de coliseo deportivo Andrés Escobar en Caracolí 

(Antioquia), y la adecuación del escenario recreo deportivo de la Escuela Vereda La Salada 

en Tocaima (Cundinamarca).  
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De igual forma, se entregaron 95 escenarios construidos, como el estadio de fútbol en 

Tolú (Sucre), la construcción del coliseo cubierto en el barrio Panamá Herrera del municipio 

de Tumaco (Nariño), y la construcción de un polideportivo cubierto en el municipio de San 

Juan en Betulia (Sucre). El avance de la meta al 2017 corresponde al 100% de la meta del 

año y un avance del 93.45% frente a la meta de los ocho años de gobierno. 

Los espacios para la práctica del deporte de alto rendimiento contemplan los 

escenarios deportivos construidos, adecuados y mejorados tanto para el desarrollo de 

eventos del Ciclo Olímpico, como para eventos internacionales con sede en Colombia. 

Entre 2016 y 2017 se entregaron 15 escenarios para el desarrollo de los eventos del Ciclo 

Olímpico, 10 de los cuales corresponden al avance de 2017. Algunos de los más 

destacados fueron la construcción del estadio de Béisbol, la construcción del estadio de 

Rugby, y la construcción del estadio de Atletismo para los juegos bolivarianos 2017 en 

Santa Marta, entre otros. 

En 2017, el país fue el anfitrión de la XVIII edición de los Juegos Bolivarianos de Santa 

Marta durante 15 días de competencias en 46 disciplinas deportiva, razón por la cual se 

realizaron esfuerzos importantes para proporcionar los espacios necesarios para este gran 

evento. Dado esto, en 2017, se dieron por terminadas las diez obras para los Juegos 

Bolivarianos.  

Finalmente, la adecuación de espacios recreo-deportivos y de alto nivel, sumado a 

otras estrategias de promoción del deporte en el país, permitió que, en 2017, 4,6 millones 

de personas accedieran a servicios deportivos, recreativos y de actividad física en 

programas como Campamentos Juveniles, Nuevo Comienzo dirigida a la población adultos 

mayores de los estratos 1 y 2 y Hábitos y Estilos de vida Saludable entre otros. Con ello se 

superó en más del doble la meta de personas y se alcanzó un 100% de cumplimiento de la 

meta de municipios.  

 

Objetivo 5. Impulsar la planificación, actuación coherente y 

articulada de los sectores de vivienda, agua potable y saneamiento 

básico, bajo el concepto de “Ciudades Amables y Sostenibles para 

la Equidad”  

El quinto objetivo de la estrategia de Movilidad Social presenta los avances en relación 

con el desarrollo urbano y las políticas de vivienda, agua potable y saneamiento. Con las 

actividades asociadas a estas líneas de acción, se logró fortalecer a las entidades 

territoriales para promover un desarrollo urbano planificado que integre todos los servicios 

de manera sostenible y eficiente, y que brinde herramientas para mejorar las condiciones 
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de vida de las personas (contribuyendo a la superación de la pobreza en las zonas urbanas) 

por la vía de mejoras en las condiciones de habitabilidad (vivienda y su entorno, agua 

potable y saneamiento básico) y movilidad urbana. 

En el 2017, el sector de la construcción se vio afectado por la desaceleración en el 

ritmo del crecimiento económico, por lo que su valor agregado disminuyó en 0,7% respecto 

al año 2016. Lo anterior estuvo explicado por la caída en la construcción de edificaciones 

en 10,4%, mientras que la construcción de obras civiles tuvo un crecimiento del 7,1% 

(DANE 2018). 

A. Desarrollo urbano 

El gobierno nacional trabaja en dos estrategias para fortalecer el desarrollo urbano de 

los departamentos o municipios del país, la primera busca brindar bases sólidas a los 

instrumentos de ordenamiento territorial, como lo son en su ejecución los Planes de 

Ordenamiento Territorial (POT) y los Planes de Ordenamiento Departamental (POD); y la 

segunda, impulsar el catastro con un enfoque multipropósito, con el objetivo de soportar el 

ordenamiento territorial, robustecer las finanzas públicas por intermedio del aumento del 

recaudo de recursos propios y la obtención de información de calidad para la toma de 

decisiones sobre los usos del suelo y la formulación de políticas públicas. 

 Ordenamiento territorial y ciudades amables y sostenibles para la 

equidad 

De manera transversal, el DNP inició un ambicioso proyecto estableciendo el programa 

de POT Modernos27, el cual fue diseñado para dar apoyo técnico y mejorar la calidad de la 

planeación del territorio y un crecimiento social y económico sostenible, a través de la 

formulación de los POT y POD en los municipios y departamentos del país. 

El programa de POT Modernos está compuesto por dos tipos de mecanismos de 

asistencia: general, enfocada a la totalidad del territorio nacional; y focalizada, en virtud de 

la cual, en 2017, se brindó acompañamiento en el proceso de actualización de los POT en 

60 municipios —localizados en 20 departamentos—, así como en la elaboración de nueve 

Planes de Ordenamiento Departamental y uno en el Área Metropolitana del Valle de Aburrá.  

MinVivienda realizó acompañamiento técnico a las entidades territoriales en la 

aplicación de los instrumentos y procedimientos, de conformidad con lo establecido en la 

Ley 388 de 1997 y sus decretos reglamentarios, especialmente en lo relacionado con la 

                                                

27 Documento CONPES 3870 de 2016 
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formulación, seguimiento, evaluación e implementación, componentes y contenidos de los 

POT. 

Adicionalmente, MinVivienda viene adelantando su estrategia de capacitación y 

asistencia técnica a municipios en la revisión y ajuste de los POT en temas de 

licenciamiento urbanístico, normas urbanísticas, instrumentos de gestión y financiación del 

desarrollo territorial, evaluación, seguimiento e implementación de los POT, entre otros 

temas. Por tanto, en 2017, se cumplió el 100% de la meta prevista, al brindar asistencia 

técnica a 130 municipios en la revisión y ajuste de sus POT, con lo cual se alcanza un 

acumulado de 374 municipios asistidos en lo corrido del cuatrienio, mientras que, desde 

2010, se ha brindado asistencia a un total de 541 municipios.  

Para fortalecer la política de gestión del riesgo en los municipios del país, el Gobierno 

nacional trabaja en dos frentes: POT con elementos de gestión de riesgo; e inventario de 

asentamientos en zonas de alto riesgo. En este sentido, en 2017, MinVivienda capacitó a 

130 municipios en la incorporación de la gestión del riesgo en los procesos de ordenamiento 

territorial para contar con instrumentos de planeación que orienten el desarrollo futuro de 

los municipios considerando los fenómenos a los cuales están expuestos, lo cual significó 

un cumplimiento de la meta anual de 100% y un total de 377 municipios acompañados en 

el último cuatrienio. Así mismo, se capacitó a 70 municipios en zonas de alto riesgo en la 

elaboración de asentamientos, con el propósito de identificar y visualizar un panorama de 

la población, viviendas, infraestructura, espacio público y equipamientos localizados en 

zonas de alto riesgo por inundaciones y movimientos en masa, lo que implicó un 

cumplimiento del 100% de la meta en 2017, y un total de 227 municipios capacitados en lo 

corrido del cuatrienio. 

De igual forma, es importante mencionar que, en el marco de la Ley 1454 de 2011, 

artículo 29, se socializó el documento “Lineamientos para el ordenamiento departamental” 

desde la Comisión de Ordenamiento Territorial (COT) a los 32 departamentos en sesiones 

del Comité Especial Interinstitucional de la COT. 

 Promover la financiación del desarrollo urbano sostenible 

Con el fin de ofrecer seguridad jurídica en el uso, valor, ocupación y urbanización de 

la tierra, y soporte en las decisiones de ordenamiento territorial y de planeación, se adelanta 

el catastro multipropósito, el cual se basa en un sistema cuya unidad de observación es el 

predio. 

Ahora bien, con la expedición del documento CONPES 3859 de 2016 que contiene la 

Política para la adopción e implementación de un catastro rural-urbano multipropósito, 

enfocado a “resolver problemas relacionados con la gestión de la tierra (…)” (DNP 2016) se 

continúa la transición hacia un catastro moderno y eficiente. 
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 En el marco de esta política, y en cumplimiento de lo previsto en los artículos 104 y 

105 del PND, el DNP ha liderado, en coordinación con el Instituto Geográfico Agustín 

Codazzi (IGAC), la Superintendencia de Notariado y Registro (SNR) y la Agencia Nacional 

de Tierras (ANT), una iniciativa para poner en marcha un ejercicio piloto del catastro 

multipropósito en municipios seleccionados a través de una muestra estadística 

representativa de las características prediales, geográficas y sociales asociadas al post 

conflicto en el país.  

A pesar de ello, durante 2017 se continuó realizando el levantamiento de la 

actualización de manera tradicional, para lo cual se había establecido una meta de 

mantener actualizado el 71,17% de los predios urbanos del país. Así, en la última vigencia, 

se mantuvo el 80.35% el porcentaje de predios actualizados catastralmente en el área 

urbana, con lo cual se superó la meta en 13 p.p. Bajo esta metodología, un total de 9,1 

millones de predios urbanos permanecieron actualizados catastralmente a nivel nacional; 

4,5 millones de los cuales están bajo jurisdicción del IGAC y 4,6 millones bajo la 

responsabilidad de los catastros descentralizados y delegados.  

B. Oferta y demanda de vivienda 

Los instrumentos de fortalecimiento de la oferta y demanda de vivienda se concentran 

en el cumplimiento de tres objetivos: 1) dinamizar la economía mediante el estímulo de la 

oferta y demanda del sector constructor, 2) apoyar a los hogares vulnerables para brindarles 

posibilidades de acceso a vivienda, y 3) reducir el déficit habitacional del país. 

El Gobierno nacional, en conjunto con el sector privado y las entidades municipales y 

departamentales, generaron las condiciones necesarias para estimular el sector constructor 

eliminando barreras de acceso a la adquisición de vivienda propia.  

En cuanto a la iniciación de vivienda nueva, en 2017, se empezaron 227.068 viviendas 

en todo el territorio nacional, 765 menos que en 2016 —226.303 viviendas—. Un total de 

218.539 —96,2%— fueron iniciadas en el área urbana, lo que representó una caída del 

1,8% con respecto al año anterior, y equivale a un avance del 85,32% de la meta anual.  

Desde agosto de 2010 se han iniciado 1,69 millones de viviendas en todo el territorio 

nacional, que han beneficiado alrededor de 5,7 millones de colombianos. De estas 

viviendas, el 46% se han empezado con algún tipo de cofinanciación por parte del Gobierno 

nacional, a través de los diferentes programas y sus respectivos subsidios. 

Del total de las viviendas iniciadas, 839.979 fueron Viviendas de Interés Social (VIS) 

urbanas, de las cuales, cerca de un 36% corresponden a Viviendas de Interés Prioritario 

(VIP). Como se evidencia en el Gráfico 22, la tendencia de construcción continúa 

aumentando en relación con periodos anteriores.  
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Gráfico 22. Viviendas iniciadas anualmente total nacional, 1992-2017. 

 

Fuente: DNP, Censo Edificaciones – DANE, Coordenada Urbana – CAMACOL. 

 

De otra parte, en cuanto al acceso a vivienda, de acuerdo con la EPC (DNP, 2017a) 

en  la pregunta de ¿cuál cree usted que es la mejor forma con la que el Gobierno nacional 

puede ayudar a que las personas tengan solución de vivienda?, el 31,7% de los ciudadanos 

considera que se debe facilitar el acceso a créditos para compra de vivienda, seguido por 

un 29,9% que sostiene que se deben entregar viviendas gratuitas y un 18,9% que respondió 

que se debe subsidiar la compra de vivienda con dinero. 

 Fortalecer los instrumentos de acceso a vivienda para los hogares 

En este Gobierno, se han realizado acciones dirigidas a apoyar a los hogares para 

financiar y cofinanciar la adquisición de vivienda nueva. En esta tarea, MinVivienda, por 

medio del Fondo Nacional de Vivienda (Fonvivienda), junto con el MinHacienda, el Fondo 

Adaptación y las Cajas de Compensación Familiar, entregaron una oferta diversificada que 

se ajusta a los diferentes grupos socio económicos de la población. 

Gran parte de estos programas son administrados por MinVivienda mediante 

Fonvivienda. Específicamente, el fondo administra cuatro programas que, en conjunto, 

lograron financiar o cofinanciar 88.288 viviendas en 2017  (Cuadro 4), lo que llevó a un 

cumplimiento de 29 p.p. por encima de la meta de la vigencia. 

 Los cuatro programas con sus respectivos logros son:  

• Vivienda gratuita: por medio del cual se iniciaron 12.612 viviendas a población 

vulnerable, con un cumplimiento de 26,1 p.p. sobre la meta de la vigencia. 
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• Vivienda para ahorradores (VIPA): el cual apoyó en la financiación de la 

vivienda a un total de 2.531 hogares en 2017. 

• Mi Casa Ya – Cuota Inicial: con la que se habilitó a 45.068 hogares, con 

cumplimiento de 88 p.p. sobre la meta de la vigencia. 

• Cobertura condicionada a la tasa de interés para compra de vivienda de interés 

social (FRECH): Se apoyó la financiación a la tasa de interés de 28.077 

hogares, con un cumplimiento del 83,8% de la meta. 

Desde el inicio del programa de promoción y acceso a la vivienda de interés social "Mi 

Casa Ya", que busca que más colombianos accedan a la vivienda a través de un subsidio 

de cuota inicial para beneficiar a los hogares con menos recursos, se alcanzó la meta 

acumulada de habilitar 91.577 hogares para recibir el beneficio entre 2015 a 2017 (Cuadro 

4).  

Cuadro 4. Programas de apoyo para el acceso a vivienda administrados por Fonvivienda, 

2015 – 2017. 

Programas 2015 2016 2017 

Vivienda Gratuita Fase II 4.269 11.521 12.612 

Vivienda para Ahorradores (VIPA) 22.124 16.005 2.531 

Mi Casa Ya - Cuota Inicial 13.130 33.379 45.068 

Cobertura condicionada a la tasa de Interés FRECH VIS 30.081 33.218 28.077 

Fonvivienda 69.604 94.123 88.288 

Fuente: DNP, Sinergia, MinVivienda. 

De igual forma, el subsidio a la compra de vivienda entregado por las Cajas de 

Compensación Familiar a sus afiliados es otro de los programas que ha permitido eliminar 

las barreras de acceso a vivienda. El programa logró entregar 34.812 subsidios, superando 

en 65,8 puntos porcentuales la meta programada para la vigencia —21.000 subsidios—. 

Adicionalmente, el Fondo de Adaptación hace entrega de viviendas a los hogares 

afectados por el fenómeno de la Niña (2010 – 2011). Cumpliendo con su objetivo misional, 

esta entidad entregó 9.606 viviendas urbanas en 2017, superando la meta en un 5%, para 

un total de 22.913 soluciones de vivienda entregadas en el periodo de Gobierno. 

Todos los programas mencionados anteriormente, se enfocan en entregar apoyos a la 

adquisición de vivienda para hogares con alguna condición de vulnerabilidad o niveles de 

ingresos medios o bajos. No obstante, como medida para enfrentar el ciclo económico de 

contracción, el Gobierno nacional puso en marcha el programa FRECH contra cíclico de 

cobertura condicionada a la tasa de interés para vivienda no VIS. Este programa, liderado 

directamente por MinHacienda, logró la entrega de 20.000 coberturas alcanzando el 

cumplimiento del 100% de la meta (Cuadro 5). 
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Cuadro 5. Otros programas de apoyo para el acceso a vivienda administrados por 

Fonvivienda, 2015 – 2017. 

Participación 2015 2016 2017 

Cajas de Compensación Familiar 54.257 49.585 34.812 

Cobertura condicionada a la tasa de Interés 
FRECH No VIS 

- 17.132 20.000 

Viviendas Urbanas entregadas por el Fondo de 
Adaptación 

4.005 9.302 9.606 

Total 58.526 76.019 64.418 

Fuente: DNP, Sinergia, MinVivienda, Superintendencia de Subsidio familiar Min Hacienda y Fondo de Adaptación. 

En cuanto a los limitantes para acceder a vivienda propia, según la EPC (DNP, 2017a), 

en la pregunta de ¿cuál cree usted que son las dos principales razones para que haya 

colombianos que no puedan adquirir vivienda propia?, el 66,4% de los encuestados 

considera que no tiene dinero para comprar una vivienda, mientras el 41,7% sostiene que 

el precio de las viviendas es muy alto. 

Pese a que el crecimiento del sector se haya visto disminuido en 0,7% en el 2017, las 

políticas impulsadas llevaron a una reducción del déficit cuantitativo de vivienda urbano a 

niveles de 5,2% (superando en 80 p.p. la meta de la vigencia de 2017 de 6,0%), por lo que 

28.635 hogares colombianos menos estuvieron bajo déficit de vivienda cuantitativo. 

 Reducir el déficit habitacional cuantitativo urbano asociado al Índice 

de Pobreza Multidimensional 

La política de vivienda está orientada principalmente a cerrar las brechas de acceso a 

vivienda propia de la población, y a su vez ha avanzado en mitigar problemas asociados a 

las condiciones de vivienda precarias y mejorar la calidad de los servicios públicos 

domiciliarios, reduciendo las privaciones en materia de habitabilidad del IPM. Por esta 

razón, se han creado programas sociales que acompañan la entrega de viviendas gratuitas, 

y apoyan a la población vulnerable a adaptarse a su nuevo entorno para disminuir 

elementos que incidan negativamente a la pobreza. 

En el marco de este acompañamiento, Prosperidad Social acompañó durante 2017 a 

61.631 hogares beneficiarios del subsidio de Vivienda gratuita desde el inicio del proceso 

de postulación de los hogares, así como en las fases de mudanza, caracterización y 

construcción de plan comunitario. Sin embargo, y considerando los cambios realizados en 

los nuevos procesos de caracterización, sólo alcanzó el cumplimiento de esta meta en un 

61,6%.  

En conjunto, todas las acciones dirigidas a disminuir las brechas de acceso a vivienda, 

así como las acciones relacionadas con el mejoramiento de las condiciones habitacionales, 
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se dirigen a mejorar la calidad de vida de las personas y disminuir el déficit habitacional, 

que afecta directamente el bienestar de los hogares.  

C. Acceso a agua potable y saneamiento básico (APSB) 

 Fortalecer los procesos de planeación e información sectorial y la 

gestión financiera y de proyectos 

Este Gobierno se ha comprometido con brindar todas las herramientas para que los 

hogares del país cuenten con las condiciones de habitabilidad adecuadas. En relación con 

esto, MinVivienda no solo se ha enfocado en desarrollar programas para la adquisición o 

mejoramiento de la vivienda, sino también al mejoramiento de los servicios públicos 

domiciliarios de Acueducto, Alcantarillado y Aseo (AAA). 

En este sentido, el PND estableció tres elementos que afectan las acciones llevadas a 

cabo por MinVivienda para brindar acceso a APSB. Primero, permanencia de procesos 

deficientes en materia de planeación sectorial que no permiten focalizar los recursos. 

Segundo, la existencia de esquemas de prestación de los servicios de AAA insostenibles 

económica, financiera, social y ambientalmente. Tercero, la presencia de riesgos asociados 

a la sostenibilidad ambiental del recurso hídrico. Como respuesta a estos elementos, el 

PND implementó tres estrategias orientadas a dar solución a dichas problemáticas, tal como 

se muestra a continuación. 

Se ha venido realizando una gestión continúa dirigida a fortalecer el Programa Agua 

para la Prosperidad – Planes Departamentales de Agua (PAP-PDA). Mediante este 

programa, se busca que los municipios y departamentos tengan una planeación estratégica 

sobre sus servicios de acueducto y alcantarillado, de manera que se puedan integrar bajo 

solo un prestador y además que se pueda recibir agua potable y saneamiento de una 

manera sostenible, a bajos costos y con buena calidad. 

En conjunto, las acciones que se han llevado a cabo desde la Nación, con el apoyo de 

las entidades territoriales y el trabajo de los operadores, la Superintendencia de Servicios 

Públicos Domiciliarios y la Comisión de Regulación de Agua y Saneamiento Básico (CRA), 

para velar por la cobertura y calidad del servicio, han permitido que, a 2017, el país tenga 

una cobertura de agua potable de 92,4% (97,8% en las áreas urbanas). En materia de 

alcantarillado la cobertura fue de 88,2% a nivel nacional, y en las áreas urbanas de 92,4% 

(Gráfico 23 y Gráfico 24).  
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Gráfico 23. Proporción de hogares que cuentan con servicios de acueducto y 

alcantarillado, 2010 -2017. 

 

Fuente: DNP, Sinergia, MinVivienda. 

 
Gráfico 24. Proporción de hogares que cuentan con servicios de acueducto y 

alcantarillado en el área urbana, 2010-2017. 

 

Fuente: DNP, Sinergia, MinVivienda. 

 

Así mismo, en 2017, un total de 522.508 personas se beneficiaron con proyectos que 

buscan mejorar la provisión, calidad y/o continuidad de los servicios de acueducto y 

alcantarillado en todo el territorio nacional, lo cual dio cuenta de un cumplimiento del 93,1% 

de la meta establecida para la vigencia -561.201 personas- Durante el periodo 2015-2017 

se han beneficiado 1.826.610 personas nuevas con los proyectos de acueducto y 

alcantarillado, financiados con recursos de la Nación. 
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 Fomentar la estructuración e implementación de esquemas de 

prestación sostenibles 

Adicionalmente, el apoyo que ha brindado MinVivienda para el PAP-PDA ha permitido 

que en 2017 se hayan implementado tres Planes de Aseguramiento de conformidad con 

los lineamientos y directrices establecidos por el Gobierno nacional. Este avance supera en 

16,7 puntos porcentuales el avance anual de lo proyectado para 2016, llegando a un 

acumulado de 29 PDA con Planes de Aseguramiento. 

En materia de calidad del agua y continuidad del servicio, en 2017 las inversiones 

realizadas en la infraestructura de los servicios públicos domiciliarios lograron beneficiar a 

522.508 personas de manera que estas cuenten con una mejor provisión, calidad y/o 

continuidad de los servicios de acueducto y alcantarillado, llegando a un total de 1.826.610 

beneficiarios en el cuatrienio. A pesar de que el avance anual solo representó un 93,1% de 

la meta y en virtud del sobre cumplimiento de la meta en 2015, ya se ha logrado cumplir 

con el 70,3% de la meta cuatrienio. Estas inversiones se llevaron a cabo principalmente en 

los departamentos de Cundinamarca, Antioquia, Magdalena, Huila, La Guajira, Córdoba y 

Norte de Santander. 

 Fortalecer la sostenibilidad ambiental asociada a la prestación de los 

servicios de APSB 

De manera complementaria a las intervenciones dirigidas directamente a la calidad del 

servicio, en materia ambiental se ha venido mejorando los sistemas para que se haga un 

tratamiento correcto de aguas residuales y una adecuada disposición de residuos sólidos. 

En relación con esto, la inversión llevada a cabo ha permitido que el porcentaje de 

municipios que tratan adecuadamente los residuos sólidos pase de 79% en 2013 a un 

86,9% en 2016.  

Como parte integral de estas inversiones dirigidas a mejorar el tratamiento de aguas 

residuales domésticas, los resultados de 2016 permitieron que se pueda tratar un 42,2%28 

de las aguas residuales urbanas (cumpliendo con la meta del PND 2014-2018 de manera 

anticipada). Lo anterior representa un importante avance, teniendo en cuenta que en 2010 

se trató el 29,8% de las aguas residuales domésticas. 

 

                                                

28 Los datos relacionados a este indicador para 2017 se presentan a finales de junio de 2018, fecha posterior a 
la publicación de este documento. 
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Objetivo 6. Establecer un apoyo oportuno frente a los riesgos que 

afectan el bienestar de la población y los mecanismos para la 

protección de las condiciones de vida de las personas 

El PND establece acciones encaminadas al manejo de riesgo en crisis entre las que 

se incluyen mecanismos para la protección de los trabajadores y sus familias, la reducción 

de asentamientos en riesgo y mecanismos orientados al mejoramiento de la salud 

ambiental, éste último como componente para mitigar los efectos de deterioro ambiental 

(DNP 2015). De tal forma, en esta sección se presentan los resultados en la protección al 

riesgo en situaciones de crisis. Esto incluye los esfuerzos realizados por MinTrabajo, 

MinVivienda y el DAPRE, a través de la Unidad Nacional para la Gestión del Riesgo de 

Desastres (UNGRD), para brindar soluciones durante crisis coyunturales o estructurales, y 

los avances en materia de planeación territorial para la prevención del riesgo de desastres. 

Con respecto a la protección de los ingresos, con el liderazgo de MinTrabajo y 

Colpensiones, se puso en marcha el mecanismo BEPS, programa de ahorro voluntario para 

la vejez, impulsado por el Gobierno nacional que favorece a millones de colombianos que 

no cuentan con la posibilidad de cotizar para una pensión, o que, habiéndolo hecho, 

cumplieron la edad y no lograron obtenerla.  

Para atender la necesidad de un apoyo oportuno frente a los riesgos que afectan a la 

población y los mecanismos de protección para aumentar su resiliencia y reducir su 

vulnerabilidad frente al riesgo de desastres, la UNGRD intervino en 645 municipios de los 

32 departamentos con acciones en conocimiento del riesgo, reducción del riesgo y manejo 

de desastres, con lo cual se benefició a 22 millones de personas en el proceso de reducción 

del riesgo. Este proceso actúa desde tres enfoques: 1) prospectivo garantizando una 

planificación sostenible; 2) correctivo a través de acciones de mitigación que modifican o 

disminuyen las condiciones de riesgo existentes y 3) financiero a través de la 

implementación de mecanismos que aseguren o transfieran el riesgo para garantizar la 

protección de los bienes expuestos (UNGRD,2017).  

Adicionalmente, se priorizaron 68 municipios en donde la UNGRD debe realizar 

acompañamiento para la integración del análisis de riesgo en el ordenamiento territorial. 

Así, en 2017 se elaboraron los documentos de lineamientos para incorporar la gestión del 

riesgo en los POT de los 21 municipios seleccionados: 1) Galapa, 2) Juan de Acosta, 3) 

Baranoa, 4) Puerto Colombia, y 5) Tubará en Atlántico; 6) Arjona, 7) Turbaco, y 8) Turbana 

en Bolívar, 9) Cómbita, 10) Oicatá, y 11) Motavita en Boyacá; 12) Circasia, 13) Quimbaya, 

14) Calarcá, y 15) Montenegro en Quindío; 16) La Virginia, y 17) Santa Rosa de Cabal en 

Risaralda; 18) Cereté, y 19) San Pelayo en Córdoba; y 20) Sibaté, y 21) La Calera en 

Cundinamarca.  
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VI Transformación del campo 

La transformación integral del campo colombiano constituye un elemento fundamental 

para la construcción de una paz estable y duradera por su impacto en las condiciones de 

vida rural y en la disminución de las brechas territoriales y poblacionales. 

En los últimos ocho años, el sector agropecuario se ha caracterizado por registrar tasas 

de variación positivas en el valor agregado, con una tasa de crecimiento promedio anual 

del 2,9% entre 2010 y 2017. En 2017 el sector agropecuario fue la rama de actividad 

económica de mayor crecimiento con una variación del 4,9% frente al año anterior, 

considerablemente superior al crecimiento global de la economía nacional —1,8%— 

(Gráfico 25). Lo anterior se explica principalmente por el aumento de la producción pecuaria 

en 4,1% —jalonado por la mayor producción de leche, huevos, aves de corral y de ganado 

porcino—, y los otros cultivos agrícolas diferentes al café en 8,1%. Sin embargo, la actividad 

de silvicultura y pesca disminuyó en 3,5%, mientras que el cultivo de café lo hizo en 1,7% 

(DANE 2018). 

Gráfico 25. Variación PIB total vs. Valor Agregado Agropecuario, 2010-2017. 

 

Fuente: DANE.  

En términos de empleo rural, el balance fue positivo en 2017, pues se registró la tasa 

de desempleo más baja de los últimos 17 años, esto es 5,1% (Gráfico 26). La producción 

pecuaria y los cultivos agrícolas diferentes al café, fueron las ramas de actividad que mayor 

aportaron en la generación de empleo. 
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Gráfico 26. Tasa de desempleo rural, 2010-2017. 

 

Fuente: DANE. 

Teniendo en cuenta la importancia del sector agropecuario y el desarrollo de las zonas 

rurales en el crecimiento y desarrollo económico del país, el Gobierno nacional estableció 

como prioridad para el periodo 2014–2018 la transformación integral del campo colombiano 

a través de cinco objetivos: 

1. Ordenar el territorio rural buscando un mayor acceso a la tierra por parte de los 

productores agropecuarios sin tierras o con tierra insuficiente, el uso eficiente del 

suelo y la seguridad jurídica sobre los derechos de propiedad bajo un enfoque de 

crecimiento verde. 

2. Cerrar las brechas urbano-rurales y sentar las bases para la movilidad social 

mediante la dotación de bienes públicos y servicios que apoyen el desarrollo 

humano de los pobladores rurales. 

3. Acelerar la salida de la pobreza y la ampliación de la clase media rural a través de 

una apuesta de inclusión productiva de los pobladores rurales. 

4. Impulsar la competitividad rural a través de la provisión de bienes y servicios 

sectoriales que permitan hacer de las actividades agropecuarias una fuente de 

riqueza para los productores del campo. 

5. Contar con un arreglo institucional integral y multisectorial que tenga presencia 

territorial de acuerdo con las necesidades de los pobladores rurales y los atributos 

del territorio, que permita corregir las brechas de bienestar y de oportunidades de 

desarrollo entre regiones rurales. 

Para lograr los objetivos trazados, el Gobierno nacional implementó diferentes 

acciones de política pública que han permitido lograr un cumplimiento promedio del 70,9% 

en las metas 2017 para la transformación del campo. A pesar de lo anterior, según la EPC, 
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el 42,9% de la población considera que la situación del campo colombiano ha desmejorado 

en los últimos 12 meses, mientras que el 19,8% considera que ha mejorado (DNP, 2017). 

En este sentido, es importante analizar las siguientes secciones de este capítulo, donde se 

presentan los resultados específicos obtenidos en cada uno de los objetivos del PND para 

esta estrategia transversal, así como las respectivas acciones desarrolladas por el Gobierno 

nacional. 

 

Objetivo 1. Ordenar el territorio rural bajo un enfoque de 

crecimiento verde  

Atendiendo las recomendaciones de la Misión para la Transformación del Campo, en 

la que se reconoce la importancia de garantizar la seguridad jurídica, la formalización de la 

propiedad y el mapeo de la situación jurídica de los predios rurales, el Gobierno nacional 

planteó una estrategia con relación al acceso y a la tenencia de la tierra. 

A. Generar seguridad jurídica en relación con la tierra  

Como primera acción para contrarrestar la informalidad en la tenencia de la tierra, se 

planteó la necesidad de contar con información actualizada y coherente con el registro de 

la propiedad. En 2017, teniendo en cuenta los predios que permanecen actualizados—

predios que se encuentran dentro de los cinco años de su última actualización—, se alcanzó 

la cifra de 1,5 millones de predios rurales actualizados catastralmente, superando en 25 

p.p. la meta pactada para dicho año. 

En el mismo sentido y tras la creación de la Agencia Nacional de Tierras (ANT), se 

formalizaron 9.781 predios mediante los programas de titulación de baldíos, Fondo Nacional 

Agrario, subsidio integral de tierras y el Programa de Formalización de la Propiedad Rural, 

superando la meta de 2017 en 14 p.p. Adicionalmente, con el fin de saldar la deuda con las 

comunidades étnicas en materia de tierras y reconociendo la importancia de preservar los 

usos, costumbres, prácticas autóctonas de producción y adecuado asentamiento de las 

comunidades, el Gobierno nacional realiza un esfuerzo considerable para la formalización 

de su propiedad colectiva. Es así como a 2017, el número de familias de comunidades 

étnicas beneficiadas con acceso a tierra fue de 168.166, lo que superó la meta planteada 

para la vigencia en tres p.p. 

B. Promover el uso eficiente del suelo y los recursos naturales  

Para ordenar el territorio rural y promover el uso eficiente del suelo, se reconoció el 

uso de instrumentos de caracterización y planificación para estimular el aprovechamiento 
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productivo, con el fin de contar con información acerca de las condiciones del suelo como 

parte de la oferta ambiental de los territorios.  

Con este objetivo y como insumo para el ordenamiento integral del territorio, el 

Gobierno nacional, a través del IGAC. viene realizando un levantamiento de información 

agrológica semidetallada de los suelos con potencial productivo del país. De esta manera 

a 2017, se obtuvo información consolidada de los suelos a escala 1:25.000 para 6,4 

millones hectáreas en el país, representado un avance del 100% frente a la meta planteada 

para la vigencia. 

A partir de la información de los estudios de suelos realizados por el IGAC, la Unidad 

de Planificación Rural Agropecuaria (UPRA) adelanta un estudio de zonificación a escala 

1:25.000 de aptitud productiva, mediante la metodología de evaluación de tierras para 

identificar las alternativas de producción, que solo existen a escala 1:100.000. Sin embargo, 

los esfuerzos de las entidades no se han materializado para generar los estudios de suelos 

a escala semidetallada que se requieren, y en consecuencia, no se realizaron actividades 

en desarrollo de este compromiso por parte de la UPRA. En este sentido, en 2018 se 

trabajará en las 26.526 hectáreas objeto de estudio faltantes para alcanzar la meta del PND. 

 

Objetivo 2. Cerrar las brechas urbano-rurales y sentar las bases 

para la movilidad social mediante la dotación de bienes públicos y 

servicios que apoyen el desarrollo humano de los pobladores 

rurales 

La movilidad social de los habitantes rurales por medio de la dotación de bienes y 

servicios públicos es considerada como un paso importante para disminuir las brechas entre 

el campo y la ciudad. Los esfuerzos se concentran en el mejoramiento de la calidad y el 

acceso de los pobladores rurales a servicios de vivienda, educación y salud. 

A. Mejorar las condiciones de habitabilidad, el acceso a servicios 

públicos y los servicios de educación de la población rural 

En lo que se refiere a condiciones de habitabilidad, en 2017 el déficit cuantitativo y 

cualitativo de vivienda en el campo colombiano fue de 3,09% y 48,54%, mientras que en el 

área urbana es de 2,53% y 17,48%, respectivamente. 

En el año 2017, el Gobierno nacional a través de MinAgricultura, entregó 8.753 

soluciones de vivienda de interés social rurales (43,77% de la meta de la vigencia) en 29 

departamentos del país (para población rural, campesina y víctimas), de las cuales 8.274 

fueron viviendas nuevas y 479 correspondieron a mejoramientos de vivienda (Gráfico 27).  
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Gráfico 27. Entrega de soluciones VIS rural, 2010-2017. 

 

Fuente: Sinergia, MinAgricultura. 

Cabe señalar que, las soluciones de vivienda deben estar articuladas con la política de 

suministro de Agua Potable y Saneamiento Básico (APSB) en las zonas rurales, pues esta 

es una de las grandes brechas existentes entre lo urbano y lo rural. En este sentido, para 

2017 la cobertura del servicio de alcantarillado en los centros urbanos fue de 92,4%, 

mientras que en los centros poblados y rural disperso llegó a 22,63%. Esta brecha ha 

disminuido, pasando de 6,1 en 2010 a 5,8 en 2017.  

Similarmente, la brecha en la cobertura de acueducto es significativa, teniendo en 

cuenta que la prestación en el área urbana llega al 95,11% de los hogares, mientras que 

en las zonas rurales llega al 73,18%. Sin embargo, la cobertura rural aumentó 16 p.p. entre 

2010 y 2017, lo que refleja el trabajo que se está realizando para disminuir cada vez más 

las brechas. 

Finalmente, en materia de educación, el MinAgricultura desarrolló una estrategia que 

se centra en favorecer a los jóvenes rurales con educación superior. En tal sentido, en 2017 

se cofinanciaron créditos a 121 jovenes rurales para fomentar estudios de educación 

superior en ciencias agropecuarias, lo que corresponde al 4,8% de la meta. 
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Objetivo 3. Acelerar la salida de la pobreza y la ampliación de la 

clase media rural a través de una apuesta de inclusión productiva 

de los pobladores rurales 

Para acelerar la salida de la pobreza y la ampliación de la clase media rural, el PND 

2014-2018 “Todos juntos por un nuevo país” apostó por la inclusión productiva a través de 

mecanismos de intervención integral ajustados a la realidad de cada uno de los territorios. 

A. Desarrollar intervenciones territoriales flexibles, oportunos y 

pertinentes 

Entendiendo que se requieren soluciones diferenciales para los contextos de los 

territorios, el Gobierno nacional cumplió desde 2016 la meta del cuatrienio, superándola en 

33 p.p. pues se tenía programada la implementación de seis mecanismos de intervención 

integral en los territorios rurales y se implementaron ocho. En 2017 se realizaron jornadas 

de socialización con actores sociales e institucionales identificados tanto en el nivel nacional 

como en los departamentos de Arauca, Casanare, Meta, Vichada, Guaviare y Guainía. 

Estos mecanismos de intervención se traducen en planes prospectivos que toman 

como base una caracterización territorial, mapa de actores y un estudio de mercado de los 

encadenamientos productivos para lograr un desarrollo rural con enfoque territorial.  

Se estableció la necesidad de implementar acciones para las comunidades indígenas 

o afrodescendientes en sus territorios a través del programa IRACA de Prosperidad Social. 

Este programa busca promover el desarrollo de las comunidades étnicas vulnerables en 

riesgo de desaparición física y cultural, así como en situación de desplazamiento forzado, 

mediante acciones para la generación de ingresos, el fortalecimiento de la seguridad 

alimentaria, la gestión territorial y la sustentabilidad socioeconómica. Por todo lo anterior, 

en 2017, 500 hogares indígenas y afrocolombianos fueron vinculados al programa IRACA, 

logrando un acumulado de 21.226 familias fortalecidas a escala comunitaria en lo corrido 

del cuatrienio. 

B. Desarrollar las capacidades productivas y facilitar el acceso a 

mercados 

Además de los mecanismos de intervención territorial, el PND planteó el desarrollo de 

las capacidades productivas y comerciales para el mejoramiento de la competitividad con 

el fin de acelerar la salida de la pobreza. En este contexto, el Gobierno nacional logró 

vincular a 28.312 personas en los programas de asociatividad y desarrollo empresarial rural, 

mediante la cofinanciación de iniciativas de negocio, el fortalecimiento de capacidades 

productivas y proyectos productivos sostenibles, con lo que se superó la meta para 2017. 
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Así mismo, y con el fin de reducir las condiciones de vulnerabilidad, fortalecer las 

capacidades empresariales de pequeñas unidades productivas y facilitar la generación de 

ingresos, se beneficiaron 30.158 hogares con planes de negocio en 31 departamentos, con 

un mayor número de beneficiarios en Bolívar, Putumayo, Meta, Tolima, Cauca, Caldas, 

Cesar, Norte de Santander, Nariño, Antioquia, Córdoba, Magdalena, Sucre y Huila. Entre 

los beneficiarios se encuentran pequeños y medianos productores, víctimas y campesinos. 

Estos resultados, que superan en 66 p.p. la meta de 2017, se lograron a través de 

estrategias en el marco del cumplimiento del Documento CONPES Nariño, la ejecución de 

convenios con aliados estratégicos y el desarrollo de los proyectos de Alianzas Productivas 

y Capacidades Empresariales Rurales, Confianza y Oportunidad.  

Los esfuerzos del Gobierno nacional por mejorar las condiciones de vida de la 

población rural se reflejaron en una mayor reducción de la pobreza por ingresos en las 

zonas rurales, comparado con las cabeceras municipales y el promedio nacional. En 2017, 

el 36,0% de la población rural se encontró por debajo de la línea de pobreza, lo cual significó 

la salida de 261.000 personas de esta condición de vulnerabilidad con relación al 2016. 

Cabe resaltar que, en 2017, 891.023 hogares rurales estuvieron en condición de pobreza 

por ingresos, lo que evidencia que el Gobierno nacional logró superar la meta definida para 

la vigencia, pactada en 929.480 hogares. 

 

Objetivo 4. Impulsar la competitividad rural a través de la provisión 

de bienes y servicios sectoriales que permitan hacer de las 

actividades agropecuarias una fuente de riqueza para los 

productores del campo 

Con el fin de consolidar el potencial del sector agropecuario como motor de crecimiento 

económico y como fuente de riqueza de la población rural, se reconoció la importancia de 

trabajar en el mejoramiento de la competitividad rural, a través de la provisión de bienes y 

servicios sectoriales que permiten incrementar la eficiencia de los sistemas productivos. 

Para ello, el Gobierno nacional implementó planes y programas orientados al mejor uso del 

suelo, empleo de tecnologías de producción, procesos de innovación, uso de buenas 

prácticas agrícolas, mejoras en el estatus sanitario y acceso a financiamiento y seguro 

agropecuario. 
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A. Desarrollar un nuevo modelo de asistencia técnica, avanzar en la 

modernización de la infraestructura de adecuación de tierras e 

implementar instrumentos para el manejo de los riesgos de mercado 

y climáticos. 

En 2017 se benefició a 199.201 productores rurales con asistencia técnica integral, 

que corresponde al 22,2% de la meta anual. Por su parte, la Corporación Colombiana de 

Investigación Agropecuaria (Corpoica) continua con la implementación de modelos de 

producción con soluciones tecnológicas por sistemas productivos para las redes de 

investigación de: papa parda pastusa y tuquerreña, brócoli, cebolla de rama, lima ácida 

Tahití, carne, tabaco, caña panelera, papa criolla y calabacín.  

La acción más relevante en materia de Ciencia, Tecnología e Innovación (CTeI) 

agropecuaria y Asistencia Técnica Agropecuaria (ATA), fue la presentación de un Proyecto 

de Ley ante el Congreso, por parte de MinAgricultura, Corpoica, y DNP, que aumenta la 

cobertura, mejora la calidad, y permite la articulación entre investigación, formación y 

transferencia de conocimiento. Así, nació la Ley 1876 del 29 de diciembre de 2017, que 

derogó la Ley 607 del 2000 y creó el Sistema Nacional de Innovación Agropecuaria (SNIA), 

cuyas principales características son:  

• Instancias de articulación a través del SNIA, a través de la creación de tres 

subsistemas: 1) Investigación y Desarrollo Tecnológico Agropecuario; 2) Formación 

y Capacitación para la Innovación Agropecuaria; y3) Extensión Agropecuaria.  

• Plan Estratégico de Ciencia, Tecnología e Innovación del Sector Agropecuario 

(PECTIA): es el marco orientador de la inversión pública en investigación, y está 

dirigido a cerrar las brechas de los productores que son identificadas a través de la 

Agenda Dinámica de I+D+i.  

• Enfoque a Servicio de Extensión Agropecuaria: establece un enfoque de 

extensionismo agropecuario, donde se da acompañamiento integral en 

competencias como comercialización, asociatividad y acceso a financiamiento.  

• Sostenibilidad financiera del sistema: busca mejorar la cobertura y garantizar la 

sostenibilidad con la creación de instrumentos financieros. Para ello creó un subsidio 

a la tarifa por la prestación del servicio de extensión, gradual para pequeños 

productores sujeto a logro de objetivos medibles.  

• Planeación del servicio: los departamentos deben aprobar el Plan de Extensión 

Agropecuaria -PDEA- cada cuatro años para aumentar la cobertura de forma 

gradual. En estos PDEA se establecen unos mínimos en cuanto a líneas productivas 

priorizadas, población objetivo, indicadores de productividad, ingreso y planeación 

financiera.  
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• Por otro lado, el PND reconoce la importancia del aprovechamiento sostenible del 

suelo para lo cual se hace necesaria la adecuación de tierras para el manejo 

eficiente del recurso hídrico y su uso multipropósito, pues además de ser un insumo 

fundamental para la producción agropecuaria —es la principal consumidora de agua 

dulce en el país, también es importante para enfrentar los riesgos climáticos. 

En 2017, el número de hectáreas adecuadas con manejo eficiente del recurso hídrico 

para fines agropecuarios fue de 33.175, que corresponde al 49,9% de la meta anual. En 

materia de estudios y diseños de proyectos de adecuación de tierras, la Agencia de 

Desarrollo Rural (ADR) continuó con la ejecución de los convenios subrogados por el extinto 

INCODER. Adicionalmente, también se encuentra en ejecución el Contrato 225 de 2016 

con FINDETER, a través del cual se tienen priorizadas intervenciones en estudios y 

diseños, construcción y rehabilitación de distritos y sistemas alternativos de adecuación de 

tierras, en los departamentos de La Guajira, Boyacá, Bolívar, Sucre, Atlántico y Magdalena. 

En el marco de dichos convenios se están realizando los estudios de factibilidad de 53 

proyectos, en los departamentos de Antioquia (51.000 hectáreas), Caldas (370 hectáreas), 

Bolívar (80 hectáreas), Boyacá (485 hectáreas), Huilla (569 hectáreas), Cundinamarca (52 

hectáreas), Meta (353 hectáreas), Nariño (3.350 hectáreas y Norte de Santander (224 

hectáreas). En cuanto a rehabilitación de distritos de adecuación de tierras, la ADR inició 

un programa de rehabilitación de 29 de distritos de pequeña, mediana y gran escala, en 

beneficio de 21.174 familias y 90.000 hectáreas  

El seguro agropecuario es una herramienta que hace parte de las intervenciones que 

les permite a los productores agropecuarios proteger sus inversiones y su producción, 

amparándolos contra riesgos naturales, de origen climático o geológico, y riesgos biológicos 

ajenos al control del productor. Durante 2017 fueron aseguradas 128.396 hectáreas que, 

frente a la meta del periodo, significa un avance del 77%. 

En materia de financiamiento para el sector agropecuario, el balance para 2017 fue 

positivo. En esta vigencia se registró 213.867 operaciones de crédito en condiciones 

Finagro para la población rural y rural dispersa, que se tradujo en un cumplimiento total de 

la meta. 

B. Desarrollar un plan de aprovechamiento comercial para el acceso real 

de los productos agropecuarios a los mercados 

Para el aprovechamiento de los acuerdos comerciales se debe apoyar el aumento de 

la producción acorde con las condiciones de calidad de los países de destino. Con este 

objetivo, el PND señaló la necesidad de consolidar el Sistema de Medidas Sanitarias y 

Fitosanitarias. 
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Durante el último trimestre de 2016 y el año 2017 se llevó a cabo la implementación de 

los Decretos 1500 de 2007 y 2270 de 2012, que entraron en vigencia el 9 de agosto de 

2016.La implementación de esta normatividad sanitaria se constituyó en un avance 

importante para el fortalecimiento del sistema nacional de control de la inocuidad de los 

alimentos y, específicamente, en la consolidación del sistema de inspección de la carne 

bajo un enfoque de la granja a la mesa, dando soporte técnico y normativo a estándares 

que propenden tanto por la sanidad animal como por la salud pública. 

En lo que se refiere al propósito de avanzar en la declaración del país como territorio 

libre y de baja prevalencia de la enfermedad de Newcastle, el Instituto Colombiano 

Agropecuario (ICA) implementó en 2017 la estrategia de zonificación como medida principal 

para el control y erradicación de la enfermedad. Un trabajo conjunto entre Instituto 

Colombiano Agropecuario (ICA) y Federación Nacional de Avicultores de Colombia 

(FENAVI) – Fondo Nacional Avícola (FONAV), adelantó muestreos de vigilancia 

epidemiológica activa en todo el territorio nacional. Estos resultados, comparados con la 

vigilancia epidemiológica pasiva, permiten concluir que ha mejorado la situación sanitaria 

general de la producción avícola del país frente a la enfermedad. 

Así mismo, dentro de las acciones del sistema de vigilancia, control y erradicación de 

la mosca de la fruta, en 2017 el monitoreo de especies de tipo cuarentenario en los géneros 

Anastrepha, Ceratitis y Bactrocera, contó con 131 redes de trampeo y 417 trampas 

instaladas en zonas consideradas de alto riesgo. De igual manera, se mantuvo la condición 

para cada una de las siete áreas declaradas libres de mosca de la fruta y se mantiene la 

implementación del plan de trabajo para la uchuva en fresco hacia Estados Unidos. A través 

de los diferentes programas del Plan Nacional de la Mosca de la Fruta, se logró beneficiar 

a 8.790 agricultores en el país, en 247.994 hectáreas cultivadas. 

A través de la vigilancia activa para Encefalopatía Espongiforme Bovina se mantuvo el 

reconocimiento otorgado desde el 2012 por la Organización Mundial de Sanidad Animal 

OIE a Colombia como país de riesgo controlado, lo que sumado al de país libre de fiebre 

aftosa facilita el acceso a mercados de carne bovina y bovinos vivos a diferentes mercados. 

El trabajo conjunto entre el ICA y la Asociación Porkcolombia permitió que en el 2017 

la OIE reconociera a Colombia una zona libre de Peste Porcina Clásica-PPC, conformada 

por los departamentos de Antioquia (con excepción del Magdalena Medio, Urabá y Bajo 

Cauca), Caldas (con la excepción del Magdalena Medio), Quindío, Risaralda, Valle del 

Cauca, Norte del Cauca, Chocó y el municipio de Cajamarca, en Tolima. Este 

reconocimiento permite facilitar el acceso de carne porcina a mercados de alta demanda 

de este alimento.  

En el marco del Programa Nacional de Brucelosis Bovina, durante 2017 se 

desarrollaron actividades en el diagnóstico en laboratorio, identificación y eliminación de 
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animales positivos, certificación de predios libres de la enfermedad, vigilancia 

epidemiológica, control a la movilización y actividades de educomunicación sanitaria. Como 

resultado de los ciclos oficiales de vacunación contra la brucelosis, se inmunizaron 2.2 

millones de terneras bovinas y bufalinas, alcanzando una cobertura de vacunación del 87%. 

Actualmente, se cuenta con tres zonas libres de brucelosis bovina en el país. 

Salvaguardar la sanidad animal y vegetal, a través de la planificación y ejecución de 

acciones para proteger la producción agropecuaria y propender por la inocuidad 

agroalimentaria del país, le han permitido al Instituto Colombiano Agropecuario ICA 

implementar las medidas necesarias para mejorar las condiciones de acceso y 

aprovechamiento a mercados externos, facilitando los procesos de negociación de la 

admisibilidad sanitaria y fitosanitaria. 

 Lo anterior, se encamina hacia el logro de uno de los grandes retos del sector 

agropecuario en el cuatrienio, relacionado con el aumento del área sembrada en el país en 

un millón de hectáreas adicionales a las reportadas en 2014. En esta medida, durante 2017 

fueron sembradas 290.465 hectáreas nuevas, para alcanzar un total de 713.711 hectáreas 

nuevas sembradas frente a 2014, lo cual significó un avance del 71,40% con relación a la 

meta planteada. 

Además de aumentar el área sembrada del país, es de interés del Gobierno nacional 

incrementar la producción pecuaria de ciertas cadenas productivas priorizadas del sector 

—en trabajo conjunto con los diferentes gremios asociados—. Un ejemplo de esto es la 

producción de huevo y carne de pollo, que alcanzó las 2,3 millones de toneladas en 2017. 

De manera análoga, para la misma vigencia fueron producidas 150.528 toneladas de pesca 

y acuicultura y 364.483 toneladas de carne de cerdo. Adicionalmente, el inventario de 

animales de las especies ovina y caprina fue de 2.590.171. Para los tres casos 

mencionados, se superó la meta anual. 

 

Objetivo 5. Contar con un arreglo institucional integral y 

multisectorial que tenga presencia territorial de acuerdo con las 

necesidades de los pobladores rurales y los atributos del territorio 

En 2017 se cumplieron dos años de la entrada en funcionamiento de nuevas agencias 

y la recomposición de las funciones del sector, lo que ha permitido que MinAgricultura se 

enfoque en generar lineamientos de política para el desarrollo rural del país. 

De acuerdo con lo anterior, el arreglo institucional integral y multisectorial contemplado 

en el PND para asegurar el cumplimiento de las estrategias y objetivos establecidos en el 
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capítulo de Transformación del Campo, inició en diciembre de 2015 con la creación de la 

ADR), la ANT y la Agencia para la Renovación del Territorio (ART).  

La ADR es la entidad del sector responsable de la ejecución de los planes y proyectos 

dirigidos al desarrollo rural a través de la prestación de servicios de asistencia técnica, 

comercialización, infraestructura en riego y drenaje, acceso a activos productivos, 

fortalecimiento asociativo, entre otros. Los planes orientados por la ADR constituyen un 

nuevo instrumento de gestión para el desarrollo agropecuario y rural de los territorios rurales 

del país. Al ser construidos de manera participativa, dichos instrumentos buscan alinear las 

demandas o necesidades de la población rural con la oferta institucional tanto nacional 

como local. Por su parte, los proyectos integrales de desarrollo rural y agropecuario, se 

conciben como una herramienta para alcanzar los objetivos definidos en los planes, 

orientados a la generación de ingresos y al desarrollo de esquemas asociativos que 

permitan una mayor participación de los productores rurales en su desarrollo. A 2017, se 

encontraban en proceso de estructuración y alistamiento un total de 74 proyectos integrales 

de desarrollo agropecuario y rural, que buscan beneficiar a cerca de 13.555 productores; 

así mismo, se ha iniciado la elaboración de 10 proyectos integrales de desarrollo 

agropecuario y rural en los departamentos de Antioquia, Atlántico, Boyacá, Caldas, Cesar, 

Huila, Magdalena, Meta Nariño y Tolima. 

Por su parte, la ANT es la autoridad máxima de tierras del país y la encargada de la 

ejecución de la política de ordenamiento social de la propiedad, de garantizar el acceso a 

la tierra como factor productivo, además de promover la seguridad jurídica de los derechos 

de la propiedad sobre la tierra y administrar los terrenos de la Nación para su uso adecuado.  

De otro lado, la ART coordina la intervención de las entidades territoriales y nacionales 

en materia de reactivación económica, social y de fortalecimiento institucional, en los 

municipios priorizados que hacen parte de los Programas de Desarrollo con Enfoque 

Territorial (PDET), derivados del acuerdo de paz. Además, la ART es la encargada de 

direccionar los procesos para la transformación de los territorios priorizados mediante la 

articulación institucional y la participación efectiva en el marco de los Planes de Renovación 

del Territorio. 
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VII Seguridad, justicia y democracia para la 
construcción de paz 

Garantizar las condiciones de seguridad, justicia y democracia es fundamental para la 

gobernabilidad y el tránsito hacia la paz. A través de dos perspectivas complementarias: el 

fortalecimiento de los roles del Estado para el goce efectivo de derechos de todos los 

habitantes del territorio, y la justicia transicional y derechos de las víctimas para la 

superación de brechas originadas por el conflicto armado, el PND promueve intervenciones 

integrales que abonen el escenario de posconflicto en el que hoy se encuentra Colombia, 

a través de los siguientes ocho objetivos:  

1. Proveer seguridad y defensa en el territorio nacional. 

2. Promover la prestación, administración y acceso a los servicios de justicia con 

un enfoque sistémico y territorial. 

3. Fortalecer las instituciones democráticas para la promoción, respeto y 

protección de derechos humanos, la construcción de acuerdos sociales 

incluyentes y la gestión pacífica de conflictos. 

4. Fortalecer la articulación del Estado en un marco de Política Criminal 

coherente, eficaz y con enfoque restaurativo. 

5. Enfrentar el problema de las drogas desde una perspectiva integral y 

equilibrada. 

6. Avanzar hacia la garantía del goce efectivo de derechos de las víctimas en 

Colombia. 

7. Fortalecer y articular los mecanismos de transición hacia la paz. 

8. Consolidar la acción integral contra Minas Antipersonal (MAP). 

 

A través de los ocho objetivos, el Gobierno nacional implementó acciones de política 

pública que permitieron lograr un cumplimiento promedio del 84,4% para 2017. Los 

resultados de estos objetivos y las acciones desarrolladas en esta estrategia se presentan 

en las siguientes secciones de este capítulo. 

 

Objetivo 1. Proveer seguridad y defensa en el territorio nacional  

El país se encuentra ante un nuevo escenario, donde los retos no cesan, sino que se 

han transformado. El escenario de posconflicto que hoy tenemos ha requerido la 

reformulación de las estrategias para enfrentar las nuevas amenazas. Consolidar una paz 
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estable y duradera requiere de una Fuerza Pública fuerte y efectiva para enfrentar los 

nuevos retos de la seguridad pública y de la convivencia ciudadana.  

A. Garantizar la seguridad y convivencia ciudadana a los pobladores del 

territorio nacional 

 La seguridad y convivencia ciudadana están en uno de los primeros lugares de la 

agenda pública del país. La Fuerza Pública mantiene una lucha frontal contra las principales 

modalidades delictivas, sin embargo, la impunidad y condiciones sociales influyen para que 

algunos indicadores no hayan logrado los resultados deseadaos.  

Avanzar en la prevención social y situacional del delito es prioritario, por ello, durante 

el cuatrienio, se fortaleció el Plan Modelo Nacional de Vigilancia Comunitaria por 

Cuadrantes –MNVCC-, donde en la actualidad existen nivel nacional 4.882 cuadrantes en 

el país en 1.094 municipios, 17 áreas metropolitanas y 34 departamentos de Policía.  

Durante 2017, el SIES se ha fortalecido con la instalación de 2.509 cámaras de video 

vigilancia en 16 municipios a nivel nacional (Gráfico 28), de esta manera se logró 

sobrepasar la meta establecida para la vigencia en 79 p.p.. Por otra parte, bajo lineamientos 

estandarizados de seguimiento y evaluación del SIES, se asistieron técnicamente 32 

entidades territoriales en la implementación de Planes Integrales de Seguridad y 

Convivencia Ciudadana. 

Gráfico 28. Cámaras de vigilancia instaladas, 2017. 

 

Fuente: DANE 

A diciembre de 2017, se han puesto en marcha 557 proyectos de infraestructura para 

las ciudades y municipios en materia de integración para la convivencia. De manera 

complementaria, 835 proyectos financiados por el Fondo de Seguridad y Convivencia 
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Ciudadana (FONSECON) fueron implementados: 11 Centros Administrativos Municipales, 

557 Centros de Integración Ciudadana, 41 proyectos de Infraestructura Física para la 

Seguridad, 190 proyectos de movilidad y 36 Escuelas de Formación.  

En 2017, la tasa de homicidios siguió en descenso y logró ser la más baja en 41 años 

en el país, al ubicarse en 24,5 por cada cien mil habitantes, cumpliendo la meta en un 50% 

(Gráfico 29). Frente a 2016 se registraron 1,95% menos casos. En 2017, un 26,8% de 

municipios (295) no registraron casos de homicidio.  

Gráfico 29. Tasa de homicidios por cada cien mil habitantes, 2006-2017. 

 

Fuente: Observatorio del delito, DIJIN. Policía Nacional. 

Aunque la tasa de homicidio se ha reducido sustancialmente en los últimos años, la 

población percibe que existe un número alto de homicidios en el país. De acuerdo con la 

EPC (DNP 2017), el 58,5% de colombianos encuestados estima que este delito aumentó 

en los últimos 12 meses.  

La confrontación entre integrantes de bandas criminales y la sucesión jerárquica de las 

estructuras delincuenciales está impactando negativamente en la meta. Por su lado, la 

intolerancia social que se refleja en las riñas callejeras, el consumo de sustancias 

psicoactivas y bebidas embriagantes también ocasionan homicidios en el país. 

El número de casos de extorsión registró un aumento de 8,9% en 2017 frente a 2016, 

con lo que la tasa de extorsión por cada cien mil habitantes se ubicó en 10,8, razón por la 

cual no se cumplió con la meta prevista —9,6 puntos—. Por su parte, los secuestros se 

redujeron en un 6,8%, al pasar de 207 en 2016 a 193 casos al cierre de 2017 —-la cifra 

más baja en los últimos 20 años—, con lo que se cumplió la meta establecida para el año 

—207 casos— (Gráfico 30). 
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Gráfico 30. Secuestro y extorsión, 2016-2017. 

 

Fuente: Observatorio del delito, DIJIN. Policía Nacional. 

 Se observa avances en el comportamiento de los diferentes tipos de hurto, sin 

embargo, el hurto a personas aumentó en un 20,2% respecto a 2016, la tasa se ubicó en 

357,6 por cada cien mil habitantes. Por su parte, los demás hurtos presentan un mejor 

comportamiento; el delito de hurto a residencias disminuyó en un 1,7%, al pasar de 24.139 

casos en 2016 a 23.720 casos en 2017— 419 casos menos que en 2016—, el delito de 

hurto a comercio disminuyó en un 2,3%, al pasar de 23.037 casos en 2016 a 22.498 casos 

en 2017 —539 casos menos que en 2016 y el hurto a entidades financieras se redujo en 

22 casos en 2017 frente al año anterior (Gráfico 31). 

Gráfico 31. Hurto a personas y hurto a residencias, 2016-2017. 

 

Fuente: Observatorio del delito, DIJIN. Policía Nacional. 

 

La reducción del delito de hurto a celular sigue sin cumplir la meta. Entre otras 

causas por falta de bloqueo inmediato por parte de los operadores de IMEI, falta de 
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regulación al funcionamiento de los establecimientos dedicados al servicio técnico y 

reparación de celulares, inexistencia de verificación de datos frente a la activación de líneas 

prepagos, impunidad, fallas en el sistema penal, inexistencia de regulación frente a la venta 

de SIMCARD, falta de verificación, por parte de los operadores, del diligenciamiento de los 

campos obligatorios de la víctima, frente al reporte del hurto del celular, lo cual impide la 

judicialización. 

Se están implementando acciones permanentes para reducir el delito como: promover 

denuncia ciudadana, fortalecimiento del marco legal y desarticular organizaciones de 

carácter transnacional. Así mismo, se trabaja en el fortalecimiento interinstitucional entre el 

Grupo de Patrimonio Económico de la DIJIN, la Dirección de Vigilancia y Control del MinTIC, 

la Comisión de Regulación de Comunicaciones (CRC) y los delegados de los diferentes 

operadores de telefonía móvil.  

En general, el hurto es uno de los delitos que más preocupa a la población y que afecta 

la percepción de seguridad de las ciudades. En la EPC (DNP 2017), se denota que el 77,7% 

de las personas considera que este delito ha aumentado en el país. 

La puesta en marcha de actividades lúdicas, pedagógicas y de integración social y 

ciudadana permiten fortalecer la promoción del respeto y la convivencia. Para ello, en 2017 

el Gobierno nacional erigió dos Centros de Integración Ciudadana en los municipios de 

Túquerres —Nariño–, Chiquinquirá —Boyacá—, alcanzando el cumplimiento de la vigencia 

en un 50%. 

B. Enfrentar de manera exitosa los retos en materia de seguridad pública  

El 2017 fue un escenario de transformación, la desmovilización y entrega de las armas; 

planteó un nuevo escenario estratégico en el país. No obstante, persiste la amenaza del 

ELN, por ello, se requiere de un trabajo conjunto y coordinado entre las Fuerzas Militares y 

la Policía Nacional para reducir y enfrentar de manera exitosa la amenaza. Hoy, el 98,5% 

de los municipios del país no tienen presencia de GAML y, en el marco de las acciones 

emprendidas por la Fuerza Pública, 1.711 miembros de GAML fueron neutralizados en 

2017. 

Si bien se avanzó en la reducción de atentados contra la infraestructura eléctrica y vial, 

aún los oleoductos son materia de especial preocupación. Durante 2017 se presentaron 63 

atentados contra oleoductos en el país, resultado que afectó el cumplimiento de la meta 

proyectada.  

El crimen organizado se convirtió en uno de los principales retos para el mantenimiento 

de la tranquilidad en el territorio. Los Grupos Armados Organizados (GAO) y los Grupos 

Delincuenciales Organizados (GDO) están siendo perseguidos por la Fuerza Pública. En 

2017, aproximadamente 3.150 miembros de estos grupos fueron neutralizados. Las 
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operaciones Agamenón I y II han ejercido una presión implacable contra estas bandas 

criminales y particularmente contra el “Clan del Golfo”.  

 Por otro lado, sigue la lucha entre GAML, GDO y GAO por el control de las economías 

ilegales. Para contrarrestar los efectos del narcotráfico, contrabando y la minería criminal, 

la Fuerza Pública emprendió acciones que en 2017 permitieron intervenir 3.058 minas con 

lo que se cuadruplicó el cumplimiento de la meta. Adicionalmente, se logró incautar 327 

maquinarias amarillas29; y 2.279 personas fueron capturadas por dedicarse a la minería 

ilegal.  

El ciberespacio es la red interdependiente de infraestructuras de tecnología de la 

información, que incluye internet y otras redes de telecomunicaciones, sistemas 

computacionales, procesadores integrados y controladores de industrias críticas 

(Mindefensa 2009). En relación con el manejo de delitos asociados a la seguridad 

cibernética, se ha fortalecido el Grupo de Respuestas a Incidentes Cibernéticos de 

Colombia, las Fuerzas Militares (FF.MM.) y la Policía Nacional con los medios técnicos 

necesarios para contrarrestar los incidentes cibernéticos. Durante 2017, se atendieron 

8.090 incidentes, cumpliendo la meta en 100% (8.070). Sigue evidenciándose que la 

modalidad más utilizada por los ciberdelincuentes es la estafa por compra y/o venta de 

productos y servicios en internet seguido por suplantación de identidad. 

C. Fortalecer las acciones de bienestar, moral combativa y seguridad 

jurídica de la Fuerza Pública 

El sistema de salud de la Fuerza Pública ha enfrentado grandes retos en los últimos 

años, y se encuentra en un momento de transformación para hacerlo sostenible en el 

tiempo. En cuanto a la rehabilitación integral, la entrada en funcionamiento de la Dirección 

del Centro de Rehabilitación Inclusiva permitió atender en 2017 a 1.338 pacientes, lo 

anterior permitió que la meta se cumpliera en 33% más de lo proyectado.  

En relación con vivienda para miembros de la Fuerza Pública, 20.337 soluciones de 

vivienda se otorgaron en 2017, y en lo corrido del cuatrienio ya llegan a 51.590.  A través 

de Héroes Fondo de Solidaridad, ferias inmobiliarias e impulso al modelo de vivienda 

leasing se cumplió la meta encima de 10 p.p en 2017. 

D. Modernizar y fortalecer las instituciones de seguridad y defensa 

La transformación de la Fuerza Pública ha contado con un componente de 

profesionalización muy fuerte, a través del fortalecimiento del sistema educativo. El proceso 

de formación de los uniformados debe ser constante y alineado con las necesidades del 

                                                

29 Retroexcavadoras y Buldócer usadas para minería 
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sector, de manera que se desarrollen las competencias, habilidades y conocimientos 

requeridos para el cumplimiento de los objetivos institucionales. En 2017, 1.417 miembros 

de la Fuerza Pública se graduaron en programas de formación avanzada, lo cual implica 

que el resultado sobrepaso la meta en 10 p.p.  

Así mismo, los egresados de las Escuelas de formación de la Fuerza Pública con nivel 

de inglés A2 y B1 es de 4.940 uniformados: 1.685 en nivel A2 y 3.255 en nivel B1. Lo 

anterior implicó que la meta se cumpliera seis veces más de lo esperado. 

A 2017, 1.067 miembros activos o retirados de la Fuerza Pública han sido beneficiarios 

con solicitud de defensa técnica activa por medio del Fondo de Defensa Técnica 

Especializada (Fondetec), lo cual implica un avance de la meta del 88,9% en 2017. 

Finalmente, también se destaca el Plan de Modernización Territorial Institucional (MTI) 

de la Policía Nacional, la puesta en marcha del modelo de planeación por capacidades y la 

creación de la Unidad Especial para la Edificación de la Paz.  

E. Fortalecer la inteligencia estratégica y contrainteligencia de Estado 

para contrarrestar las amenazas, identificar oportunidades y 

potenciar los intereses de la Nación 

Desde 2011 las actividades de inteligencia estratégica y contrainteligencia de Estado 

requeridas para el conocimiento de las capacidades y oportunidades económicas, sociales, 

científicas, tecnológicas, ambientales se han consolidado. Hoy, estas actividades son un 

gran aporte para el logro de los fines esenciales del Estado, así como para identificar las 

amenazas y riesgos que afectan la seguridad nacional. 

Haciendo uso de las capacidades técnicas, herramientas, metodologías y análisis 

prospectivos que permiten brindar una visión global de los fenómenos pasados, presentes 

y su incidencia en el futuro, la Dirección Nacional de Inteligencia (DNI) presentó productos 

de inteligencia estratégica y contrainteligencia de Estado, para apoyar la toma de 

decisiones de política pública, con efectos sobre el 54% de los sectores administrativos (13 

sectores). Los productos entregados fueron evaluados por los receptores, con un nivel de 

satisfacción del 100%. 

En cuanto a las tecnologías de la información, y con el fin de potencializar capacidades, 

a 2017, se encuentra terminada la fase I del Sistema de Información Integrado para la 

Inteligencia Estratégica y Contrainteligencia de Estado, y se evidencia un avance del 80% 

en el desarrollo e implementación de la fase II. Este sistema permite soportar y apalancar 

los procesos de planeación, recolección, procesamiento, análisis y difusión, asociados a las 

actividades de inteligencia estratégica y contrainteligencia de Estado.  
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Finalmente, la Dirección Nacional de Inteligencia se ha fortalecido y posicionado, 

actualmente participa de manera activa en el Foro de Servicios de Inteligencia 

Iberoamericanos (FOSII). Este Foro congrega 24 agencias de inteligencia a nivel 

Iberoamericano, y busca fortalecer y desarrollar la cooperación entre los servicios de 

inteligencia que lo integran, para contribuir al mantenimiento de la seguridad regional, 

procurando contrarrestar, entre otros, amenazas comunes emergentes, fenómenos como 

el narcotráfico, el terrorismo y la trata de personas. 

 

Objetivo 2. Promover la prestación, administración y acceso a los 

servicios de justicia con un enfoque sistémico y territorial 

La optimización judicial y el incremento de la oferta institucional ha sido prioritario en 

la construcción de políticas públicas para la paz. Hoy, el país le apuesta a un enfoque 

sistémico y territorial de una justicia con capacidad de respuesta y que brinde igualdad en 

el acceso y en el tratamiento a todos los ciudadanos. 

A. Acciones coordinadas de los operadores del sistema para mejorar la 

administración de justicia y la gestión judicial  

En las zonas de consolidación territorial el Gobierno nacional impulsa los Sistemas 

Locales de Coordinación de Justicia en virtud de las brigadas integrales de servicios 

sociales, el fortalecimiento a los conciliadores en derecho y equidad, y las brigadas móviles 

de justicia, entre otros mecanismos, con el fin de promover el diseño y puesta en marcha 

de modelos territoriales para mejorar la administración de justicia y la gestión judicial en 

zonas y regiones focalizadas con parámetros de afectación en el marco del conflicto armado 

interno. 

B. Fortalecimiento de los Métodos Alternativos de Resolución de 

Conflictos 

Dentro de los mecanismos de construcción de paz, la conciliación es un método de 

resolución de conflictos por medio del cual los ciudadanos definen acuerdos a través del 

diálogo. A su vez, la transición de una cultura del litigio a una de conciliación conlleva un 

mayor relacionamiento entre los ciudadanos, mientras que el fortalecimiento del Sistema 

Nacional de Conciliación da cuenta del aumento en la oferta institucional de justicia no 

formal. 

Con el desarrollo de actividades como la implementación de procesos de intervención 

territorial en y capacitación a conciliadores en equidad, se logró el fortalecimiento de 24 

municipios durante el 2017, superando así en 140% la meta definida para la vigencia. 
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Durante 2017 se realizó el trámite de 120.330 casos ante conciliadores de derecho y 

46.318 casos asociados a conciliadores en equidad, para un total de 166.348 casos 

tramitados, lo cual significa el que se cumplió la meta prevista para dicho año —134.000 

casos—. 

MinJusticia adelanta en los centros de conciliación y arbitraje las jornadas gratuitas de 

conciliación en derecho y de arbitraje social, con el fin de afianzar en municipios que 

cuentan con conciliadores en equidad y el proceso de capacitación presencial en 

competencias, técnicas de negociación y habilidades en resolución de conflictos. 

C. Programas de acceso a la justicia para las personas 

Las acciones adelantadas por MinJusticia, se encuentran orientadas por las 100 

Reglas de Brasilia30 sobre Acceso a la Justicia de Personas en Condición de Vulnerabilidad 

y buscan superar las barreras de acceso a la justicia por intermedio de la implementación 

de instrumentos de atención y orientación a los usuarios de los servicios de justicia. 

A 2017, en dos municipios se construyeron igual número de Centros de Convivencia 

Ciudadana, con el nuevo modelo de atención integral, logrando así, un 50% de la meta. 

Este nuevo modelo garantiza la presencia, atención y la articulación interinstitucional 

necesaria para adelantar los requerimientos de la ciudadanía, la resolución de conflictos y 

la convivencia pacífica. 

Con la incorporación al sistema de información central de 15 Casas de Justicia y cinco 

Centros de Convivencia Ciudadana, en 2017, se afianzaron los mecanismos que permiten 

la consolidación del nuevo modelo de gestión de las Casas de Justicia en el territorio. A 

través del sistema de información central el MinJusticia, reportó la atención de 603.018 

solicitudes, que representan un cumplimiento superior a la meta prevista —525.000—. 

Cabe resaltar que, las Casas de Justicia y los Centros de Convivencia Ciudadana 

interactúan en el sistema de información nacional que contiene la información de la atención 

integral en el Programa Nacional. 

El Gobierno nacional implementó mecanismos tecnológicos con parámetros de 

georreferenciación y exportación de datos web, con el fin de fortalecer los mecanismos de 

atención y orientación a los ciudadanos que requieren los servicios de justicia, con el fin 

que los usuarios obtengan la información veraz para acudir a la institución de justicia que 

se ajuste a sus necesidades. 

                                                

30 Las Reglas de Acceso a la Justicia de las Personas en Condición de Vulnerabilidad fueron aprobadas 

en la XIV Cumbre Judicial Iberoamericana, llevada a cabo en Brasilia (Brasil) los días 4 a 6 de marzo de 2008.  
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D. Fortalecimiento de la calidad y eficacia de la producción normativa 

de la Rama Ejecutiva del orden nacional 

Durante 2017, en la búsqueda del mejoramiento de la calidad y la eficacia de la 

producción normativa se implementó el Sistema Único de Información Normativa (SUIN-

JURISCOL), con el objetivo de viabilizar el conocimiento, acceso y comprensión de la 

producción normativa a nivel nacional. 

Como resultado de esta estrategia, a 2017 la ciudadanía tiene a su disposición de 

manera gratuita un total de 522 normas de carácter general con análisis de vigencia y 

afectación jurisprudencial en el SUIN–JURISCOL, sobrepasando la meta de 53.000 normas 

disponibles en el sistema.  

E. Prestación, Inspección y Vigilancia de los servicios registrales y 

notariales del país 

En la búsqueda para garantizar la seguridad jurídica de los derechos de propiedad de 

bienes inmuebles en el país, el Gobierno nacional logró integrar en el sistema de 

información notarial los datos de 641 notarias a nivel nacional, consolidando el sistema 

registral y el sistema notarial. 

Con el fin de contar con 21 círculos registrales nuevos y reorganizados al final del 

cuatrienio, en 2017, se adelantaron acciones encaminadas a la gestión de proyectos para 

la creación y supresión de círculos registrales. 

F. Colaborar con la Rama y órganos del sistema de justicia en la 

implementación de las apuestas estratégicas para garantizar el 

derecho a la justicia 

La ley 1743 de 2014 impulsa la puesta en marcha de sistemas de oralidad y el 

mejoramiento de la administración de justicia por medio de mecanismos de financiamiento 

para apoyar y fortalecer a la Rama Judicial, con el fin de establecer en el país una justicia 

más eficiente, en el marco del principio de colaboración armónica y en respeto a su 

independencia y autonomía.  

Junto con el Gobierno nacional el Consejo Superior de la Judicatura desarrolla 

acciones, como la creación de cargos de carácter permanente, que promueven el 

fortalecimiento en la prestación de los servicios de justicia y el acceso de los ciudadanos a 

la misma, atendiendo la problemática de la congestión judicial, la inestabilidad del sector y 

el aumento en la agilidad de los procesos en curso. 
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Objetivo 3. Fortalecer las instituciones democráticas para la 

promoción, respeto y protección de derechos humanos, la 

construcción de acuerdos sociales incluyentes y la gestión 

pacífica de conflictos 

Con el propósito de garantizar espacios de desarrollo para la ciudadanía, el Gobierno 

ha trabajado en la consolidación del Sistema Nacional de Derechos Humanos y Derecho 

Internacional Humanitario (SNDH), mediante el cual se ejercen acciones dirigidas a la 

promoción, protección y defensa de los derechos humanos en Colombia. 

A. Sistema de gestión integral para el fortalecimiento de la participación 

ciudadana y la planeación participativa 

La implementación de modelos de gobernanza colaborativa que articulan las 

instancias, mecanismos y canales de participación existentes han generado el 

fortalecimiento de los espacios de participación ciudadana como resultado de una 

vinculación de la comunidad en la planeación, implementación, seguimiento y evaluación 

de políticas públicas transversales que benefician en diferentes niveles a la población. 

La utilización del Índice de Capacidad Organizacional (ICO), busca identificar el nivel 

de desempeño real de las organizaciones y las acciones que conllevan a su mejoramiento, 

para esta estrategia se realizó la caracterización y acompañamiento a 25 organizaciones 

comunales en el país, duplicando el avance de la meta propuesta. 

A nivel regional, la Procuraduría Regional junto con la Contraloría Regional y/o 

Departamental, el delegado de la Defensoría del Pueblo, de la Escuela Superior de 

Administración Pública y un delegado del Departamento Administrativo de la Función 

Pública prestaron acompañamiento en la elaboración y ejecución de los planes de acción 

de las veedurías en 8 Redes Institucionales Departamentales de Apoyo a las Veedurías 

Ciudadanas, de los departamentos de Boyacá, Bolívar Caldas, Cauca, Chocó, 

Cundinamarca, Guaviare y Meta, por medio de convocatorias realizadas por el Ministerio 

del Interior (MinInterior), alcanzando así el 100% de la meta establecida. 

B. Fortalecimiento de los mecanismos de representación democrática y 

participación electoral 

El Gobierno nacional desarrolla acciones encaminadas a promover en los ciudadanos 

competencias de participación, información, respeto y protección de los Derechos 

Humanos, la construcción de acuerdos sociales incluyentes y adecuación tecnológica para 

garantizar el ejercicio libre del derecho a elegir. En 2017, se cumplió con la meta 

establecida, al  la formación de 2.381 jóvenes y mujeres en liderazgo político, se enfocó en: 



 

134 

1) derechos iguales para hombres y mujeres, 2) protección de los derechos humanos de 

las mujeres como responsabilidad de todos los estados por medio de la socialización de 

acuerdos, 3) difusión de la Ley Estatutaria de Participación, 4) fortalecimiento del liderazgo 

femenino, 5) socialización de la Unidad de Recepción Inmediata para la Transparencia 

Electoral (Uriel), 6) delitos electorales, 7) funciones de las mujeres en cargos de elección 

popular, 8) marketing político, 9) presupuestos participativos, y 10) socialización de 

acuerdos. 

C. Fortalecimiento del Sistema Nacional de DD.HH. y DIH (SNDH) como 

herramienta de articulación y coordinación de las entidades del 

orden Nacional y territorial 

La Consejería Presidencial para los Derechos Humanos (Consejería DD.HH.), impulsó 

el cumplimiento de cinco medidas de reparación ordenadas en sentencias proferidas por la 

Corte Interamericana de Derechos Humanos. De esta manera, con el fin de cumplir sus 

obligaciones internacionales y aportar en la reparación integral de las víctimas, la 

Consejería DD.HH. realizó las siguientes medidas: 1) reparación simbólica para dignificar 

la memoria de Oscar Orlando Bueno Bonnet, 2) acto público por la masacre de Belén 

Altavista, 3) acto simbólico en el que el Estado colombiano pidió perdón por el secuestro y 

asesinato de Rubén Darío Arroyave, 4) placa simbólica por la masacre de Belén Altavista y 

5) acompañamiento por la masacre de Belén Altavista. Se realizaron también acuerdos de 

cumplimiento de recomendaciones y soluciones amistosas suscritos ante la Comisión 

Interamericana de Derechos Humanos, lo que representa un avance del 100% respecto a 

la meta propuesta. 

En 2017, la Consejería DD.HH. impulsó y desarrolló acciones en materia de la 

apropiación de la Política de Derechos Humanos: 1) a nivel institucional; y 2) otros espacios 

de interlocución y diálogo con las ONG y sociedad civil. Además, se realizaron actividades 

de asistencia técnica en diferentes entidades territoriales con mayor énfasis en territorios 

donde se ha priorizado la política pública de DD.HH. En este sentido, se reportaron 16 

entidades territoriales asistidas técnicamente y se consolidó en otras diez entidades para el 

funcionamiento de la instancia de DD.HH. departamental y la implementación de política de 

DD.HH. conforme a la Estrategia Nacional para la Garantía de los DDHH. Esto da como 

resultado un cumplimiento de la meta en 25 p.p. por encima de lo fijado. 

Finalmente, en 2017, la Consejería DD.HH. con la Secretaría Técnica de la Comisión 

Intersectorial para la Prevención del Reclutamiento, Utilización y Violencia Sexual contra 

Niños, Niñas y Adolescentes, se realizó un proceso para representar gráficamente el 

espacio denominado la cartografía participativa, con el fin de construir el territorio de forma 

colectiva, otorgar legitimidad al conocimiento colectivo producido, así como sistematizar los 

resultados para que sean comunicados y formen parte de los recursos en la toma de 
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decisiones sobre un territorio. Mediante esta cartografía, los técnicos analizan la presencia 

de factores de riesgo y las estrategias, programas o proyectos de prevención para las 

violaciones y vulneraciones, con base en la percepción de funcionarios y habitantes de los 

municipios asistidos (Consejería DD.HH.2017). Todo lo anterior, ha contribuido al 

fortalecimiento del Sistema Nacional de Información de Derechos Humanos, 

particularmente el derecho de los niños y niñas.  

D. Política de cultura de paz y ejercicio de los DD.HH. 

En el marco del proyecto de educación en derechos humanos y cultura de paz 

desarrollados, en 2017, se implementó la Política Integral de DD.HH.—Plan Nacional de 

Educación en DDHH— en territorio con el propósito de lograr una transformación cultural 

hacia la paz y promoviendo la implementación del Plan Nacional de Educación en DD.HH. 

y Paz.  

En lo corrido del 2017 se implementaron las estrategias de cultura en DD.HH.: 1) 

Comunicando sobre Derechos Humanos: Aprendizaje y Retos desde las Organizaciones 

Sociales, y 2) Comunicando sobre Postconflicto y DD.HH.: Aprendizajes y Retos desde los 

Periodistas y los Medios de Comunicación, por parte de la Consejería DDHH a través del 

Sistema Nacional de Derechos Humanos, el cual se consolida como un espacio de 

articulación y coordinación institucional entre las entidades del nivel nacional y territorial, en 

pro de la estrategia nacional de Derechos Humanos. 

Con respecto al proceso de implementación de la política, la Consejería realizó siete 

talleres en municipios estratégicos, para fortalecer competencias ciudadanas y realizar 

asistencia técnica a los gobiernos locales para el posicionamiento de proyectos enfocados 

en Cultura y Educación en Derechos Humanos. 

En segundo lugar, se encuentran los cursos de formación virtual en DD.HH.31 mediante 

el SENA y Organización de Estados Ibero- americanos (OEI). Estos cursos se desarrollaron 

de manera virtual y gratuitamente, y buscaron brindar herramientas y conocimientos sobre 

DDHH para aportar en la construcción de una cultura de paz y reconciliación desde la 

cotidianidad.  

                                                

31El curso virtual “La clave es Derechos Humanos”, es una herramienta que permite incrementar la 

comprensión de los DD. HH. y el Derecho Internacional Humanitario (DIH) en los servidores públicos, además 

de incentivar capacidades sobre la cultura y educación en Derechos Humanos dentro del sector público. El 

curso contiene temáticas relacionadas con: 1) aspectos generales de los DD.HH. y el DIH; 2) derechos civiles 

y políticos; 3) Derechos Económicos, Sociales y Culturales (DESC); 4) derechos colectivos y ambientales; y 5) 

herramientas para ser un formador en DD. HH. 
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En 2017, la Consejería DDHH participó en el campamento “GENeración PAZcifica”; 

esta estrategia de movilización del Plan de Formación para la Ciudadanía liderada por el 

MinEducación contribuye a educar en paz y, aporta al desarrollo y a la práctica de 

competencias ciudadanas para el ejercicio de los derechos humanos. 

Por otra parte, en el marco de la estrategia de fortalecimiento de capacidades, a 

diciembre de 2017 se logró asistir técnicamente 182 entidades territoriales en procesos de 

diseño, implementación y seguimiento de planes, programas y proyectos en materia de 

DD.HH., cumpliendo el 100% de la meta establecida. La asistencia técnica consistió en 

entregar a las administraciones departamentales y municipales herramientas teóricas y 

metodológicas para que, en el marco de sus competencias diseñen, implementen y realicen 

seguimiento a planes, programas y proyectos que generen condiciones para el ejercicio de 

los derechos humanos, cumpliendo las obligaciones legales del Estado.. 

Finalmente, a diciembre de 2017 se aprobaron proyectos en cinco municipios para la 

promoción de transformación de ideas, imaginarios, creencias, discursos y prácticas que 

consoliden una cultura de Paz, así como el ejercicio de los DDHH y la aplicación del DIH 

en el país. De esta manera se logró cumplir la totalidad de la meta planeada para la 

vigencia. 

E. Programa de protección de personas, grupos y comunidades en 

riesgo extraordinario y extremo 

En el marco del posconflicto la Unidad Nacional de Protección (UNP), aumentó el nivel 

de eficacia en su gestión asociados a los mecanismos de recepción de las solicitud de 

protección, logrando un 99,9% de avance respecto a los compromisos establecidos para el 

fortalecimiento de la capacidad estatal de protección a personas, grupos y comunidades en 

situación de riesgo extraordinario o extremo en 2017. 

Así mismo, a 2017 se llevaron a cabo 43 evaluaciones de riesgo con enfoque 

diferencial a colectivos, grupos y comunidades por parte de la UNP, gracias a la estrategia 

establecida la cual atiende las amenazas de las cuales son víctimas personas, grupos o 

comunidades con diferentes niveles de riesgo, de esta forma se sobrepasa en 85,7% la 

meta proyectada. 
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F. Fortalecimiento de los procesos autónomos de los grupos étnicos 

para orientar, decidir, administrar y planear sus proyectos de vida 

colectivos en sus territorios, garantizando el reconocimiento de sus 

cosmovisiones, modelos de pensamiento y formas organizativas 

propias 

Dentro de los Objetivos de Desarrollo del Milenio que se asocian al PND, se enfatiza 

en la necesidad de definir un enfoque diferencial étnico para el desarrollo social y 

económico del país, el MinInterior implementa mecanismos competentes para el desarrollo 

efectivo de los procesos de consulta previa con los grupos y comunidades étnicas que así 

lo requieren a nivel nacional, respetando su cosmovisión y desarrollo territorial. 

En ese sentido, en 2017 se realizaron 2.076 protocolizaciones con comunidades 

étnicas para armonizar sus intereses con el desarrollo sostenible del país, en el marco de 

la ejecución de proyectos, obras o actividades (POA). Con lo anterior se triplica la meta 

establecida de 577 protocolizaciones para la vigencia. Adicionalmente se expidieron 1.485 

certificaciones de presencia de comunidades étnicas en el área de influencia de POA, que 

implica el cumplimiento en 101,85% de la meta propuesta. 

Por último, en 2017, el Gobierno nacional mejoró significativamente la gestión referente 

a estos procesos, reduciendo el promedio de meses que dura la consulta previa (de 5,4 

meses se redujo a cuatro) para 2.074 comunidades, con un cumplimiento de la meta del 

83,33%. 

G. Implementación de la Política Pública para Población LGBTI 

Durante la vigencia, el Gobierno nacional socializó el documento de consulta referente 

a la Política Pública Nacional orientada hacia las poblaciones lesbianas, gais, bisexuales, 

transexuales e intersexuales (LGBTI) a través de espacios participativos, jornadas de 

socialización y convocatorias a organizaciones y activistas de ciudades y municipios del 

país, con el fin de superar la exclusión económica, social, política y cultural de esta 

comunidad en el país, y adicionalmente, apropiar a dicha comunidad en ocho 

departamentos focalizados: Antioquia, Arauca, Guainía, Nariño, Santander, Sucre, Tolima 

y Valle del Cauca. 

Durante 2017, MinInterior socializó el título de garantía de derecho de las víctimas de 

los sectores sociales LGBTI y personas con orientaciones sexuales no normativas por 

intermedio de encuentros nacionales, que contaron con la participación de diferentes 

entidades del orden nacional. 
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H. Prevención, asistencia integral y protección a las víctimas de trata de 

personas 

El Gobierno nacional presenta como uno de sus objetivos la visibilización y prevención 

de la trata de personas, que es considerada como una de las clases de esclavitud moderna, 

el cual se adelantará a través de medidas de asistencia técnica en la metodología de 

formulación del plan de acción para la estrategia nacional contra la trata de personas, la 

cual se lleva a cabo en los comités departamentales destinados para tal fin. 

Bajo este enfoque, durante 2017 se brindó asesoría y acompañamiento en la 

formulación de 10 Planes de Acción de los Comités Departamentales de Lucha contra la 

trata de personas y la inclusión de la estrategia nacional, para los departamentos de Sucre, 

Norte de Santander, Antioquia, Valle del Cauca, Quindío, Magdalena, Caldas, Caquetá, 

Arauca y Cauca, logrando un cumplimiento del 100% en la meta de la vigencia. 

 

Objetivo 4. Fortalecer la articulación del Estado en un marco de 

Política Criminal coherente, eficaz y con enfoque restaurativo 

El Gobierno nacional ha diseñado una política criminal que trate de dar una respuesta 

efectiva a diversos fenómenos criminales en los que se encuentran el crimen organizado, 

el crimen ordinario y las infracciones menores. Así mismo, se han adelantado acciones para 

mejorar el funcionamiento del sistema penitenciario y carcelario y fortalecer el papel de la 

justicia restaurativa. 

A. Política criminal eficaz y coherente 

El Gobierno promovió un proyecto que impulsa la consolidación de la política criminal 

y penitenciaria en el país, en el que se establecen actividades relacionadas con la prisión 

domiciliaria, suspensión de la ejecución de la pena, libertad condicional, régimen especial 

para subrogados y permisos penitenciarios, tratamiento penitenciario, sustitución de la 

detención preventiva, sustitución de la ejecución de la pena, entes territoriales e integración 

territorial, entre otros. 

A su vez, se elaboró un documento que contiene un análisis de la proporcionalidad de 

las penas en la legislación penal colombiana, aportando información como insumo para 

definir un estado del arte en relación con el catálogo de delitos y penas del actual sistema 

penal colombiano.  

A diciembre de 2017 la población intramural en el país fue de 114.750 personas; sin 

embargo, el Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario (Inpec), dentro de los 135 

Establecimientos de Reclusión del Orden Nacional (ERON) cuentan con la capacidad de 
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instalar a 79.211 personas, lo cual genera un hacinamiento carcelario del 44,87%. Lo 

anterior gracias a los esfuerzos desarrollados a lo largo de la vigencia se crearon 1.832 

nuevos cupos carcelarios en tres Establecimientos de Reclusión del Orden Nacional 

(ERON) diferentes.  

Finalmente, en 2017 se logró que 6.114 personas accedieran a programas de 

tratamiento penitenciario para su resocialización, sobrepasando cuatro veces la meta de la 

vigencia, en virtud de la estrategia para la atención social y resocialización. 

B. Atención integral a los adolescentes vinculados al Sistema de 

Responsabilidad Penal para Adolescentes (SRPA), desde un enfoque 

pedagógico y restaurativo 

El ICBF se ha propuesto garantizar el ejercicio de los derechos —en identidad, salud 

y educación— a la totalidad de adolescentes con más de seis meses de permanencia en el 

Sistema de Responsabilidad Penal para Adolescentes (SRPA) sancionados con medida 

privativa de libertad en Centros de Atención Especializados (CAE). A 2017, el 96% de los 

adolescentes contaron con la plena garantía de sus derechos. Así mismo, en 2017, el 50% 

de los jóvenes que egresaron del último año del SRPA por cumplimiento de sanción 

privativa de la libertad fueron atendidos con estrategias post-egreso o inclusión social. Lo 

anterior, contribuye a la vinculación de aquellos jóvenes a los servicios básicos y el 

fortalecimiento en competencias para la vida, la participación comunitaria y la generación 

de redes de apoyo que previenen la reincidencia en el delito y les permite mejorar su calidad 

de vida y la de sus familias.  

De manera paralela, durante 2017 se continuó brindando asesoría, orientación y 

acompañamiento técnico en la implementación de procesos de formación en prácticas 

restaurativas a las unidades de servicio de atención a adolescentes y jóvenes del SRPA a 

nivel nacional. Con lo anterior, se logró la implementación de este proceso en el 84,8% de 

las unidades de servicio, lo cual representa más del 100% de cumplimiento sobre la meta 

planteada para esta vigencia. 

C. Fortalecimiento de la inteligencia económica y financiera para el 

control del lavado de activos 

La desarticulación financiera de redes criminales es prioritaria en la lucha contra 

economías ilegales. Por ello, se definió una estrategia dirigida a fortalecer el sistema de 
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Anti Lavado de Activos y Contra la Financiación del Terrorismo32, el cual se encuentra en 

capacidad de funcionamiento del 82%, cumpliendo en un 96,5% la meta para 2017.  

Las inversiones realizadas en esta plataforma han permitido aumentar las 

infraestructuras tecnológicas, así como mejorar el capital humano, lo que se ha traducido 

en una mayor capacidad para analizar la información sobre las transacciones de las 

entidades públicas y los privados. Este aumento, en compañía de una gestión de la Unidad 

de Información y Análisis Financiero (UIAF) con las diferentes superintendencias, ha 

logrado un aumento del 17% en el número de entidades que suministran información de 

22.470 en 2016 a 26.470 en 2017, hoy 4.660 entidades o empresas adicionales reportan 

información con respecto a la meta establecida para 2017. 

Los esfuerzos realizados por la UIAF permitieron identificar un total de 99 redes 

criminales en 2017, lo que equivale a un cumplimiento de 98 p.p más de la meta anual. En 

2017 el número de redes criminales detectadas aumentó un 71%, lo que significó la 

identificación de 41 redes criminales adicionales respecto a lo registrado en 2016. Debido 

a estos avances, la meta del cuatrienio ya fue superada.  

Como parte del compromiso de la UIAF con las regiones, a 2017 se lograron hacer 

seis informes regionales de riesgo de lavado de activos propuestos —uno en 2015, tres en 

2016 y dos en 2017— dando cumplimiento del 100% en lo estipulado para el cuatrienio. A 

los informes realizados de Eje Cafetero, Caribe, Pacífico, Centro Oriente, se suma la 

elaboración de los informes de la región Centro Sur y Llanos en 2017. 

 

Objetivo 5. Enfrentar el problema de las drogas desde una 

perspectiva integral y equilibrada 

El Gobierno colombiano durante el cuatrienio ha intervenido los diversos eslabones de 

la cadena del problema de drogas —p.ej. producción, comercialización, consumo—. No 

obstante, los esfuerzos por reducir las hectáreas cultivadas con hoja de coca en el país no 

han surtido el efecto esperado, por lo que no se cumplió la meta prevista en el PND. En 

201633 estas aumentaron en un 52%, pasaron de 96.000 en 2015 a 146.000 en 2016. De 

acuerdo con el Sistema Integrado de Monitoreo a cultivos ilícitos, la mitad del incremento 

se concentró en los departamentos de Santander y Nariño, no obstante, las hectáreas 

aumentaron en 15 departamentos, en tres se mantuvieron estables y en tres se redujeron. 

                                                

32 Conjunto de actores públicos y privados, herramientas —tecnologías y conocimiento— y mecanismos, que 
se conjugan en el desarrollo de procesos de prevención, detección, investigación y juzgamiento (UIAF 2017) 
33 El dato 2017 será publicado en julio de 2018 por el Sistema de Monitoreo de Cultivos Ilícitos de Naciones 
Unidas. 
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El 63% de los cultivos de coca del país se concentran en los departamentos de Nariño, 

Putumayo y Norte de Santander.  

Por otra parte, y mediante operaciones de erradicación manual de cultivos ilícitos que 

contaron con 41 compañías de erradicación —24 Compañías Antinarcóticos de Seguridad 

de la Erradicación y 17 Direcciones de Carabineros y Seguridad Rural—, 14 secciones del 

Escuadrón Móvil Antidisturbios y 16 Grupos Móviles de Erradicación, se adelantaron 

intervenciones en los departamentos de Amazonas, Antioquia, Arauca, Bolívar, Boyacá, 

Caldas, Caquetá, Cauca, Cesar, Chocó, Córdoba, Cundinamarca, Guainía, Guaviare, 

Huila, La Guajira, Magdalena, Meta, Nariño, Norte De Santander, Putumayo, Risaralda, 

Santander, Tolima, Valle Del Cauca, Vaupés, y Vichada. De esta manera, en 2017 fueron 

erradicadas 52.001 hectáreas de coca, superando la meta para dicho año. 

 

Objetivo 6. Avanzar hacia la garantía del goce efectivo de derechos 

de las víctimas del conflicto armado en Colombia  

Promover el reconocimiento y la acción reparadora e integral de las víctimas es pieza 

fundamental en un escenario de paz y reconciliación, por ello el Gobierno trabaja 

activamente en las medidas de asistencia, atención y reparación integral. 

A. Reparación integral de las víctimas del conflicto armado 

Bajo el reconocimiento que la reparación integral tiene en cuenta las dimensiones 

individuales, colectivas, materiales, morales y simbólicas que van más allá de una 

indemnización monetaria o de la restitución de otros bienes, el Gobierno nacional ha 

garantizado la ampliación de la cobertura de los programas especializados orientados a 

compensar el daño directo sufrido por las víctimas del conflicto armado. Gracias a ello, a 

2017, 503.466 víctimas individuales y colectivas contaron con al menos dos medidas de 

reparación integral. Con ello, se logró un cumplimiento del 60,9% sobre la meta establecida 

para 2017.  

Paralelamente, en 2017 se entregaron 25.953 indemnizaciones a víctimas por hechos 

diferentes al desplazamiento forzado por valor de $522.586 millones. Con estos logros, se 

completó un acumulado de 472.573 hechos victimizantes indemnizados por hechos 

diferentes al desplazamiento y una inversión que supera $3,3 billones.  

Para la población en situación de desplazamiento forzado, se reglamentó la 

indemnización por vía administrativa que es entregada por núcleo familiar y en dinero. En 

2017, fueron beneficiarios 99.197 hogares de esta medida cuya inversión fue de $576.962 
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millones, 309.611 hogares víctimas de desplazamiento han recibido indemnización desde 

2012. 

Así mismo, a través de procesos de justicia y paz, se han otorgado 9.617 

indemnizaciones, 4.432 de ellas durante 2017. Con ello, a 2017, un total de 791.801 

indemnizaciones han sido otorgadas a víctimas del conflicto armado interno —incluyendo 

las relacionadas con procesos de justicia y paz—.  

En materia de generación de empleo para las víctimas, en 2017, 66.760 víctimas en 

materia de enganche laboral fueron atendidas a través de programas de administración e 

intermediación de empleo y formación ocupacional; lo que representa que la meta se 

cumplió en un 76,1%.  

En el 2015 el Gobierno nacional expidió el Decreto 2460 mediante el cual se adoptó la 

Estrategia de Corresponsabilidad, que concreta la aplicación de los principios de 

coordinación, subsidiariedad y concurrencia entre los tres niveles de gobierno. En el marco 

de los mecanismos de coordinación, en 2017, se diseñaron y elaboraron 17 Planes 

Departamentales de Atención y Reparación Integral a las Víctimas, 15 de Reparación 

Colectiva y 35 de Retorno y Reubicación, para un total de 67 planes elaborados, con lo que 

se superó la meta para la vigencia —50 planes de retornos y reubicaciones y reparación 

colectiva articulados entre las entidades nacionales y las entidades territoriales en temas 

estratégicos—. Las gobernaciones que cuentan con estos planes integrales aprobados son: 

Atlántico, Santander, Cauca, Norte de Santander, Meta, Nariño, Bolívar, Putumayo, 

Córdoba, Amazonas, y Huila. 

B. Superación de la situación de vulnerabilidad causada por el 

desplazamiento forzado por la violencia 

En 2015, la Unidad para las Víctimas, como coordinadora del Sistema Nacional de 

Atención y Reparación Integral a las Víctimas (SNARIV), implementó el modelo de 

subsistencia mínima a través del cual se evalúa el nivel de carencias en los que se 

encuentran los hogares víctimas de desplazamiento forzado. Sobre este análisis, se hace 

entrega de la atención humanitaria que permite satisfacer necesidades en materia de 

alimentación, alojamiento y salud. En 2017, de los 1.078.804 hogares viables para la 

entrega de atención humanitaria, 957.378 recibieron dicha atención, lo que significa un 

avance del 89% sobre la meta establecida. Ahora bien, dicho porcentaje de cumplimiento 

se debe exclusivamente al rezago de la información, dado que, en virtud del auto 099 de 

2013, se garantiza el 100% de los recursos para la atención humanitaria. 

La Superación de la Situación de Vulnerabilidad (SSV) se entiende como el 

restablecimiento del ejercicio de los derechos de identificación, salud, educación, vivienda, 
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seguridad alimentaria, reunificación familiar y generación de ingresos34. Para lograrlo, el 

Gobierno nacional ha fortalecido los mecanismos de focalización y regionalización de la 

oferta nacional con el objetivo de satisfacer estos derechos para los hogares víctimas de 

desplazamiento forzado. A 2017, 218.366 víctimas superaron la situación de vulnerabilidad 

causada por el desplazamiento forzado, lo que representó un cumplimiento superior a la 

meta en 40 p.p. Entre 2015 y 2017, 459.055 víctimas han superado su situación de 

vulnerabilidad asociada al desplazamiento forzado.   

Por último, en 2017 el Gobierno nacional formalizó cuatro alianzas estratégicas con 

entidades territoriales para la superación de la situación de vulnerabilidad de las víctimas 

de desplazamiento forzado por la violencia y la reparación integral de las víctimas del 

conflicto armado, en los departamentos de Bolívar, Chocó, Arauca y Boyacá, estableciendo 

un cumplimiento superior a la meta que se propuso para la vigencia —tres alianzas—. 

C. Reparación colectiva a víctimas del conflicto armado 

Las organizaciones sociales y políticas, las comunidades étnicas y los grupos sociales 

que hayan sufrido violaciones a sus derechos colectivos, violaciones graves y manifiestas 

de los derechos individuales de miembros de la colectividad, o que presenten un impacto 

colectivo de la violación de derechos individuales; son sujetos de las medidas de reparación 

colectiva establecidas en la Ley 1448 bajo los criterios de respeto y reconocimiento de 

aspectos como el género, la edad y las diversas formas culturales, así como de los modos 

de vida.  

A 2017, un total de 124 Sujetos de Reparación Colectiva (SRC) contaban con al menos 

dos medidas de reparación administrativa implementadas, lo que representó un 

cumplimiento de 42,1% sobre la meta establecida. Así mismo, ocho SRC étnicos recibieron 

indemnización durante 2017, lo cual llevó a un cumplimiento del 66,67% frente a la meta de 

la vigencia. 

D. Retornos y reubicaciones urbanas y rurales de las víctimas de 

desplazamiento forzado por la violencia y restitución judicial de 

tierras 

La política pública dirigida a las víctimas de desplazamiento forzado contempla como 

una de sus estrategias la implementación de procesos de retorno al lugar de origen y/o 

reubicación en otras zonas del territorio nacional donde se cuente con redes de apoyo y se 

promueva la estabilización socioeconómica de cada hogar.  

                                                

34 Esta medición se estableció en el Decreto 2569 de 2015.  
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En 2017, un total de 70.000 hogares víctimas de desplazamiento forzado —el 100% 

de la meta— fueron acompañados en su proceso de retorno o reubicación por parte del 

SNARIV, en el marco de la ruta integral que implica orientación permanente, caracterización 

y gestión de oferta para esta población. Así mismo, en 2017, 1.212 hogares víctimas 

contaron con esquemas especiales de acompañamiento en retorno o reubicación35, dando 

alcance al 10,54% de la meta de la vigencia, mientras que a lo largo del cuatrienio se ha 

dado acompañamiento a 21.919 hogares víctimas, un 43,84% de la meta del cuatrienio.  

Es así como desde la institucionalidad establecida, el Gobierno nacional a través de 

estrategias de acompañamiento impulsa el retorno y/o reubicación de las víctimas, para 

garantizar el goce efectivo de sus derechos fundamentales, focalizar la oferta institucional 

e inscribir medidas de protección a los predios que presenten riesgo de afectación entre 

otras medidas.  

La Superintendencia de Notariado y Registro en 2017 entregó 9.618 títulos de predios 

formalizados y saneados a víctimas y campesinos en el marco de los convenios 

administrativos, celebrados con las entidades territoriales, en 18 departamentos, lo cual 

permitió cumplir la meta para la vigencia. 

E. Reconstrucción de la memoria y el esclarecimiento de la verdad del 

conflicto armado interno 

Los procesos de verdad, reconstrucción de la memoria y el esclarecimiento de los 

hechos derivados del conflicto armado son una de las apuestas del Gobierno nacional para 

la consolidación de la paz y la garantía de los derechos de las víctimas.  

En esta materia, en 2017, 10.881 personas desmovilizadas contribuyeron a la verdad 

(dando un cumplimiento por encima del 100% de la meta) y por tanto fueron certificadas en 

el marco del mecanismo no judicial de contribución al esclarecimiento de los hechos. Así 

mismo, cinco investigaciones fundamentadas en el esclarecimiento histórico del conflicto 

fueron publicadas, lo cual conllevó al cumplimiento de la meta de la vigencia, entre ellas se 

destacan: 1) Crónicas de violencia sexual y 2) Informe de memoria histórica de la Alta 

Montaña.  

Adicionalmente, en 2017, 301.685 documentos de archivo y colecciones documentales 

de derechos humanos y conflicto armado fueron acopiados y puestos al servicio de la 

ciudadanía; así mismo, un total de 95 iniciativas de memoria histórica fueron vinculadas a 

la red de memoria histórica, y 125.000 hechos victimizantes fueron documentados. 

                                                

35. Incluye Familias en su Tierra de Prosperidad Social y Esquemas Especiales de Acompañamiento de la 
Unidad para las Víctimas. 
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F. Fortalecimiento de mecanismos de coordinación 

Para la vigencia 2017 se adelantaron acciones de acompañamiento técnico y 

fortalecimiento en planeación y coordinación de la política pública de víctimas por parte del 

Gobierno nacional, que conllevaron a la asesoría y asistencia técnica al 100% de las 

gobernaciones y el 80% de alcaldías del país, identificando 120 de estas entidades 

territoriales que cuentan con niveles avanzados de coordinación para la prevención, 

atención, asistencia y reparación integral a las víctimas.  

En 2015, el Gobierno nacional expidió el Decreto 2460, mediante el cual adoptó la 

Estrategia de Corresponsabilidad, que concreta la aplicación de los principios de 

coordinación, subsidiariedad y concurrencia entre los tres niveles de gobierno. En el marco 

de los mecanismos de coordinación se diseñaron y elaboraron Planes Departamentales de 

Atención y Reparación Integral a las Víctimas como se mencionó anteriormente. 

En 2017 se avanzó en la conformación de cuatro alianzas estratégicas con entidades 

territoriales para avanzar en la superación de la situación de vulnerabilidad de la población 

víctima. Estas alianzas fueron: 1) la de “Sures del Caribe”, conformada por 11 municipios 

de los departamentos de Bolívar, Magdalena y Cesar; 2) la alianza del departamento de 

Choco “Alianza Estratégica del San Juan”, conformada por 5 municipios; 3) la alianza en el 

departamento de Arauca, conformada por 2 municipios; y 4) una alianza en el departamento 

de Boyacá, compuesta por 8 municipios. 

 

Objetivo 7. Fortalecer y articular los mecanismos de transición de 

paz 

A. Fortalecimiento de capacidades nacionales y territoriales para la 

construcción de paz 

Los nuevos Contratos Plan para la Paz y el Posconflicto, definidos como vehículos 

para la implementación del Acuerdo Final en el CONPES 3867 de 2016 se conciben como 

un instrumento de gobernanza multinivel para la planeación, priorización y articulación de 

las inversiones para el posconflicto en el territorio, con espacios de participación 

comunitaria para la priorización de inversiones. En 2017 se expidieron cuatro Documentos 

CONPES (3885, 3893, 3894, 3895), mediante los cuales se formalizaron los Contratos Plan 

para la Paz y el Posconflicto entre la Nación y los departamentos de Bolívar y Sucre, 

Caquetá, Guaviare, y Meta, respectivamente. Así mismo, se suscribieron acuerdos 

correspondientes a Contratos Plan para la Paz con los departamentos de Valle del Cauca 

y Guainía, mientras que se avanzó en la estructuración de un Contrato Paz para La Guajira.  
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Además, en 2017, en el marco del plan de expansión definido en el Documento 

CONPES 3822 de 2014, se renegociaron los Contratos Plan piloto de Boyacá, Nariño y Sur 

del Tolima. 

B. Fortalecimiento de la Política de Reintegración Social y Económica 

(PRSE) de excombatientes 

Uno de los retos más importantes del proceso de paz es lograr que personas que 

alguna vez estuvieron alzadas en armas, se reincorporen a la sociedad civil. En vista de 

este contexto, en 2017, la Agencia para Reincorporación y la Normalización (ARN) 

acompañó a 23.269 personas en el proceso de reintegración para el cumplimiento de su 

ruta. Entre ellas, 15.787 personas se beneficiaron en formación académica, formación para 

el trabajo y psicosocial, metas que fueron cumplidas para 2017.  

Además, 4.530 personas culminaron el proceso de reintegración de manera exitosa 

mediante el acompañamiento personalizado en ocho dimensiones: personal, productiva, 

familiar, hábitat, salud, ciudadana, educativa y seguridad, lo cual representa un avance del 

100% con respecto a la meta; esto gracias a que se presentan situaciones como la solución 

de la situación jurídica de las personas en proceso de reintegración, reactivaciones de 

personas36 con un avance significativo en su proceso y cumplimiento de los requisitos en un 

tiempo menor al previsto.  

Por su parte, un total de 2.602 personas en proceso de reintegración accedieron a los 

beneficios de inserción económica, dado que cumplieron con los requisitos necesarios para 

acceder al desembolso ante la disponibilidad presupuestal existente de la ARN. Estas 

personas recibieron el desembolso total para planes de negocio o capital semilla, 

adquisición de vivienda o crédito hipotecario y, educación superior a nivel profesional. 

C. Prevención del constreñimiento y reclutamiento de niños, niñas y 

adolescentes por parte del GAML y grupos delincuenciales 

organizados 

Un eslabón importante para fortalecer los mecanismos de transición de paz es la 

prevención del violencia y reclutamiento de NNA por parte de grupos al margen de la ley y 

grupos delincuenciales. Para esto en 2017 se realizaron acciones en materia de 

seguimiento a los avances de los acuerdos de paz y el tratamiento de los menores 

pertenecientes a las desmovilizadas FARC en la formulación de rutas para la prevención 

del reclutamiento en los municipios priorizados. Adicionalmente, la Secretaria Técnica de la 

                                                

36 Se refiere a aquellas personas en proceso de reintegración a la sociedad que pertenecían a un grupo armado 
al margen de la ley. 
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Comisión Intersectorial para la Prevención de Reclutamiento avanzó en la realización de 18 

talleres de socialización y apropiación de rutas de prevención de reclutamiento, utilización 

y violencia sexual. 

En 2017 se generó un sobrecumplimiento del 87% con respecto a la meta de 2017 —

140—, con un total de 187 municipios con rutas de prevención de reclutamiento, utilización 

y violencia sexual contra NNA implementadas. Por su parte, en 2017, se brindó asistencia 

técnica en formulación de Rutas de Prevención a las siguientes entidades territoriales e 

instancias: Espinal, Cúcuta, Puerto Gaitán, Arauca, Alto Baudó, Tumaco, Bucaramanga, 

Cúcuta, Soledad, Barranquilla, Tierralta, Valencia, Chaparral, Jamundí, Cali, Roldanillo, 

Villavicencio, Tame, Villarrica, Mesetas, Vista Hermosa, Montelíbano, Pasto, Lloro, El 

Playón, Puerto Libertador, La Apartada, Puerto Concordia, Granada, Puerto López, San 

José de Guaviare, Tuluá, El Castillo, Espinal, Ibagué, Guaviaria, Alto Baudó, taller regional 

Urabá y Darién —municipios de Unguía y Apartado—, Comité Departamental de 

Prevención de Norte de Santander, Meta, Caquetá, Tolima, Red de Jóvenes del 

departamento de Córdoba, y Red de Personeros de Catatumbo —municipio de Ocaña—, 

 

Objetivo 8. Consolidar la acción Integral contra Minas Antipersonal  

La Acción Integral contra Minas Antipersonal (AICMA) ha implicado múltiples esfuerzos 

del Gobierno en la búsqueda de reducir el impacto social, económico y ambiental que 

generan las Minas Antipersonal (MAP), donde se articulan acciones en torno al desminado 

humanitario y la educación en el riesgo de minas. Lo anterior con el fin de avanzar en la 

terminación del problema y contribuir a la construcción de una paz territorial estable y 

duradera (Dirección para la Acción contra Minas Antipersonal 2016). 

A. Desminado humanitario (DH) 

En 2017, se cuenta con 50 municipios con planes de intervención de desminado 

humanitario; esto permitió superar la meta prevista —30 municipios—. Estos planes 

permiten desarrollar intervenciones gracias a Descontamina Colombia — Dirección para la 

Acción Integral contra Minas Antipersonal— que continuamente están en actualización 

debido al reporte de desarrollo de las acciones definidas en dichos municipios. Cabe 

resaltar que 11 de los municipios con planes, se declararon libres de sospecha de Minas 

Antipersonal. 
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A partir de estos planes, en 2017 se intervino 590 eventos37 cerrados en municipios 

reportados como libres de sospecha; 1.017 eventos a través de operaciones de Desminado 

Humanitario y 227 incautaciones cerradas. En total, fueron 1.834 eventos con minas 

antipersonal (MAP), municiones sin explotar (MUSE) o artefactos explosivos improvisados 

(AEI), equivalente a un avance del 93,91% frente a la meta establecida para la vigencia 

2017. Con respecto a las áreas peligrosas38 , en 2017 se confirmaron en total 116 áreas, lo 

que representa el cumplimiento del 136,4% de la meta.  

De la misma manera, en 2017, se han liberado 1.932.934 m2 de la siguiente manera: 

1) 209.866,12 m2 en áreas canceladas en operaciones de desminado humanitario39, 2) 

283.046 m2 en áreas reducidas en operaciones de desminado humanitario, 3) 259.783 m2 

en áreas despejadas en operaciones de desminado humanitario, 4) 781.326 m2 a través de 

cualificación de información —582.009,00 en 2016 y 199.317 en 2017—, y 5) 398.913 m2 

en áreas estimadas liberadas en municipios declarados libres de sospecha de 

contaminación. 

B. Educación en el riesgo de minas (ERM) 

La educación en el riesgo de minas hace referencia a procesos dirigidos a la población 

civil encaminados a disminuir la vulnerabilidad de las comunidades afectadas, a través de 

tres componentes: difusión de información pública, educación y capacitación, y gestión del 

riesgo comunitario. Dentro de las acciones que se llevan a cabo para la ERM se encuentran 

1) comunicación de mensajes sobre comportamientos seguros, 2) apoyo de ERM para el 

Desminado Humanitario, 3) apoyo de ERM para la Asistencia Integral a Víctimas y 4) apoyo 

de la ERM para el Cabildeo.  

En 2017, la Dirección para la Acción Integral contra Minas Antipersonal (DAICMA) 

realizó dos proyectos financiados por el Fondo Multidonante; el primero con el operador 

Fundación Restrepo Barco y el segundo con la Campaña Colombiana Contra Minas. Estos 

proyectos implementaron los tres componentes de ERM: 1) difusión e información, 2) 

educación y capacitación y, 3) gestión del riesgo. Dado estos proyectos se logró la 

                                                

37 Evento corresponde tanto a accidentes como a incidentes causados por Minas Antipersonal y Municiones sin 
Explotar.  
38 Un área peligrosa hace referencia a un punto (con coordenadas específicas) del cual se tiene información 
confirmada sobre su contaminación con Minas Antipersonal, Municiones sin Explotar y/o Artefactos Explosivos 
Improvisados. 
39 Desminado Humanitario: Es la asistencia humanitaria provista a las comunidades afectadas por las Minas 
Antipersonal (MAP) y las Municiones sin Explosionar (MUSE) siguiendo los Estándares Nacionales de 
Desminado Humanitario, que fueron elaborados con base en la legislación nacional, los Estándares 
Internacionales para la Acción contra Minas (IMAS por sus siglas en inglés) y los Principios fundamentales de 
Humanidad, Neutralidad e Imparcialidad, consagrados en la Resolución 46/182 de la Asamblea General de las 
Naciones Unidas (Diciembre 1991). 
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intervención en 44 municipios con los componentes de ERM, lo que representa un sobre 

cumplimiento de la meta establecida para este año —19 municipios—. 

En materia de difusión pública, 431 municipios contaron con intervenciones mediante 

la estrategia de entrega de material de ERM con los lineamientos para su implementación 

y procesos de difusión lo que significa el cumplimiento de más del 100% de la meta 

establecida para 2017. Para cumplir la meta establecida, se suscribió un contrato con el 

canal RCN; este realizó difusión de información en 355 municipios. Adicionalmente, se 

realizaron acciones de difusión de Información Pública en ERM a los municipios de alta y 

media afectación, definidos en el Plan Estratégico 2016-2021. 

C. Asistencia integral a víctimas 

La Asistencia Integral a Víctimas (AIV) de MAP y MUSE, la cual se constituye en una 

de las líneas de intervención definidas en el Plan Estratégico 2016-2021 de DAICMA, y que 

se desarrolla en torno a la coordinación del acceso de las víctimas de MAP y MUSE a la 

Ruta de Atención, Asistencia y Reparación Integral en articulación con las entidades 

responsables, se compone de las siguientes actividades: 1) gestionar y hacer seguimiento 

al acceso a las medidas de asistencia, atención y reparación integral de las víctimas 

establecidas en la Ley 1448 de 2011 y 2) promover la implementación de metodologías en 

materia de asistencia a víctimas de MAP y MUSE (Dirección para la Acción contra Minas 

Antipersonal, 2016) 

En 2017, se realizó el seguimiento a las 32 víctimas civiles reportadas, lo que tiene 

como propósito evidenciar las características al acceso que tienen las víctimas de MAP, 

MUSE y AEI a los derechos contemplados en la normatividad relacionada con las medidas 

de atención, asistencia y reparación, en el marco del proceso de seguimiento y monitoreo. 

A partir de lo anterior se puede evidenciar el cumplimiento del 100% de la meta.  

De la misma forma, entre las acciones emprendidas se cuenta con 19 planes 

municipales40 con inclusión de las acciones de atención, asistencia y reparación a víctimas 

de MAP, MUSE y/o AEI, con lo cual se cumplió la meta prevista en un 100%. Además, se 

construyeron 20 rutas municipales para la atención, asistencia y reparación a las víctimas 

de MAP, MUSE y/o AEI en el marco de la Ley 1448 de 201141. 

  

                                                

40 Los municipios que cuentan con inclusión de AICMA en los planes municipales de desarrollo son: 1) 
Convención (Norte de Santander), 2) Tibú (Norte de Santander), 3) Villagarzón (Putumayo), 4) San Miguel 
(Putumayo), 5) Puerto Asís (Putumayo), 6) Valle del Guamuez (Putumayo), 7) Uribe (Meta), 8) Florencia 
(Caquetá), 9) San Vicente del Caguán (Caquetá), 10) Chaparral (Tolima), 11) Urrao (Antioquia), 12) San Luis 
(Antioquia), 13) Ituango (Antioquia), 14) Cartagena del Chaira (Caquetá), 15) Balboa (Cauca), 16) Caloto 
(Cauca), 17) Corinto (Cauca), 18) Rioblanco (Tolima) y, 19) Orito (Putumayo). 
41 Vale la pena mencionar que tanto los planes como las rutas requieren una actualización periódica. 
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VIII  Buen gobierno 

Mediante la estrategia transversal de Buen Gobierno se busca acercar el Estado al 

ciudadano, así como propiciar una mejora constante en la gestión pública para la efectiva 

provisión de bienes y servicios a la ciudadanía, al tiempo que las entidades públicas 

optimizan sus procesos y orientan sus acciones al logro de resultados. 

En este punto es pertinente señalar que, de acuerdo con los resultados de la EPC, es 

necesario aumentar la confianza de la ciudadanía en las entidades gubernamentales, así 

como consolidar la gestión pública para que los resultados que se generan sean percibidos 

adecuadamente por los ciudadanos. Al respecto, según esta encuesta, en 2017, el 41,3% 

de los colombianos consideró que la forma en la que los servidores públicos desempeñan 

su trabajo podría ser mejor (DNP, 2017). 

En reconocimiento a lo anterior, el Gobierno nacional ha venido desarrollando acciones 

de política pública encaminadas a optimizar la gestión pública y la relación entre el Estado 

y la ciudadanía, para ello en el PND 2014-2018 se plantearon los siguientes seis objetivos: 

1) fortalecer la articulación Nación-Territorio; 2) afianzar la lucha contra la corrupción, 

transparencia y rendición de cuentas; 3) promover la eficiencia y eficacia administrativa; 4) 

optimizar la gestión de la información; 5) optimizar la gestión de la inversión y de los 

recursos públicos; y 6) promover y asegurar los intereses nacionales a través de la política 

exterior y la cooperación internacional.  

Para ello, durante 2017 se implementaron actividades en el marco de estos objetivos, 

alcanzando un cumplimiento promedio de las metas de 87,7%, donde los resultados 

obtenidos por el Gobierno nacional se presentan en las siguientes secciones de este 

capítulo. 

 

Objetivo 1. Fortalecer la articulación Nación–territorio 

La diversidad regional, el modelo actual de descentralización y la promoción de un 

desarrollo territorial sostenible, son algunas de las principales características que orientan 

la estructuración de los mecanismos de fortalecimiento para la articulación entre la Nación 

y las entidades territoriales, con el propósito de dar respuesta a los requerimientos del 

territorio a través de la oferta que brinda el Gobierno nacional.  

A. Fortalecer capacidades de gestión territorial 

La estructura territorial del PND se construyó reconociendo la diversidad en las 

características institucionales de los territorios del país. Este reconocimiento permite 
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diseñar políticas diferenciadas orientadas al cierre de brechas, incluyendo políticas de 

fortalecimiento institucional para acompañar a las entidades territoriales a lograr mejores 

estándares de gestión pública, mayor agilidad en los trámites y para diseñar soluciones 

locales que beneficien a la comunidad. 

Uno de los instrumentos con que cuenta el DNP para entender las diferencias de 

capacidades de municipios y departamentos es el Índice de Desempeño Integral (IDI), que 

permite hacer el seguimiento a la gestión y el desempeño de las entidades territoriales en 

componentes relacionados con: 1) la eficacia en el cumplimiento de los planes de 

desarrollo, 2) la eficiencia en la provisión de bienes y servicios, 3) el cumplimiento de 

requisitos legales y 4) la gestión administrativa y fiscal. Entre 2015 y 201642 se ha 

evidenciado una mejora en la capacidad de gestión de las ET del país. En efecto, el número 

de municipios con desempeño integral crítico y bajo, de acuerdo con la información 

reportada en Sinergia, disminuyó, al pasar de 162 en 2015 a 140 en 2016, es decir, solo el 

12,7% de los municipios del país todavía se encuentran en un estado crítico. 

No obstante, el IDI es una medición diseñada en 2006, que evalúa temas que ya no 

constituyen retos para las administraciones locales. Así, en 2017 se rediseñó el índice, 

dando paso a la nueva Medición de Desempeño Municipal, una herramienta que servirá 

para evaluar la gestión de los municipios orientada a los resultados de desarrollo en salud, 

educación, agua potable y saneamiento y seguridad. Con esta nueva medición se 

actualizan los estándares para evaluar la gestión de los municipios en Colombia. 

B. Implementar la Política General de Ordenamiento Territorial (PGOT) 

Durante 2017 comenzó la operación del Programa POT Modernos, que acompaña la 

formulación de los POT de segunda generación y los primeros Planes de Ordenamiento 

Departamental (POD). En este sentido, al cierre de 2017, 60 Municipios se encuentran en 

proceso de actualización de POT a través de operadores regionales. 

Así mismo, durante 2017, se implementó la metodología y el modelo de ordenamiento 

para la región de la Orinoquía y, se avanzó en la definición del modelo prospectivo territorial 

para la Zona de Integración Fronteriza Ecuador-Colombia. 

C. Promover la planeación concertada y la gobernanza multinivel 

 En la articulación Nación-territorio una de las herramientas que contribuye a su 

consolidación la constituyen los Contratos Plan que se han suscrito con los territorios de 

Atrato Gran Darién (finalizado en 2017), Arauca, Boyacá, Nariño, Norte del Cauca, 

                                                

42https://www.dnp.gov.co/programas/desarrollo-territorial/Estudios-Territoriales/Indicadores-y-
Mediciones/Paginas/desempeno-integral.aspx 
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Santander y Tolima, ya que promueven la planeación concertada, así como la articulación 

de recursos y acciones entre los distintos niveles de gobierno en el marco de un esquema 

de gobernanza que fortalece la gestión articulada del desarrollo territorial (DNP 2016d). 

Por otra parte, el país ha venido alineándose a un escenario de posconflicto, donde los 

Contratos Plan para la Paz y el Posconflicto (Contratos Paz), se presentan como una 

herramienta de gestión de la inversión pública que permite la focalización y la convergencia 

de los diferentes niveles de gobierno en la reconstrucción de los territorios donde el conflicto 

destruyó la institucionalidad pública y afectó su desarrollo.  

Como se señaló en el capítulo VII de este documento, en 2017, se expidieron los 

Documentos CONPES 3885, 3893, 3894, y 3895, mediante los cuales se formalizó la 

configuración de los Contratos Plan para la Paz y el Posconflicto entre la Nación y los 

departamentos de Bolívar y Sucre, Caquetá, Guaviare, y Meta, respectivamente. Así 

mismo, se suscribieron acuerdos correspondientes a Contratos Plan para la Paz con los 

departamentos de Valle del Cauca y Guainía, mientras que se avanzó en la estructuración 

de un Contrato Paz para La Guajira. Además, en 2017, en el marco del plan de expansión 

definido en el Documento CONPES 3822 de 2014, se renegociaron los Contratos Plan 

piloto de Boyacá, Nariño y Sur del Tolima.  

D. Implementar un esquema de competencias diferenciado 

En el marco de la estrategia de profundización de la descentralización, se desarrolla el 

Programa Nacional de Delegación de Competencias Diferenciadas (PNCD) con el objetivo 

de asegurar una prestación más efectiva de los bienes y servicios a cargo del Estado y la 

implementación de esquemas de distribución de competencias. 

Este programa busca facilitar la delegación de competencias por parte del Gobierno 

nacional a las entidades territoriales y esquemas asociativos en el territorio. Mediante este 

programa se delegan competencias a los actores territoriales que cumplan con los criterios 

definidos por el DNP en materia de capacidad financiera, técnica e institucional,.  

Respecto a los sectores con pilotaje implementado del PNCD, en 2017, se revisó y 

aprobó la propuesta de delegación de la gestión catastral del Área Metropolitana Centro 

Occidente (AMCO), y del Área Metropolitana de Bucaramanga (AMB). Estas propuestas 

obtuvieron concepto favorable del Comité Nacional de Competencias Diferenciadas y se 

emitió la solicitud oficial para la citación al Consejo Directivo del Instituto Geográfico Agustín 

Codazzi, lo cual fue materializado en el mes de noviembre con la firma de convenio de 

delegación. Con respecto a la delegación de la gestión catastral al Distrito de Barranquilla, 

que fue aprobada en 2016, esta entró en fase de implementación durante el 2017. 

Así mismo en este año, se firmó la Resolución 341 de 2017 que establecen los criterios 

específicos y otros aspectos formales que deberán acreditar y atender las entidades 
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territoriales o esquemas asociativos territoriales interesados en ser delegatarios de 

funciones catastrales. 

E. Cadenas de valor para programas 

El Artículo 148 del PND (Ley 1735 de 2015) determinó que la inversión pública debe 

tener una orientación a resultados. Esta orientación es una técnica presupuestal que 

promueve el uso eficiente y transparente de los recursos de inversión, permite alinear los 

objetivos y prioridades definidos entre el PND y el Plan Plurianual de Inversiones y, por 

ende, hace posible establecer una relación directa entre el gasto, y los bienes y servicios 

entregados a la ciudadanía.  

La clasificación de la inversión pública orientada a resultados tiene cinco propósitos 

fundamentales: facilitar y orientar la formulación de los programas, subprogramas y 

proyectos de inversión; orientar las decisiones de gobierno en todos sus niveles, los 

Órganos Autónomos y el Congreso de la República sobre qué se quiere lograr con los 

recursos públicos; avanzar hacia la consolidación de un Presupuesto Orientado a 

Resultados; propender por una correcta articulación entre planeación, presupuestación y 

ejecución del gasto; y garantizar una adecuada comprensión y análisis del presupuesto por 

parte de la ciudadanía. Para cumplir con estos objetivos, y de acuerdo con los lineamientos 

técnicos establecidos por el DNP, se formularon, identificaron y definieron un total de 162 

programas presupuestales que se reflejan en el Decreto del Presupuesto General de la 

Nación para la vigencia 2017. 

 

Objetivo 2. Afianzar la lucha contra la corrupción, transparencia y 

rendición de cuentas 

Colombia ha avanzado de manera significativa en establecer lineamientos claros sobre 

la política anticorrupción, transparencia y rendición de cuentas. Sin embargo, es necesario 

profundizar en dichos aspectos en el marco del posconflicto, en donde se debe generar 

mayor confianza de las instituciones tanto a nivel nacional como territorial, para lo cual es 

importante seguir fortaleciendo la gestión pública y estimular el control social y el acceso 

oportuno de la ciudadanía a información pública de calidad.  

A. Implementar la Política Pública Integral Anticorrupción (PPIA) 

A partir de la implementación de la Política Pública Integral Anticorrupción (PPIA), el 

Gobierno nacional ha generado lineamientos de política para la lucha contra la corrupción, 

transparencia y rendición de cuentas, en el marco de los cinco objetivos establecidos en la 

misma: 1) acceso y calidad de la información pública; 2) herramientas de mejoramiento de 
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la gestión pública; 3) control social para la prevención de la corrupción; 4) promoción de la 

integridad y la cultura de la legalidad; y 5) herramientas para luchar contra la impunidad de 

los actos de corrupción. Aunque se evidencian avances en la implementación de la política, 

aún persisten retos.  

En primer lugar, se requiere brindar asesoría técnica para mejorar el acceso y la calidad 

de la información pública para la prevención de la corrupción. Por ello, en 2017, la 

Secretaría de Transparencia de la Presidencia de la República prestó acompañamiento a 

49 entidades de la rama ejecutiva en actividades de socialización y promoción de la Ley 

1712 de 2014. Con este resultado, se superó en un 13% la meta de dicha vigencia. 

Así mismo, como resultado de estos esfuerzos, en 2017, el índice de la Política Pública 

Integral Anticorrupción presentó un nivel de cumplimiento del 86%, una cifra superior al 73% 

que alcanzó dicho índice en 2016. Desde el primer seguimiento realizado en 2014 se ha 

aumentado el cumplimiento en 52 p.p., con lo que se pasa de 34% al 86%, resultado 

reportado en 2017.  

En segundo lugar, se adelantó la optimización de las herramientas de gestión pública 

y el seguimiento a las acciones en los planes anticorrupción. En 2017, un total de 157 

entidades del orden nacional reportaron su Plan Anticorrupción y Atención al Ciudadano, 

logrando un nivel de cumplimiento del 100% frente a la meta anual.  

Con el fin de avanzar en el cumplimiento del componente de rendición de cuentas, en 

el marco del Plan Anticorrupción y Atención al Ciudadano y de la Estrategia de 

Democratización de la Administración Pública, el Departamento Administrativo de la 

Función Pública ha brindado asistencia técnica a las entidades del orden nacional y 

territorial para que sus procesos de rendición de cuentas sean cada vez más estructurados 

y efectivos. Con base en los datos registrados por las entidades nacionales de la rama 

ejecutiva en el Formulario Único de Reportes de Avances de la Gestión (FURAG), el 98% 

de las entidades nacionales formularon y efectuaron el seguimiento al componente de 

rendición de cuentas en el marco del Plan Anticorrupción y de Atención al Ciudadano. 

Adicionalmente, el Gobierno promovió la legislación anticorrupción, a través de 

acciones como la reforma al régimen de contratación con las entidades sin ánimo de lucro, 

la cual ha tenido un efecto positivo. En este sentido, se firmó el Decreto 092 del 23 de enero 

de 2017 que reglamenta el procedimiento de contratación entre el gobierno, a nivel nacional 

y subnacional, y las entidades privadas sin ánimo de lucro y de reconocida idoneidad, para 

impulsar programas de interés público. 

Igualmente, con base en la expedición de la resolución 0917 del 12 de diciembre de 

2016 –que dio lugar a la creación del Laboratorio de Innovación en Lucha contra la 

Corrupción– en 2017, se desarrollaron 4 ejercicios de innovación social y tecnológica, que 
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fomentaron el uso de ciencias del comportamiento y nuevas tecnologías de la información 

y las comunicaciones (TIC), en materia de transparencia y lucha contra la corrupción. 

En tercer lugar, con el fin de fortalecer el control social para la prevención de la 

corrupción, se adelantaron acciones para el desarrollo y puesta en marcha de las veedurías 

ciudadanas. De tal forma, en el marco de la Estrategia de Democratización de la 

Administración Pública se han formado 4.018 multiplicadores de control social a la gestión 

pública en lo corrido del cuatrienio, con lo cual se han preparado líderes sociales que se 

convierten en multiplicadores que promueven la conformación de veedurías. Con lo 

anterior, se logró un sobrecumplimiento de 13 p.p. respecto a la meta -3.532-.  

En cuarto lugar, para promover la integridad y la cultura de la legalidad se han 

implementado medidas enfocadas a incorporar a las empresas a través de esquemas de 

responsabilidad social en el marco del Pacto Colombia contra la corrupción. Desde 2015, 

la Secretaria de Transparencia, en conjunto con empresas, gremios y entidades vienen 

trabajando en la suscripción de pactos de transparencia, los cuales son una herramienta 

para aumentar el modelo de integridad de empresarios competidores en un mismo sector 

de negocio, por medio de la adopción de estándares éticos comunes, que contribuyan a 

prevenir y mitigar los riesgos de corrupción. En 2017, se firmaron 17 pactos43 superando la 

meta para este año que era 10. 

En quinto término, la Secretaria de Transparencia realizó seguimiento a la 

implementación de herramientas para luchar contra la impunidad en actos de corrupción, 

medidas que estaban a cargo de los Órganos de Control en el marco de la PPIA y que van 

desde la denuncia, hasta el seguimiento a la decisión y sanción definitiva. A pesar de lo 

anterior, en 2017, de acuerdo con el Observatorio de Transparencia y Anticorrupción, el 

indicador de impunidad se encontraba en un 71,2%, lo que representa un nivel de alerta. 

Por ello, la estrategia de la Secretaría para el futuro próximo, inspirada en los avances 

logrados por la PPIA, consiste en continuar trabajando en cinco ejes fundamentales sobre 

la política de transparencia, acceso a la información y lucha contra la corrupción, a saber: 

1) fortalecer la coordinación interinstitucional; 2) promover el mejoramiento del acceso y 

calidad de la información pública; 3) fortalecer las herramientas de gestión pública y de 

medición; 4) fortalecer el ejercicio del control social, rendición de cuentas y participación 

ciudadana en la promoción y la garantía de la política; y, 5) fortalecer la cultura de la 

integridad y transparencia en el Estado y la sociedad. 

                                                

43 Entre los pactos más destacados se encuentran: 1. Pacto por la transparencia y la anticorrupción de 
las empresas e instituciones afiliadas a la Cámara de Comercio Colombo China. 2.Pacto con UK Colombia 
Trade y la Cámara de Comercio Colombo Británica. Y 3. Pacto por la transparencia y el actuar ético de las 
organizaciones que hacen parte del sector de los biocombustibles en Colombia. 



 

156 

B. Transparencia en el ciclo de inversión 

La Plataforma Tecnológica Integrada de Inversión Pública (PIIP) permite contar con 

procesos y procedimientos estandarizados que regulan la gestión de la información sobre 

el ciclo de inversión pública a nivel nacional y territorial, y contribuye a la mejora en la 

transparencia y calidad de la inversión pública, con un único sistema de seguimiento a cada 

proyecto y los recursos que involucran. La PIIP incluye la unificación de un Banco de 

Programas y Proyectos para todos los niveles de gobierno y fuentes de financiación; con la 

actualización de la Metodología General Ajustada (MGA) que deja de ser una herramienta 

de escritorio para estar disponible en línea, donde se inscriben todos los proyectos que se 

van a realizar en el país, para lo cual se precisan sus objetivos, fuentes de recursos, 

actividades, presupuestos y beneficiarios, e incluye la unificación de los sistemas de 

seguimiento a proyectos de inversión, la articulación de las etapas del ciclo de la inversión 

para las distintas fuentes de financiamiento, y de los sistemas de información existentes. 

Adicionalmente, como una herramienta que promueve la trasparecía y el control social 

al uso de los recursos de inversión pública, se avanzó en la construcción de la Plataforma 

de Gobierno Abierto conocida como Mapainversiones, que se consolida como un 

instrumento de visualización y georreferenciación de recursos y proyectos de inversión para 

todas las fuentes de financiación. Esta herramienta permitirá la visualización de proyectos 

de posconflicto, acuerdos binacionales, entre otros, por lo que se adelantó el proceso de 

contratación para gestionar estas funcionalidades. A cierre de 2017, dicho proceso se 

encontraba en fase de alistamiento para su lanzamiento a la ciudadanía en general. 

 

Objetivo 3. Promover la eficiencia y eficacia administrativa 

 En la búsqueda por aumentar la productividad en el uso de los recursos y el beneficio 

de los colombianos, el Gobierno nacional, por medio de la estrategia de gestión pública 

eficiente posiciona el servicio al ciudadano, como instrumento para generar información de 

calidad, confiable y de manera oportuna, así como, para mejorar las capacidades de los 

servidores públicos y fortalecer su vocación de servicio.  

A. Reforma administrativa 

Con el fin de evidenciar la eficacia de la utilización de herramientas de innovación en 

el sector público, se desarrollaron seis iniciativas de proyectos sobre políticas, planes y 

programas públicos que incorporan metodologías y/o herramientas de innovación en su 

ciclo de desarrollo, dando cumplimiento al 85,7% de la meta establecida para 2017 

correspondiente a seis iniciativas.  
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Las seis iniciativas44 correspondieron a: 1) MinAgricultura, con el Sistema Participativo 

de Garantía de la estrategia alternativa para la comercialización de productos 

agropecuarios ecológicos; 2) MinTIC, con el Centro de Innovación Pública Digital, cuyo 

propósito es fortalecer un ecosistema de innovación pública digital para impactar en los 

ODS; 3) SENA, con la ruta de atención diferencial; 4) DNP, en conjunto con la Secretaría 

de Transparencia de la Presidencia de la República, con el proyecto aplicación de ciencias 

del comportamiento en la lucha anticorrupción en el marco del Programa de Alimentación 

Escolar (PAE); 5) DNP, en conjunto con el MinAmbiente, con el proyecto de innovación 

pública “Humos contaminantes”; y 6) Organizaciones Solidarias, con el programa Formar 

para Emprender en Asociatividad Solidaria. De esta forma, el Gobierno nacional se 

reorienta hacia una gestión pública orientada a resultados, moderna y eficiente en la 

búsqueda de la efectividad administrativa en lo público. 

B. Gestión pública efectiva y estándares mínimos de prestación de 

servicios al ciudadano 

 Dentro de la implementación de la política de Buen Gobierno, se enfatiza en la mejora 

de las condiciones de calidad y efectividad en la prestación de los servicios al ciudadano, 

razón por la cual se han implementado medidas para cualificar las capacidades del personal 

y se han optimizado procesos para construir un entorno competitivo en beneficio de la 

sociedad. 

Para facilitar el acceso a todos los servicios, trámites, programas y campañas que 

ofrecen las entidades de la administración pública, se han venido realizando ferias de 

servicio al ciudadano en el país. De acuerdo con lo anterior, durante 2017, se llevaron a 

cabo siete ferias nacionales de servicio al ciudadano en los municipios de: El Carmen de 

Bolívar, Ipiales, La Dorada, Santa Rosa de Cabal, Guapi, Tibú y Sogamoso. En estas ferias 

participaron en promedio 79 entidades del orden nacional y territorial, y en desarrollo de las 

mismas se brindó atención a 60.940 personas. 

Así mismo, el DNP adelanta las jornadas de Exporegalías, las cuales son espacios de 

atención masiva en los que se brinda información, asistencia técnica, jurídica y tecnológica 

a alcaldías y gobernaciones, y se constituyen en un espacio de acercamiento entre 

diferentes entidades del gobierno central y organizaciones internacionales para favorecer 

convenios que permitan identificar proyectos de inversión que beneficien a la población. En 

2017, se llevaron a cabo 29 jornadas de Exporegalías, logrando superar la meta para la 

vigencia, correspondiente a diez jornadas. 

                                                

44 Estas iniciativas fueron reportadas a partir de la información enviada en respuesta a una encuesta 
administrada por el Equipo de Innovación Pública del DNP. 
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De otra parte, con base en los datos registrados por las entidades nacionales de la 

rama ejecutiva en el Formulario Único de Reportes de Avances de la Gestión (FURAG), el 

DNP a través del Programa Nacional de Servicio al Ciudadano (PNSC) calcula el índice de 

cumplimiento de la política de servicio al ciudadano a nivel nacional45. En 2017, se avanzó 

en un 68,4% en el marco de esta política por parte de la administración pública nacional en 

relación con la meta prevista para dicho año. Durante el mismo período, se acompañaron 

23 entidades del orden nacional, brindando asistencia técnica para mejorar el cumplimiento 

de la política a nivel nacional. 

Así mismo, con base en los datos entregados por parte de las alcaldías y 

gobernaciones en el Sistema de Información para la Captura de la Ejecución Presupuestal 

(SICEP), en relación con la atención incluyente y accesibilidad, caracterización y medición 

de percepción, publicación de información, protocolos y buenas prácticas de servicio al 

ciudadano, protección de datos personales, gestión de peticiones, quejas, reclamos, 

sugerencias y denuncias, y gestión del talento humano, se establece el índice de 

cumplimiento de la política de servicio al ciudadano a nivel territorial, de acuerdo con el 

cual, en 2017, las administraciones públicas territoriales evidenciaron un avance del 55,4% 

en la implementación de la política de servicio al ciudadano. 

De otra parte, se actualizó el Modelo Integrado de Planeación y Gestión (MIPG), a 

través del cual se retomó el Sistema de Desarrollo Administrativo y se actualizaron las 

políticas de desarrollo administrativo —buscando simplificar los diversos requerimientos y 

directrices que las entidades venían implementado de manera aislada—. Dentro de estas 

políticas se incorporó la Gestión de la Calidad y el MECI se configuró como la herramienta 

de seguimiento y control del modelo.  

Se creó el Consejo para la Gestión y el Desempeño Institucional conformado por el 

Ministerio de Hacienda y Crédito Público, Ministerio de las Tecnologías de la Información y 

las Comunicaciones, Departamento Administrativo de la Presidencia de la República, 

Departamento Nacional de Planeación, Departamento Administrativo Nacional de 

Estadística, Departamento Administrativo de la Función Pública, Archivo General de la 

Nación, la Agencia Nacional de Contratación Pública - Colombia Compra Eficiente, Agencia 

Nacional de Defensa Jurídica del Estado, y Contaduría General de la Nación. Las funciones 

de dicha instancia son las de coordinar y gestionar las actividades necesarias para el 

correcto funcionamiento del Sistema de Gestión, proponer políticas, normas, herramientas, 

métodos y procedimientos en materia de gestión y desempeño institucional, definir los 

criterios de evaluación y seguimiento de las políticas de gestión y desempeño institucional, 

                                                

45 Este índice, se estructura a partir de parámetros como: planeación, atención incluyente y accesibilidad, 
caracterización y medición de percepción, publicación de información, protocolos y buenas prácticas de servicio 
al ciudadano, protección de datos personales, gestión de peticiones, quejas, reclamos, sugerencias y 
denuncias, y gestión del talento humano. 
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buscando la simplificación y racionalización de reportes de información y requerimientos 

para su implementación y operación, adoptar los criterios diferenciales para la operación de 

las políticas de gestión y desempeño, entre otras. 

La adopción del MIPG implicó también una nueva mirada a sus esquemas de 

medición lo que permitió avanzar hacia la consolidación de un solo instrumento de 

medición útil y que abarque tanto el conjunto de las actividades relacionadas con la 

gestión y el desempeño como las relacionadas con control de gestión.  

 En noviembre de 2017 se aplicó por primera vez este nuevo instrumento de 

medición, con el fin de identificar la línea base a partir de la cual las entidades deben 

emprender acciones para el mejoramiento de su gestión y desempeño; en esta 

oportunidad el 94% de entidades nacionales y el 62% de entidades territoriales 

participaron en la medición, identificándose índices de desempeño de 75 y 59 puntos 

respectivamente. Las conclusiones de la medición se pueden sintetizar así: 

• En la rama ejecutiva del orden nacional los mejores desempeños fueron 

alcanzados por los Departamentos Administrativos. 

• Si bien control interno es la dimensión más consolidada dentro de MIPG, es 

urgente mantener el sistema de control interno por ser este el que asegura de 

manera razonable el cumplimiento de las metas y objetivos de las entidades 

públicas en el marco de la integridad y la transparencia. 

• En el territorio los mejores desempeños fueron alcanzados por las 

gobernaciones y las universidades y establecimientos educativos. 

• Las alcaldías cuentan con resultados de desempeño intermedio, destacando 

que en el 81% de ellas, el mejor desempeño no corresponde a la ciudad 

capital. 

• El mayor reto para mejor la gestión y el desempeño institucional, lo tienen las 

personerías y concejos municipales. 

C. Empleo público fortalecido  

El servicio público de excelencia ha sido un eje de trabajo del Gobierno nacional, con 

el fin de cualificar y dignificar la labor del servidor público y, con ello, aumentar la confianza 

de los ciudadanos en el Estado. En materia de empleo público, el Gobierno ha fortalecido 

los mecanismos de selección para privilegiar el mérito como requisito fundamental para 

proveer cargos de libre nombramiento y remoción y ha incrementado la oferta de 

capacitación y formación de los servidores públicos, con el propósito de generar un mejor 

servicio para los ciudadanos. Dado lo anterior, se ha venido trabajando en tres estrategias: 

1) acceso, 2) fortalecimiento del talento humano, y 3) mejora sistemática del empleo público 

para potenciar y reconocer el talento de los servidores públicos.  
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Con respecto a la primera estrategia —acceso— en lo corrido del cuatrienio se han 

fortalecido los procesos de selección meritocrática, evaluando en concursos públicos y 

abiertos a 19.985 aspirantes a cargos de libre nombramiento y remoción, distribuidos de la 

siguiente forma: 8.720 gerentes públicos; 5.776 directores territoriales de entidades como 

el ICBF, ESAP, ICA, IGAC, INCODER, INVÍAS, SENA; 152 directores o gerentes de ESE; 

233 jefes de control interno; 424 jefes de control interno del Distrito Capital; y 4.680 

personeros municipales y departamentales. Desde 2014, el Departamento Administrativo 

de la Función Pública (DAFP), aplicó 20.000 pruebas comportamentales a quienes aspiran 

a cargos de libre nombramiento y remoción.  

Adicionalmente, a través del programa Servimos se busca enaltecer al servidor público 

y su labor, con lo cual 16.907 servidores se han beneficiado de las alianzas con entidades 

educativas, financieras y turísticas, generándoles ahorros por cerca de $10.000 millones. 

De la misma forma, a través del programa Estado Joven, se abrió la convocatoria más 

grande de prácticas laborales en el sector público con 5.890 (71 plazas edición piloto y 

5.819 segunda edición plazas de práctica) que son financiadas a través del Fondo de 

Solidaridad de Fomento al Empleo y Protección al Cesante – FOSFEC, que asignó recursos 

por más de $35.000 millones y son administrados por las Cajas de Compensación Familiar. 

Este programa lo está implementando Función Pública en coordinación con el Ministerio 

del Trabajo, el Servicio Público de Empleo y las Cajas de Compensación Familiar. En el 

marco de la segunda edición de la convocatoria del programa, se ofertaron 2.820 plazas en 

446 entidades públicas y en la tercera edición, se ofertaron 2.205 plazas, para iniciar en el 

primer semestre de 2018. 

Así mismo, el DAFP fijo los lineamientos para que las entidades garanticen que al 

menos un 10 % de los nuevos empleos que se creen en las plantas de personal no 

requieran experiencia profesional para su desempeño.  

En segundo lugar, se encuentran las acciones para el fortalecimiento del talento 

humano, en relación con las cuales, en 2017, se desarrollaron 10 diplomados en Alta 

Dirección del Estado para secretarios generales y jefes de: Planeación, Gestión 

Documental, Talento Humano y Tecnologías; en los que participaron 314 gerentes públicos. 

Así mismo, se adelantaron dos cursos virtuales territoriales en los que participaron 152 

servidores públicos. Igualmente, se capacitaron 1.275 servidores públicos de entidades del 

orden nacional y territorial de manera presencial y virtual —24 jornadas de capacitación— 

en el nuevo sistema de evaluación de la gerencia pública a través de la Guía metodológica 

para la gestión del rendimiento de los gerentes públicos. Se formaron 1.300 servidores del 

orden nacional y territorial en el nuevo modelo de gerencia pública adoptado mediante la 

“Guía metodológica para la gestión del rendimiento de los gerentes públicos” en enero de 
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2017, mientras que 5.050 servidores públicos se encuentran inscritos en el programa de 

Bilingüismo en la Administración Pública. 

También se han venido fortaleciendo la puesta en marcha de estrategias que mejoran 

las condiciones de vida laboral de los servidores públicos. En consecuencia, durante el 

periodo reportado, 72 entidades han implementado la estrategia de teletrabajo, 41 

entidades han implementado los horarios flexibles, 14 entornos laborales saludables y en 

su edición No XVII los juegos de la función pública contaron con la participación de 5.200 

servidores públicos deportistas de 75 entidades públicas en las disciplinas de ajedrez, 

baloncesto, billar, rana, tejo, mini tejo, futbol, futbol de salón, tenis de mesa, tenis de campo, 

voleibol, dominó y parqués.  

Paralelamente, se actualizó el Plan Nacional de Formación y Capacitación a través de 

la expedición de la Resolución 390 de 2017. Dicho plan contiene lineamientos estratégicos 

con una visión prospectiva a diez años, y en el marco del mismo se priorizan los siguientes 

tres ejes temáticos: gobernanza para la paz; gestión del conocimiento, y creación de valor 

público. 

Respecto a la tercera estrategia —mejora sistemática del empleo público—, durante 

2017, se avanzó en un 30% en la inclusión de las recomendaciones de la OCDE en el Plan 

Estratégico de Empleo Público, con lo cual se cumplió la meta llegando a un acumulado del 

75%. Actualmente se cuenta con 151 diagnósticos y planes de acción de las entidades de 

la rama ejecutiva del orden nacional y 63 diagnósticos y planes de acción de las alcaldías 

capitales y gobernaciones. Así mismo, se avanzó en la participación de las mujeres para 

fortalecer la igualdad de oportunidades de liderazgo en todos los niveles decisorios de la 

vida política, de tal forma que el 51% de los cargos de la rama ejecutiva nacional son 

ocupados por mujeres, de los cuales el 43% corresponde a cargos directivos. 

Cabe destacar que el país avanzó hacia un sistema de control interno más maduro que 

ha permitido mejorar el funcionamiento de las entidades, el cual se encuentra reglamentado 

mediante el Decreto 943 de 2014 —modificado por el Decreto 1499 de 2017—. El sistema 

atiende las mejores prácticas internacionales en materia de control interno, específicamente 

en el marco del modelo COSO (Committee of Sponsoring Organizations of the Treadway), 

y también se encuentra articulado con el Modelo Integrado de Planeación y Gestión.  

D. Modernización de archivos públicos 

Con el propósito de modernizar los archivos públicos, gestionar y salvaguardar el 

patrimonio documental, en 2017, se digitalizaron 11,3 millones de imágenes digitalizadas 

del fondo documental del Archivo General de la Nación. Así mismo 11,4 millones se 

encuentran disponibles en línea, coincidiendo con la apuesta de la entidad para que dichas 

imágenes digitales se encuentren disponibles para consulta vía web, a través de la 
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plataforma Archidoc. Con el fin de avanzar en la dotación de la infraestructura tecnológica, 

desde 2016, se trabaja en el desarrollo de las aplicaciones móviles para el acceso a fondos 

documentales. 

E. Infraestructura física para la gestión pública 

En el marco de la estrategia que busca adecuar de manera gradual la infraestructura 

física para la gestión pública y la atención al ciudadano, dentro de la cual se formularon y 

estructuraron, de forma prioritaria, los proyectos inmobiliarios de Renovación Urbana del 

Centro Administrativo Nacional —Ciudad CAN y Proyecto Ministerios—. Sin embargo, 

desde 2014, se han presentado situaciones jurídicas y administrativas que han afectado el 

cumplimiento de los indicadores en los ámbitos técnicos —normativa urbanística— y 

presupuestales. 

En este sentido y como parte de la gestión adelantada para el desarrollo de proyectos 

inmobiliarios, y luego del proceso de concertación que se surtió con las dos últimas 

administraciones distritales, se adoptó el Plan Parcial de Renovación Urbana Ciudad CAN 

(PPRU) mediante el Decreto 635 del 21 de noviembre de 2017, con el cual se busca, 

además de renovar las edificaciones de las sedes administrativas ubicadas en la zona, 

mejorar las condiciones de trabajo de los funcionarios y en general de vida de los 

ciudadanos, así como potenciar el sector como polo de desarrollo, consolidándolo como 

una pieza moderna, funcional y emblemática de la ciudad de Bogotá. Adicionalmente, se 

adelantó el proceso de implosión controlada de la antigua sede del Ministerio de Transporte, 

que constituye la primera operación dentro de la ejecución del referido Plan Parcial. 

De acuerdo con lo anterior, desde 2014, el Gobierno nacional dio prioridad a la 

ejecución de los proyectos inmobiliarios como la ciudad del CAN y el traslado de ministerios, 

a través de la modalidad de APP, con el fin de ofertar espacios para nuevos desarrollos 

urbanísticos. Con respecto al proyecto de Renovación Urbana del Ciudad CAN, durante la 

vigencia 2017, la Agencia Nacional Inmobiliaria obtuvo los conceptos favorables emitidos 

por el MinHacienda, por el DNP y por el DAPRE, requeridos por la Ley 1508 de 2012 para 

adelantar su ejecución a través de APP. A cierre de 2017 se encontraba en trámite la 

aprobación de las vigencias futuras requeridas para dar apertura al respectivo proceso 

licitatorio. En el marco del referido proceso de selección es importante señalar que en este 

periodo y con el propósito de promover la más amplia participación de los interesados en el 

proceso y depurar el contenido y alcance de los pliegos de condiciones, se publicó por 

segunda vez el proyecto de pliego, y se analizaron y prepararon las respuestas a las 

observaciones presentadas. 
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Con respecto al Proyecto Ministerios46, el cual tiene como propósito mejorar la 

eficiencia institucional y contribuir a la renovación del centro histórico con la activación de 

nuevos usos y la recuperación de este sector de la ciudad de Bogotá, se cuenta con el 

instrumento normativo requerido para el desarrollo de la manzana 6 del polígono 1, lo 

anterior, con fundamento en la expedición de la Resolución 1284 de 2016, por la cual se 

adopta el Plan Implantación.  

 En 2017, se formuló el instrumento de Planificación Urbanística requerido para 

viabilizar normativamente el desarrollo de la manzana 10 y se inició la formulación de un 

Plan Especial de Manejo y Protección para las manzanas dos, tres y cuatro. En lo que 

respecta a la manzana seis, la Agencia adelantó ante el Ministerio de Cultura el trámite de 

autorización de la intervención de dicha manzana catastral.  

Adicionalmente, se dispone de los estudios y diseños arquitectónicos y técnicos para 

la ejecución de las manzanas seis y 10 del proyecto y se avanza en la gestión predial de 

los inmuebles requeridos para la ejecución de esta iniciativa. La gestión predial se ha visto 

afectada por los retrasos generados como consecuencia de la demora en los procesos de 

expropiación judicial. 

La ejecución de las manzanas seis y 10 del proyecto se propone adelantar a través del 

mecanismo de APP y, en consecuencia, se avanza en la estructuración técnica, legal y 

financiera bajo esta modalidad. 

 

Objetivo 4. Optimizar la gestión de la información 

La información de calidad y confiable es importante no solo para generar confianza en 

la ciudadanía sino también porque se constituye en un insumo fundamental para la 

formulación, evaluación y ajuste de políticas públicas tanto a nivel nacional como territorial. 

En tal sentido, una gestión óptima de información es uno de los fundamentos del buen 

gobierno.  

A.  Información estadística 

Para la construcción de un país más equitativo, la producción y difusión de las 

estadísticas oficiales genera mejor información para la toma de decisiones. Por ello, el 

                                                

46 El área de intervención del proyecto está comprendida entre las carreras 4 y la Avenida Carrera 10 y desde 
la calle 10 hasta la calle 6C, sobre nueve manzanas agrupadas en tres polígonos, así Polígono 1: Conformado 
por las manzanas catastrales 2, 3, 4, 6 y 10; Polígono 2: Por las manzanas 7 y 8; y Polígono 3: Por las manzanas 
19 y 20. Teniendo en cuenta la magnitud del proyecto, éste debe adelantarse por etapas, y en consecuencia la 
gestión de la Agencia Nacional Inmobiliaria ha estado en marcada en el desarrollo del polígono 1. 
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Gobierno ha realizado acciones encaminadas a mejorar la pertinencia, coherencia y 

oportunidad de las estadísticas oficiales.  

En 2017, se fortaleció la institucionalidad y el funcionamiento del Sistema Estadístico 

Nacional (SEN), implementando la reglamentación prevista en el Artículo 160 de la Ley 

1753 de 2015 y del Decreto 1743 de 2016. Particularmente, se instauró el Consejo Asesor 

Nacional de Estadística (CANE), y en su primer año de funcionamiento se realizaron cinco 

sesiones, destacando entre sus principales decisiones la aprobación y expedición del 

primer Plan Estadístico Nacional (PEN) 2017- 2022, siendo la hoja de ruta que tendrá 

Colombia para la producción estadística durante los próximos cinco años. De igual forma, 

se realizaron recomendaciones sobre la Norma Técnica de la Calidad del Proceso 

Estadístico del país NTC PE 1000. Esta norma técnica fue publicada en agosto de 2017 por 

el DANE y define los requisitos que evalúan la calidad del proceso estadístico de las 

entidades del SEN que buscan que sus operaciones estadísticas sean consideradas como 

oficiales.  

Durante 2017, se llevó a cabo la evaluación de calidad del proceso estadístico de un 

total de 17 operaciones estadísticas, cumpliendo la meta prevista en un 100%. También, se 

ha venido trabajando en herramientas, planes y estrategias para acercar a los ciudadanos 

a la información estadística producida en el país por el DANE. En 2017, se atendieron 

659.850 usuarios —lo que representó un aumento del 249% respecto a 2016—, quienes 

accedieron a esta información a través de los bancos de datos, salas de procesamiento 

especializado y de los servicios al ciudadano sistematizados en el ámbito nacional. 

En referencia a la realización del XVIII Censo Nacional de Población y VII de Vivienda, 

el DANE ha asumido un proceso de preparación institucional que incluye la organización 

de recursos humanos, físicos y tecnológicos para garantizar una operación estadística 

acorde con las necesidades del país. En 2017, el CONFIS aprobó el cupo de vigencias 

futuras por $244.000 millones, con lo cual se aseguraron los recursos para llevar a cabo el 

levantamiento, procesamiento, imputación y validación de la información del Censo. 

De esta manera, en 2017, se finalizaron tres procesos: 1) se protocolizaron los 

acuerdos con comunidades indígenas y comunidades negras, afrocolombianas, raizales y 

palenqueras; 2) se definió el formulario y cuestionario censal; y 3) se ajustaron los diseños 

de los procesos censales junto con la preparación y alistamiento del operativo censal. Con 

base en lo anterior, se avanzó en el 70% en la realización del Censo Nacional de Población 

y Vivienda y, se espera que en 2018 se adelante el proceso de recolección y análisis de la 

información. 
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Adicionalmente, desde 2015, se viene avanzando en la estrategia eCenso47 como una 

de las innovaciones más importantes a implementar para esta operación estadística. Para 

la ejecución del eCenso, se contó con la validación automática de la cédula de ciudadanía, 

la cual era ingresada por los ciudadanos, a través de un web service, ello fue posible, en 

gran parte, gracias a la cooperación de la Registraduría Nacional del Estado Civil. 

Finalizado el piloto del eCenso, realizado en 2016, en diciembre de 2017 se consolidó el 

cuestionario electrónico y se definieron los lineamientos operativos para el desarrollo, 

verificación y monitoreo del eCenso en el marco de este ejercicio. 

Con respecto a las estadísticas nuevas o complementadas por el aprovechamiento de 

registros administrativos, esta representa una de las mayores apuestas del DANE para 

fortalecer la producción de información estratégica en las entidades públicas, bajo los 

parámetros de calidad, confiabilidad, oportunidad, menor costo y con información territorial. 

En 2017, se crearon o complementaron un total de siete estadísticas, mediante el 

aprovechamiento de registros administrativos cumpliendo la meta prevista en un 100%. En 

lo corrido del cuatrienio, se han producido o complementado 15 operaciones estadísticas 

con registros administrativos lo cual consolida un cumplimiento del 83% de la meta para 

este periodo, conforme a lo programado. 

De la misma forma, atendiendo las recomendaciones de la OCDE, se avanzó en los 

diferentes desarrollos conceptuales y metodológicos, para lograr el aprovechamiento de los 

registros administrativos para la producción estadística, con lo cual se elaboró un inventario 

de registros administrativos de entidades pertenecientes al Sistema Estadístico Nacional, 

como es el caso de la Registraduría Nacional del Estado Civil, permitiendo emplear los 

datos del archivo nacional de identificación, el cual fue utilizado en el aplicativo del Censo. 

Además, se trabajó en el fortalecimiento de la producción de la información geográfica. 

De tal forma, en 2017, el IGAC registró un total de 115.465 ha. con cartografía básica a 

escala 1:2.000, con lo que se cumplió la meta en más de un 100% —110.522—; y se 

registraron 48.907.100 ha. a escala 1:25.000, con lo que se cumplió la meta en un 81% —

51.273.302—. En cuanto a la nivelación de la Red Geodésica Nacional48, se observa un 

esfuerzo importante para el cumplimiento, alcanzando un 51,5% de la meta de kilómetros 

                                                

47 El eCenso se define como una estrategia, en la cual la recolección de la información censal es realizada 

mediante una aplicación web, disponible para cualquier dispositivo tecnológico, que se podrá usar con o sin 

Internet. 

 
48 La Red Geodésica Nacional está compuesta por la elaboración de puntos densificados. Estos puntos son 
puntos geodésicos de redes secundarias. Estos son insumos utilizados para la elaboración de cartografía 
básica, fotogrametría, levantamientos topográficos con fines catastrales, apoyo a la medición de tierras en áreas 
pequeñas, restitución de tierras, entre otros. La cantidad de puntos densificados que se requieren para una 
zona específica depende de las dinámicas urbanas que requieren mayor densificación. 
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nivelados de la Red Geodésica Vertical Nacional, a pesar de los problemas financieros para 

lograr el cumplimiento de esta actividad que se presentaron en vigencias anteriores. 

B. Sistemas de información para la gestión pública 

Mediante la estrategia de Gobierno en Línea (que se denomina Gobierno Digital desde 

la presente vigencia) se busca aumentar la eficiencia del gobierno por medio de las TIC. 

Esto implica aumentar las herramientas disponibles al público para prestar mejores 

servicios a la ciudadanía y fortalecer las competencias TIC al interior de las entidades del 

Estado. 

En relación con los trámites y servicios ciudadanos disponibles en línea, en 2017, 

quedaron en funcionamiento 10 nuevos trámites y servicios de alto impacto social bajo el 

marco de la Ruta de Excelencia, estos son: 1) duplicado de la tarjeta militar y certificación 

de la situación de militar; 2) solución tecnológica para registro sanitario de medicamentos; 

3) operación de historia clínica unificada entre la subred de hospitales de los departamentos 

de Cundinamarca y Quindío; 4) servicios de intercambio de información entre entidades del 

nodo de tierras49; 5) mejoramiento y estabilización de los procesos del Sistema Nacional 

Catastral con respecto a productos catastrales, conservación y actualización; 6) Mipres50 

para la prescripción de servicios y medicamentos no incluidos en Plan de Beneficios en 

Salud; 7) Sistema de certificación electrónica de tiempos laborados (CETIL); 8) Ventanilla 

Única Empresarial para la integración gradual de trámites de formalización; 9) registro de 

facturas electrónicas (REFEL) y la habilitación de operadores, solicitud y trámite de registro 

para producción, empaque y exportación de vegetales en fresco; y 10) la plataforma para 

recolección y procesamiento de encuestas a hogares SISBEN IV. Con lo anterior, en 2017 

se alcanzó un cumplimiento del 125%, al sobrepasar la meta prevista de ocho trámites y 

servicios.  

Además de aumentar los servicios en línea, el Gobierno nacional trabaja por 

incrementar su calidad a través de la certificación de los servicios digitales que ofrece el 

Estado. De esta forma, el proyecto Sello de la Excelencia, del programa Gobierno en Línea, 

busca garantizar la fiabilidad y calidad de los servicios electrónicos a través de la 

acreditación de productos y servicios de las entidades públicas (MinTIC 2017a).  

Adicionalmente, en el evento Colombia 4.0, llevado a cabo en septiembre de 2017, se 

realizó el lanzamiento oficial del modelo del Sello de Excelencia, y se premió a 10 entidades 

                                                

49 El Nodo de tierras es una plataforma digital que permite que las entidades del Sistema Nacional de Atención 
y Reparación Integral a las Víctimas (SNARIV), que apoyan la restitución de tierras, automaticen sus servicios 
con el fin de acceder a la información de una manera más eficiente, para así adelantar los procesos de 
restitución.  
50Mi prescripción- Mipres es un aplicativo del Ministerio de Salud que permite que un médico, odontólogo, 
optómetra o nutricionista formulen procedimientos y medicamentos sin necesidad de autorización.  
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del orden nacional y territorial por ser pioneras en seguir los parámetros del Sello de la 

Excelencia y contar con los primeros servicios y productos certificados. 

Continuando con los resultados alcanzados en gobierno electrónico, estos se logran 

gracias al fortalecimiento de las entidades públicas del orden nacional y territorial en 

competencias TIC.  

Durante 2017, 302 trámites, servicios y productos fueron certificados con el Sello de la 

Excelencia, con lo cual se obtuvo un 100% de cumplimiento frente a la meta -300-. De estos 

302 trámites, servicios y productos, 203 correspondieron a entidades públicas del orden 

nacional y 99 a entidades públicas del orden territorial, los cuales se llevaron a cabo en 14 

departamentos y en el Distrito Capital de Bogotá51. La certificación de calidad de los 

servicios y productos se logró con el acompañamiento del MinTIC a cada una de las 

entidades durante el proceso. Estos resultados son significativos, dado que contribuyen a 

simplificar la interacción entre los ciudadanos y el Estado —por medio de los trámites—.  

En materia de capacitación, en 2017, 1.061 servidores públicos recibieron educación 

formal e informal, presencial y virtual, en temas de compras públicas, ciberseguridad y 

defensa, gestión TI, seguridad y privacidad de la información, y el protocolo IPV652. En lo 

corrido del cuatrienio, la cifra de capacitación ascendió a 3.338 personas, lo que permitió 

sobrepasar la meta de este periodo en 12 p.p. Con lo anterior, se desarrollan las 

competencias de los funcionarios para alcanzar un mejor desempeño de sus funciones 

(Oficina Asesora de Planeación y Estudios Sectoriales 2017). Además, con estas 

actividades se avanza en la implementación de la nueva Política Nacional de Seguridad 

Digital —establecida en el documento CONPES 3854 de 2016—, la cual busca fortalecer 

las capacidades de diferentes actores para identificar, tratar, gestionar y mitigar los nuevos 

riesgos de seguridad digital en diferentes entornos socioeconómicos. 

Otro elemento que contribuye a elevar los estándares de seguridad en el gobierno lo 

constituye la adopción del Modelo de Seguridad y Privacidad de la Información en el Estado. 

En 2017, se cumplió el 100% de la meta, al vincular a las siguientes ocho entidades cabezas 

de sector, en la incorporación de este modelo en su gestión: DNP, MinTIC, MinSalud, 

DANE, MinEducación, MinComercio, Prosperidad Social, y MinAmbiente. Con lo anterior, a 

lo largo del cuatrienio se ha alcanzado un acumulado de 16 sectores que han adoptado 

este Modelo de Seguridad y Privacidad de la Información, lo que ha permitido la apropiación 

de la Estrategia GEL (Gobierno en Línea) en los componentes de: TIC para la gestión, TIC 

                                                

51 Las entidades territoriales en las cuales se certificaron trámites, servicios y productos, con el Sello de 
Excelencia del programa Gobierno en Línea, fueron: Antioquia, Atlántico, Bogotá D.C, Boyacá, Cauca, Huila, 
Meta, Nariño, Norte de Santander, Sucre, Tolima, Valle del Cauca, Arauca, Casanare y Guainía.  
52 El IPV6 es la nueva versión del Protocolo de Internet —Internet Protocol (IP)— en el cual se sustenta la 
operación de Internet y que permite a las entidades proteger los bienes, activos, servicios, derechos y libertades 
dependientes del Estado. 
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para Gobierno Abierto, TIC para servicios y Seguridad y Privacidad de la Información. De 

esta manera, las entidades vinculadas cuentan con herramientas para construir sistemas 

de gestión de seguridad de la información que permitan asegurar los datos valiosos de cada 

entidad.  

Por otro lado, el Modelo de gestión en TI (IT4+®), es una herramienta que busca 

mejorar la eficiencia y transparencia de las organizaciones mediante la alineación de sus 

procesos de planeación y gestión con el mejor uso de la tecnología. En 2017, un total de 

75 nuevas entidades adoptaron este modelo, para un total de 145 durante el cuatrienio y 

un cumplimiento del 100% de la meta de la vigencia. Los talleres y el acompañamiento 

personalizado han tenido alcances, tanto a nivel nacional como territorial, e incluye 

entidades de diferentes sectores (Tabla 1). Con la implementación de instrumentos 

derivados de modelo de gestión TI, las entidades del Estado aumentan el control que tienen 

sobre los recursos, mejoran el seguimiento que hacen a estos, así como sus procesos de 

administración, y cuentan con información oportuna y de calidad para la toma de decisiones. 

Tabla 1. Entidades del orden nacional y territorial que adoptan instrumentos del modelo de 

gestión en TI, 2017. 

Nro. Entidad Nro. Entidad 

1 
Agencia 

logística Fuerzas Militares 
39 Alcaldía Quimbaya 

2 SATENA 40 Alcaldía Quipama 

3 
Corporación de la Industria 

Aeronáutica 
41 Alcaldía Ráquira 

4 Gobernación del Valle 42 Alcaldía Saboya 

5 DIAN 43 Alcaldía Saravena 

6 
Superintendencia de 

Industria y Comercio 
44 Alcaldía de Sora - Boyacá 

7 Instituto Nacional de salud 45 Alcaldía de Sutamarchan - Boyacá 

8 Catastro Distrital de Bogotá 46 ACUAVALLE 

9 Canal Trece de Televisión 47 Alcaldía Boavita 

10 Archivo General de la Nación 48 Alcaldía de Buga 

11 
Caja de Vivienda Popular del 

Distrito 
49 Alcaldía de Palmira 

12 UAESP 50 Alcaldía de Roncesvalles – Tolima. 

13 Armada Nacional 51 Alcaldía de Saravena 

14 DIMAR 52 Alcaldía San Pablo 

15 Adpostal 4-72 53 Alcaldía Santo Domingo 

16 Gobernación de Boyacá 54 
Dermatológico Federico Lleras 

Acosta 

17 Hospital Militar Central 55 Contraloría General de Antioquia 

18 Alcaldía Garzón - Huila 56 Empresas Públicas de Medellín 

19 
Alcaldía Santa Rosa de 

Cabal 
57 FINAGRO 

20 Gobernación del Atlántico 58 Gobernación del Cesar 
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Nro. Entidad Nro. Entidad 

21 Alcaldía Chitaraque - Boyacá 59 Ministerio de Minas 

22 Gobernación de San Andrés 60 Veeduría de Bogotá 

23 Alcaldía de Apartado 61 Instituto Nacional de Cancerología 

24 
Alcaldía San Juan del Litoral 

_Choco 
62 Instituto Nacional de Vías – INVÍAS 

25 Alcaldía de Pasto 63 
Unidad de Servicios Penitenciarios 

y Carcelarios 

26 
Alcaldía de la Dorada – 

Caldas 
64 Alcaldía de Mitú Vaupés 

27 Alcaldía de Yopal 65 
Alcaldía de Girardot 

(Cundinamarca) 

28 Alcaldía de Flandes 66 Alcaldía de Chía (Cundinamarca) 

29 Alcaldía de Acacias 67 
Alcaldía Municipal de Planadas 

(Tolima) 

30 Alcaldía de Copacabana 68 Alcaldía de Chachagüí (Nariño) 

31 
Alcaldía Agua Azul – 

Casanare 
69 Alcaldía de La Cruz (Nariño) 

32 Alcaldía Anserma 70 
Alcaldía de San Pedro de Cartago 

(Nariño) 

33 Alcaldía de Apartado 71 Alcaldía de Túquerres (Nariño) 

34 Alcaldía de Aránzazu 72 Alcaldía de Policarpa (Nariño) 

35 Alcaldía Bajo Baudó 73 Alcaldía de Puerres (Nariño) 

36 Alcaldía Chaparral 74 Alcaldía de Guachené (cauca) 

37 
Alcaldía Coromoro – 

Santander 
75 

Alcaldía Mayor de Bogotá - 
Secretaria de Gobierno 

 38 Alcaldía Nuquí     
Fuente: DNP, Sinergia, MinTIC 

De igual modo, en 2017, un total de ocho entidades cabezas de sector de la 

administración pública, adoptaron el Marco de Referencia de Arquitectura Empresarial para 

la Gestión (MRAE), con lo cual se cumplió en un 100% con la meta prevista. Dichas 

entidades fueron: MinEducación, MinCultura, Departamento Administrativo de la Función 

Pública, MinMinas y Energía, MinDefensa, Prosperidad Social, Coldeportes y la Dirección 

Nacional de Inteligencia.  

En virtud de la adopción de los lineamientos del MRAE, y al acompañamiento 

especializado bajo el marco de la Estrategia GEL-TIC para la Gestión, por parte de los 

sectores, se logran alinear procesos, objetivos estratégicos, sistemas de información, 

unidades organizativas y personal, para que los usos de las Tecnologías de la Información 

tengan un valor agregado para la operación de la función pública y para que se aumenten 

recursos técnicos y financieros que permitan mejorar los niveles de eficiencia del Estado 

colombiano (MinTIC 2017). 

Al mismo tiempo, el país avanza en consolidar la plataforma de interoperabilidad del 

Estado. La adopción de un lenguaje común entre las entidades facilita el intercambio de 

información, el manejo único de fuentes y la adopción de arquitectura de las Tecnologías 

de la Información (TI). En 2017, un total de 50 nuevas entidades del orden nacional y 
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territorial publicaron servicios interoperables en la plataforma del Estado, lo que representó 

un sobre cumplimiento de 33,9 p.p. en la meta de dicha vigencia —177—, y un 92,2% 

durante el cuatrienio al acumular 237 entidades con servicios interoperables publicados —

frente a una meta de 257 entidades—. Este resultado es alcanzado gracias a los procesos 

de capacitación masiva en interoperabilidad y lenguaje común, así como al 

acompañamiento especializado. Lo anterior representa uno de los mayores logros en 

materia de fortalecimiento de las TIC en el Estado, dado que la colaboración 

interinstitucional permitirá brindar servicios en línea, con una ventana única de atención 

para los ciudadanos.  

Finalmente, la alianza entre la Agencia de Contratación Estatal Colombia Compra 

Eficiente (CCE) y el MinTIC ha permitido que se implementen los Acuerdos Marco de 

Precios (AMP) para la adquisición de bienes y servicios TI, con el fin que las entidades 

simplifiquen procesos, reduzcan costos y mejoren la eficiencia del Estado. En 2017, un total 

de 42 entidades fueron beneficiadas con el uso de estos acuerdos, cuatro de las cuales 

están obligadas bajo lo establecido en la Ley 1150 de 2007, y 38 no obligadas, lo que 

permitió dar cumplimiento al 100% de la meta programada para dicho año. Del mismo 

modo, se cuenta con un acumulado de 153 entidades, beneficiadas con los AMP a lo largo 

del cuatrienio, alcanzando un cumplimiento del 79,7% frente a la meta prevista —192—. 

Con estos acuerdos las entidades no solo logran agilizar los procesos de adquisición de 

tecnologías, sino que perciben ahorros importantes en la compra de nueva tecnología. En 

tal sentido, desde 2014, los ahorros por compras a través de la Tienda Virtual del Estado 

Colombiano se estiman en $711.000 millones. 

C. Seguimiento y evaluación de las políticas públicas 

El seguimiento y la evaluación son los mecanismos principales para evidenciar si el 

desempeño gubernamental ha generado los resultados proyectados en el proceso de 

planeación, materializado a través de los diferentes niveles de la intervención pública. 

Adicionalmente, se constituyen en herramientas de apoyo para la rendición de cuentas y 

ayudan a visualizar los logros y analizar la gestión de las entidades de la rama ejecutiva del 

poder público. 

Los avances y retos en relación con los propósitos de desarrollo que se plantean en el 

PND, se evidencian en el Sistema de Seguimiento a las Metas de Gobierno (Sinergia 

Seguimiento) y en el Sistema Nacional de Evaluaciones (Sinergia Evaluaciones); 

instrumentos que componen el Sistema Nacional de Evaluación y Gestión de Resultados 

(Sinergia). Sinergia Seguimiento es una herramienta que permite realizar un análisis 

periódico sobre el avance de las metas de las entidades públicas con el fin de identificar 

acciones preventivas y correctivas en el corto y mediano plazo. Por su parte, Sinergia 

Evaluaciones estudia los eslabones de la cadena de valor de las intervenciones 
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gubernamentales y se constituye en una herramienta para el rediseño y ajuste de las 

políticas priorizadas por el Gobierno nacional.  

De manera general, en 2017, el porcentaje de actualización de los indicadores en 

Sinergia se estableció en 79,2% lo que muestra una diferencia de 7,3 p.p. en relación con 

el índice de actualización de 2016, que presentó un promedio de 71,9% en el reporte, con 

lo cual se evidencia un avance significativo por parte de los sectores del Gobierno en el 

reporte de los avances en los compromisos de su competencia. Se destaca que la mayoría 

de los sectores presentan un índice de actualización superior al promedio, lo que conlleva 

a cumplir la meta de la vigencia en 89%. 

Por otra parte, en 2017, se contrataron 10 evaluaciones, orientadas a establecer las 

fortalezas y debilidades que se presentan a lo largo del ciclo de las políticas públicas. Como 

parte del proceso, se consolidó la estrategia en donde se construye una matriz de Uso, 

Apropiación y Difusión de Evaluaciones Sinergia la cual tiene como objetivo proponer 

acciones, desde el DNP, para impulsar la implementación de las recomendaciones de las 

evaluaciones al interior de las entidades ejecutoras. De tal forma, en 2017, se elaboraron 

32 matrices de Uso, Apropiación y Difusión en los ejercicios de evaluación de Sinergia.  

Así mismo, en 2017 se realizaron dos levantamientos de información de la Encuesta 

de Percepción Ciudadana al PND (EPC). Esta encuesta se levanta cada seis meses, y en 

cada levantamiento se hacen 9.710 encuestas que permiten obtener información a nivel 

nacional, urbano-rural, regional, de Bogotá y de tres áreas metropolitanas del país —

Medellín, Cali y Barranquilla—. La EPC tiene como objetivo principal brindar información 

relevante a los tomadores de decisiones desde la percepción de los demandantes de bienes 

y servicios públicos —esto es, de los ciudadanos—. Sus resultados permiten que el 

Gobierno nacional tenga una mayor cantidad de insumos para orientar sus estrategias y 

políticas, con el objetivo de lograr un mejor entendimiento y relación entre la sociedad civil 

y el ejecutivo. 

 

Objetivo 5. Optimizar la gestión de la inversión de los recursos 

públicos 

Por medio del suministro de bienes y la prestación de servicios de manera efectiva, el 

Gobierno nacional promueve una eficiente gestión de la inversión pública, con el fin de 

garantizar el bienestar general de la ciudadanía y el goce efectivo de sus derechos. En ese 

orden de ideas, este objetivo se enfoca en fortalecer la administración de la información 

presupuestal basada en el desempeño y los resultados de las entidades del orden nacional 

y territorial, con el fin de hacer una asignación cada vez más eficiente de los recursos. 
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A. Presupuesto de inversión informado por desempeño y resultados 

Tomando como base las reformas de varios países de la OCDE —conocidas como 

New Public Management (NPM)—, la Nación se vincula a los países que adelantan 

acciones para la implementación de los conceptos de eficacia, eficiencia y equidad en la 

institucionalidad del Estado. Para ello, el Gobierno incorpora la gestión orientada a 

resultados en aspectos como: 1) la planificación estratégica, como instrumento orientador 

del desarrollo y de las intervenciones estatales; 2) el sistema de medición del desempeño 

del sector público que vincula la planeación con los resultados estratégicos; 3) el ciclo de la 

inversión pública que está acorde al PND; 4) los sistemas de gestión presupuestaria y 

financiera; 5) instrumentos de evaluación del presupuesto de inversión. 

En 2017, se implementaron los clasificadores programáticos con el fin de garantizar 

una mayor interrelación entre los objetivos y las estrategias cuatrienales del PND y la 

presupuestación anual. Además, la clasificación programática del presupuesto de inversión 

que se llevó a cabo por parte del DNP y los sectores del gobierno, permitieron consolidar el 

catálogo único de programas que atiende las necesidades que en la materia se plantean 

en el PND y se ajustan a la agenda de las políticas públicas de la Nación. Así mismo, se 

generó un catálogo de productos e indicadores que permiten estandarizar la información de 

los bienes y servicios entregados en todo el territorio nacional; esto facilita la consolidación 

de la información para conocer en qué invierte el Estado. 

B. Estandarizar y hacer más eficiente la contratación estatal 

Colombia Compra Eficiente consolidó el Sistema de Contratación Pública (SECOP) 

como plataforma de gestión del proceso de contratación a nivel nacional, en el marco de la 

estrategia de transformación de la cultura de la contratación pública para optimizar los 

recursos invertidos. De tal forma, en 2017, un total de 1.026 entidades estatales reportaron 

sus procesos de contratación a través del SECOP, lo cual evidencia un avance del 41,11% 

sobre la meta definida para esta vigencia —2.496—.  

C. Consolidar el Sistema General de Regalías 

El Comité de Política Territorial de la OCDE reconoció como logros de la reforma al 

Sistema General de Regalías (SGR): un mayor ahorro, una mejora en el crecimiento y en 

la competitividad regional, con una consecuente reducción de la pobreza y una 

transformación institucional. 

Antes de la reforma a las regalías —llevada a cabo en 2012—, el 80% de estos 

recursos beneficiaban sólo a 17 departamentos, donde se concentraba solo el 23% de la 

población del país. En otras palabras, tres de cada cuatro colombianos no recibían ningún 

beneficio producto de las regalías. En contraste, al cierre de 2017, los recursos de las 
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regalías beneficiaron a 1.04253 municipios, a partir de la terminación de 8.57454 proyectos de 

inversión, en los que se invirtieron $11,9 billones, correspondientes a los diferentes fondos 

que componen el SGR.  

Adicionalmente, a partir de la información obtenida mediante la implementación del 

modelo de monitoreo y seguimiento a las regalías, es importante destacar los siguientes 

resultados: 

• Con el propósito de disminuir los costos de planeación y estructuración de los 

proyectos de inversión, en 2017, se estandarizaron 16 proyectos —para un total de 

43 en el portafolio de proyectos tipo—, los cuales pueden ser utilizados y 

presentados por las entidades territoriales, para contribuir a mejorar la eficacia en la 

implementación de los mismos. 

• Al cierre de 2017, los OCAD aprobaron 12.123 proyectos por valor de $37,8 billones, 

$28,4 billones de los cuales correspondieron a recursos del SGR. Además, en 2017, 

se registraron 2.641 proyectos terminados por valor de $3,7 billones por SGR y $0,6 

billones por otras fuentes. 

• Además, desde 2014 hasta 2017, se establecieron y llevaron a cabo acciones de 

seguimiento a 3.388 proyectos, a través de los cuales se mitigaron riesgos por el 

orden de $7 billones. Así mismo, se identificaron 575 proyectos críticos, por medio 

de visitas y evaluación a entidades ejecutoras, en el marco del modelo de control 

preventivo, 452 de dichos proyectos —por valor de $4 billones— continúan en 

estado crítico. Las principales características de los proyectos con dicho estado son: 

retrasos significativos injustificados, insuficiencias técnicas graves y falta de 

sostenibilidad o funcionalidad.  

• De 2014 a 2017, un total de 123 proyectos —por valor de $1,1 billones— superaron 

la causa de su estado crítico, reorientando su ejecución a partir de la identificación 

temprana de situaciones que ponían en riesgo su ejecución, así como al 

seguimiento constante del DNP en relación con la implementación de las acciones 

de mejora formuladas por el ejecutor y a la realización de mesas de trabajo que 

permitieron tomar acciones de forma oportuna. Todo esto gracias a la incorporación 

de herramientas tecnológicas en el desarrollo de la labor y de la adopción de 

estándares internacionales de seguimiento a proyectos de inversión.  

• De otra parte, en 2017, se continuó con la medición de 1.080 entidades ejecutoras 

designadas por los OCAD, las cuales ejecutan 11.210 proyectos financiados con 

recursos del SGR. De esta manera, se fortalecen los procesos de gestión en las 

entidades ejecutoras de proyectos de inversión del SGR. Así mismo, se calcula el 

                                                

53 Corresponden a los municipios ejecutores de proyectos de inversión financiados con recursos del SGR. 
54 Total de proyectos terminados por las 1.197 entidades públicas ejecutoras de proyectos del SGR. 
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Índice de Gestión de Proyectos de Regalías (IGPR), que mide la gestión de las 

entidades enfocado en dos dimensiones y cuatro categorías, así: gestión 

administrativa de los proyectos —transparencia y sin medidas del Sistema de 

Monitoreo, Seguimiento, Control y Evaluación (SMSCE)— y gestión del desempeño 

de los proyectos —categorías de eficiencia y eficacia—. 

• Con el fin de promover el uso eficaz y eficiente de los recursos del SGR, dicho 

instrumento da a la entidad ejecutora y a los actores interesados, la posibilidad de 

identificar las situaciones que afectan la gestión de los proyectos, para que se lleven 

a cabo mecanismos de toma de acciones preventivas. A su vez, el IGPR permite 

optimizar la focalización y autoevaluación del SMSCE. Al cuarto trimestre de 2017, 

el índice registró un valor de 67,73, cifra superior respecto al mismo periodo de 2016 

—65,13—, lo que indica que mejoró la gestión de las entidades ejecutoras de los 

proyectos del SGR tanto en su gestión administrativa como en la gestión del 

desempeño de los proyectos. 

Por otro lado, en materia normativa se destaca la aprobación del Acto Legislativo 04 

del 8 de septiembre de 2017, que adicionó el artículo 361 de la Constitución. En particular 

se resalta la creación del OCAD Paz, con el objeto de financiar proyectos de inversión para 

la implementación del Acuerdo Final para la terminación del conflicto y la construcción de 

una paz estable y duradera. 

 

Objetivo 6. Promover y asegurar los intereses nacionales a través 

de la política exterior y cooperación internacional 

Para continuar con la política de promoción y aseguramiento de los intereses 

nacionales en el exterior y el fomento de los vínculos con los colombianos en el exterior, 

durante el cuatrienio, el sector de relaciones exteriores debía actuar en seis líneas: 1) 

diversificar la agenda política exterior con socios tradicionales y no tradicionales; 2) 

consolidar y posicionar a Colombia en instancias globales multilaterales, regionales y 

subregionales; 3) fortalecer la política migratoria, el servicio consular y el servicio al 

ciudadano; 4) impulsar el desarrollo social y económico de las regiones de frontera y su 

integración con los países vecinos; 5) fortalecer institucionalmente las entidades del sector 

de relaciones exteriores; y, 6) consolidar la oferta y la demanda de cooperación 

internacional en función de los objetivos de política exterior.  

En este contexto, la Cancillería, con el objetivo de diversificar la agenda de política 

exterior geográfica y temáticamente en concordancia con los intereses del orden nacional, 

durante 2017, el sector desarrolló 49 acciones estratégicas para consolidar y lograr 

resultados en el marco de las agendas bilaterales a nivel global (socios tradicionales y no 
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tradicionales), las cuales contemplan la suscripción de instrumentos como memorandos de 

entendimiento, acuerdos de cooperación, acuerdos de inversión, actas de compromiso, 

acuerdos económicos y comerciales, declaraciones conjuntas y el desarrollo de programas 

o proyectos en conjunto.  

En este sentido, en 2017, se fortalecieron las relaciones internacionales a través de las 

siguientes acciones: se suscribió el acuerdo de Cooperación en Cultura con el Ministerio de 

Relaciones Exteriores de Azerbaiyán; la Declaración de Intención entre Francia y Colombia 

Relativa a la Cooperación de la Agencia Francesa de Desarrollo en apoyo a la 

implementación de los Acuerdos de Paz en Colombia; la negociación del Acuerdo de 

Working Holidays —programa de vacaciones–trabajo— con Polonia; se firmó el Protocolo 

sobre Cooperación en el Ámbito de la Formación Turística entre MinComercio y el Ministerio 

de Economía de Portugal; la ejecución de proyecto en surf y la realización de un webinar 

—seminario virtual— para fomentar relaciones académicas entre Colombia y la Unión 

Europea; y la suscripción de los siguientes memorandos de entendimiento: con Irlanda para 

el establecimiento de un mecanismo de Consultas Políticas; con Hungría entre el Instituto 

Nacional de Salud Pública de ese país —NPHI— y Corpoica para la cooperación técnica y 

científica; con Suecia en materia de defensa, con Rusia para la cooperación científica, con 

Italia para cooperación en agricultura; y con Portugal entre la APC y el Instituto de 

Cooperación y de la Lengua–Camões, para la cooperación triangular en diferentes temas. 

Además, con Emiratos Árabes Unidos se suscribió un acuerdo para evitar la doble 

tributación (ADT) y un acuerdo bilateral para la promoción y protección de inversiones 

(APPRI). De otra parte, en el marco del fortalecimiento de las relaciones internacionales, 

durante 2017 se dió apertura a la Embajada de Colombia en Filipinas. 

Así mismo, en desarrollo de las iniciativas Diplomacia Deportiva y Cultural y Difusión 

de la Cultura Colombiana a través de la Enseñanza del Español, así como de los Planes de 

Acción Cultural de las Embajadas, que buscan posicionar a Colombia como un país 

contemporáneo, innovador, diverso, inclusivo y comprometido con la búsqueda de la 

convivencia pacífica, se adelantaron 337 actividades culturales, académicas y deportivas 

de promoción de Colombia en 65 países. 

En el marco de la iniciativa Diplomacia Deportiva y Cultural, se beneficiaron 233 niños, 

niñas y adolescentes, mediante el fomento del deporte y la cultura como medios de 

convivencia pacífica, inclusión social y diálogo intercultural en 14 países en las disciplinas 

deportivas de rugby, baloncesto, fútbol, atletismo, voleibol, beisbol y tenis de mesa y en los 

géneros musicales de marimba, gaitas y tambores, música llanera y violines caucanos. 

Además, en materia de movilidad académica, se beneficiaron 144 estudiantes colombianos 

a través de dos convocatorias de becas de la Plataforma de Movilidad Estudiantil y 

Académica de la Alianza del Pacífico. A través de este mecanismo, los Gobiernos de Chile, 

Colombia, México y Perú se otorgan mutuamente un total de 400 becas anuales para que 
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ciudadanos de sus países realicen intercambios en pregrado, doctorado e investigación o 

docencia. En el marco de la 10ª convocatoria realizada en 2017, Colombia otorgó 100 becas 

a chilenos, mexicanos y peruanos, quienes realizarán sus intercambios en 2018. 

Con respecto a la consolidación de la presencia y posicionamiento de Colombia, en 

2017, el país participó en 71 foros regionales y multilaterales para la promoción y defensa 

de intereses nacionales, con lo cual superó la meta para este año en 34 p.p. Entre dichos 

foros se destaca la participación en: la V Cumbre de la Comunidad de Estados 

Latinoamericanos y Caribeños (CELAC), la reunión extraordinaria del Consejo de Ministros 

de Relaciones Exteriores de la Unión de Naciones Suramericanas (UNASUR), la reunión 

del Grupo de Alto Nivel (GAN) de la Alianza del Pacífico, la reunión ordinaria del Consejo 

de Ministros de la Asociación de Estados del Caribe, el 161° período de sesiones de la 

Comisión Interamericana de Derechos Humanos, el XVIII Consejo de Ministros de 

Relaciones Exteriores de la Asociación Latinoamericana de Integración (ALADI), el 26° 

periodo de sesiones de la Comisión de Prevención del Delito y Justicia Penal de la 

Organización de Naciones Unidas (ONU), la 50ª Cumbre del Mercado Común del Sur 

(MERCOSUR); la 72°Asamblea General de la ONU; la 23ª Conferencia de las Naciones 

Unidas sobre Cambio Climático - COP 23; entre otros.  

Así mismo, se destaca el ejercicio de Colombia como Presidencia Pro Témpore de la 

Comunidad Andina (2016-2017) y la Alianza del Pacífico (2017-2018), mecanismos en los 

que dio un significativo impulso al proceso de reingeniería de la CAN y a la creación de la 

categoría de Estado Asociado de la Alianza del Pacífico. Además, lideró la iniciativa del 

Taller de Visión Estratégica y la creación del Consejo Empresarial Mesoamericano en el 

marco del Proyecto Mesoamérica y se desempeñó como vicepresidente de la Comisión del 

Mar Caribe y relator del Comité de Relaciones Económicas Externas de la Asociación de 

Estados del Caribe AEC. 

De otra parte, para fortalecer la política migratoria y el servicio consular, el sector 

trabajó en el mejoramiento de las condiciones de la población colombiana en el exterior. En 

tal sentido, en 2017, la Cancillería instaló 157 consulados móviles, actividad que implicó el 

traslado de uno o varios funcionarios fuera de la sede consular y dentro de su 

circunscripción, con el objetivo de brindar servicios y trámites consulares a la población 

colombiana que, por efecto de la distancia, tuviese dificultad para trasladarse a la sede 

consular. En dichas jornadas se realizaron un total de 27.350 actuaciones consulares, las 

cuales beneficiaron a 25.354 connacionales en el exterior. Igualmente se fortaleció la 

gestión migratoria para atender a la coyuntura de flujos de venezolanos; así como la 

expedición del Permiso Especial de Permanencia (PEP) y la Tarjeta de Movilidad Fronteriza 

(TMF). 
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Con respecto a las políticas de desarrollo fronterizo que se adelantan desde 2010, en 

2017, el Gobierno nacional continuó con la implementación de proyectos de impacto social 

y económico en las zonas de frontera, beneficiando a comunidades ubicadas en zonas 

apartadas y dispersas. Como parte de esta estrategia, se consolidaron cinco intervenciones 

integrales con proyectos en zonas rurales de municipios y corregimientos departamentales 

fronterizos. Las intervenciones comprenden la implementación de cinco o más proyectos 

en sectores como agua, ambiente, cultura, deporte, desarrollo económico, energía, 

educación y salud. Los municipios beneficiados fueron: Arauca (Arauca), Ipiales (Nariño), 

Manaure (La Guajira), Acandí (Chocó), y Cumaribo (Vichada). De la misma manera, en el 

marco del programa Plan Fronteras para la Prosperidad, se ejecutaron 142 proyectos con 

un costo de $17.447 millones. 

Cabe destacar que, en 2017, se logró la implementación de un proyecto que beneficia 

a la comunidad Rrom en la Kumpania de Cúcuta, departamento de Norte de Santander. A 

través de este proyecto, se fortalecieron las características culturales y de cosmovisión de 

esta comunidad y se mejoraron las condiciones económicas y de participación en el 

mercado. 

Como parte del proceso de fortalecimiento de la política pública en las zonas de 

frontera, se continuó con la implementación del documento CONPES 3805 Prosperidad 

para las Fronteras de Colombia, a través del cual se garantizaron los espacios para que la 

comunidad, los líderes locales y las autoridades regionales expresaran sus preocupaciones 

y las principales necesidades. A partir de esto, y desde la Cancillería se realizó un trabajo 

articulado con el DNP para promover el funcionamiento de la institucionalidad fronteriza y 

para hacer un seguimiento a la implementación de los $3,4 billones estimados por el 

Conpes. En este marco, se realizaron seis Comisiones Regionales para el Desarrollo 

Fronterizo en las cuales participaron líderes locales, autoridades regionales y 

representantes de las entidades nacionales. 

Adicionalmente, durante 2017, se fortalecieron los procesos de integración con los 

países vecinos. De tal forma, en el marco del Plan Binación de Integración Fronteriza 

Ecuador Colombia (PBIFEC), en su versión 2.0, se dio continuidad a la implementación de 

cada uno de los compromisos establecidos en los ejes estructurales de dicho plan, y se 

realizó seguimiento a los indicadores de resultado definidos en el mismo, con lo cual se 

evidenció que Colombia cumplió sus metas en un 53%. Además, se inició el proceso para 

la entrada en operación del Fondo de Desarrollo Fronterizo, a partir del cual se financiarán 

proyectos establecidos conjuntamente para la Zona de Integración Fronteriza 

(Departamentos de Nariño y Putumayo en Colombia y Provincias de Carchi, Esmeraldas, 

Imbabura y Sucumbíos en Ecuador).  
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En este mismo sentido, y en el marco del Plan Binacional para la Zona de Integración 

Fronteriza con Perú, se definió que la institución encargada de la administración del Fondo 

de Desarrollo de la Zona de Integración Fronteriza Perú-Colombia, será el Banco 

Interamericano de Desarrollo (BID), el cual operará los recursos aportados por los países 

para la ejecución de proyectos de impacto social y económico. Así mismo, se adelantaron 

acciones para la identificación de cadenas productivas de cacao nativo de aroma y 

piscicultura, se culminó la formulación de proyectos culturales con énfasis en formación 

musical para niños, niñas y adolescentes, se mejoró la atención de la población materno 

infantil y se fortaleció el control migratorio conjunto en la Balsa Migratoria en el río 

Amazonas, ubicada en Leticia, la cual permitió la articulación de las oficinas migratorias de 

Colombia y Perú.  

Como resultado de los compromisos adquiridos para fortalecer institucionalmente las 

entidades de sector, y en particular la seguridad fronteriza, se creó el Puesto de Control 

Migratorio Terrestre “Francisco de Paula Santander” en Cúcuta (Norte de Santander), 

mediante la Resolución 653 de 2017, con lo cual se fortalecieron 68 puntos de atención 

migratorios, lo cual permitió dar cumplimiento a la meta prevista para el cuatrienio. De la 

misma manera, durante 2017, se realizaron 52 misiones de Colombia en el exterior, en 

donde, a través de acciones de mantenimiento y dotación, se adecuaron 17 consulados, 

tres delegaciones y 32 embajadas.  

Por último, en materia de consolidación de la oferta y la demanda de cooperación 

internacional, durante 2017, se negociaron 12 instrumentos, programas y proyectos de 

cooperación internacional, distribuidos de la siguiente manera: 1) en el marco de los 

instrumentos de cooperación bilateral diseñados, se cumplió la meta con la aprobación de 

seis instrumentos , y 2) en cuanto a los programas bilaterales de Cooperación Sur-Sur en 

operación, se adelantaron cinco Comisiones Mixtas de Cooperación Técnica y Científica 

con: Bolivia, Cuba, Honduras, Perú, y República Dominicana. Adicionalmente, con respecto 

a la estrategia regional de Cooperación Sur-Sur, se llevó a cabo un seminario internacional 

para el fortalecimiento de capacidades en seguridad integral con países de África.  

Finalmente, con respecto al indicador de iniciativas, convenios y proyectos con la 

comunidad internacional que contribuyen con la construcción de paz, en 2017 se 

concertaron 52 convenios, iniciativas y proyectos, alcanzando un total de 399 durante el 

cuatrienio, con lo cual se cumplió en 100% esta meta —383—. 
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IX  Crecimiento verde 

El actual crecimiento económico ha generado tanto beneficios para la sociedad como 

desafíos para la conservación, gestión y aprovechamiento sostenible del capital natural del 

país. Para asegurar un desarrollo que cumpla con parámetros de sostenibilidad, que 

minimice los impactos del cambio climático y que cambie la tendencia del deterioro 

ambiental, el PND (2015) incluyó los siguientes objetivos: 1) avanzar hacia un crecimiento 

sostenible y bajo en carbono, 2) proteger y asegurar el uso sostenible del capital natural y 

mejorar la calidad y la gobernanza ambiental, y 3) lograr un crecimiento resiliente y reducir 

la vulnerabilidad frente a los riesgos de desastres y al cambio climático. 

En el marco de estos objetivos, el Gobierno nacional implementó diferentes acciones 

de política pública que han permitido lograr un cumplimiento promedio del 91,6% en las 

metas del sector ambiente, establecidas para 2017 en esta estrategia. Los resultados 

específicos y las acciones desarrolladas se presentan en las siguientes secciones. 

 

Objetivo 1: Avanzar hacia un crecimiento sostenible y bajo en 

carbono 

El crecimiento verde basado en la innovación y aumento en la productividad y eficiencia 

en el uso de los recursos naturales, busca la reducción de los costos de la degradación 

ambiental y la mitigación del cambio climático, por medio de procesos más eficientes e 

incluyentes que maximicen los beneficios económicos, sociales y ambientales de la 

implementación de políticas, programas y acciones sectoriales. 

A. Impulsar la transformación de sectores hacia sendas más eficientes 

y de bajo carbono 

En lo corrido del cuatrienio, MinAmbiente ha trabajado con los sectores de minas y 

energía, vivienda, agropecuario y transporte, con el fin de alinear los objetivos y estrategias 

sectoriales hacia el crecimiento verde, mediante la incorporación de variables ambientales 

en sus procesos de planificación y cambios en la tendencia de desarrollo hacia sendas más 

eficientes, competitivas, bajas en carbono y resilientes a los efectos del cambio climático. 

Uno de los enfoques de la estrategia de Crecimiento Verde para el sector de minas y 

energía se relaciona con la masificación de nuevas fuentes de energía en el sector 

transporte, en línea con los compromisos de la OCDE. En lo corrido del cuatrienio este 

gobierno cuenta con un total de 569.524 automotores que utilizan energéticos alternativos, 
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incluyendo vehículos convertidos a gas natural y vehículos eléctricos, de los cuales 12.473 

fueron en 2017, con lo que se avanzó en el 78,3% de la meta anual. 

Por otra parte, con el fin de disminuir el uso del diésel para la generación de energía 

eléctrica, el Gobierno ha aumentado la oferta eléctrica a través de fuentes de menor impacto 

ambiental. Así pues, durante 2017 se aumentó tanto el número de nuevos usuarios de 

energía eléctrica, como la capacidad instalada de generación eléctrica a partir de fuentes 

no convencionales y energías renovables en el sistema energético nacional. 

Durante 2017, 52.070 nuevos usuarios en zonas anteriormente sin cobertura se 

beneficiaron de proyectos que brindan el servicio de energía eléctrica. De ellos, se 

financiaron con recursos públicos 12.722 ubicados en zonas de cobertura del SIN; 13.564 

ubicados en las ZNI; y mediante planes de expansión de los distribuidores 25.784 ubicados 

en zona de influencia del SIN, con lo que se cumplió en su totalidad la meta anual de nuevos 

usuarios con servicio de energía eléctrica. En consecuencia, al cierre de 2017 se cuenta 

con un acumulado de 186.856 usuarios con el servicio de energía eléctrica lo que 

representa un avance de la meta acumulada de cuatrienio del 86% (Gráfico 32).  

Gráfico 32. Usuarios con el servicio de energía eléctrica, 2014–2017. 

 

Fuente: DNP, Sinergia, ANM. 

Con el fin de reducir las emisiones asociadas a Gases Efecto Invernadero (GEI) y hacer 

un uso más eficiente de la capacidad instalada, en 2017 se logró el aumento de la capacidad 

instalada de fuentes no convencionales y energías renovables en el sistema energético 

nacional a 11.755 MW —superando la meta anual en 19,13 p.p.—. Sin embargo, se 

mantiene como reto en las ZNI incrementar la capacidad instalada de fuentes no 

convencionales de energía, ya que para esta vigencia únicamente se avanzó en el 49,4% 

de la meta anual —la capacidad fue 2,47 MW de los 5,0 MW esperados—. 
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En relación con la expansión del servicio de gas combustible, durante 2017 el Gobierno 

logró que 472.811 nuevos usuarios accedieran a dichos servicios, con lo que se sobrepasó 

en 77,5 p.p. la meta fijada para este periodo. Así las cosas, en lo corrido del cuatrienio se 

cuenta con 1.381.074 de nuevos usuarios con el servicio de gas combustible por redes —

sobrepasando en 33,8 p.p la meta cuatrienio—. De estos usuarios, 1.322.099 corresponden 

a gas natural y 58.975 a nuevos usuarios de Gas Licuado de Petróleo (GLP) por red, lo que 

contribuyó a masificar el uso del GLP al sustituir la leña para la cocción y con ello disminuir 

parte de la deforestación. 

Con el objetivo de minimizar los impactos ambientales y reducir las emisiones de CO2, 

el sector transporte busca a través de diferentes acciones disminuir la edad promedio del 

parque automotor de carga con peso bruto vehicular superior a 10,5 toneladas, fortalecer 

el uso de múltiples modos de transporte diferentes al carretero y aumentar el uso de modos 

que fomentan la movilidad activa.  

Sin embargo, en 2017 no se registró variación en la edad promedio del parque 

automotor respecto a 2016—se mantiene en 18 años—, por lo que no se cumplió con la 

meta de 2017, planteada en 16 años. Estos esfuerzos fueron complementados con la 

desintegración de 2.885 vehículos en 2017, un 19,2% adicional a los vehículos 

desintegrados en 2016, para un total acumulado de 17.892 vehículos con peso bruto mayor 

a 10,5 toneladas desintegrados en el periodo de gobierno.  

Para mitigar los impactos del transporte de carga carretero, el Gobierno nacional puso 

en marcha acciones dirigidas a fortalecer el uso de modos de transporte diferentes a éste. 

Lo anterior permitió llegar a 3,32 millones de toneladas de carga —sin carbón—

transportadas por los modos férreo, fluvial y aéreo. Al analizar estos avances por tipo de 

modo, un total de 2,5 millones de toneladas fueron transportadas por modo fluvial, mientras 

que 0,8 millones de toneladas por modo aéreo, y menos de 25.000 toneladas por vía férrea. 

En esta misma línea, y en orden para fortalecer el transporte portuario, en lo corrido 

del cuatrienio el sector ha realizado esfuerzos para el desarrollo de 16 obras de 

mantenimiento y profundización a canales de acceso, con lo que superó la meta de 2017 

en 60 p.p.. Respecto al modo férreo, al cierre de 2017 se han habilitado 1.507 Km de red 

férrea para su operación, con lo cual se sobre cumplió la meta del cuatrienio desde 2015 

en 34,2 p.p.. Este resultado mitiga los impactos del transporte de carga en modo carretero, 

pero aún se debe continuar con el fortalecimiento de las vías férreas, cuyas ventajas desde 

el punto de vista ambiental son muy positivas. 

Por último, frente al uso de modos que fomentan la movilidad activa, en Pereira, Cali, 

Bucaramanga, Medellín, Barranquilla y Bogotá, el 30,7% de los viajes realizados en 2017 

son asociados a movilidad activa, alcanzando un porcentaje de avance de 41,3% respecto 
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a la meta de 2017. Estos resultados están alineados con los objetivos de la promulgación 

de Ley 1811 del 2016 para incentivar el uso de la bicicleta. 

En el sector agropecuario los esfuerzos se han concentrado en la implementación de 

instrumentos para incentivar el aprovechamiento productivo y sostenible del suelo y de los 

recursos naturales. En este sentido, la UPRA adelanta estudios de zonificación a escala 

1:25.000 sobre la aptitud productiva mediante la metodología de evaluación de tierras para 

identificar las alternativas de producción. La meta del cuatrienio de lograr 1.500.000 

hectáreas con estos estudios se encuentra con un avance del 94%. 

El aprovechamiento productivo del suelo se ve afectado por la capacidad de carga 

pecuaria. Este indicador aumentó a 0,70 cabezas de ganado por hectárea en 2017 logrando 

cumplir la meta anual al 100%. El Gobierno nacional trabaja actualmente en la conformación 

de dos clústers ganaderos de exportación en la Costa Caribe y Santanderes, así como en 

la implementación de políticas de financiamiento que permitan el incremento del hato 

nacional, acorde con las mejores prácticas para el uso sostenible del suelo. 

La adecuación de tierras para el manejo eficiente del recurso hídrico y su uso 

multipropósito contribuye con el aprovechamiento productivo del suelo y, además de ser un 

insumo fundamental para la producción agropecuaria, es importante para enfrentar los 

riesgos climáticos. Así las cosas, en lo corrido del cuatrienio se cuenta con 33.175,17 

hectáreas adecuadas con manejo eficiente del recurso hídrico para fines agropecuarios, 

logrando un avance de la meta anual del 49,9%. 

Para prevenir el deterioro de los ecosistemas y la afectación a las comunidades a 

causa de la actividad minera, el Gobierno nacional ha venido trabajando en la formulación 

de la política para la gestión de Pasivos Ambientales, en la cual se establezca una única 

definición de pasivos ambientales y los mecanismos e instrumentos técnicos, jurídicos y 

financieros para su gestión y recuperación (DNP 2015). Por lo anterior, durante 2017 se 

elaboró la estrategia económica, financiera e institucional de la “Política Integral para la 

gestión de pasivos ambientales formulados”, cumpliendo con ello el 100% de la meta anual 

y el 70% de la meta cuatrienio. 

En relación con el sector de agua potable y saneamiento básico, y con el fin de 

asegurar un manejo integral de los residuos sólidos y de las aguas residuales para la 

disminución de los impactos ambientales, se han llevado a cabo procesos de asistencia 

técnica en el Distrito Capital de Bogotá y en 29 de los 32 departamentos del país55. Así 

mismo, desde 2015, el 82,2% de los municipios del país tratan adecuadamente los residuos 

                                                

55 Departamentos de: Amazonas, Antioquia, Arauca, Atlántico, Bogotá, Bolívar, Boyacá, Caldas, Casanare, 
Cauca, Chocó, Córdoba, Cundinamarca, Guainía, Guaviare, Huila, La Guajira, Magdalena, Meta, Nariño, Norte 
de Santander, Putumayo, Quindío, Risaralda, Santander, Sucre, Tolima, Valle del Cauca, Vaupés y Vichada.  
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sólidos producidos en su territorio, ya sea mediante relleno sanitario, celdas de contingencia 

y/o procesos de aprovechamiento ( (SSPD, 2017)), con lo cual el país va por buen camino 

para el cumplimiento de la meta del cuatrienio fijada en 83%. 

B. Mejorar la gestión sectorial para la disminución de impactos 

ambientales y en la salud asociados al desarrollo económico 

El Gobierno nacional busca disminuir los impactos ambientales y en la salud asociados 

al desarrollo de actividades y procesos productivos tales como la cocción de alimentos con 

leña y el uso del mercurio en la minería. En este sentido, una de las acciones encaminadas 

para la reducción de dichos impactos es la entrega de soluciones de vivienda, por medio 

de las cuales se busca mejorar las condiciones de vida de la población y disminuir la 

contaminación generada por el uso de leña para la cocción de alimentos. Por lo anterior, en 

2017 el Gobierno nacional, a través de MinAgricultura, entregó 8.753 soluciones de vivienda 

de interés social rural en la zona rural dispersa de 29 departamentos del país, de las cuales 

8.274 fueron viviendas nuevas y 479 corresponden a mejoramientos de vivienda. Con esto, 

el avance frente a la meta del cuatrienio es del 61,2%.  

Así mismo, con el objetivo de disminuir los impactos ambientales y en la salud 

asociados al uso del mercurio en el sector minero, durante este cuatrienio se ha brindado 

asistencia técnica en los componentes minero ambiental, social y económico empresarial a 

3.795 UPM que desarrollan actividad minera legal en los departamentos de Antioquia, 

Bolívar, Boyacá, Caldas, Cauca, Cesar, Chocó, Córdoba, Cundinamarca, Guajira, Huila, 

Nariño, Norte de Santander, Quindío, Risaralda, Santander y Tolima. Al respecto, 1.520 

UPM recibieron asistencia técnica en 2017, con lo que se superó en 2,4 p.p. la meta del 

año. 

Adicionalmente, para 2017 se propuso como meta asistir con tecnologías limpias a 38 

plantas de beneficio de oro legales que utilizan mercurio en sus procesos de beneficio; en 

efecto se llegaron a 33 plantas intervenidas, generando así un avance del 86,8% 

correspondiente a dicho periodo y del 66% respecto a todo el cuatrienio. No obstante, el 

sector continúa con el proceso de asistir más plantas con el fin de cumplir el valor rezagado. 

Finalmente, en lo corrido del cuatrienio 17.523 mineros fueron capacitados en el uso 

de tecnologías limpias en los departamentos de Tolima, Nariño, Cauca, Bolívar, Santander 

y Risaralda, con lo que se superó en 34,8 p.p. la meta cuatrienio.  
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Objetivo 2: Proteger y asegurar el uso sostenible del capital natural 

y mejorar la calidad y la gobernanza ambiental 

Para mantener la capacidad de los ecosistemas de proveer beneficios, que son la base 

para el desarrollo de las actividades económicas y sociales del país, es necesario 

conservarlos, restaurarlos y reducir su degradación. En consecuencia, se requiere de un 

ordenamiento integral del territorio, de una gestión sectorial y urbana sostenible, y de 

negocios que promuevan el uso adecuado de la biodiversidad.  

En un contexto de cambio climático, la institucionalidad promueve la reducción de los 

conflictos ambientales, impulsa la competitividad de los sectores, genera beneficios 

sociales y reduce la inequidad territorial. 

A. Conservar y asegurar el uso sostenible del capital natural marino y 

continental de la Nación 

Con el objetivo de conservar y asegurar el uso sostenible del capital natural marino y 

continental de la Nación, el Gobierno ha venido incrementando el número de hectáreas 

protegidas del Sistema Nacional de Áreas Protegidad (SINAP). Es así que, en 2017, 

5.085.999 hectáreas fueron declaradas en el SINAP y se llegó a un total de 28,9 millones 

de hectáreas protegidas, con lo cual se sobrepasó la meta fijada para esta vigencia de 

proteger 355.507 hectáreas (Cuadro 6). Adicionalmente, a cierre de 2017, el Gobierno logró 

delimitar un total de 23 páramos de los 36 esperados —con lo que se llegó a un avance del 

62,8% de la meta anual—. Los resultados anteriores se pueden reflejar en la opinión de los 

ciudadanos, ya que según la EPC (DNP, 2017), el 36,0% de la población está de acuerdo 

o totalmente de acuerdo con que el Gobierno realiza programas y proyectos para conservar 

el medio ambiente. 

Cuadro 6. Hectáreas de áreas protegidas declaradas en el SINAP, 2017. 

Región 2015 2016 2017 
Total, 2015-

2017 

Caribe 36.051 16.332 36.769 89.152 

Eje cafetero y Antioquia 119.944 9.496 46.509 175.948 

Centro - Oriente 19.397 57.950 58.575 135.922 

Pacífico 3.401 83.657 4.925.777 5.012.836 

Llanos 20.099 46.540 7.346 73.986 

Centro - Sur - 38.059 11.022 49.081 

Total 198.893 252.034 5.085.999 5.536.926 

Línea base (2014) 23.413.908 

Total acumulado a 
2017 

28.950.834 

Fuente: DNP, Sinergia, Parques Nacionales Naturales. 
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La tasa anual de deforestación ha presentado reducciones significativas en los últimos 

años, al pasar de 310.000 hectáreas en 2010 a 140.356 en 2014. Durante 201656 aunque 

se logró una reducción de la deforestación a 178.597 hectáreas respecto a 2010, el sector 

tiene como reto continuar con el objetivo de detener este fenómeno, ya que en 2016 no se 

logró cumplir con la meta anual de llegar a 120.000 hectáreas deforestadas.  

Paralelamente, el Gobierno nacional aumentó el número de hectáreas en proceso de 

restauración al pasar de 400.021 en 2014 a 598.099 en 2017, con lo que se sobrepasó en 

65,07 p.p. la meta programada para esta vigencia, y en 23,8 p.p la meta del cuatrienio.  

Con el objetivo de continuar con la implementación de estrategias de solución de 

conflictos por uso, ocupación o tenencia en el Sistema de Parques Nacionales Naturales, 

durante 2017 el Gobierno nacional implementó dos estrategias en las áreas protegidas de 

Nukak y El Corchal Mono Hernández, con lo cual se logró cumplir el 100% de la meta 

propuesta para 2017 y se avanzó en el 75% de la meta cuatrienio. 

Así mismo, se ha avanzado en la implementación de la Estrategia Nacional de 

Reducción de Emisiones por Deforestación y Degradación (REDD+) y en la iniciativa Visión 

Amazonía. Estas estrategias buscan impulsar actividades productivas sostenibles con la 

participación de comunidades indígenas y campesinas y replicar los casos de éxito en otras 

regiones. Durante 2017, los dos sectores que se vincularon a esta estrategia, fueron el 

sector agropecuario e infraestructura —logrando con ello la meta anual al 100%—. Por 

parte del sector agropecuario y a través de la Tropical Forest Alliance (TFA), se busca 

reducir la deforestación relacionada con la producción de soya, carne, aceite de palma, 

madera y papel. En cuanto al sector de infraestructura, se abordaron análisis sobre la 

implementación de acciones en materia vial, para reducir la deforestación.  

B. Ordenamiento integral del territorio para el desarrollo sostenible 

A través de la elaboración y socialización de la Estructura Ecológica Principal del país, 

prevista en el Plan de Acción en Biodiversidad 2010-2020 y la propuesta del Estatuto de 

Zonificación de uso Adecuado del Territorio, se busca la unificación de lineamientos para el 

ordenamiento integral, lo que permite reducir los conflictos asociados a su uso inadecuado 

y la consecuente degradación ambiental. 

En ese contexto, a 2017, nueve autoridades ambientales han formulado, actualizado y 

adoptado sus determinantes para el ordenamiento territorial de acuerdo con los 

                                                

56 El dato sobre las hectáreas deforestadas proviene de imágenes de sensores remotos aplicables a estudios 
de mapeo de coberturas de la tierra, razón por la cual el obtener y analizar dicha información requiere de 
aproximadamente 9 meses. Por lo anterior, el dato de las hectáreas deforestadas en 2017 se tendrá 
aproximadamente en el mes de septiembre de 2018.  
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lineamientos del Gobierno nacional (Tabla 2), con lo cual se logró un avance del 81,8% 

respecto a las once que se tenían como meta. 

Tabla 2. Autoridades ambientales que han adoptado determinantes ambientales, 2014 - 

2017. 

Nro. 
Corporación Autónoma Regional 

(CAR) 
Sigla CAR Resolución 

1 
Corporación Autónoma Regional 
de las cuencas de los ríos Negro y 
Nare 

CORNARE 
Resolución 112-
4703 

Octubre 2 de 
2014 

2 
Corporación Autónoma Regional 
de Norte de Santander 

CORPONOR Resolución 1158 
Marzo 11 de 
2015 

3 
Corporación Autónoma Regional 
del Tolima 

CORTOLIMA Resolución 560 
Marzo 20 de 
2015 

4 
Corporación Autónoma Regional 
del Valle del Cauca 

CVC Resolución 574 
Septiembre 2 
de 2015 

5 
Corporación Autónoma Regional 
de Nariño 

CORPONARIÑO Resolución 1177 
Diciembre 15 
de 2015 

6 
Corporación Autónoma Regional 
del Atlántico 

CRA 
Resolución 
0000420 

Junio 15 de 
2017 

7 
Corporación Autónoma Regional 
del Dique 

CARDIQUE Resolución 1182 
Julio 10 de 
2017 

8 
Corporación para el desarrollo 
sostenible del sur de la Amazonía 

CORPOAMAZONÍA Resolución 1336 
Octubre 9 de 
2017 

9 
Corporación Autónoma Regional 
del Cauca 

CRC Resolución 11917 
Octubre 19 de 
2017 

Fuente: DNP, Sinergia, MinAmbiente. 

De igual manera, el Gobierno nacional y las autoridades ambientales han trabajado en 

la formulación e implementación de instrumentos de ordenación y manejo de cuencas 

hidrográficas. En 2017, se formularon 12 Planes de Ordenación y Manejo de Cuencas 

Hidrográficas —POMCA— (Tabla 3), con lo que se avanzó en el 73,9% de la meta anual y 

en el 62% de la meta cuatrienio. 

Tabla 3. POMCA formulados, 2014 - 2017. 

POMCA formulados en 2014-2016 POMCA formulados en 2017 

Río Gualí (2014) 
Río Ciénaga de Mallorquín y los Arroyos Grande y 
León 

Río Guamal (2014) Río La Miel 

Río Pamplonita (2015)  Río Otún 

Río Chico-Grande (2015) Río Suaza  

Río Chinchiná (2016)  Río Samaná Sur  

  Río Cocorna y Magdalena Medio  

  Río Negro  

  Río Samaná Norte  

 Río Nare  

 Río Risaralda  

 Río La Mojana - río Cauca  

  Río Guarinó 

Fuente: DNP, Sinergia, MinAmbiente. 
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C. Mejorar la calidad ambiental a partir del fortalecimiento del 

desempeño ambiental de los sectores productivos, buscando 

mejorar su competitividad 

Los sectores productivos juegan un papel vital en la calidad ambiental del país, por lo 

que se promueve mejorar su desempeño a través de acciones relacionadas con la 

implementación de programas de producción eficiente y reducción de residuos como los 

planes para la recolección y gestión de residuos posconsumo, la generación de negocios 

verdes más sostenibles, y el fomento a la biotecnología y la bioprospección. 

A partir de lo anterior, el Gobierno nacional busca apoyar la consolidación de sectores 

económicos que generen beneficios ambientales por medio del Programa de Gestión 

Ambiental Sectorial y el Programa para reducir el consumo y promover la responsabilidad 

posconsumo. Es así como en 2017, se expidió la Resolución 1326: “Por la cual se 

establecen los sistemas de recolección selectiva y gestión ambiental de llantas usadas”, 

con lo que se cumplió el 100% de la meta anual, al contar, al cierre de 2017, con 10 

programas implementados que contribuyen a reducir el consumo y promueven la 

responsabilidad frente al mismo. 

Por su parte, el Gobierno nacional busca promover negocios verdes y sostenibles, 

entendidos como bienes y servicios que generan impactos ambientales positivos, basados 

en las ventajas competitivas regionales y que incorporan buenas prácticas ambientales, 

sociales y económicas. Durante 2017 se logró la articulación interinstitucional para la 

implementación de los Programas Regionales de Negocios Verdes en la región Amazonía 

y en la región Caribe, con lo que se cumplió el 100% de la meta anual. 

Por otra parte, se realizó la formulación del Programa de Gestión Ambiental Sectorial 

para el sector lácteo en convenio con la Universidad Nacional, con lo cual se superó la meta 

para 2017. Este programa está orientado a mejorar el desempeño ambiental de los sectores 

priorizados e implementar buenas prácticas ambientales y de manufactura, así como la 

sustitución de insumos y materias primas, la reconversión tecnológica con énfasis en el 

control de la contaminación y el uso eficiente del recurso hídrico. También busca la 

reducción de las emisiones atmosféricas y la gestión integral de residuos.  

Finalmente, el Gobierno nacional ha incentivado la búsqueda y aplicación de nuevos 

recursos biológicos y genéticos para aprovechamiento comercial e industrial, con lo que se 

busca la implementación de una estrategia que logre mejorar el conocimiento del potencial 

biológico del país, evaluar los mecanismos regulatorios asociados a este mercado y 

promover la investigación sobre bioprospección. Durante 2017, el Gobierno nacional sobre 

cumplió la meta anual al contar con dos nuevos acuerdos para el desarrollo de proyectos 

de biotecnología y bioprospección, uno de ellos corresponde a la resolución 0495 de 2017 
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sobre recursos genéticos de la uchuva y el segundo a la resolución 0921 de 2017 sobre 

gusano gogollero del maíz. Con lo anterior, en lo corrido del cuatrienio se establecieron 

cuatro acuerdos para el desarrollo de proyectos de biotecnología y bioprospección 

cumpliendo el 100% de la meta.  

D. Consolidar un marco de política de cambio climático buscando su 

integración con la planificación ambiental, territorial y sectorial 

Las estrategias planteadas para encaminar al país en una senda de crecimiento verde 

requieren de la incorporación efectiva de la política de cambio climático en todas las 

instancias de planificación. Esta política orientará las acciones necesarias para avanzar 

hacia la mitigación y adaptación al cambio climático en diferentes ámbitos de la sociedad 

en el corto, mediano y largo plazo, con el objetivo de reducir los efectos generados. Estos 

efectos son percibidos por la población especialmente con el incremento en el precio de los 

alimentos —el 69,7% de los colombianos considera que el principal efecto que el cambio 

climático le ha ocasionado ha sido en el incremento de los precios en los alimentos, de 

acuerdo con la EPC (DNP, 2017)—.  

Por lo anterior, se requiere del fortalecimiento de las capacidades regionales, 

mejoramiento de la gestión de la información y conocimiento en cambio climático, 

coordinación interinstitucional a nivel nacional e internacional, y, por último, concientización 

y participación de los colombianos. De esta manera, 27 entidades territoriales incorporaron 

en sus instrumentos de planificación criterios de cambio climático cumpliendo en 2016 la 

meta del cuatrienio. Sin embargo, estos esfuerzos no son aún percibidos por la población 

colombiana ya que el 60,8% está en desacuerdo con que el Gobierno ha tomado acciones 

para prevenir desastres naturales (DNP, 2017). 

Actualmente, el país cuenta con los lineamientos establecidos en el Plan Nacional de 

Adaptación al Cambio Climático, la Estrategia Colombiana de Desarrollo Bajo en Carbono 

y la Estrategia Nacional REDD+. Para articular estas directrices con las políticas e 

instrumentos de planeación y el desarrollo sostenible del país, se planteó, como meta para 

el cuatrienio, completar la formulación de 22 planes que incorporen políticas de adaptación 

al cambio climático. En esta línea, a 2017 se formularon los 22 Planes de Cambio Climático 

—cuatro nuevos en 2017— (Tabla 4), que se tenían previsto como meta cuatrienio, en los 

cuales se identificaron acciones de adaptación al cambio climático y acciones de mitigación 

de Gases Efecto Invernadero, así como proyectos para gestionar su implementación.  

Tabla 4. Planes formulados de cambio climático, 2014-2017. 

Año 
Departamentos con Planes Integrales de 

Cambio Climático 
Total 

(Acumulado) 

2014 Línea Base* 11 

2015 Chocó 12 
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Año 
Departamentos con Planes Integrales de 

Cambio Climático 
Total 

(Acumulado) 

2016 
Atlántico, Cauca, Cesar, Quindío, Magdalena, 
Santander 

18 

2017 Arauca, Casanare, Meta, Vichada 22 

Fuente: DNP, Sinergia, MinAmbiente. 

*1) Nariño, 2) Cartagena, 3) Huila, 4) Risaralda, 5) Montería, 6) Mojana, 7) Plan Regional 

Integral de Cambio Climático de Bogotá (PRICC), 8) San Andrés, 9) Tuluá, 10) Buga, y 

11) Área insular de Cartagena. 

En 2015, el país completó ocho estudios de impacto económico del cambio climático, 

con la publicación en la serie de Archivos de Economía del DNP del estudio “Compromiso 

de Reducción de Emisiones de Gases de Efecto Invernadero: Consecuencias Económicas. 

En 2017 se publicó en la misma revista, los estudios “Efectos económicos de futuras 

sequías en Colombia: Estimación a partir del Fenómeno El Niño 2015” y "Mitigación del 

cambio climático con un Sistema de Comercio de Emisiones en Colombia: primeros 

hallazgos económicos". Con estos dos estudios se superó ampliamente la meta anual y se 

llegó al 60% de la meta cuatrienio. 

E. Fortalecimiento institucional y gobernanza para optimizar el 

desempeño del SINA, la educación e investigación, y la generación 

de información y conocimiento ambiental 

El fortalecimiento de la gobernabilidad de las instituciones del Sistema Nacional 

Ambiental (SINA) es condición necesaria para conducir al país de manera exitosa hacia un 

modelo de crecimiento verde, con capacidad para enfrentar los retos en materia de 

degradación de ecosistemas, contaminación y conflictos ambientales, así como procesos 

oportunos y pertinentes para la gestión del conocimiento ambiental.  

A 2017, el 75,7% de las solicitudes de licencias ambientales y modificaciones a 

instrumentos de competencia de la Autoridad Nacional de Licencias Ambientales (ANLA), 

fueron resueltas dentro de los tiempos establecidos en el Decreto 2041 de 2014, lo que 

representa un avance del 84,2% de la meta anual. 

Así mismo, se busca fortalecer la gobernanza de la autoridad ambiental mediante el 

seguimiento a proyectos con licencia ambiental de competencia de la ANLA en sectores 

priorizados, con el fin de asegurar un efectivo cumplimiento de las medidas de prevención, 

mitigación y compensación de los impactos ambientales. En este sentido, para 2017 se 

priorizó el sector de agroquímicos para realizar 171 seguimientos, y a 2017, se llevaron a 

cabo 169 visitas, con lo que se superó la meta definida en 9,81 p.p.—la meta de 2017 era 

realizar el 90% de las visitas—.  

Por otro lado, en 2016 el DNP realizó la evaluación de las capacidades institucionales 

de las CAR para cumplir sus funciones y objetivos. En el marco de la evaluación se 
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clasificaron a las Corporaciones de acuerdo a su capacidad institucional y financiera, y se 

realizaron recomendaciones para su fortalecimiento. Así las cosas, en 2017, 15 

Corporaciones recibieron una calificación superior al 80% en su evaluación de desempeño, 

superando la meta anual en 50 p.p.—la meta 2017 era que 10 Corporaciones lograrán una 

calificación superior al 80% en su evaluación de desempeño—. 

En cuanto a las estrategias aplicadas de transformación institucional y social que 

mejoran la eficiencia y la satisfacción de la gestión ambiental del SINA, en 2017 el Gobierno 

nacional cumplió la meta de establecer una estrategia sobre de Educación Ambiental y 

Participación. De esta forma, MinAmbiente aplicó mecanismos tendientes a mejorar la 

eficiencia y satisfacción de la gestión ambiental del SINA. Algunas de las acciones 

realizadas fueron: 1) diálogo social con comunidades indígenas, con el fin de identificar 

necesidades y estrategias para la protección del conocimiento tradicional, asociado a la 

conservación de la biodiversidad; y 2) mingas de pensamiento promovidas con pueblos 

indígenas. 

Finalmente, a través de procesos que fortalecen la gobernanza en la gestión ambiental, 

en 2017 se establecieron 12 alianzas nacionales, sectoriales y territoriales que desarrollan 

la Política Nacional de Educación Ambiental, sobrepasando en 20 p.p. la meta anual. 

 

Objetivo 3: lograr un crecimiento resiliente y reducir la 

vulnerabilidad frente a los riesgos de desastres y al cambio 

climático 

Dadas las condiciones de vulnerabilidad y complejidad geográfica del territorio 

colombiano, el país se debe preparar para enfrentar diversas amenazas de origen geológico 

e hidrometeorológico, a través de estrategias que permitan mejorar el conocimiento de 

estas amenazas, adaptarse a las nuevas condiciones naturales, reducir los impactos por la 

posible ocurrencia de eventos, conocer y reducir el riesgo y manejar adecuadamente los 

desastres para potenciar la recuperación frente a sus impactos. En relación con este 

objetivo, en esta sección se presentan los avances asociados con la estrategia orientada a 

fortalecer el conocimiento y la reducción del riesgo; y el manejo de desastres. 

Para que la sociedad aumente su capacidad de resistir, adaptarse y recuperarse frente 

a fenómenos de origen natural y antrópico no intencional, como a los esperados por el 

cambio climático, el Gobierno nacional fortalece los procesos de generación de 

conocimiento, reducción del riesgo y manejo de los desastres bajo la coordinación de la 

UNGRD. Así, en 2017, la UNGRD ha publicado guías pedagógicas en Gestión del Riesgo 

de Desastres (GRD) para formadores y comunidades, desarrollando tres módulos: 1) 
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Conocimiento del Riesgo; 2) Reducción del Riesgo de Desastres, y 3) Manejo de Desastres 

con la finalidad de incorporar el Análisis del Riesgo de Desastres en la toma de decisiones. 

Entre estas publicaciones, se encuentra “Lineamientos para el análisis de la vulnerabilidad 

social en los estudios de la gestión del riesgo de desastres” (UNGRD, 2017). 

Dado lo anterior, es necesario que los sectores se involucren en la GRD a través de 

su planificación como lo indica el Plan Nacional de Gestión del Riesgo de Desastres y la 

Política Nacional de Gestión del Riesgo de Desastres de la Ley 1523 de 2012. En 2017, a 

través de la UNGRD, se consolidó el trabajo de acompañamiento para el diseño de las 

agendas estratégicas sectoriales de acciones de planificación de GRD con los sectores de 

transporte, agricultura y vivienda. El sector transporte involucró la GRD desde su plan 

estratégico institucional 2015-2018 planteando el desarrollo de la infraestructura 

competitiva (4G) y adelantó el desarrollo de una propuesta junto con el Servicio Geológico 

Colombiano e INVIAS para el análisis de riesgo para valoración socioeconómica de los 

desastres en la infraestructura prioritaria del sector. El sector agricultura articuló su trabajo 

con la GRD mediante la incorporación de la protección financiera y propuso una serie de 

instrumentos financieros y de transferencia del riesgo para los productores agropecuarios 

con el fin de proteger sus inversiones de manera individual o colectiva. El sector vivienda 

involucró la GRD en su planificación, a través de la implementación del componente de 

GDR en los programas de agua para la prosperidad y planes departamentales de agua y 

se adopta la guía para análisis de riesgo, programas de reducción de riesgo y planes de 

contingencia en los sistemas de suministro de agua potable. Así mismo, se avanzó en la 

asistencia técnica municipal para elaboración de inventarios de asentamientos en riesgo. 

Adicionalmente, en 2017, se establecieron acuerdos de intercambio de información con 

entidades del orden nacional, como Parques Nacionales Naturales. En este sentido, se 

cumplió con el 100% de la meta para este año. 

Como parte de esta estrategia de fortalecimiento de los procesos de la gestión del 

riesgo, la UNGRD realizó asistencia técnica en 26 Consejos Municipales de Gestión del 

Riesgo de Desastres por medio de talleres, mejorando la capacidad local con planes y 

fondos municipales y departamentales de gestión del Riesgo, generando coherencia entre 

los sectores público, privado y comunitario y la comunidad internacional. A partir del trabajo 

realizado con los Consejos, la Unidad realizó acompañamiento a 34 proyectos de inversión 

formulados en las siguientes entidades territoriales: 1) La Victoria (Caldas); 2) La Dorada 

(Caldas); 3) Anserma (Caldas); 4) Riosucio (Caldas); 5) Salento (Quindío); 6) Córdoba 

(Quindío); 7) Génova (Quindío); 8) Nariño (Nariño); 9) Tuquerres (Nariño); 10) Ipiales 

(Nariño); 11) La Cruz (Nariño); 12) Magangué (Bolívar); 13) Carmen de Bolívar (Bolívar); 

14) Málaga (Santander); 15) Molagavita (Santander); 16) San Andrés (Santander); 17) 

Ocaña (Norte de Santander); 18) Pamplona (Norte de Santander); 19) Santa Rosa de Cabal 

(Risaralda); 20) La Virginia (Risaralda); 21) Sopetrán (Antioquia); 22) Abejorral (Antioquia); 
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23) Cisneros (Antioquia); 24) San Pedro de los Milagros (Antioquia); 25) San Estanislao 

(Bolívar); 26) Cumaral (Meta); 27) Labranzagrande (Boyacá); 28) Sutamarchan (Boyacá); 

29) Tuta (Boyacá); 30) Paipa (Boyacá); 31) Soraca (Boyacá); 32) Zipaquirá 

(Cundinamarca); 33) Gachancipá (Cundinamarca); y 34) Sutatausa (Cundinamarca). Con 

lo anterior, se cumplió la meta anual al 100%.  

Adicionalmente, se finalizó la elaboración de los documentos de lineamientos para 

incorporar la gestión del riesgo de desastres en la revisión y ajuste del POT en los 21 

municipios seleccionados para 2017: 1) Galapa; 2) Juan de Acosta; 3) Baranoa; 4) Puerto 

Colombia; 5) Tubará en Atlántico; 6) Arjona; 7) Turbaco; 8) Turbana en Bolívar; 9) Cómbita; 

10) Oicatá; 11) Motavita en Boyacá; 12) Circasia; 13) Quimbaya; 14) Calarcá; 15) 

Montenegro; 16) La Virginia; 17) Santa Rosa de Cabal; 18) Cereté; 19) San Pelayo en 

Córdoba; 20) Sibaté y 21) La Calera.  

Desde el 2012, la UNGRD ha adelantado 824 proyectos de conocimiento, reducción 

del riesgo y manejo de desastres, que hacen que el país hoy sea menos vulnerable ante 

los efectos de la naturaleza. En cuanto al componente de financiación entre 2015 y 2017 

se adelantaron 290 proyectos de entidades territoriales por valor de $705 mil millones, y 

sectoriales con cofinanciación por  $160 mil millones. Para 2017 se cofinanciaron $66.735 

millones, a partir de los cuales se invirtieron $52.877 millones para proyectos destinados a 

obras de reducción del riesgo, $13.740 millones en proyectos desarrollados por manejo de 

desastres, y $119 millones en proyectos para el conocimiento de riesgo. Con ello, el índice 

de cofinanciación de la UNGRD fue del 9,54%, con lo que se superó en 51,3% la meta 

propuesta para 2017. 

Con el objetivo de mejorar el conocimiento sobre la ocurrencia de eventos naturales, 

en lo corrido del cuatrienio, el Gobierno nacional ha fortalecido los institutos encargados de 

investigar y hacer seguimiento y monitoreo de las amenazas de origen geológico, 

hidrometeorológico y marino, a través de nuevas estaciones de monitoreo distribuidas de 

la siguiente manera: en 2016 se cumplió la meta del cuatrienio, con 864 estaciones a cargo 

del Servicio Geológico Colombiano, mientras que en 2017 se cumplió la meta de llegar a 

270 estaciones por parte del Instituto de Hidrología, Meteorología y Estudios Ambientales 

(IDEAM). Además, con el fin de ampliar la información sobre las amenazas ambientales, el 

IDEAM elaboró dos mapas por inundación a escala 1:5.000 para Achí y Pinillos. 

El Fondo Adaptación fue creado con el propósito de mitigar los efectos causados por 

el fenómeno de La Niña 2010-2011, y el PND 2014-2018 amplió las funciones del Fondo 

para generar proyectos integrales de gestión del riesgo y adaptación al cambio climático 

con un enfoque multisectorial y regional. 

Con el objetivo de mitigar los efectos causados por el fenómeno de La Niña 2010-2011 

a través del Fondo Adaptación, el Gobierno priorizó el desarrollo de cuatro macroproyectos: 
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el reasentamiento de Gramalote a una zona segura, la restauración de los ecosistemas 

degradados alrededor del Canal del Dique, la intervención integral para la reducción del 

riesgo de inundaciones en la región de La Mojana y la reducción del riesgo de inundación 

en El Jarillón de Cali (Tabla 5). 

Tabla 5. Personas beneficiadas y porcentaje de ejecución de los macroproyectos del 

Fondo de adaptación, 2015-2017. 

Macroproyecto 
Personas beneficiadas % de ejecución 

acumulado a 2017 LB 2014 2015 2016 2017 

Plan de reasentamiento de 
Gramalote 

0 0 0 1.570 73,2% 

Restauración de los ecosistemas 
degradado en el área de influencia 
del Canal del Dique 

0 8.000 126.200 217.000 27,0% 

Reducción del riesgo de inundación 
en El Jarillón del Río Cali 

3.934 2.267 22.382 23.243 24,7% 

Intervención para reducir el riesgo 
de inundación en la región de la 
Mojana 

- - - - 69,2% 

Fuente: DNP, Sinergia, Fondo de Adaptación. 

En 2017 se logró reasentar el primer grupo de hogares, un total de 1.570 personas 

fueron beneficiadas con entrega de vivienda en el nuevo casco urbano de Gramalote, 

alcanzando el 95,4% de la meta anual.  Sin embargo, demoras en las obras de urbanismo 

y de equipamentos ha afectado la finalización en la construcción de las viviendas, lo que se 

ha traducido en un retraso en el proceso de reasentamiento. 

Con respecto a la restauración de los ecosistemas degradados en el área de influencia 

del Canal del Dique, a diciembre de 2017, la recuperación de los ecosistemas en la zona 

de influencia del Canal del Dique obtuvo un porcentaje de avance del 27,0%. Este rezago 

en la ejecución del macroproyecto afecta por consiguiente el número de personas 

beneficiadas —82.800 personas—, por lo que sólo se avanzó en un 33,1% de la meta anual. 

A pesar de los problemas financieros y de apropiación de recursos para lograr el 

cumplimiento general de esta actividad —resultado de ejecución que se ubicó 53,0 p.p. por 

debajo de la meta 2017—. No obstante, se resalta el avance en la ejecución de obras 

preventivas y diseños para la restauración de los ecosistemas degradados en el área de 

influencia del Canal del Dique, parte esencial del Macroproyecto. En cuanto a las obras 

preventivas y de protección para mitigar el riesgo de inundación, a diciembre se observó un 

avance de 83,0% en la ejecución de obras; así mismo, en diciembre se suscribe el contrato 

para adelantar la estructuración financiera, jurídica y de riesgos del Macroproyecto. 

En lo relativo a la reducción del riesgo de inundación en el Jarillón del Río Cali, dicho 

macroproyecto tiene como objetivo: “reducir el riesgo por inundación asociado al río Cauca 

y al sistema de drenaje oriental” (Fondo de Adaptación 2017). En 2017, se evidenció un 

porcentaje de ejecución de 5,7% —correspondiente a un avance de 18,4% frente a la meta 
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anual—. Lo anterior equivale a un porcentaje de ejecución total de 27,6%, lo que representa 

menos de la mitad de lo planeado para 2017. Pese a que no se ha contado con los recursos 

necesarios para la ejecución planeada del macroproyecto, las personas beneficiadas en la 

zona de influencia del Jarillón de Cali en 2017 fueron 23.243 —con lo que se avanzó en el 

3,0% de la meta anual—, llegando a un total de 47.892 beneficiarios en el cuatrienio.  

Por último, en la intervención para reducir el riesgo de inundación en la región de la 

Mojana se pasó de un porcentaje de ejecución de 62,5% en 2016 a 69,8% en 2017, lo que 

representó un avance de 79,0%, con respecto a la meta establecida para el año. 
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Estrategias 
Regionales  
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X Aspectos Generales 

En los últimos años, Colombia ha logrado avances significativos en los principales 

indicadores socioeconómicos. Así lo demuestra, por ejemplo, la reducción en la incidencia 

de la pobreza multidimensional entre 2010 —30,4%— y 2017 —17,0%—, y la disminución 

en los niveles de desigualdad —que, medida a través del coeficiente de Gini, pasó de 0,560 

en 2010 a 0,508 en 2017 a nivel nacional—. Los anteriores resultados reflejan las mejoras 

en los niveles de cobertura en servicios sociales básicos como la educación, la salud y el 

acceso a agua potable y al saneamiento básico. 

Sin embargo, los avances no han sido homogéneos en los territorios y en las regiones 

se manifiestan con diferentes ritmos y niveles de intensidad. En particular, la concentración 

de la producción se presenta en los territorios con los principales núcleos de desarrollo y 

en ramas de actividad económica como el comercio, los servicios y la industria 

manufacturera. Lo anterior ha configurado significativas brechas entre las regiones y ha 

propiciado un patrón de desarrollo altamente desbalanceado e inequitativo al interior del 

país.  

De acuerdo con lo anterior, a partir del reconocimiento de la existencia de disparidades 

regionales en el país, el PND 2014-2018 presentó un enfoque territorial que desarrolló los 

pilares nacionales y las estrategias transversales de política para implementar en las 

regiones del país, de acuerdo con sus particularidades (DNP 2015). Para efectos de 

planificación, reducción de brechas y promoción del desarrollo, en el marco de un esquema 

de gobernanza multinivel, en el PND se identificaron seis Estrategias Regionales para las 

siguientes regiones: Caribe, Centro-Oriente y Bogotá D.C., Llanos, Centro-Sur Amazonía, 

Pacífico, y Eje Cafetero y Antioquia57.  

Las Estrategias Regionales evidencian los propósitos que el Gobierno nacional 

consideró estratégicos para avanzar en la materialización de los pilares de Paz, Equidad, y 

Educación. En tal sentido, cada Estrategia Regional se estructuró alrededor de un 

diagnóstico —en el que se identificaban las brechas y potenciales—, con base en lo cual 

se precisaron las perspectivas de desarrollo para cada región, teniendo al territorio como 

                                                

57  Estas regiones están compuestas por los siguientes departamentos: 
1. Caribe: Atlántico, Bolívar, Cesar, La Guajira, Magdalena, Sucre, Córdoba, y Archipiélago de San 

Andrés, Providencia y Santa Catalina. 
2. Eje Cafetero y Antioquia: Antioquia, Caldas, Quindío y Risaralda. 
3. Centro-Oriente y Bogotá: Bogotá D.C., Boyacá, Cundinamarca, Norte de Santander, y Santander. 
4. Centro-Sur-Amazonía: Amazonas, Caquetá, Huila, Putumayo, y Tolima. 
5. Pacífico: Cauca, Chocó, Nariño, y Valle del Cauca. 
6. Llanos: Arauca, Casanare, Guainía, Guaviare, Meta, Vichada, y Vaupés. 
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referente de análisis —se incluye la definición de objetivos y estrategias priorizadas, así 

como las acciones diferenciales, con metas e indicadores asociados—.  

En este capítulo —correspondiente a los aspectos generales asociados con las 

Estrategias Regionales del PND (DNP 2015)—, se presenta información sobre la estructura 

y dinámica del PIB departamental, la competitividad, y la distribución general de recursos 

correspondientes al Sistema General de Participaciones (SGP) y al Sistema General de 

Regalías (SGR). Además, se incluyen los resultados más recientes de la medición del 

desempeño municipal, el desempeño integral territorial y el desempeño fiscal de los 

departamentos del país. El capítulo termina con la presentación de los resultados globales 

de la implementación de las Estrategias Regionales definidas en el PND (DNP 2015) —los 

cuales se desarrollarán en mayor detalle en los siguientes capítulos de este documento—. 

Estructura y dinámica económica 

Con base en la información del DANE para 201658, el PIB departamental se concentró 

en las entidades territoriales con mayor población —ejemplo: Bogotá, Antioquia y Valle del 

Cauca—. En particular, se encuentra que Bogotá D.C, se mantiene como la entidad 

territorial que representa una mayor proporción del PIB, con el 25,7% del total nacional. Los 

departamentos de Antioquia —14,0%—, Valle del Cauca —9,8%—, Santander —7,5%—, 

Cundinamarca —5,3%—, y Atlántico —4,2%— también tienen una participación importante 

en la producción económica del país. Es pertinente señalar que las anteriores seis 

economías territoriales concentran el 66,5% del PIB total departamental.  

Con respecto a la dinámica económica, 16 entidades territoriales —15 departamentos 

y el Distrito Capital de Bogotá— presentaron crecimientos superiores al promedio nacional 

—2,0%— en 2016 con respecto a 2015. En particular, se destacan los casos de: Bolívar —

10,1%—, Risaralda —5,3%—, Caquetá —4,8%—, San Andrés —4,6%—, y Atlántico —

3,8%—. Por su parte, las menores tasas de crecimiento, para el mismo periodo, se 

presentaron en 17 departamentos del país, presentándose tasas negativas en los casos de 

Meta — –7,6%—, Casanare — –7,4%—, Putumayo — –6,6%—, Arauca — –4,6%—, y La 

Guajira — –1,7%— (Gráfico 33). 

                                                

58 De acuerdo con el DANE, los resultados de 2016 son de carácter preliminar (Pr), los cuales se elaboran con 
base en estadísticas de coyuntura y se actualizan conforme a las diferentes versiones de las cuentas nacionales 
anuales y de la información disponible. 
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Gráfico 33. Crecimiento* y participación** en el PIB nacional, 2016Pr. 

 

*: Precios constantes de 2005 por encadenamiento. 
**: Precios corrientes. 

Fuente: DANE (2017). 

 

La significativa dinámica económica en el departamento de Bolívar se atribuyó́, 

principalmente, al crecimiento de la industria manufacturera, mientras que en los casos de 

Risaralda y Caquetá́ se explicó́ por el comportamiento del sector de la construcción. De otra 

parte, la disminución en las actividades asociadas con la extracción de petróleo crudo y gas 

natural, en la rama de explotación de minas y canteras, explican el decrecimiento en los 

departamentos de Meta, Casanare y Putumayo durante el año 2016pr (DANE 2017a). 

Para 2016pr, el PIB promedio departamental por habitante fue de $13.766.544. Con 

base en lo anterior, de las 33 entidades territoriales analizadas por el DANE —Bogotá y los 

32 departamentos del país—, sólo 13 de ellas presentaron un PIB per cápita mayor al 

promedio (Gráfico 34). Los altos niveles del PIB por habitante se pueden explicar por el 

comportamiento, en el valor agregado bruto departamental, de la industria manufacturera y 

la construcción en el caso de Santander, así como por la extracción de petróleo en 

Casanare —aunque se redujo la dinámica de dicha actividad en 2016—, y de las actividades 
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de establecimientos financieros, seguros, actividades inmobiliarias y servicios a las 

empresas en el Distrito Capital de Bogotá (DANE 2017a). 

Gráfico 34. PIB per capita departamental, 2016Pr. 

 

Fuente: DANE (2017). 

 

Competitividad  

En complemento al análisis de la estructura y dinámica económica a nivel 

departamental, es pertinente hacer mención al Índice de Competitividad Departamental, el 

cual fue estimado por el Consejo Privado de Competitividad y la Universidad del Rosario59 

para 2017, en el que la zona conformada por Bogotá-Cundinamarca ocupa el primer lugar, 

seguido por los departamentos de Antioquia, Santander, Caldas, Risaralda, Valle del 

Cauca, Atlántico y Boyacá, que se constituyen en entidades territoriales líderes en 

competitividad, con puntajes superiores a cinco —en una escala de cero a diez—. De otra 

parte, departamentos ubicados en la periferia del país, como Chocó, Vaupés y Vichada 

presentaron los puntajes más bajos en competitividad durante 2017 (Gráfico 35).  

                                                

59 El Índice Departamental de Competitividad (IDC) evalúa la competitividad territorial a partir de 10 pilares, 
agrupados en los siguientes tres factores: 1) condiciones básicas —pilares: instituciones, infraestructura, 
tamaño del mercado, educación básica y media, salud, y sostenibilidad ambiental—, 2) eficiencia —pilares: 
educación superior y capacitación, y eficiencia de los mercados—, y 3) sofisticación e innovación —pilares: 
sofisticación y diversificación, e innovación y dinámica empresarial—. En el análisis de los 32 departamentos —
se incluye a Bogotá y Cundinamarca como una sola entidad territorial—, se revisaron 80 variables para los 
factores señalados anteriormente, con algunas variaciones en términos de disponibilidad de información robusta 
y consistente para todos los departamentos (Consejo Privado de Competitividad 2016).  
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Gráfico 35. Puntaje general y posición en el Índice de Competitividad Departamental, 2017. 

 
Fuente: Consejo Privado de Competitividad (2017). 

 

Fuentes de financiación territorial: SGP y SGR 

Un factor fundamental para impulsar la competitividad departamental está 

representado en las instituciones, la gestión y las finanzas públicas. A continuación, se 

presentan algunos elementos generales sobre las principales fuentes de financiación de las 

entidades territoriales —recursos tanto del SGP como del SGR—, así como en relación con 

el desempeño institucional y fiscal de los gobiernos subnacionales. 

Con respecto a los recursos del SGP, estos constituyen una de las principales fuentes 

de financiación de la inversión para las entidades territoriales, dado que con cargo a los 

mismos se financian las competencias asignadas a los municipios y departamentos 

asociadas con la prestación de los servicios fundamentales a la población, tales como 

educación, salud y agua potable y saneamiento básico, entre otros. 

En atención a los criterios de distribución de los recursos del SGP, según lo establecido 

en la Constitución Política, artículos 356 y 357, y lo dispuesto en las Leyes 715 de 2001 y 
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1176 de 200760, en 2017, se distribuyeron $35,93 billones —correspondiente a las doce 

doceavas de la vigencia—. De estos recursos, las participaciones de educación y salud 

fueron las de mayor asignación de recursos, como se ilustra en el Cuadro 7.  

Cuadro 7. Asignación recursos del SGP por participaciones —$ billones corrientes, 

doce doceavas—, 2017. 

Participación 2017 

Educación 20,83 

Salud 8,23 

Agua Potable 1,81 

Propósito General 3,89 

Asignaciones Especiales 1,16 

Total SGP 35,93 

Fuente: DNP, DIFP, SICODIS (Sistema de Información y Consulta Distribuciones Recursos Territoriales). 

 

Al examinar los resultados de la distribución territorial del SGP, se encuentra que 

Antioquia, Cundinamarca, Valle del Cauca y Bogotá D.C. concentraron los mayores 

recursos de las participaciones para educación, salud y agua potable y saneamiento básico 

en la vigencia 2017. Dichos recursos se destinan principalmente a la financiación de los 

servicios en mención, la construcción y mantenimiento de infraestructura —en los casos 

permitidos por la ley—, entre otras actividades. 

Por su parte, el SGR fue creado mediante el Acto Legislativo 05 de 2011 y modificado 

mediante el Acto Legislativo 4 de 2017, los cuales modificaron los artículos 360 y 361 de la 

Constitución Política y se reglamentó a través de la Ley 1530 de 2012, con el propósito de 

hacer más equitativa la distribución de los recursos de regalías, bajo un esquema de 

eficiencia que garantice impactos positivos y continuos.  

Los recursos del SGR se distribuyen en todos los departamentos del país a través del 

Fondo de Ciencia, Tecnología e Innovación, el Fondo de Desarrollo Regional (FDR), el 

Fondo de Compensación Regional (FCR) y a través de asignaciones directas —para el 

caso particular de entidades productoras de recursos naturales no renovables—. Al mismo 

tiempo, con cargo a los recursos de regalías se ahorran recursos a través del Fondo de 

Ahorro y Estabilización (FAE) y del Fondo de Ahorro Pensional Territorial (Fonpet). Así 

mismo, se creó la Asignación para la paz, para financiar proyectos de inversión para la 

                                                

60 Por disposiciones legales, el 58,5% del SGP se asigna para la participación de educación, el 24,5% para la 

salud, el 5,4% para potable y saneamiento básico, y el 11,6% para la participación de propósito general —

artículo 4 de la Ley 715 de 2001, modificado por el artículo 2 de la Ley 1176 de 2007—. 
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implementación del Acuerdo Final para la Terminación del Conflicto y la Construcción de 

una Paz Estable y Duradera, incluyendo la financiación de proyectos destinados a la 

reparación de las víctimas. En el Cuadro 8 se presenta el presupuesto total del SGR para 

el bienio 2017-2018, discriminado para cada uno de los fondos en mención. 

Cuadro 8. Presupuesto del SGR —$ billones corrientes—, bienio 2017-2018* 

Región 

Asignac

iones 

Directas 

FDR - 

Inversión 

FDR - 

Compens

aciones 

FCR 60% 
FCR 

40% 

Ciencia y 

Tecnología 

Ahorro 

(FONPET 

+ FAE) 

Asignación 

para la paz 
TOTAL 

Caribe 0,72 0,47 0,64 1,02 0,64 0,37 0,41 - 4,26 

Centro Oriente y 

Bogotá D.C. 
0,18 0,52 0,26 0,34 0,29 0,18 0,24 - 2,01 

Eje Cafetero y 

Antioquia 
0,07 0,40 0,11 0,18 0,28 0,12 0,15 - 1,32 

Pacífico 0,05 0,59 0,03 0,50 0,36 0,20 0,22 - 1,95 

Centro Sur 

Amazonía 
0,16 0,15 0,25 0,38 0,20 0,13 0,15 - 1,44 

Llanos 1,11 0,14 0,17 0,38 0,10 0,10 0,16 - 2,15 

Región 

Indeterminados 
0,02 - 0,00 - - - 0,00 0,51 0,53 

 

*: Presupuesto 2017-2018, ajustado mediante Decreto 1690 de 2017. 

Fuente: DNP, DIFP, SICODIS. 

 

Desempeño institucional y fiscal 

El DNP, entre los años 2016 y 2017, diseñó e implementó la nueva Medición de 

Desempeño Municipal (MDM)61, como instrumento para el fortalecimiento de las 

capacidades territoriales, y de la inversión orientada a resultados (DNP 2017). con los 

resultados de la MDM para 2016, los promedios municipales para los departamentos con 

puntajes superiores al promedio nacional —47,8 puntos— y en los cuales se ubicó el mayor 

número de municipios en la categoría de alto desempeño municipal en resultados 

orientados hacia el desarrollo fueron Quindío, Valle del Cauca, Meta, y Antioquia. De otro 

lado, los promedios municipales para los departamentos con puntajes inferiores al promedio 

                                                

61 La MDM no corresponde a una actualización del índice de desempeño integral (IDI), por lo que no se trata de 
índices comparables. La MDM mide dos componentes, correspondientes a la capacidad de gestión —
movilización de recursos propios, ejecución de recursos, gobierno abierto y transparencia, y gestión de 
instrumentos de ordenamiento territorial— y de generación de resultados para el desarrollo —resultados en 
educación, salud, servicios públicos, y seguridad y convivencia—, teniendo en cuenta las mayores o menores 
dotaciones iniciales de los municipios —dotaciones económicas, urbanas, y recursos—, para lo cual se 
identifican seis grupos diferenciados (ciudades y grupos 1 al 5). Nota: Los resultados de la MDM para 2016 
constituyen la línea base de esta nueva medición. En este documento se presentan la información agrupada 
por departamentos (DNP, 2017). 
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nacional y en los cuales se concentró el mayor número de municipios en la categoría de 

bajo desempeño correspondieron a Guainía, Chocó, y Bolívar (Gráfico 36). 

Gráfico 36. Medición del desempeño municipal —promedio municipal por departamento—, 

2016. 

 

Fuente: DNP, DDDR. 

Adicionalmente, y en continuación a la medición que se realiza desde el año 2006 con 

el fin de establecer la capacidad institucional de las entidades territoriales, el DNP también 

estimó el Índice de Desempeño Integral (IDI62) para el año 2016. De acuerdo con lo anterior, 

se identifica que el mejor desempeño lo obtuvo el Distrito Capital de Bogotá, con un puntaje 

de 89,0, seguido por Arauca, Quindío, Risaralda, y Huila que, junto con otros nueve 

departamentos, presentaron valores superiores al promedio nacional —71,9 puntos—. Por 

el contrario, los puntajes más bajos correspondieron los departamentos de Guainía, La 

Guajira, Bolívar, Putumayo, y Amazonas (Gráfico 37). Es importante señalar que, en 2016, 

Bogotá, Arauca y Quindío se ubicaron en el rango “sobresaliente” —calificación superior a 

80 puntos—, mientras que ningún departamento se localizó en el rango “crítico” —

calificación inferior a 40 puntos—, situación que también se presentó en la vigencia 2015, 

lo cual evidencia una mejora continua en el desempeño integral territorial (DNP 2016c). 

                                                

62 Las calificaciones cercanas a 100 corresponden a las entidades territoriales de mejor desempeño integral, 
las cuales cumplen con las metas establecidas en sus planes de desarrollo —componente de eficacia—, hacen 
un uso eficiente de sus recursos —componente de eficiencia—, tienen una destacada capacidad administrativa 
y fiscal —componente de capacidad administrativa y fiscal—, y cumplen con los requisitos legales para la 
asignación de recursos del SGP —componente de cumplimiento de requisitos legales—. Nota: la información 
de 2016 corresponde a los datos más recientes con base en los cuales el DNP calcula el índice de desempeño 
integral el cual es diferente a la medición del desempeño municipal. 
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Gráfico 37. Índice de desempeño integral —promedio municipal—, 2016. 

 

Fuente: DNP, DDDR. 

Para asumir los retos relacionados con la promoción del desarrollo a escala territorial, 

se debe disponer de un conjunto de recursos, entre los cuales tienen especial interés los 

de orden fiscal. Para ello, es pertinente indagar por el desempeño fiscal en el orden 

territorial, mediante el análisis del índice calculado por el DNP63. En la vigencia 2016, en 

comparación con 2015, se destacó la mejora en el desempeño fiscal de los departamentos 

de Putumayo, el archipiélago de San Andrés, Providencia y Santa Catalina, Magdalena, y 

Antioquia. De otro lado, en 2016 con respecto a 2015, se presentaron retrocesos en materia 

de desempeño fiscal en 12 departamentos, al ser Boyacá, Arauca, y Córdoba los casos 

más críticos (Gráfico 38) (DNP 2017e). 

                                                

63 El índice de desempeño fiscal está compuesto por los siguientes indicadores financieros: 1) cumplimiento del 
límite de gasto de funcionamiento, 2) solvencia para pagar el servicio de la deuda, 3) dependencia del SGP y 
de las regalías, 4) esfuerzo fiscal propio, 5) magnitud de la inversión, y 6) generación de ahorros propios. 
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Gráfico 38. Índice de desempeño fiscal departamental, 2015 vs 2016. 

 

Fuente: DNP, DDTS. 

De acuerdo con lo anterior, se encuentra que, en 2016, las entidades territoriales con 

mejor desempeño fiscal fueron Sucre —79,9 puntos—, Atlántico —79,8—, Valle del Cauca 

—79,1— y Santander —77,3—, que corresponden a departamentos con moderada 

dependencia de las transferencias, bajo o nulo endeudamiento, marcada participación de 

sus recursos propios en los ingresos totales, altos niveles de inversión con respecto a sus 

gastos totales, mayores ahorros, y que cumplen con el indicador de gastos de 

funcionamiento sobre ingresos corrientes de libre destinación —definido en la Ley 617 de 

2000—. De otra parte, los resultados más críticos en materia de desempeño fiscal 

departamental correspondieron a los departamentos de Amazonas —62,1 puntos—, y 

Chocó —49,86 puntos— (DNP 2017e).. 

Resultados generales de las Estrategias Regionales 

A partir de lo señalado previamente, se evidencia que el desempeño económico e 

institucional varía considerablemente entre las entidades territoriales, debido a factores 

geográficos, poblacionales, de productividad, capital físico y humano, entre otros. De tal 

forma, las políticas estatales deben contar con estrategias diferenciadas para buscar que 

las zonas con menor crecimiento y desarrollo se acerquen a aquellas con mejores 

resultados, es decir deben estar orientadas al cierre de brechas territoriales. Estas políticas 

deben buscar no solo un impacto positivo en el crecimiento económico nacional, sino 

efectos de mayor alcance para la construcción de una sociedad más equitativa y en paz.  
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Con base en lo anterior, mediante las Estrategias Regionales del PND se plantearon 

intervenciones específicas a implementar durante el cuatrienio 2014-2018, con el propósito 

de consolidar modelos propios de desarrollo y cerrar las brechas al interior de cada región. 

Para ello, el DNP definió un Indicador de Convergencia Intrarregional (ICIR64), que permite 

evidenciar las disparidades existentes tanto entre regiones como al interior de las mismas65 

(DNP 2015).  

De acuerdo con los resultados obtenidos a través del ICIR para 2016 —año disponible 

más reciente—, se encuentra que se superaron las metas en materia de reducción de 

brechas para dicho año en las regiones más rezagadas en materia de desarrollo económico 

y social, correspondientes a Centro-Sur-Amazonía, Llanos y Pacífico. Sin embargo, en 

2016, no se cumplieron las metas previstas, asociadas al ICIR, en los casos de Centro-

Oriente y Bogotá, Caribe, y Eje Cafetero (Cuadro 9). 

Cuadro 9. Indicador de Convergencia Intrarregional (ICIR), 2016. 

Región Resultado Meta Diferencia 

Centro Oriente y Bogotá 12,80 11,80 1,00 

Caribe 15,90 15,70 0,20 

Centro Sur-Amazonía 16,10 18,50 -2,40 

Eje Cafetero y Antioquía 11,40 11,30 0,10 

Llanos 16,80 18,50 -1,70 

Pacífico 17,80 19,00 -1,20 
Fuente: DNP, SINERGIA. 

Con base en el reconocimiento de las particularidades territoriales, así como de la 

información reportada por los sectores en la plataforma Sinergia —con corte a 31 de 

diciembre de 2017—, se encuentra que el principal avance —en relación con el 

cumplimiento de las metas establecidas en el PND para el año 2016—, correspondió a la 

Estrategia Regional para el Eje Cafetero y Antioquia, seguida por la región Caribe, mientras 

que las Estrategias Regionales más rezagadas fueron Centro-Sur-Amazonía y Llanos. El 

detalle sobre los principales logros y retos asociados con la implementación de cada una 

de las Estrategias Regionales —que explican el porcentaje de avance que se ilustra en el 

Mapa 1—, se presentan en los siguientes capítulos de este documento. 

                                                

64 El propósito del ICIR es realizar la medición de convergencia en un grupo de variables estratégicas para el 
cierre de brechas, que se calcula para un determinado nivel de territorio —región, departamento, subregión, 
entre otros.—. El cálculo se realiza con las siguientes variables: cobertura en educación media, resultados de 
las pruebas Saber 11 en matemáticas, cobertura de la vacuna DPT, mortalidad infantil, ingreso tributario per 
cápita, participación de los ingresos tributarios en los ingresos totales y déficit de vivienda rural. El ICIR se mide 
en una escala de 0 a 100, donde valores cercanos a 100 evidencian la presencia de mayores brechas, mientras 
que valores cercanos a 0 corresponden a una mayor convergencia en el desarrollo regional. 
65 En este documento se incluyen los resultados más recientes, correspondientes al año 2016. 
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Mapa 1. Cumplimiento de las metas del PND por región. 

 

Fuente: DNP, Sinergia. Fecha de corte: 31/12/2017. Fecha de actualización de reporte: 13/04/2018.  
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XI  Caribe próspero, equitativo y sin pobreza 
extrema 

Esta región, conformada por los departamentos que se ilustran en el Mapa 2, se 

encuentra ubicaba en una zona estratégica en donde se desarrollan actividades 

económicas relacionadas con el comercio, el transporte y la agricultura, entre otras. Algunos 

de los principales retos para la región son reducir los niveles de pobreza y desigualdad 

social, así como aprovechar sus potenciales para incrementar los niveles de competitividad 

en sectores productivos, de manera que se alcancen mayores niveles de desarrollo 

económico y social para sus habitantes. 

Mapa 2. Región Caribe 

 

 Fuente: DNP, Sinergia. 

La visión a futuro del Caribe colombiano se orienta a consolidar la región como un 

territorio próspero para todos sus habitantes, a través del fortalecimiento de su capital 

humano. Así mismo, se busca incentivar el comercio internacional con Europa, 

Centroamérica y Norteamérica, dada su ubicación geoestratégica y sus recursos naturales. 

En el caso de San Andrés, este se promoverá como uno de los principales destinos 

turísticos de la región Caribe y del país, para aprovechar su condición de Reserva de 

Biosfera de Seaflower, el multilingüismo de su población y la infraestructura hotelera 

disponible.  

Con base en la visión de desarrollo propuesta para el cuatrienio, el PND planteó cuatro 

grandes objetivos para la región Caribe, en donde se involucran sectores como inclusión 

social, educación, salud, agricultura, ambiente, trabajo y transporte. En el marco de estos 

objetivos, el Gobierno nacional implementó diferentes acciones de política pública, que 

permiten alcanzar un cumplimiento promedio del 82,1% en las metas establecidas para la 

región en 2017. Los resultados obtenidos en cada uno de los objetivos del PND para la 
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región Caribe y las acciones desarrolladas por el Gobierno nacional se presentan en las 

siguientes secciones de este capítulo. 

 

Objetivo 1. Disminuir los índices de pobreza y las brechas 

socioeconómicas entre la franja de desarrollo incipiente —La 

Guajira y el sur de Bolívar, Magdalena y Sucre— y el resto de la 

región 

A partir de la visión del PND, el Gobierno nacional enfoca sus esfuerzos en la reducción 

de la pobreza y en la eliminación de la pobreza extrema. El principal componente de este 

objetivo consiste en facilitar el acceso e incrementar la cobertura y calidad de los servicios 

sociales básicos, que permitan salidas sostenibles de la condición de pobreza. A 

continuación, se presentan los principales avances de las estrategias que hacen parte de 

este objetivo. 

A. Estrategia de inclusión social: provisión de servicios básicos y 

superación de pobreza multidimensional 

Con respecto al desarrollo regional, los resultados del ICIR, evidencian retos en la 

convergencia para los 196 municipios de la región Caribe. En tal sentido, de acuerdo con 

los datos más recientes al analizar el desempeño del ICIR entre 2015 y 2016, este pasó de 

15,70 a 15,90 puntos, lo cual evidencia un aumento en las brechas existentes al interior de 

la región. En particular, en 2017, cabe resaltar el aumento en la cobertura de educación 

media —que alcanzó un promedio municipal del 73,71%—. De igual manera, se mantuvo 

la cobertura de salud en un 100%. Los datos más recientes para la tasa de mortalidad 

infantil datan del año 2015 —21,3 fallecidos por mil nacidos vivos—. 

De acuerdo con el PND, el Gobierno nacional busca que desaparezcan las 

desigualdades en cobertura de educación media en esta región. En particular, el propósito 

de esta estrategia es garantizar una educación media de calidad para la construcción de 

equidad y de inclusión social.  

La región Caribe registró un aumento de 0,88 p.p. en la cobertura bruta en educación 

media, al pasar de 76,8% en 2016 a 77,7% en 2017. Se destacan los casos de Sucre —

84,2%—, Córdoba —82,5%—, Atlántico —86,4%— y Cesar —80,2%—, que estuvieron por 

encima de la media nacional —80,2%—. Mientras que los departamentos de Bolívar —

77,2%—, Magdalena —78,9%—, San Andrés —55,6%—, y La Guajira —44,8%—, 

presentaron niveles por debajo del promedio. En tal sentido, las desigualdades persisten 

en la región, dado que departamentos como Córdoba y Sucre se encuentran entre los 
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departamentos con mayor cobertura en educación media del país, mientras que La Guajira 

se ubica como uno de los cuatro departamentos con menor cobertura del país (Gráfico 39). 

Gráfico 39. Cobertura bruta en educación media - Región Caribe, 2016-2017.  

 

 Fuente: DNP, Sinergia, MinEducación. 

A través de diferentes estrategias promovidas por el MinEducación, cuyos objetivos se 

enmarcan en la reducción del analfabetismo en Colombia, entre las cuales se encuentra el 

Plan Nacional de Alfabetización, se logró atender a 18.017 personas iletradas residentes 

en las entidades territoriales certificadas (ETC) de la región Caribe, durante la vigencia 

2017. 

En materia de provisión de servicios básicos de salud en la región, en 2017, la 

estrategia Madres Canguro, para el cuidado y prevención de muerte en niños prematuros, 

se implementó en cuatro hospitales de la región, dando cumplimiento al 66% de la meta 

establecida para la vigencia. Los hospitales que prestaron atención a madres canguro 

fueron los siguientes: 1) Clínica Santa Cruz de Bocagrande en Cartagena (Bolívar), 2) 

Clínica Materno Infantil Rafael Calvo en Cartagena (Bolívar), 3) Hospital San Jerónimo de 

Montería en Montería (Córdoba), 4) Hospital Rosario Pumarejo de López en Valledupar 

(Cesar).  

Aunque se realizaron esfuerzos para mejorar la situación de salud en la región Caribe, 

es evidente la necesidad de fortalecer estrategias tales como jornadas de desparasitación 

e intervenciones en recuperación nutricional, acompañadas de estrategias de información, 

educación y comunicación para la promoción en salud. Esto último, con el fin de reducir el 

riesgo de mortalidad infantil y bajo peso al nacer. En tal sentido, en 2017, se logró la 

formulación, validación y puesta en marcha del plan piloto de implementación de la ruta 

para la atención integral en Seguridad Alimentaria Nutricional en situaciones de emergencia 
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en el departamento de La Guajira. Así mismo, para la atención integral a la desnutrición, se 

dirigieron programas de atención integral a mujeres gestantes, niñas y niños menores de 

cinco años y sus familias residentes en las zonas rurales dispersas de los municipios de 

Riohacha, Maicao, Manaure y Uribia, focalizados por el programa en respuesta a su 

condición de vulnerabilidad.  

Por otro lado, en relación con la cobertura de acueducto y alcantarillado, la región 

Caribe presentó rezagos frente al resto del país, sobre todo en las zonas rurales y 

dispersas, donde se evidencian problemas de salud y dificultades para adelantar procesos 

productivos. De acuerdo con los datos más recientes, en 2015, en la región las coberturas 

de acueducto y alcantarillado fueron de 80,7% y 57,7%, respectivamente66.  

Reconociendo los retos en materia de coberturas de acueducto, en 2017, se ejecutaron 

proyectos que favorecieron la optimización y disponibilidad de los sistemas de acueducto 

en los municipios del departamento de Córdoba, beneficiando a sus habitantes con 

disponibilidad del servicio las veinticuatro horas del día y alcanzando cobertura del 100% 

de los corregimientos San Anterito y San Isidro, así como las veredas; Galilea, Los 

Moncholos, Nuevo Paraíso, Gran Esfuerzo, El Congo; Nueva Ola y Salamina. Sumado a 

esto, con recursos del Plan Departamental de Aguas, en los departamentos de Sucre, 

Magdalena, Cesar y La Guajira, se ejecutaron obras dirigidas al manejo adecuado de aguas 

residuales en las zonas rurales de la región, mediante las cuales se espera beneficiar a 

81.000 nuevas personas durante 2017, para dar cumplimiento a la meta establecida para 

la vigencia.  

En lo correspondiente a vivienda rural, el Gobierno nacional entregó un total de 1.554 

soluciones de VISR en la zona rural dispersa específicamente para población campesina y 

desplazada de seis departamentos de la región. Así mismo, se otorgaron 1.537 subsidios 

para nuevas VISR y 17 para mejoramientos de vivienda. Sin embargo, la meta propuesta 

no fue superada —4.047 subsidios—, con lo que se registró un porcentaje de avance del 

38,39%.  

Continuando con la construcción de vivienda urbana, durante el primer semestre del 

2017, Fonvivienda suscribió convenios interadministrativos de cooperación para la 

realización de proyectos de vivienda de interés prioritario con municipios de los 

departamentos de Bolívar, Cesar, Magdalena, Córdoba, La Guajira y Sucre, para un total 

de 1.845 cupos de un total nacional de 5.986. 

 

                                                

66 Cálculos Subdirección Territorial y de Inversión Pública (STIP)-DNP con base en DANE-GEIH.  
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B. Estrategia de inclusión productiva: generación de ingresos por 

encima de la línea de pobreza 

En materia de pobreza monetaria en la región, es importante mencionar que existen 

retos en la reducción de la misma, teniendo en cuenta que los resultados del Índice de 

Pobreza Monetaria para el año 2017 muestran a los departamentos de César—40,7%—, 

Sucre —41,6%—, Córdoba —45,8%—, Magdalena —48,5%— y La Guajira —52,6%— con 

los puntajes más altos del país. Una de las excepciones en la region es el departamento de 

Atlántico —24,3%— con un resultado por debajo del promedio nacional —26,9%—. 

Considerando lo anterior, deben fortalecerse los programas y proyectos dirigidos a la 

superación de la pobreza y alcanzar mayor inclusión social en la región. 

A pesar de lo anterior, los esfuerzos adelantados por el Gobierno nacional en la lucha 

contra la pobreza monetaria llevaron a la reducción de la misma en los departamentos de 

Atlántico —de 25,0% en 2016 a 24,3% en 2017—, Cesar — de 41,9% en 2016 a 40,7% en 

2017—, Magdalena — de 50,0% en 2016 a 48,5% en 2017— y Sucre — de 46,7% en 2016 

a 41,6% en 2017—. Al contrastar estos resultados con la percepción ciudadana, con base 

en la EPC para el año 2017 se encuentra que el 55,5% de los habitantes de la región Caribe 

señaló sentirse pobre económicamente (DNP, 2017). 

Respecto al tema agropecuario, MinAgricultura ha beneficiado a los productores 

rurales con acompañamiento técnico y asistencia técnica integral. Este acompañamiento 

comprende jornadas comunales de capacitación en campo para el establecimiento, 

cosecha y continuidad de la siembra de los productos seleccionados. Adicionalmente, este 

se encuentra orientado hacia la generación de ingresos en el entorno rural y la creación de 

nuevos empleos.  

 

Objetivo 2. Implementar modelos de desarrollo económico 

sostenible diferenciados territorial y poblacionalmente  

Las estrategias que se encuentran en este objetivo buscan incrementar la 

competitividad de las zonas con mayor nivel de desarrollo y la productividad de las zonas 

más rezagadas. En este sentido, se espera mejorar los ingresos y la calidad de vida de la 

población más pobre y vulnerable de la región. A continuación, se presentan los principales 

avances de las estrategias que hacen parte de este objetivo. 
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A. Fomentar el desarrollo de modelos productivos, social y 

económicamente incluyentes, para la generación de ingresos y el 

mejoramiento de la calidad de la población 

El Gobierno nacional busca aumentar la competitividad de las empresas a partir de 

rutas competitivas, por medio de las cuales se formulan planes de acción para sectores 

estratégicos y se implementan procesos de innovación en los sectores priorizados por las 

rutas.  

Por medio de las rutas se busca: 1) mejorar la competitividad de las empresas 

pertenecientes a un clúster; 2) construir capacidades locales para el pensamiento 

estratégico, la gestión del cambio, y la dinamización de clústeres; y 3) incidir en la 

mentalidad de actores locales para promover el pensamiento estratégico y la innovación 

como vehículo de la competitividad. En 2017, se destacó el avance que tuvieron las rutas 

competitivas y sus procesos de innovación, debido a que las actividades realizadas 

permitieron que las metas se cumplieran en un 100%. 

Durante 2017, se trabajó con la Cámara de Comercio y la Gobernación de Córdoba en 

la formulación del proyecto para la financiación de la ruta competitiva del clúster cárnico. 

Adicionalmente, la Comisión Regional de Competitividad viene organizando la formulación 

de un nuevo plan de trabajo para fortalecer el Capital Humano con apoyo del SENA para el 

sector náutico de Bolívar. 

A pesar de la riqueza y potencial productivo de la región, sus bajos niveles de 

competitividad y la escasa sofisticación de los sectores productivos afectan de manera 

negativa la generación de empleos y la creación de nuevas empresas. En materia del Índice 

de Competitividad Departamental, en 2017, se destaca el departamento de Atlántico con 

un puntaje de 5,52, seguido por Bolívar con 4,61; mientras que los departamentos de Sucre 

—3,88— y La Guajira —2,82— presentaron los puntajes más bajos dentro de la región 

(Mapa 3). 

Mapa 3. Índice de competitividad departamental en la Región Caribe, 2017. 

 
Fuente: Consejo Privado de Competitividad (2017). 
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B. Diversificar y especializar el turismo e incrementar la calidad del 

empleo en este sector en los departamentos de Magdalena, Atlántico 

y Bolívar 

La gran diversidad de ecosistemas y paisajes de la región Caribe ha hecho que el 

turismo sea una de las apuestas productivas priorizadas en todos los departamentos de la 

región. De acuerdo con Migración Colombia, a 2017, se destacan ciudades como 

Cartagena (41.522 turistas), Barranquilla (11.068) y San Andrés (7.434), donde se registró 

mayor ingreso de extranjeros para hospedarse.  

Frente al movimiento de turistas en puertos de control marítimo y fluvial, en 2017, 

Cartagena fue el muelle con mayor afluencia de viajeros —entre nacionales y extranjeros—

, con 14.634 movimientos, lo que representa un 77% frente al nivel nacional (18.981 

movimientos). En lo que respecta a las áreas protegidas, en 2017, con base en información 

de Parques Nacionales, el Parque Nacional Corales del Rosario y San Bernardo y el Parque 

Nacional Tayrona recibieron a 1,4 millones de personas —86,6% del total de turistas que 

visitaron los parques nacionales en 2017—, constituyéndose como los dos parques más 

visitados del país. 

C. Mejorar y aumentar la infraestructura eléctrica y de transporte para 

asociar las franjas de la región, mejorar la conectividad de la franja 

costera y desarrollar un sistema integrado de transporte regional 

sostenible 

El Gobierno nacional implementó nuevos programas que giraron en torno a la mejora 

en la prestación del servicio de energía. En 2017, 1.282 nuevos usuarios que antes no 

contaban con el servicio de energía se conectaron al SIN en la región Caribe, superando 

en 452 la meta de usuarios establecida para la vigencia —830—. Sin embargo, a pesar de 

que 3.992 usuarios fueron beneficiados con proyectos de normalización de redes, 

financiados mediante recursos públicos, no se cumplió la meta planteada para 2017 —

24.641 usuarios— (Gráfico 40). 
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Gráfico 40. Usuarios conectados al SIN - Región Caribe, 2017. 

 

Fuente: MinMinas. 

En materia de infraestructura vial, la región presenta contrastes al interior de su 

territorio. Las capitales costeras tienen una sólida conexión a través de vías transversales 

y la región se encuentra conectada con el centro del país.  

Para promover la competitividad de la región, durante el año 2017, se llevaron a cabo 

intervenciones en materia de mejoramiento de los sistemas de transporte masivo y 

mantenimiento vial, en esta línea, el MinTransporte apoyó la operación del sistema de 

transporte masivo de la ciudad de Barranquilla. En este sentido, un 68,6% de la red vial 

primaria en la región se encuentra en buen estado, cumpliendo con el 82,86% de la meta 

establecida para la vigencia. 

D. Vincular laboralmente a la población inactiva altamente calificada 

Con el objeto de incrementar la tasa de participación laboral y reducir la informalidad, 

se busca promover la vinculación laboral de la población en sectores altamente productivos, 

fundamentada en la generación y certificación de competencias y el desarrollo de 

emprendimientos productivos para la población.  

Mediante esta estrategia, 68.679 personas encontraron trabajo a través de la red de 

prestadores del SPE en la región, superando en 28 p.p. la meta para 2017 —53.360—. 

Respecto a las entidades que tuvieron alta participación en la colocación laboral, el mayor 

porcentaje lo tuvo la APE SENA con un 71,5%, seguido por las agencias de empleo de las 

Cajas de Compensación Familiar de Barranquila (Combarranquilla) —3,9%— y Adecco —

3,8%—. Se destacan los departamentos de Bolívar (6,4%) y La Guajira —6,5%— con las 

menores tasas de desempleo de la región y del país, mientras que Cesar y Sucre 

presentaron las mayores tasas de la región con 10,9%y 9,1%, respectivamente (DANE). 
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Teniendo en cuenta lo anterior, en los próximos años se requiere realizar un mayor esfuerzo 

en la región para crear nuevas fuentes de empleo (Gráfico 41). 

Gráfico 41. Personas colocadas y tasa de desempleo– Región Caribe, 2017. 

 

Fuente: DNP, Sinergia y DANE, GEIH. 

E. Fomentar el desarrollo de la gobernanza como estrategia para crear 

el entorno necesario, para potenciar el crecimiento económico de la 

región 

Los resultados en materia de desempeño institucional de la región muestran que esta 

se encuentra por debajo de otras regiones del país y evidencian las diferencias al interior 

de la misma, particularmente en los municipios de los departamentos de Bolívar, Córdoba 

y Magdalena. En 2016 —año disponible más reciente—, la evaluación de desempeño 

integral de los municipios muestra a la región Caribe con un promedio de 64,5 puntos, por 

debajo del promedio nacional —71,9 puntos—; este resultado se debe principalmente a los 

rezagos en los componentes de eficacia —61,8— y eficiencia —53,8—. El mayor puntaje 

lo obtuvo el departamento de Atlántico, con 72,0 puntos —que lo ubica en un rango 

“satisfactorio”—, mientras el menor puntaje lo tuvo La Guajira con un 58,4% —con un rango 

“bajo”— (Gráfico 42). En esta región, el 33% de los municipios tuvo una medición 

satisfactoria y el 6% sobresaliente en esta evaluación de desempeño. Así mismo, cerca 

del 4% de los municipios de la región presentaron resultados críticos en el IDI. 
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Gráfico 42. Índice de Desempeño Integral – Región Caribe, 2016. 

 

Fuente: DNP. 

El PND identificó la necesidad de fortalecer las capacidades de las entidades 

territoriales de la región, por lo cual se fijó como meta reducir el número de municipios con 

bajo desempeño integral. En correspondencia con lo anterior, se superó la meta prevista 

para 2017 (74 municipios), ya que el número de municipios con bajo desempeño integral 

se ubicó en 62 municipios. 

 

Objetivo 3. Promover el ordenamiento de los usos del territorio que 

incorpore la protección, conservación y restauración de los 

ecosistemas marinos, costeros y terrestres del Caribe 

Este objetivo apunta directamente a promover el desarrollo económico sostenible en 

el Caribe colombiano y reducir el nivel de riesgo de los fenómenos naturales a los que está 

expuesta la población en este territorio. A continuación, se presentan los principales 

avances de las estrategias que hacen parte de este objetivo. 

A. Mitigar el riesgo ante sequías e inundaciones en las zonas más 

vulnerables de la región mediante el ordenamiento territorial para la 

adaptación al cambio climático 

La región, al igual que el país, presenta un alto grado de vulnerabilidad al cambio 

climático debido a sus características físicas, geográficas, económicas, sociales y de 

biodiversidad, por lo que es importante entender las consecuencias que implican los 

cambios en el clima. En este sentido, el Fondo Nacional de Gestión del Riesgo de Desastres 

(FNGRD), para 2017, ejecutó proyectos de inversión frente a amenazas de inundaciones 
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en el departamento del Magdalena. En este sentido, se llevaron a cabo obras de mitigación 

para el control de inundaciones en el municipio de El Retén (Magdalena), por medio de 

adecuaciones hidráulicas, canalizaciones y estabilización de taludes. Adicionalmente, en el 

municipio de San Sebastián, se benefició a 7.800 personas con obras contra inundación 

que alcanzaron una inversión de $3.827 millones.  

B. Contribuir a la recuperación de especies pesqueras de importancia 

económica y a la ordenación de la actividad pesquera en la cuenca 

del río Magdalena 

Ante la problemática de reducción del recurso pesquero en la región, la Autoridad 

Nacional de Acuicultura y Pesca (AUNAP) realizó actividades de repoblamiento. En tal 

sentido, se espera que las ciénagas no sólo tengan un impacto ambiental positivo, sino que 

generen valor social, dado que contribuirán a mejorar los ingresos y la forma de vida de las 

personas que derivan su sustento de la actividad pesquera.  

En 2017, se realizaron intervenciones en 94 ciénagas, superior a la meta —45—, lo 

que representa un avance superior al 100%. Las principales ciénagas intervenidas fueron 

la Ciénaga San Pablo Bolívar, Ciénagas de Vija, Canaletal, Tabacuru y las Ciénagas de la 

Subregión del San Jorge (Sucre). 

C.  Conservar el flujo de servicios ecosistémicos a través de la 

protección de los ecosistemas de la región para beneficio de la 

población 

 La protección de las zonas ecosistémicas permite la producción y regeneración de 

servicios ecosistémicos que allí se provisionan, tales como la regulación hídrica, el 

aprovechamiento forestal, los atributos paisajísticos y el aprovechamiento pesquero.  

El Gobierno nacional avanzó en la incorporación de hectáreas de áreas protegidas de 

la región en el SINAP. A 2017, la región Caribe cuenta con 475.134 hectáreas de áreas 

protegidas l dentro del SINAP —superior a la meta anual de 389.297—, lo que representa 

un 100% de avance. Por su parte, las Corporaciones Autónomas Regionales declararon 

como áreas protegidas 13.428 hectáreas correspondientes a la Ciénaga de Betancí.  

D. Ordenar el territorio marino-costero e insular por medio de planes de 

ordenamiento y el diseño de instrumentos económicos para 

utilización responsable de los servicios ecosistémicos que se 

proveen y aprovecha la población y sectores de la región 
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 El conocimiento de los procesos de degradación de las zonas costeras y playas de la 

región Caribe y su uso adecuado es una prioridad para el Gobierno nacional en tanto que, 

partiendo de un correcto diagnóstico, es posible generar acciones para el ordenamiento de 

las unidades ambientales costeras, acción liderada por MinAgricultura. Estas acciones 

conllevan a un desarrollo productivo sostenible, garantizando la conservación de las playas 

y costas, así como la calidad de las aguas marinas. Una herramienta fundamental para la 

gestión integral de los procesos de degradación de las zonas costeras son los Planes de 

Ordenamiento y Manejo de la Unidad Ambiental Costera (POMIUAC), a través de los cuales 

se establecen programas, proyectos, responsables y presupuestos para la conservación, 

preservación, restauración y prevención del deterioro de estas zonas.  

En cumplimiento de lo anterior, durante el año 2017 se llevaron a cabo actividades 

para la formulación de los Planes de Ordenación y Manejo Integrado de las Unidades 

Ambientales Costeras POMIUAC. Sumado al cumplimiento en la realización de dos 

estudios regionales de erosión costera, mediante los cuales se cumplió la meta del 

cuatrienio, evidenciando los esfuerzos del Gobierno nacional por las acciones orientadas a 

consolidar el desarrollo sostenible en la región.  

 

Objetivo 4. Disminuir las brechas socioeconómicas entre el 

departamento de San Andrés y los demás departamentos del país 

y avanzar hacia una reserva próspera, segura y sostenible 

Este objetivo se centra en las acciones a implementar en el Archipiélago de San 

Andrés, Providencia y Santa Catalina, en materia de educación, vivienda, alcantarillado, 

acueducto, pesca, turismo, transporte, patrimonio cultural y servicios ecosistémicos. A 

continuación, se presentan los principales avances de las estrategias que hacen parte de 

este objetivo en 2017. 

A. Aumentar la calidad y pertinencia de la educación 

En 2017, la tasa de cobertura bruta en educación media en el Archipiélago se ubicó en 

55,6% comparado con 57,1% en 2016, lo que implica un reto frente al aumento de dicho 

porcentaje al tiempo que se debe garantizar la calidad y pertinencia de la educación.67 

 La estrategia propone intervenciones para la construcción de sedes educativas, 

laboratorios, salas de informática y baterías sanitarias. En este sentido, en 2017, mediante 

el Fondo de Financiamiento de Infraestructura Educativa (FFIE) se continuó con la 

                                                

67 En la estrategia 1.1 de objetivo 1, se señala la cobertura bruta de educación para San Andrés más ampliada.  
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ejecución del Plan de Infraestructura Educativa, mediante el cual se continúan realizando 

acciones para la gestión de entrega de aulas y seguimiento a procesos contractuales. 

B. Generar empleos de calidad 

El Gobierno nacional busca disminuir la tasa de desempleo que afecta el crecimiento 

económico del archipiélago. En 2017, la tasa de desempleo se mantuvo en 6,3% 

ubicándose en el mismo valor respecto al año inmediatamente anterior. Por su parte, la tasa 

de ocupación se redujo 0.1 p.p., pasando de 67,0% en 2016 a 66.9% en 2017, con una 

concentración de la población ocupada en sectores como comercio, restaurantes y hoteles.  

Por otra parte, se requiere masificar el uso de nuevas fuentes de energía, por esta 

razón, el Concesionario del Área de Servicio Exclusivo de San Andrés Providencia y Santa 

Catalina (ASE - SAI) y la Sociedad Productora de Energía Eléctrica - SOPESA S.A. ESP, 

han adelantado los estudios técnicos correspondientes a la Medición del Potencial Eólico 

en San Andrés confirmando la viabilidad técnica para la implementación de un Sistema de 

Generación con FNCER - Eólica, con una capacidad instalada de 7,5 MW. Sin embargo, la 

implementación del sistema de generación se ha visto afectada por el proceso de Consulta 

Previa con la Comunidad Raizal. Sumado a esto, se resalta la iniciativa en curso para el 

suministro del 100% de la energía limpia en la isla de Santa Catalina.  

Así mismo, el PND (2015) le dio un enfoque especial al departamento de San Andrés, 

Providencia y Santa Catalina, por ser el único departamento insular del país y a su vez 

poseer una variedad de ecosistemas que hacen del mismo un territorio vulnerable y que 

por tanto requiere la ejecución de acciones que propendan por una reserva sostenible. Por 

esto y en atención al artículo 182 del PND, desde 2016, el DNP desarrolló una consultoría, 

a través de la cual se formuló la metodología y procedimiento para la asignación de 

matrículas de vehículos nuevos, u objeto de reposición, para determinar la cantidad y 

especificaciones de los vehículos que podrán transitar en el archipiélago, el cual es un 

importante insumo técnico para definir las herramientas aptas a implementar para contribuir 

a la protección del medio ambiente. 
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XII Eje Cafetero y Antioquia: capital humano 
innovador en territorios incluyentes 

La región del Eje Cafetero y Antioquia comprende cuatro departamentos, ubicados en 

la zona nor-occidental del país (Mapa 4). La región se destaca por ser la segunda economía 

del país y el segundo nodo político-administrativo a nivel nacional, con altos niveles de 

institucionalidad. A partir del PND, se avanza en el desarrollo de territorios que son 

habitados por un capital humano: educado, laborioso, lleno de iniciativa e ingenio y que 

sobresale hacia nuevas vocaciones. Este capital humano permitirá formar un polo de 

desarrollo de educación y conocimiento con el apoyo de centros de investigación y de las 

entidades que proporcionan formación tecnológica. 

Mapa 4. Región del Eje Cafetero y Antioquia. 

 

Fuente: DNP, Sinergia. 

Con base en la visión de desarrollo, el PND apuesta a consolidar una región con altos 

niveles de innovación, competitividad y crecientes niveles educativos, al plantear tres 

grandes objetivos para la región Eje Cafetero y Antioquia, involucrando a sectores como 

comercio, ambiente, educación y fortalecimiento institucional. En el marco de estos 

objetivos, el Gobierno nacional implementó diferentes acciones de política pública, que 

permitieron lograr un cumplimiento promedio del 85,2% en las metas establecidas para la 

región en 2016. Los resultados obtenidos en cada uno de los objetivos del PND para la 

región del Eje Cafetero y Antioquia y las acciones desarrolladas por el Gobierno nacional 

se presentan en las siguientes secciones de este capítulo. 
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Objetivo 1. Crear plataformas tecnológicas para aprovechar el 

talento humano de la región 

Con el fin de mejorar la competitividad y el desarrollo empresarial en la región, el 

Gobierno nacional puso a disposición de los empresarios un conjunto de instrumentos —

como las plataformas tecnológicas— para lograr mayor productividad y consolidar 

plataformas de oportunidad. A continuación, se presentan los principales avances de las 

estrategias que hacen parte de este objetivo. 

A. Consolidar los encadenamientos productivos con potencial en la 

región, así como brindar las condiciones de entorno que requieren 

las empresas para incrementar su sofisticación 

El Gobierno nacional reconoce la importancia de consolidar el fortalecimiento de las 

competencias de las empresas, dado que éstas se constituyen como una fuerza generadora 

de empleo y un impulso para mejorar la competitividad de la región. Por ello, se facilitó el 

acompañamiento presencial de consultores internacionales expertos en dinamización de 

clústeres y de rutas competitivas, con el fin de inculcar en los empresarios una visión 

estratégica, global e innovadora, para ser competitivos y consolidar el empoderamiento a 

actores locales, entre otros.  

De acuerdo con el Índice Departamental de Competitividad IDC, en la región se 

destacan los departamentos de Risaralda y Quindío como los dos mejores a nivel nacional 

en la variable que mide la facilidad para abrir una empresa, con puntajes de 86,0 y 85,9, 

respectivamente —escala del 0 al 100 donde 0 representa el desempeño más bajo y 100 

la frontera—, seguidos de Caldas 85,8 y Antioquia con 86,6, frente a lo cual se evidencian 

los avances en la implementación de estrategias que permiten a los emprendedores del 

país construir más y mejores empresas competitivas e innovadoras. 

 En materia de dinámicas empresariales, se han adelantado procesos de innovación 

implementados en los sectores priorizados con Rutas Competitivas. Por ejemplo, se dio la 

implementación del proyecto denominado Competitividad del Clúster de Cueros del 

Quindío, mediante una estrategia de transferencia de conocimiento dirigida al desarrollo del 

segmento de negocios de proveeduría de cueros de alta calidad en los sectores priorizados 

con rutas competitivas. Durante el año 2017, se adelantaron actividades frente a la 

concertación con los actores locales de las rutas competitivas en innovación potenciales a 

desarrollar y la selección de la iniciativa clúster.  

Con el fin de explotar las potencialidades de la zona y fortalecer la competitividad 

regional, es importante resaltar el Índice Competitividad Departamental. Este índice refleja 

el estado y evolución de las ventajas competitivas relativas de los departamentos de 
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Colombia. Entre los primeros puntajes de este índice se encuentran los departamentos de 

Antioquia —6,67 puntos— y Caldas —6,15—. Por su parte, Risaralda y Quindío se ubican 

en puntajes inferiores con 5,8 y 4,54, respectivamente (Mapa 5).  

Mapa 5. Índice de competitividad departamental en la Región Eje Cafetero y Antioquia, 2017. 

 
Fuente: Consejo Privado de Competitividad (2017). 

En materia de competitividad, el índice muestra al departamento de Antioquia en 

segundo lugar a nivel nacional en términos de eficiencia de sus mercados, destacando en 

variables de formalidad laboral, índice de bancarización, cobertura de seguros y saldo de 

cuentas de ahorro. Lo anterior, puede atribuirse al buen desempeño de la economía de la 

región y a los esfuerzos públicos y privados, asociados con el impulso al emprendimiento 

empresarial y el fortalecimiento del tejido empresarial actual —a través de las estrategias 

clúster y la atracción de inversión extranjera directa—. Así mismo, Caldas presentó un 

desempeño sobresaliente en variables relacionadas con el número de pagos de impuestos 

por año, facilidad para registrar propiedades, y facilidad para obtener permisos de 

construcción (Consejo Privado de Competitividad 2017). 

B. Promover el mejoramiento de la infraestructura vial regional y 

estructurar un sistema integrado de transporte regional en el Eje 

Cafetero 

En materia de desarrollo urbano y con el objetivo de mejorar la movilidad, se definieron 

soluciones de transporte interurbano. Estas soluciones incluyen espacios de infraestructura 

para realizar intercambios modales que permitan la integración de la región.  

Lo anterior, se llevó a cabo por medio de cinco intervenciones en la ciudad de 

Medellín, para la operación de la estación central de Industriales en los siguientes frentes: 

edificio de tres niveles que cuenta con zona de taquillas, áreas administrativas y amplias 

zonas de circulación que conducen a las plataformas de abordaje más grandes de las 

IDC 2017 
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estaciones del Sistema Metroplús, puente peatonal, ciclorruta, viaducto, deprimido y retorno 

operacional. Con estas intervenciones se cumplió con el 100% de la meta establecida para 

el cuatrienio en términos de espacios de infraestructura dedicada a la intermodalidad en la 

región Eje Cafetero y Antioquia. 

Adicionalmente, con el fin de promover una región más competitiva para enfrentar los 

retos del comercio a través de las vías de primera calidad, en 2017, el 66,03% de la Red 

Vial primaria en la región Eje Cafetero se encontraba en buen estado, superando la meta 

en 14 p.p. para la vigencia.  

C. Fortalecer acciones en el saneamiento de vertimientos para disminuir 

impactos ambientales y mejorar la productividad 

Para fomentar el uso sostenible de la biodiversidad como parte de la apuesta por la 

competitividad regional y reducir las presiones sobre los ecosistemas y sus servicios, se 

identificó la necesidad de formular e implementar un programa para la consolidación de la 

cadena productiva de la guadua y el bambú en la región. Ello implica el fortalecimiento de 

las autoridades ambientales regionales, para implementar acciones de mejoramiento de la 

gobernanza forestal, así como la regionalización de la estrategia integral para el control de 

la deforestación que se aplicará en el territorio nacional, con la participación del sector 

privado, el liderazgo de las autoridades ambientales y el apoyo de las entidades territoriales, 

autoridades policivas y ministerios sectoriales. 

El Eje Cafetero y Antioquia se ubica en una zona con variedad de climas, dando origen 

a una diversidad de especies de flora y fauna. Para la conservación en la región, esta cuenta 

con importantes áreas protegidas. El Gobierno nacional avanzó en la incorporación de 

hectáreas de áreas protegidas en el SINAP. En este sentido, a 2017, 500.247 Ha de áreas 

protegidas han sido incorporadas, dando cumplimiento al 77,30% de la meta establecida 

para la vigencia —551.903 Ha—. Estas hectáreas corresponden a las ciénagas El Sapo, 

Hoyo Grande, San Rafael, La Virginia y Agua Monte. 

 Frente a los procesos de pérdida y degradación de bosques, se encuentra una forma 

de incentivar el manejo sostenible de los bosques que no solo reduce la deforestación, sino 

también que se puede constituir en una fuente de ingresos para la comunidad, mediante el 

manejo sostenible de hectáreas de productos forestales no maderables. En 2017, se 

establecieron 5.017 hectáreas de manejo sostenible para fomentar el uso sostenible de la 

biodiversidad, como parte de la apuesta de esta región, superando en 50,85 p.p. la meta 

prevista para la vigencia. 
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Objetivo 2. Incrementar la pertinencia de procesos de formación 

para el desarrollo integral, consolidando el ecosistema de 

innovación del Eje Cafetero y Antioquia 

Con el fin de fortalecer los procesos de formación educativa para apoyar la innovación 

de la región, se plantean acciones orientadas a lograr mayores niveles de calidad educativa 

frente al sector productivo, mediante el incremento de matrículas en la educación técnica y 

tecnológica en los jóvenes con énfasis en investigación aplicada en la región. Además, se 

prevé articular la atención integral de la primera infancia para desarrollar las capacidades 

de los niños y niñas, desde edades tempranas, en ciencia, tecnología e innovación. A 

continuación, se presentan los principales avances de las estrategias que hacen parte de 

este objetivo. 

A. Incrementar la matrícula en educación técnica, tecnológica y 

profesional con mayores niveles de calidad y de pertinencia frente al 

sector productivo de la región 

Uno de los propósitos del Gobierno nacional es aumentar el acceso a la educación 

superior de calidad. Por tal motivo, se prestan servicios eficientes que permitan la 

consolidación de un sistema de formación de capital humano acorde con el mejoramiento 

de las competencias. El Gobierno le apuesta a que los jóvenes puedan acceder a la 

educación superior, con estrategias orientadas a mejorar la oferta educativa y promover la 

permanencia en el sistema educativo.  

En la estrategia de nuevos cupos en educación técnica y tecnológica, se establecieron 

convenios con la Universidad de Caldas, la Universidad Tecnológica de Pereira, el Icetex y 

MinEducación, para beneficiar a estudiantes de la región, de tal forma que puedan ingresar 

a programas técnicos profesionales y tecnológicos.  

Con el propósito de incrementar la competitividad de la fuerza laboral y brindar 

competencias que incrementen la posibilidad de reintegro al mercado laboral de los 

desempleados de la región, el SENA dio continuidad a sus programas de formación 

complementaria, al ofrecer 1,56 millones de cupos para el año 2017, con lo que se superó 

en 16,2 p.p. la meta establecida para la vigencia. Es importante señalar que el cumplimiento 

de la meta se explica por los buenos resultados en cuanto a demanda por programas de 

formación presencial como virtual. Adicionalmente, los programas de formación titulada 

para la educación integral profesional beneficiaron a 263.340 ciudadanos, impactando de 

forma positiva la productividad de la región, la colocación de capital humano en el mercado 

laboral y la movilidad social. Como resultado de los esfuerzos realizados, el cumplimiento 
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de la meta en formación titulada superó en 5,1 p.p. la meta establecida para el año 2017 

(Gráfico 43). 

Gráfico 43. Cupos en formación complementaria y titulada - Región Eje Cafetero y 

Antioquia, 2017. 

 

Fuente: DNP, Sinergia, SENA. 

 

El SENA también motiva a los jóvenes para que continúen su proceso de formación en 

educación pertinente con la vocación productiva del Eje Cafetero y Antioquia. Los 

aprendices en formación integral adquieren conocimientos y destrezas tanto personales 

como laborales a través de los programas que ofrece el SENA, los cuales se construyen en 

conjunto con los empresarios, de acuerdo con sus necesidades. Es así como con este 

proceso, se busca preparar el talento humano que llegará a contribuir con el crecimiento 

económico de los empresarios de este sector y de todo el país. En 2017, se incrementó en 

14.543 el número de aprendices en formación integral atendidos en los departamentos de 

la región frente al año inmediatamente anterior —a excepción del departamento de Caldas, 

que presentó un descenso de 9.077 aprendices en 2017 en relación con 2016—, 

alcanzando un total de 1,4 millones personas a lo largo del cuatrienio (Gráfico 44. ). 
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Gráfico 44. Aprendices en formación integral del SENA - Región Eje Cafetero y Antioquia, 

2016-2017.  

 

Fuente: DNP, Sinergia, SENA. 

De acuerdo con los resultados de la EPC, en 2017, el 85,79% de los habitantes del Eje 

Cafetero y Antioquia afirmaron que escogerían al SENA, en vez de otros tipos de institutos 

o cajas de compensación, en caso de que quisieran acceder a algún programa de 

capacitación para el trabajo (DNP, 2017). Esta percepción positiva puede ser resultado, en 

parte, de los esfuerzos realizados por el SENA en materia de formación complementaria e 

integral en la región. 

B. Fortalecer y ampliar la oferta de programas de maestrías y 

doctorados vinculados a investigación aplicada, en las 

universidades acreditadas en la región y en Antioquia 

Con respecto a procesos de investigación e innovación, cabe destacar que, en 2017, 

se implementaron los Planes y Acuerdos Estratégicos Departamentales de Ciencia y 

Tecnología (PADE), suscritos en 2016 entre Colciencias y las Gobernaciones de Antioquia 

y Risaralda. El Plan de Antioquia tiene como objetivo impulsar la generación de nuevos 

conocimientos y consolidar un talento humano altamente calificado, mientras que el de 

Risaralda busca impulsar la formación e inserción del recurso humano y aumentar las 

capacidades de innovación en el departamento.  

 

Objetivo 3. Reducir las brechas especialmente en formación de 

capital humano y empleo entre subregiones 

Con el objetivo de cerrar brechas en materia de educación, que limitan el desarrollo 
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que giran alrededor de la inversión en capital humano, en investigación y desarrollo, y en 

ciencia y tecnología beneficien a los habitantes de la región, tanto en zonas urbanas como 

rurales. A continuación, se presentan los principales avances de las estrategias que hacen 

parte de este objetivo. 

A. Implementar un programa focalizado en las zonas rurales para la 

ampliación de la cobertura de la educación media y mejoramiento de 

su calidad 

Una de las apuestas del Gobierno nacional se encuentra en la posibilidad de cerrar las 

brechas urbano-rurales en educación media que persisten en la región. Las estrategias se 

focalizan en las zonas rurales, para mejorar los componentes de calidad de la educación 

ofrecida y la renovación de infraestructura educativa rural.  

En 2017, los departamentos de la región presentaron una cobertura bruta en educación 

media por encima de la media nacional —82,88%—. En tal sentido, los departamentos que 

se destacaron fueron Risaralda —92,84%— y Quindío —86,77%—. Aunque en términos 

relativos, la región tiene las mejores coberturas en educación, es necesario incrementar los 

esfuerzos en 1,3 p.p., pues se presentó un descenso en la cobertura en 2017 frente a 2016 

(Gráfico 45). 

 Gráfico 45. Cobertura bruta en educación media – Región Eje Cafetero y Antioquia, 2016–

2017. 

 

 Fuente: DNP, Sinergia, MinEducación. 

Respecto a la infraestructura educativa, un total de 144 sedes rurales oficiales han sido 
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de dichas sedes educativas fueron intervenidas en 2017. En particular, en el departamento 
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se realizó una intervención en el municipio de Manizales. En relación con estos resultados, 

en la EPC se evidencia que la población de la región percibe favorablemente los resultados 

en infraestructura educativa. De tal forma, en 2017, el 54,3% de los encuestados consideró 

que se presentaron mejoras en la infraestructura de los colegios o centros educativos 

públicos (DNP, 2017). 

Así mismo, se entregaron 22.017 terminales, portátiles y tabletas para uso de 

estudiantes y docentes de sedes educativas en la región; de esta manera, se contribuyó al 

fortalecimiento de los procesos educativos de niños y jóvenes en colegios públicos con el 

uso adecuado de las herramientas tecnológicas. Las terminales fueron entregadas en 

Antioquia —17.175—, Caldas —1.158—, Quindío —435— y Risaralda —2.674—, 

superando ampliamente la meta para el año 2017 (1.800 terminales). 

Con respecto al desarrollo regional, se destaca el aumento de la convergencia en los 

departamentos de la región. En tal sentido, al analizar el desempeño del ICIR entre 2015 y 

2016, este pasó de 11,2 a 11,4 puntos, lo cual evidencia un aumento en las brechas 

existentes al interior de la región.  

B. Desarrollar las capacidades institucionales para que desde las 

administraciones territoriales se lidere el desarrollo sustentable 

En materia institucional se presentan diferencias al interior de la región, y es importante 

señalar la relevancia que tienen las administraciones municipales como promotores del 

desarrollo de las regiones. En este sentido, se hace necesaria la implementación de un 

conjunto de acciones que permitan la adquisición y fortalecimiento de las capacidades de 

las personas que conforman las administraciones territoriales. La estrategia buscó 

enfocarse principalmente en los departamentos de Antioquia y Caldas, con el objetivo de 

incrementar los niveles de desempeño de sus municipios, en especial aquellos con 

calificación crítica y baja. 

En los resultados más recientes del IDI del Eje Cafetero para 2016 —año disponible 

más reciente—, se evidencian mediciones altas —con un promedio de 75,a4 puntos—, lo 

cual implica resultados satisfactorios en la región —superior al promedio nacional de 71,9 

puntos—. Los departamentos de Quindío —81,0—, Risaralda —78,8—, y Caldas —76,5— 

presentaron resultados superiores al promedio regional (Gráfico 46). Adicionalmente, el 

29,8% de los municipios del Eje Cafetero y Antioquia tuvieron una calificación sobresaliente, 

el 47,1% satisfactoria y únicamente el 5,1% baja. Cabe resaltar, que las cuatro ciudades 

capitales de la región —Medellín, Pereira, Armenia y Manizales— registraron calificaciones 

sobresalientes en su desempeño integral. 
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Gráfico 46. Índice de Desempeño Integral – Región Eje Cafetero y Antioquia, 2016. 

 

Fuente: DNP. 

Con el fin de consolidar las capacidades institucionales en la región, se fijó como meta 

reducir el número de municipios con bajo desempeño integral. El comportamiento de este 

indicador fue positivo, ya que el número de municipios para el año 2016 con bajo 

desempeño integral fue nueve frente a una meta prevista de 35 municipios, dando 

cumplimiento satisfactorio a los retos planteados. Lo anterior, debido a la realización de 

asesorías y capacitaciones brindadas a los departamentos y municipios de la región. 
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XIII Conectividad para la integración y el 
desarrollo productivo sostenible de la región 
Centro-Oriente y Bogotá D. C. 

Centro-Oriente y Bogotá D.C. (Mapa 6) se caracteriza por ser la región más poblada 

del país, al concentrar el 31,6% de la población, y por ser altamente competitiva, al generar 

el 43,3% del PIB nacional (DANE, 2016pr). La región cuenta con altos niveles de 

urbanización, con mercados dinámicos que brindan diferentes oportunidades a la población, 

con una importante densidad de infraestructura vial y con una gran demanda de recursos 

hídricos. Lo anterior, representa la necesidad de fortalecer los vínculos económicos y 

comerciales con otras regiones del país. 

Mapa 6. Región Centro Oriente y Bogotá D.C. 

 
Fuente: DNP, Sinergia. 

Teniendo en cuenta la similitud de condiciones territoriales, económicas y de 

desarrollo, el PND identificó las siguientes tres franjas geográficas en la región: oriental, 

central y occidental. Las franjas oriental y occidental presentan una importante brecha frente 

a la franja central en términos de oportunidades económicas y sociales. Una de las causas 

de la brecha existente entre franjas, es la dificultad en la conectividad. El sistema de 

conectividad de la región está basado en las carreteras principales68, las cuales presentan, 

en muchos casos, problemas de congestión y deficiencia en el estado de las vías, 

principalmente en la red vial secundaria y terciaria. Lo anterior genera limitaciones en los 

encadenamientos productivos y comerciales de la región.  

                                                

68 En la región Centro Oriente se cuenta con 14.865 kilómetros de red vial primaria y secundaria, lo cual 
representa el 26,9% de la red vial primaria y secundaria del país. Cálculos de la DSEPP – Datos Plan Estratégico 
Intermodal de Infraestructura de Transporte, 2014. Ministerio de Transporte. 
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En consecuencia, el PND planteó como eje central para la región la conectividad para 

el cierre de brechas y la integración regional. Con base en la visión de desarrollo propuesta 

para el cuatrienio, se formularon cuatro grandes objetivos para la región Centro-Oriente y 

Bogotá, los cuales involucran a sectores como agricultura, ambiente, trabajo y transporte. 

En el marco de estos objetivos, el Gobierno nacional implementó diferentes acciones de 

política pública que contribuyeron a lograr un cumplimiento promedio del 63,8% en las 

metas establecidas para 201769. Los resultados obtenidos en cada uno de los objetivos del 

PND para la región Centro Oriente y Bogotá se presentan en las siguientes secciones. 

 

Objetivo 1. Descongestionar y articular la red primaria de 

transporte y desconcentrar los centros logísticos 

El fortalecimiento y ampliación de la infraestructura logística en materia de transporte, 

con el fin de facilitar el transporte de carga y pasajeros desde los centros de producción 

hasta los centros de comercialización, es uno de los elementos esenciales para lograr la 

visión del PND en la región Centro-Oriente y Bogotá D.C. En este sentido, el Gobierno 

nacional promueve la conexión física de la región, por medio de la consolidación de 

diferentes modos de transporte y de la movilidad urbana. A continuación, se señalan los 

avances más significativos para cada una de las estrategias asociadas con este objetivo. 

A. Potenciar la intermodalidad en la red logística y zonas productivas 

específicas 

Para potenciar el transporte multimodal, el PND contempló acciones específicas 

orientadas a fortalecer el transporte fluvial y el transporte terrestre en la región. En 2017, el 

Gobierno nacional ejecutó obras de recuperación y mantenimiento en 390 kilómetros del 

Río Magdalena, que recorre la región, con el fin de garantizar la profundidad, ancho, radio 

de curvatura y ayudas a la navegación —con lo que se logró un cumplimiento del 100% de 

la meta fijada—. En relación con el transporte terrestre, se alcanzó un 51,8% en la 

rehabilitación y mantenimiento de la red vial primaria en la región, con lo que se superó la 

meta establecida —49%—.  

B. Fortalecer y mejorar la conectividad entre regiones, entre las 

ciudades de la región y en la zona fronteriza 

El PND definió compromisos del Gobierno nacional en cuanto al fortalecimiento de los 

Sistemas Integrados de Transporte Regional (SITR) y los Sistemas Integrados de 

                                                

69  Datos preliminares. Fecha de corte: 31/12/2017. Fecha de actualización de reporte: 28/02/2018 
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Transporte Masivo (SITM). Por lo anterior, y con el propósito de contribuir a la organización 

y adecuado funcionamiento de los sistemas de transporte urbano en el país, se apoyó la 

estructuración, construcción y operación de los SITM y la implementación de SITR en 

Bogotá, Soacha y Bucaramanga. Así mismo, durante 2017, el Gobierno nacional firmó el 

convenio de cofinanciación del Regiotram de Occidente, el Metro de Bogotá y las fases II y 

III del Transmilenio en Soacha; estos proyectos buscan transformar la movilidad de 

Cundinamarca. 

Respecto a la cofinanciación de Regiotram, la Agencia Nacional de Infraestructura 

(ANI), la Empresa Férrea Regional y el Departamento de Cundinamarca adelantaron la 

evaluación de factibilidad del proyecto, en la cual se certificó que cumple con los requisitos 

establecidos en la Ley. Por lo anterior y en el marco del documento CONPES 3902 de 2017, 

se declaró la importancia estratégica del proyecto y en noviembre de 2017, se firmó un 

convenio entre el Gobierno nacional y el Departamento que comprometió recursos por un 

valor de $1,9 billones. 

En relación con el Metro de Bogotá, en la sección del objetivo 4 en este capítulo se 

presentan sus avances. Frente a la financiación de la extensión de Transmilenio al 

municipio fases II y III, MinTransporte y MinHacienda se suscribió un convenio de 

cofinanciación entre el departamento de Cundinamarca y el municipio de Soacha por un 

valor total de $902.938 millones.  

 

Objetivo 2. Potenciar servicios ambientales de la franja oriental, la 

innovación en los sectores competitivos de la franja central, y el 

emprendimiento cooperado de pequeños productores 

Con el fin de potenciar la dinámica y el desarrollo económico de la región Centro-

Oriente y Bogotá D.C., el PND trazó líneas estratégicas dirigidas a: proteger los servicios 

ambientales a partir de la regulación de la oferta hídrica; incentivar el encadenamiento y 

asociatividad empresarial agropecuaria; fortalecer el sector de minas y energía; y 

desarrollar procesos tecnológicos. Estas estrategias buscan mejorar la productividad y 

competitividad territorial y reducir las desigualdades y brechas presentes entre las tres 

franjas identificadas en la región. A continuación, se presentan los principales avances de 

las tres estrategias que hacen parte de este objetivo. 

A. Establecer condiciones de sostenibilidad a los recursos y servicios 

ambientales estratégicos de la región 

Una alta demanda de agua, conflictos en el uso del suelo y contaminación por 

vertimiento de aguas residuales son características de la región Centro-Oriente y Bogotá 
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D.C. Dichas problemáticas, demandan acciones del Gobierno nacional frente a la gestión 

ambiental, el uso racional de los recursos naturales y el desarrollo sostenible. De esta 

manera, se busca tener una mejor adaptación a las presiones del desarrollo económico y 

social, y a los efectos del cambio climático. 

Con el fin de garantizar la oferta hídrica en la región, desde el Gobierno nacional se 

generan los mecanismos para la conservación del recurso hídrico y las cuencas 

abastecedoras de los acueductos de la región. Por lo anterior, se promueve la formulación 

y ajustes de los Planes de Manejo y Ordenamiento de Cuenca (POMCA), los cuales se 

constituyen en los instrumentos para la planeación del uso coordinado del suelo, las aguas, 

la flora y fauna, y el manejo de las cuencas hidrográficas —artículo 18 del Decreto 1640 de 

2012—. Al respecto, en 2017, se avanzó en la fase de formulación y en proceso de 

publicidad formal y aprobación de los siguientes POMCAs: Alto Chicamocha (99%), Alto 

Suarez (97%), río Sogamoso (99%), río Opón (99%) y afluentes directos río Lebrija Medio 

(95%). De otra parte, se tiene programado la formulación de cuatro POMCAs (río Algodonal, 

río Medio y Bajo Suárez, río Garagoa y río Guavio) en los cuales se logró la elección de 

representantes a los Consejos de Cuenca y particularmente, en el río Algodonal se adelantó 

el proceso de consulta previa por involucrar a comunidades étnicas en su territorio. 

 Así mismo, en desarrollo de la implementación del Decreto 953 de 2013 (Decreto 1076 

de 2015), MinAmbiente con la colaboración de las gobernaciones de la región lograron un 

total de 10.562 hectáreas con iniciativas de conservación de servicios ambientales para la 

provisión de agua. De la misma manera, la Gobernación de Cundinamarca adelantó un 

programa de pago por servicios ambientales, frente al cual, en 2017, en la fase de 

transición, se reportaron 4.100 hectáreas que corresponden a 180 predios en 30 municipios 

y que benefician a 150 familias. 

De otra parte, en la región se incorporaron 58.574,7 nuevas hectáreas de áreas 

protegidas en el Sistema Nacional de Áreas Protegidas (SINAP), que corresponden a las 

denominadas como Cuchilla San Cayetano, páramo de Mamapacha y Bijagual, DMI 

Complejo Lagunar de Fúquene, Cucunubá y Palacio; la Laja, el Avenadal, Travesias, el 

Contento, Aburrido DRMI Honduras, microcuenca río Tona, Zona Árida Cañón río 

Chicamocha, Cañón río Lebrija, DMI Bosque seco tropical sur, Majue, PNR Vista Hermosa; 

entre otras. Con la inclusión de estas áreas, en 2017, la región Centro-Oriente y Bogotá 

D.C. totalizó más de un millón de hectáreas registradas en el SINAP, con lo que se cumplió 

la meta establecida en un 100%.  

B. Promover la asociatividad, el fortalecimiento empresarial y el 

emprendimiento cooperado entre pequeños productores 
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Para esta región, el Gobierno nacional se propuso incentivar el encadenamiento y la 

asociatividad empresarial agropecuaria bajo un enfoque de economía agrícola familiar. Lo 

anterior, con el propósito de mejorar la productividad y competitividad territorial de los 

productos agropecuarios de la región. 

Así, durante 2017, el sector de agricultura vinculó a 2.001 personas a programas de 

asociatividad y desarrollo empresarial rural, a quienes se les entregaron incentivos para 

cofinanciar sus iniciativas de negocio, y participar en rutas de aprendizaje y pasantías a 

través del programa de Alianzas Productivas de MinAgricultura. 

Alineado con la estrategia de promover el uso eficiente de los recursos naturales y la 

sostenibilidad de los ecosistemas de la región, la Agencia de Desarrollo Rural (ADR) 

construyó un distrito de adecuación de tierras de las Veredas de Bura, Mocavón y Tobachía, 

en el municipio de Sativasur, del departamento de Boyacá, en el cual se intervinieron 317,7 

hectáreas, que benefician a 180 usuarios. Así mismo, la ADR avanzó en el proceso de 

rehabilitación de distritos de adecuación de tierras de pequeña, mediana y gran escala de 

Norte de Santander, Cundinamarca y Boyacá.  

C. Incentivar la innovación, el desarrollo tecnológico y las competencias 

laborales de los sectores bandera de la región 

 Con el fin de fomentar la competitividad y productividad de la región Centro-Oriente y 

Bogotá D.C., el PND propone la formación de un clúster de innovación alrededor del sector 

de energía e hidrocarburos. Dentro de esta estrategia, se busca invitar a los diferentes 

centros de investigación de las principales ciudades de la región, para aprovechar los 

conocimientos y experiencia adquiridos alrededor de la refinería de Barrancabermeja.  

En relación con el fomento de temas relacionados con la ciencia, la tecnología y la 

innovación, en 2017, Colciencias apoyó a 24 empresas de la región en procesos de 

innovación, a través de diversos instrumentos con los cuales se incentiva la cultura, 

sensibilización y consolidación de capacidades para gestionar la innovación en las 

empresas del país. Así mismo, ciudades como Cúcuta, Bucaramanga y Bogotá D.C., 

cuentan con Pactos por la Innovación —firma de acuerdos de manera voluntaria entre 

empresas, otros actores del ecosistema de la innovación y Colciencias—, para incrementar 

la inversión en actividades de ciencia, tecnología e innovación. 

De otra parte, el PND planteó la necesidad de fomentar la vinculación laboral en 

sectores altamente productivos. En este sentido, el SENA brindó formación integral a más 

de 2,1 millones de aprendices en la región, destacándose el crecimiento de 1,2% en 2017 

frente a 2016 (Gráfico 47). Lo anterior guarda relación con los resultados de la EPC en 

2017. De acuerdo a la pregunta de “si algún miembro del hogar quisiera acceder a algún 

programa de capacitación para el trabajo, ¿cuál escogería?”, el 76,6% de las personas 
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encuestadas en la región responde que accederían al programa de capacitación para el 

trabajo del SENA. (DNP, 2017). 

 Gráfico 47. Aprendices en formación integral, SENA, Centro Oriente y Bogotá, 2016 vs. 

2017. 

 

Fuente: SENA (2017). 

De manera complementaria, en el departamento de Norte de Santander se presentaron 

13.917 colocaciones laborales, las Agencias de Empleo de las Cajas de Compensación 

Familiar Comfaoriente, la APE, Comfanort y el SENA contribuyeron al logro de esta meta. 

Aunque los resultados son favorables, se requiere implementar estrategias adicionales para 

fortalecer el mercado laboral, en particular en el departamento de Boyacá y en el Distrito 

Capital de Bogotá, entidades territoriales en las que se registrón un aumento en las tasas 

de desempleo en 2017 en comparación con 2016 (Gráfico 48). 

 Gráfico 48. Desempleo región Centro-Oriente y Bogotá D.C, 2016-2017. 

 

Fuente: DANE. GEIH (2017). 
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Objetivo 3. Reducir el aislamiento y las brechas socioeconómicas 

de las franjas oriental y occidental de la región 

Las tres franjas identificadas en la región Centro-Oriente y Bogotá D.C. muestran 

marcadas diferencias en términos económicos, sociales y de conectividad, situación que es 

más crítica para la franja occidental. En respuesta, y con el objetivo de reducir las brechas 

entre las tres franjas de la región, el Gobierno nacional planteó acciones específicas en 

cuanto al fortalecimiento institucional y del sector vivienda. A continuación, se identifican 

los principales avances y retos en relación con este objetivo. 

A. Apoyar a las entidades territoriales en el mejoramiento de la 

infraestructura vial terciaria para acceder a servicios sociales, 

conectar a centros de acopio y permitir el acceso al turismo 

Una de las acciones que permitirá la reducción de brechas entre las franjas oriental y 

occidental con respecto a la central, es fortalecer y garantizar la disponibilidad de 

infraestructura que garantice la conectividad de estas zonas con los mercados de la franja 

central y así fomentar el desarrollo local y el acceso al turismo, entre otros objetivos. Por lo 

anterior, durante 2017, INVIAS destinó recursos por valor de $132 millones para la atención 

a los puntos críticos de la vía Ocaña – límites Morrison del departamento de Norte de 

Santander; y para el mejoramiento y mantenimiento de la vía puente Miranda – Santa 

Teresa – Cerro Monas, mediante la terminación de la construcción del puente vehicular 

sobre el río Fonce del departamento de Santander. 

Así mismo, INVIAS atendió los siguientes proyectos en la región: 1) en Boyacá, se 

invirtieron recursos por $300 millones en el mejoramiento de la vía Briceño y Tunungua y la 

intervención del puente Camacho – Garagoa – Las Juntas; 2) en Cundinamarca, se 

destinaron $1.081 millones en el mejoramiento y mantenimiento de la vía Arbeláez – San 

Miguel – Versalles y la rehabilitación del corredor vial Facatativá – El Rosal; 3) en Norte de 

Santander, se adelantaron acciones para el mejoramiento y mantenimiento de la vía 

Urimaco - Termotasajero – San Cayetano y en el sector del puente Benito Hernández, por 

un valor de $182 millones y; 4) en Santander, se apropiaron recursos por un valor de $1.277 

millones, para el mejoramiento y mantenimiento de la vía Sucre – Escuela Arcabuco – la 

Chirle y el mejoramiento gestión predial, social y ambiental de la carretera Surata – 

California. 

Durante el periodo 2010-2017, con base en lo dispuesto en los Planes Viales 

Departamentales para los departamentos de la región, que fueron aprobados por 

MinTransporte, se garantizó la transitabilidad en la red secundaria regional estratégica, en 

cerca de 7.388,1 km de dicha red, a través del programa de inversión en la red vial 
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departamental optimizado, que utiliza como criterios de priorización de proyectos viales 

aspectos espaciales, técnicos, económicos y sociales. 

B. Fortalecer la presencia estatal integral y legitimidad en zonas no 

conectadas o vulnerables, incluyendo acciones conjuntas entre el 

sector transporte y defensa 

El Gobierno nacional fomenta acuerdos intersectoriales con el fin de atender 

integralmente la población vulnerable y las víctimas del conflicto armado, para generar 

procesos de desarrollo endógeno y crecimiento en las áreas con mayor rezago. De igual 

forma, el PND planteó la necesidad de fortalecer las instituciones y la gobernanza de las 

entidades territoriales, en especial en aquellos municipios con bajo desempeño, de acuerdo 

con el Índice de Desempeño Integral (IDI). 

Para 2016, el resultado del IDI de la región Centro Oriente y Bogotá D.C. fue de 76,3, 

4,4 puntos por encima del promedio nacional —71,9—. No obstante, se observan 

diferencias dentro de la región; mientras que Bogotá fue líder a nivel nacional con 89,0, 

seguido por Cundinamarca —77,5— y Boyacá —73,7—, los departamentos de Norte de 

Santander y Santander presentaron un promedio municipal en su desempeño integral por 

debajo del promedio nacional, con 71,0 y 70,4 puntos, respectivamente. 

C. Reducir las brechas asociadas a las condiciones de equidad y 

habitabilidad de las zonas rurales vulnerables y periféricas 

Con el fin de reducir las brechas internas de la región, para lograr la equidad y la 

consolidación de la paz, el PND priorizó acciones específicas para la construcción de 

vivienda nueva, el mejoramiento de vivienda, y la ampliación de la cobertura en educación. 

Respecto al mejoramiento de las condiciones de habitabilidad, durante 2017, 

MinAgricultura y el Banco Agrario —en el marco del Programa de Vivienda de Interés Social 

Rural— entregaron 1.208 soluciones de vivienda rural a población campesina y desplazada 

en la región —974 viviendas nuevas y 234 correspondieron a mejoramientos de vivienda. 

(Gráfico 49). 
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Gráfico 49. Soluciones de vivienda rural entregadas - Región Centro-Oriente y Bogotá 

D.C, 2017. 

 

Fuente: DNP, Sinergia, MinAgricultura. 

De igual forma, a través de Fonvivienda, se asignaron 20.438 cupos para vivienda 

urbana nueva; de esta manera, se cumplió en más del 100% con la meta establecida para 

2017 (6.500 cupos).  

De otra parte, en materia de educación, se avanzó en la implementación de la jornada 

única70 en la región Centro Oriente y Bogotá D.C. Durante 2017 se registraron 201.264 

alumnos matriculados, lo cual significa que el 27,5% de los jóvenes en el sistema educativo 

se benefician de esta estrategia; de esta forma, se logró que la región concentrara uno de 

los mayores números de estudiantes en jornada única del país. Así mismo, dentro de la 

región, los mayores avances en términos de porcentaje de estudiantes matriculados en esta 

estrategia respecto al total de matrícula oficial fueron: Bogotá D.C. —10,8%—, 

Cundinamarca —9,8%—, Santander —2,9%—, Boyacá —2,7%—, y Norte de Santander —

1,3%— (Gráfico 50). En el mismo sentido, en 2017, los resultados de la EPC indican que el 

74,6% de las personas encuestadas en la región manifestaron estar de acuerdo, o 

totalmente de acuerdo, con que los estudiantes permanezcan desde la mañana hasta la 

tarde en los colegios (DNP, 2017).  

 

 

 

                                                

70 La jornada única es una estrategia de mejoramiento basada en la gestión del tiempo escolar que busca que 
los estudiantes permanezcan más horas en el establecimiento educativo. 
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Gráfico 50. Estudiantes matriculados en jornada única y porcentaje de matrícula de 

jornada única – Región Centro Oriente y Bogotá D.C., 2017. 

 

Fuente: DNP, Sinergia, MinEducación. 

Con respecto al desarrollo regional, en 2016 —año disponible más reciente—, el ICIR 

fue de 12,8 puntos; sin embargo, no se logró la meta propuesta para dicho año —11,8—, 

lo cual puede explicarse parcialmente ante la no incorporación en el cálculo del índice de la 

información correspondiente a la cobertura eléctrica rural. 

 

Objetivo 4. Bogotá Distrito Capital: Movilidad y competitividad, con 

inclusión social y seguridad 

Teniendo en cuenta que Bogotá es la principal aglomeración urbana del país, el PND 

definió estrategias específicas dirigidas a la ciudad, con énfasis en temas de movilidad, 

formación para el trabajo, fortalecimiento de la oferta de salud, apoyo a la Región 

Administrativa de Planeación Especial (RAPE) y la descontaminación del Río Bogotá. A 

continuación, se presentan los principales avances y retos asociados con este objetivo. 

A. Promover la competitividad de Bogotá en el marco de ciudad-región  

El PND identificó como una de las grandes necesidades para Bogotá D.C. y sus 

municipios de área de influencia el fortalecimiento de la conectividad y la formación para el 

trabajo. 

Por lo anterior, en materia de conectividad, con la ampliación de las terminales nacional 

e internacional, las construcciones de las plataformas del Aeropuerto El Dorado, así como 

la inauguración de la plataforma del puente de abordaje de la huella de la antigua terminal; 

entre otras, durante 2017, se dispone de mayores áreas para el tráfico aeroportuario. Sin 
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embargo, 31 millones de pasajeros se movilizaron en este terminal aéreo, lo cual presentó 

una disminución de 50 mil pasajeros frente a 2016, esta reducción es explicada por la 

variación del 6,7% en los pasajeros internacionales y la caída del 3,3% en los pasajeros 

domésticos.  

En enero de 2017, se publicó el CONPES 3882 de 2017 denominado “Apoyo del 

Gobierno nacional a la política de movilidad de la región capital Bogotá-Cundinamarca y 

declaratoria de importancia estratégica del proyecto Sistema Integrado de Transporte 

Masivo (SITM) – Soacha Fases II y III" con el cual el Gobierno nacional precisó los 

mecanismos y requisitos necesarios para materializar el apoyo en los proyectos 

estratégicos que contribuyen a mejorar la movilidad de la región capital.  

Al respecto, MinTransporte publicó la Resolución 1023 de 2017 por la cual se 

definieron los elementos cofinanciables por parte de la Nación y los aportes en especie de 

los proyectos del STIM Transmilenio Soacha fases II y III y primera línea del metro de 

Bogotá. Así mismo, en septiembre de 2017, el Gobierno nacional ratificó el apoyo a los 

proyectos estratégicos que contribuyen a mejorar la movilidad de la Región Capital, así 

como la metodología para la actualización de los costos, alcances de los proyectos y el 

cronograma de pasos siguientes de acuerdo con la normatividad del sector, mediante el 

documento CONPES 3899 de 2017. A su vez, el Distrito Capital formalizó y entregó los 

requisitos establecidos en dicho CONPES para continuar con el proceso de cofinanciación 

por parte de la Nación al proyecto de la Primera Línea del Metro de Bogotá y como 

resultado, se declaró la importancia estratégica de este tramo a través del CONPES 3900 

de 2017, que definió que el costo del proyecto asciende a $12,9 billones. 

Adicionalmente, se aprobó el CONPES 3902 de 2017 “Declaratoria de importancia 

estratégica del proyecto RegioTram de Occidente”, el cual prevé las conexiones del 

RegioTram con el aeropuerto El Dorado actual, así como con el futuro aeropuerto. 

Además, el Gobierno nacional —MinTransporte y MinHacienda— firmó un convenio de 

cofinanciación con el Distrito para la financiación del primer tramo de la Línea de Metro de 

Bogotá. Adicionalmente, MinTransporte suscribió con la Empresa de Transporte de 

Pasajeros Metro S.A. (Metro de Santiago) un contrato de consultoría con el objetivo de crear 

capacidad institucional, administrativa, técnica y operativa para adelantar este proyecto y 

acompañar a la entidad gestora y ejecutora durante los procesos de estructuración y 

contratación de los componentes del mismo. Con lo anterior, se pretende apoyar al Distrito 

en la estructuración técnica para el componente civil de la obra y la definición del material 

rodante, para la consolidación de un Sistema Integrado de Transporte Público para la 

capital del país. 

Con respecto a la capacitación y formación para el trabajo, la promoción de la 

investigación y el desarrollo, y el fortalecimiento de los servicios de gestión y colocación de 
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empleo, durante 2017, un total de 541.548 personas fueron orientadas laboralmente y 

remitidas a servicios de gestión y colocación en Bogotá D.C. y municipios de influencia. Al 

respecto, se cumplió en un 87,8% la meta prevista para dicho año —600.000 personas—. 

B. Bienestar en el Posconflicto en materia de seguridad, salud y vivienda 

El PND identificó la seguridad como uno de los aspectos prioritarios a solucionar en 

Bogotá, lo cual es corroborado por la EPC. De tal forma, en 2017, el 60,1% de los 

encuestados en Bogotá identificaron la seguridad ciudadana como uno de los problemas 

más graves que enfrenta el país. En este contexto, el Gobierno nacional promueve 

diferentes acciones para fortalecer la seguridad en las ciudades, dentro de las que se 

destacan el incremento del pie de fuerza de la Policía Nacional en la capital del país.  

C. Apoyar los procesos asociativos orientados hacia el aumento de la 

competitividad y la sostenibilidad de los servicios ecosistémicos que 

soportan el desarrollo de Bogotá como centro regional 

En el marco de esta estrategia, uno de los principales retos corresponde a la 

descontaminación del río Bogotá. Por lo anterior, el Gobierno nacional ha venido 

adelantando actividades para apoyar el saneamiento de dicho río, con base en la Sentencia 

de Estado del 28 de marzo de 2014, sobre el ordenamiento ambiental de la cuenca, cuyo 

objetivo es la recuperación del río a través de la implementación de acciones a todo nivel 

institucional.  

Durante 2017 se adelantaron acciones que permitieron obtener los siguientes 

resultados: 1) en cumplimiento de la Resolución 2001 de 2016, se determinaron las zonas 

compatibles con las explotaciones mineras en la sabana de Bogotá cuya área comprende 

18.081,7 ha, distribuidas en 24 polígonos, los cuales comprenden los 20 municipios; 2) se 

implementó el observatorio ambiental del río Bogotá ORARBO —en www.orarbo.gov.co— 

como el canal de comunicación entre la ciudadanía y el Consejo Estratégico de la Cuenca 

Hidrográfica del Río Bogotá (CECH); 3) se elaboró y aprobó el plan de acción del CECH 

como hoja de ruta que contiene 3 líneas estratégicas, 9 programas y 27 metas de 

cumplimiento, con una visión a 2019; 4) se aprobó a la Empresa de Acueducto de Bogotá 

la elaboración de diseños de ingeniería de detalle de la fase II de la Planta de Tratamiento 

de Agua Residual (PTAR) Canoas; 5) se aprobaron alrededor de 30 indicadores para 

realizar seguimiento al cumplimiento de la Sentencia; 6) se finalizó la primera de dos etapas 

de la estructuración técnica, legal y financiera de las fases I y II de la Planta de Tratamiento 

de Aguas Residuales (PTAR) Canoas contratada por el DNP; y 7) con el insumo de la 

mencionada estructuración, se firmó el acuerdo para la financiación de la construcción de 

la fase I de PTAR Canoas entre el Distrito Capital, la Gobernación de Cundinamarca y la 

CAR. 

http://www.orarbo.gov.co/
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XIV Pacífico: desarrollo socioeconómico con 
equidad, integración y sostenibilidad 
ambiental 

La región, compuesta por los departamentos que se ilustran en el Mapa 7, se encuentra 

localizada en la zona occidental del país, sobre la Cuenca del Pacífico. Sus principales 

características son su riqueza hídrica, su confluencia de grupos étnicos y su biodiversidad. 

La región posee ventajas y oportunidades estratégicas en materia de potencial productivo 

y económico en actividades pesqueras, mineras e industriales, así como, en relación con 

su diversidad ambiental y étnica. No obstante, la región presenta significativos retos en 

términos de disparidades socioeconómicas al interior de la misma. 

Mapa 7. Región Pacífico. 

 

Fuente: DNP, Sinergia. 

 

Por tal motivo, los esfuerzos del Gobierno se han concentrado en consolidar una región 

con desarrollo socioeconómico y competitividad, que aproveche sus recursos naturales de 

manera sostenible. Con base en la visión de desarrollo propuesta para el cuatrienio, el PND 

planteó tres grandes objetivos para la región, involucrando a sectores como agricultura, 

educación, salud, y trabajo, entre otros. En el marco de estos objetivos, el Gobierno nacional 

implementó diferentes acciones de política pública que permiten lograr un cumplimiento 

promedio del 68,0% en las metas establecidas para la región en 2017. Los resultados 

obtenidos en cada uno de los objetivos del PND para la región Pacífico y las acciones 
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desarrolladas por el Gobierno nacional se presentan en las siguientes secciones de este 

capítulo. 

 

Objetivo 1. Disminuir los índices de pobreza y las brechas 

socioeconómicas entre el litoral y la franja andina del Pacífico 

Dada la crítica situación de pobreza de la región, concentrada en la zona litoral de la 

misma, se proponen una serie de estrategias para mejorar la calidad de vida de la 

población, ampliar la cobertura de servicios sociales fundamentales y reducir las brechas 

socioeconómicas. En este sentido, el Gobierno nacional promueve políticas públicas contra 

la pobreza y en búsqueda del cierre de brechas en la región. A continuación, se presentan 

los principales avances de las estrategias que hacen parte de este objetivo. 

A. Reducir la pobreza multidimensional 

En materia de pobreza monetaria, en la región Pacífico se evidencian avances en los 

departamentos de Cauca —la cual pasó de 50,7% en 2016 a 48,7% en 2017—, Nariño —

45,7% en 2016 a 40,2% en 2017— y Valle del Cauca —22,6% en 2016 a 21,1% en 2017—

. De igual manera, Chocó presentó una disminución de 1,1 p.p. —al pasar de 59,8% en 

2016 a 58,7% en 2017—. 

No obstante, a pesar de que los programas y proyectos dirigidos a superar la pobreza 

y lograr mayor inclusión social han tenido efectos positivos en la mayoría de los 

departamentos, aún hay trabajo pendiente en este tema. De acuerdo con los datos 

obtenidos mediante la EPC, a 2017, el 40,4% de las personas encuestadas se auto definió 

como pobre (DNP, 2017).  

En materia de salud, el Sistema Integral de Información de la Protección Social (Sispro) 

registró, en 2017, una cobertura de 87,6% para la región, cifra menor en 1,1 p.p. a la 

cobertura registrada en 2016 —88,7%—. El número de personas afiliadas al régimen 

contributivo disminuyó en 0,005% —correspondiente a 16.983 personas— y en el régimen 

especial aumentó en 0,01%. Así mismo, es pertinente resaltar que 4,1 millones de personas 

se encuentran afiliadas al régimen subsidiado —un 0,001% menos que lo registrado en 

2017—.  

Aunque se registran altas tasas de cobertura en salud en la región, en materia de 

percepción, los habitantes señalan que el acceso a los servicios de salud es bajo. De tal 

forma, de acuerdo con los resultados de la EPC, el 47% de las personas encuestadas en 

la región Pacífico, consideran que el acceso a la salud ha desmejorado en los últimos 12 

meses y el 19% considera que este no ha mejorado (DNP, 2017). 
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Dentro de las estrategias focalizadas por el Gobierno nacional para continuar con la 

reducción de las brechas en materia de salud en la región Pacífico, se encuentra el PAI de 

MinSalud. De tal forma, los esquemas de vacunación para menores de un año ampliaron 

sus niveles de cobertura. En particular, la vacunación con terceras dosis de DPT —difteria, 

tosferina, tétanos— que permite prevenir las enfermedades producidas por bacterias en los 

niños y niñas menores de un año y, con ello, contribuir a la disminución de la mortalidad 

infantil y mejorar la atención integral a la primera infancia. En materia de cobertura, en 2017, 

se atendieron a 103.406 niños menores de un año, lo que corresponde a una cobertura 

regional de 92,7%, y a las siguientes coberturas departamentales: Valle del Cauca —

95,2%—, Chocó —77,3%—, Nariño —92,1%—, y Cauca —95,0%— (Gráfico 51).  

Gráfico 51. Vacunación con terceras dosis de DPT en niños menores de un año – región 

Pacífico, 2017. 

 

Fuente: DNP, Sinergia, MinSalud. 

La educación es un elemento fundamental para cerrar las brechas de la región y 

disminuir la pobreza multidimensional. Por tal motivo, el Gobierno nacional se propuso 

aumentar la tasa de cobertura bruta en educación media, para lo cual se realizaron 

esfuerzos técnicos, administrativos y financieros para implementar acciones de 

fortalecimiento de la educación media y aumento de cobertura.  

Para 2018, se definió alcanzar una cobertura bruta en educación media de 78,32% 

para esta región. En 2017, el nivel de cobertura bruta en educación media en la región fue 

de 73,3% —0,1 p.p. menor que en 2016—. Sin embargo, a nivel departamental, solo el 

Valle del Cauca disminuyó la cobertura en educación media —pasó de 79,5% en 2016 a 

77,8% en 2017—, mientras que Cauca, Nariño y Chocó aumentaron dicho indicador— 
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77,2%, 63,9% y 63,1% en 2017 frente a 74,8%, 63,1% y 59,6% en 2016, 

respectivamente71— (Gráfico 52). 

Gráfico 52. Cobertura bruta en educación media– región Pacífico, 2016 - 2017. 

 

Fuente: DNP, Sinergia, MinEducación. 

De otro lado, la implementación de la jornada única escolar es otra de las grandes 

apuestas del sector educativo, ya que a través de esta se fortalecerán las competencias 

básicas y se realizarán actividades en torno a la educación sexual, la promoción de la salud, 

la expresión artística y cultural, la participación y la recreación, que potencien el desarrollo 

integral de los estudiantes. En 2017, en términos del porcentaje de estudiantes matriculados 

en jornada única72 —respecto al total de la matricula oficial—, se observaron los siguientes 

resultados: Valle del Cauca —8,0%—, Chocó —2,2%—, Nariño —2,2%—, y Cauca —

1,4%— ( 

 

Gráfico 53). Por su parte, la región concentró el 13,7% de la matrícula de todo el país, 

1,7 p.p. menos que en 2016 —15,7%—, debido a que los departamentos de Chocó, Nariño 

y Valle del Cauca evidenciaron una disminución de 0,9, 0,8, y 0,6 p.p., respectivamente. 

 

 

 

                                                

71 Los datos de cobertura bruta en educación media para 2017 son preliminares.  
72 Los datos de Jornada Única para 2017 son preliminares. 
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Gráfico 53. Estudiantes matriculados en jornada única y porcentaje de matrícula de 

jornada única – región Pacifico, 2017. 

 

Fuente: DNP, Sinergia, MinEducación. 

Los avances relacionados con la jornada única están en concordancia con los 

resultados de la EPC para la región. En tal sentido, el 73,7% de la población encuestada 

respondió que está de acuerdo, o totalmente de acuerdo, con que los estudiantes 

permanezcan una mayor cantidad de tiempo en sus instituciones educativas. 

De otra parte, respecto a las estrategias laborales para disminuir las brechas y 

fortalecer la oferta de competencias laborales, el Gobierno nacional, a través del SENA, 

aúna esfuerzos para incrementar los cupos en formación integral para la región Pacífico. 

De esta manera, en 2017, se crearon 1,02 millones de cupos de formación integral, 

cumpliendo la meta estipulada para el año —920 mil cupos—. 

En relación con los aprendices en formación integral —programa en el cual los inscritos 

adquieren conocimientos y destrezas tanto personales como laborales—, estos 

aumentaron en los departamentos de la región, en más de 6.000 cupos en 2017 (Gráfico 

54).  
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Gráfico 54. Aprendices en formación integral del SENA - región Pacífico, 2016 – 2017. 

 

Fuente: DNP, Sinergia, SENA. 

B. Mejorar las condiciones de habitabilidad, la provisión de servicios 

públicos y gestión de residuos sólidos en la región 

A través de las soluciones de vivienda rural, el Gobierno nacional le apuesta a mejorar 

las condiciones de vivienda de los habitantes rurales de escasos recursos económicos, 

mediante programas de construcción de vivienda y mejoramiento y saneamiento básico, 

con el fin de disminuir los índices de hacinamiento y el déficit habitacional de las zonas 

rurales de la región, y lograr un mayor bienestar en la población, con impactos sociales y 

económicos positivos.  

La región presenta una problemática de vivienda, específicamente en vivienda rural. 

Por ello, ha sido foco de las políticas públicas de vivienda implementadas desde el nivel 

nacional a lo largo de los últimos años. De tal forma, durante 2017, el Gobierno nacional 

entregó 3.677 soluciones de vivienda rural —3.548 viviendas nuevas y 129 

mejoramientos—.  

 Adicionalmente, en 2017, se alcanzaron 25.715 iniciaciones de vivienda a través de 

Fonvivienda —superando ampliamente la meta de 5.000 prevista para la vigencia—, con lo 

cual se evidencia el compromiso del Gobierno nacional con la construcción de vivienda de 

interés social en la región.   

Por otra parte, con el fin de mejorar la provisión de servicios públicos domiciliarios, se 
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fases —planeación, instalación y operación73—. Respecto a la implementación del proyecto, 

durante 2017, tres municipios de la región fueron conectados, lo que completa la meta de 

conectar 11 municipios dentro del presente Gobierno. Los municipios conectados son: 

Acandí, Alto Baudó, Bahía Solano, Bajo Baudó, Bojayá, Litoral de San Juan, Medio Atrato, 

Quibdó, Nuquí, Sipí y Unguía. De tal forma, el principal reto radica en aumentar el número 

de municipios conectados a la red de alta velocidad en la región.  

C. Diseñar e implementar un arreglo institucional que atienda las 

necesidades de la región y contemple dentro de sus líneas de acción 

el fortalecimiento de las capacidades institucionales 

El PND identificó la necesidad de fortalecer las capacidades institucionales de los 

municipios del país; por lo cual, desde el Gobierno nacional se plantearon estrategias para 

disminuir el número de municipios con bajo desempeño integral.  

Los resultados de la región Pacífico, entre 2015 y 2016 —año disponible más 

reciente—, muestran que el número de municipios con bajo desempeño integral disminuyó 

en los departamentos de Valle del Cauca —de siete en 2015 a cinco en 2016—, Cauca —

de seis en 2015 a cuatro en 2016— y Chocó —de siete en 2015 a cinco en 2016—. Sin 

embargo, se evidenció un aumento en el número de municipios con bajo desempeño 

integral en Nariño —de tres en 2015 a cuatro en 2016— (Gráfico 55).  

La reducción en el número de municipios con bajo desempeño integral en tres de los 

cuatro departamentos que conforman la región se explica por el mejoramiento promedio en 

los componentes de eficiencia, eficacia, cumplimiento de los requisitos legales y la gestión 

administrativa y fiscal, en particular en los siguientes municipios: Argelia, Guapi, y Piamonte 

(Cauca); Atrato, Condoto, San José del Palmar, y Unión Panamericana (Chocó); y Argelia, 

Ginebra, Riofrio, y San Pedro (Valle del Cauca) (Gráfico 55). 

 

 

 

 

 

 

                                                

73 Dentro de la fase de instalación se deben cumplir los siguientes pasos: 1) trámites y/o permisos que apliquen, 
2) instalación de infraestructura, y 3) entrega a la interventoría para pruebas y verificación de la torre. 



 

250 

Gráfico 55. Municipios con bajo desempeño Integral en la región Pacífico, 2015-2016. 

 

Fuente: DNP-DDTS. 

Adicionalmente, como elemento fundamental para contribuir al cierre de brechas y 

desarrollar el potencial del litoral Pacífico, el Gobierno nacional adelanta la implementación 

del “Plan Todos Somos PAZcífico”, estrategia para crear un esquema institucional que 

permita la ejecución ágil y efectiva de proyectos que atiendan las necesidades más 

urgentes de la región.  

 

Objetivo 2. Incentivar el crecimiento de actividades económicas 

para el desarrollo endógeno del litoral 

Fortalecer los sistemas productivos de la región mediante asociaciones de 

productores, y dinamizar e impulsar cada vez más actividades económicas con altos niveles 
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la región, el Gobierno se propuso la formalización y la regularización de predios en la 
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Adicionalmente, a 2017, se cuenta con 5,1 millones de hectáreas de áreas protegidas 

al SINAP en la región. Se destaca la incorporación de zonas de la Reserva Natural El 

Silencio, Reserva Integral y Ecoaldea Sasardí, la Mansión y Manzanares, entre otras.  

B. Mejorar la competitividad de la producción agropecuaria, 

especialmente la pesca y la actividad hortofrutícola a través de la 

construcción de una plataforma de gestión logística 

Esta estrategia concibe aquellas actividades que pueden mejorar la producción 

agropecuaria de la región Pacífico en términos de cantidad y calidad, razón por la cual se 

está trabajando por implementar procesos de innovación en la cadena productiva. Es 

fundamental promover el crecimiento de las empresas, a partir de la incorporación de 

conocimientos que permitan desarrollar productos y servicios más sofisticados, que faciliten 

la incursión en nuevos mercados.  

Por lo anterior, se está acompañando la implementación de rutas competitivas, a través 

de las cuales: 1) se mejora la competitividad de las empresas pertenecientes a un clúster, 

a partir de la redefinición de la estrategia de largo plazo; 2) se construyen capacidades 

locales para fortalecer el pensamiento estratégico, la gestión del cambio, y la dinamización 

de clústeres; y 3) se incide en la mentalidad de actores locales para impulsar la innovación 

como vehículo de la competitividad. A 2017, se acompañaron ocho rutas competitivas, 

superando la meta de seis prevista para el presente periodo de gobierno.  

Adicionalmente, dentro de los esfuerzos del Gobierno nacional para mejorar la 

competitividad de la región Pacífico, a 2017, se implementaron cuatro procesos de 

innovación en los sectores priorizados para la región, con lo que se alcanzó la meta prevista 

para el cuatrienio —4—. Los procesos son: 1) "Impulso a la competitividad del clúster de 

excelencia a través de la gestión del conocimiento y la innovación", 2) “Plataforma de 

desarrollo de producto y acceso a nuevos mercados para las empresas del clúster de 

macrosnacks", 3) "Impulso a la competitividad del Clúster de Excelencia Clínica a través de 

la gestión del conocimiento y la innovación", y 4) "Sofisticación de productos para la 

competitividad de las empresas del Clúster de Proteína Blanca"  

A pesar de la riqueza y potencial productivo de la región, se evidencian diferencias 

departamentales en materia de competitividad. En tal sentido, de acuerdo con los 

resultados del Índice de Competitividad Departamental (ICD), se destaca el caso de Valle 

del Cauca, con un puntaje de 5,7 —que lo ubicó en el sexto puesto a nivel nacional—; 

mientras que los departamentos de Cauca —4,4 puntos—, Nariño —4,2—, y Chocó —2,6—

, presentaron los puntajes más bajos en la región. 
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C. Mejorar las capacidades productivas y asociativas de los productores 

y fomentar la investigación científica para aprovechar de manera 

sostenible la vocación productiva de la región 

Con el objetivo de generar desarrollo, fortalecer las capacidades productivas, y mejorar 

los ingresos, se requiere impulsar y brindar apoyo a los pequeños productores; para ello, 

se promueven programas de asociatividad y desarrollo empresarial rural en la región. En 

2017, un total de 6.367 personas fueron vinculadas a estos programas en la región —un 

22,5% frente al total nacional, equivalente a 28.312 personas—. 

Adicionalmente, para mejorar las capacidades productivas de la región, se incluyó la 

minería como actividad potencial para el desarrollo productivo de la región Pacífico. Por lo 

anterior, se decidió formalizar unidades de producción minera en grado básico. En 2017, se 

formalizaron 59 unidades de producción minera en la región —35 en Cauca, 23 en Nariño 

y una en Chocó—, con lo que se sobrepasó en 18 p.p. la meta definida —50—. 

 

Objetivo 3. Mejorar la integración del territorio mediante el 

incremento de la conectividad multimodal a lo largo del litoral y 

potencializar la región como plataforma logística estratégica 

Este objetivo se propone lograr la integración física entre la zona litoral y la andina, y 

a su vez entre estas con el resto del país, por medio de sistemas de conectividad multimodal 

que faciliten la movilidad y accesibilidad en la región, y que promuevan intercambio 

comercial nacional e internacional. A continuación, se presentan los principales avances de 

las estrategias que hacen parte de este objetivo. 

A. Consolidar corredores y nodos de comercio exterior, mejorando la 

conexión entre los principales centros de producción y consumo con 

los puertos marítimos 

Dentro de las prioridades definidas por el sector transporte para el cuatrienio, se 

relaciona la consolidación del diseño y estructuración de proyectos de infraestructura, 

avanzar en la construcción, mantenimiento y rehabilitación de vías primarias, secundarias 

y terciarias, y fortalecer la articulación entre los diferentes modos de transporte para mejorar 

la competitividad del país. 

A través de la infraestructura de transporte, se busca incrementar la seguridad de los 

transportadores y viajeros, aumentar la conectividad del territorio y reducir tanto los tiempos 

de desplazamiento como los costos de transporte. En la región, se destaca la adjudicación 
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de las siguientes concesiones de 4G —cuarta generación—: Loboguerrero – Mulaló, 

Santana - Mocoa – Neiva, Santander de Quilichao – Popayán y Rumichaca – Pasto. Estos 

proyectos son estratégicos para fortalecer la competitividad de la zona norte del 

departamento del Cauca y la comunicación con el departamento de Nariño, los cuales 

permitirán la comercialización de los principales productos agrícolas de la región. Así 

mismo, se resalta que a 2017, el 48,5% de la red vial nacional primaria en la región se 

encuentra en buen estado —resultado que sobrepasa la meta de esta vigencia en 14,2 

p.p.—, lo que permite brindar una conexión eficiente con el resto del país.  

Con respecto a la infraestructura de transporte aéreo en la región, el Gobierno busca 

facilitar el movimiento de pasajeros y carga, a través de la adjudicación de contratos de 

mejoramiento y mantenimiento de las pistas y los terminales de los aeropuertos de la región. 

Para 2018, se espera que finalice la intervención al aeropuerto de Bahía Cupica en el 

departamento de Chocó, el cual se encuentra en ejecución.  

Durante el periodo 2010-2017, gracias a lo dispuesto en los Planes Viales 

Departamentales, que fueron aprobados por el Ministerio de Transporte para los cuatro 

departamentos de la región, se garantizó la transitabilidad en la red secundaria regional 

estratégica en cerca de 3.479,5 km. Adicionalmente, se desarrolló un programa de inversión 

en la red vial departamental optimizado, que utiliza como criterios de priorización de 

proyectos viales aspectos espaciales, técnicos, económicos y sociales. 

B. Estructurar e implementar un sistema multimodal que provea a la 

comunidad el acceso efectivo a los servicios básicos, así como 

facilidades de integración con nodos de desarrollo regional  

En materia de infraestructura dedicada a la intermodalidad en los Sistemas de 

Transporte Urbanos, se ha generado un acumulado de cuatro espacios de infraestructura 

dedicada a la intermodalidad, destacando la entrada en operación de la terminal CALIPSO 

en Cali en 2015 —último dato disponible—. Sin embargo, durante 2017, no se entregaron 

espacios adicionales en la región, aunque se tiene prevista la entrega de la estación centro 

de la ciudad de Cali (Valle del Cauca), proyectada para 2018. 
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XV Medio ambiente, agroindustria y desarrollo 
humano: crecimiento y bienestar para los 
Llanos 

La región Llanos (Mapa 8) suma alrededor de un 3,8% de la población nacional y un 

38% del territorio continental, lo cual implica una baja densidad poblacional. De igual forma, 

en la región se genera un 5,0% del PIB nacional (DANE, 2016pr), donde la producción de 

hidrocarburos constituye el principal renglón económico de la región, seguido por el sector 

de agricultura. 

Mapa 8. Región Llanos 

 
Fuente: DNP, Sinergia. 

La región tiene importancia estratégica en cuanto a su riqueza natural, dado que en 

ella confluyen los sistemas de los Andes, Orinoquia y Amazonía. En términos sociales, la 

región presenta grandes diferencias entre los departamentos que la componen. Por 

ejemplo, Guaviare y Vaupés presentan rezagos importantes en materia de salud, mientras 

que Guainía y Vichada se encuentran muy alejados del promedio nacional en cobertura 

bruta en educación media. Por otra parte, en el sector de transporte, se evidencia una 

desarticulación entre la red fluvial y la terrestre, así como condiciones deficientes de la red 

vial terciaria, lo cual, sumado a la dispersión de la población, dificultan la conectividad en la 

región.  

Con base en la visión de desarrollo propuesta para el cuatrienio, el PND planteó tres 

grandes objetivos de política pública que permitieron lograr un cumplimiento promedio del 

59,7% en las metas establecidas para la región en 2017. Los resultados obtenidos en cada 

uno de los objetivos del PND, para la región Llanos y las acciones desarrolladas por el 

Gobierno nacional se presentan en las siguientes secciones de este capítulo, que involucra 

sectores como agricultura, ambiente, y salud.  
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Objetivo 1. Transformar las condiciones para el crecimiento y 

desarrollo sostenible diferenciado de los Llanos  

A partir de las condiciones de la región, el PND fijó estrategias en materia de protección 

ambiental, hidrocarburos, agricultura e infraestructura, con el fin de generar un mayor 

bienestar y un desarrollo sostenible. A continuación, se presentan los principales avances 

de las estrategias que hacen parte de este objetivo. 

A. Administrar integralmente los bosques con el apoyo de los 

programas Visión Amazonía y Fondo Biocarbono, el recurso hídrico 

y los residuos sólidos con un enfoque de cuenca  

La conservación, la gobernanza ambiental, el manejo eficiente del recurso hídrico y el 

uso del suelo de acuerdo con su vocación son elementos primordiales en materia ambiental 

para la región. Estos elementos están acompañados de un contexto de riesgo por cambio 

climático, el cual ubica a los Llanos como una de las regiones más susceptibles en 

aumentos de temperatura y déficit de precipitación en el país. 

En este sentido, se requiere de un efectivo ordenamiento ambiental del territorio. Con 

el fin de conservar el capital natural de la región y reducir la vulnerabilidad del territorio, el 

Gobierno nacional avanza en la elaboración y ajuste de los POMCA, con un cubrimiento de 

más de dos millones de hectáreas para la región de los Llanos —en lo corrido del 

cuatrienio—. En 2017, si bien no se cuenta con aprobación de POMCAs mediante acto 

administrativo, se avanzó en las consultorías contratadas por las Corporaciones para los 

siguientes planes: 1) ríos Tillavá, Humea y Cravo Sur cuentan con un avance superior al 

70%, en la fase de prospectiva y zonificación; 2) río medio y bajo Ariari avanzó en el 94% 

de la fase de formulación; 3) río Ariporo se logró la elección de representantes a los 

Consejos de la Cuenca y se desarrolló el proceso de Consulta Previa al involucrar 

comunidades étnicas en su territorio y en la fase de prospectiva y zonificación de adelantó 

el 83% y; 4) río Guayuriba se adelantó la fase de diagnóstico con un avance del 16%.  

De otra parte, en la región, durante 2017, se incorporaron 7.346 nuevas hectáreas de 

áreas protegidas en el SINAP, las cuales corresponden a las áreas protegidas de la Reserva 

Natural de la Sociedad Civil La Reina, Casambá, Anelim, el Ocarro, los Clavelinos, Bombay, 

los Paraguitos, el Horizonte, Amanecer en el Palmar y el Madroño. Con la inclusión de estas 

zonas, la región Llanos alcanza un total de 135.983,3 hectáreas registradas en el SINAP y 

un 100% de cumplimiento en la meta establecida para 2017. 
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B. Promover el desarrollo de una minería responsable para minerales 

estratégicos en las zonas geográficas de la altillanura de 

conservación, la zona de transición Orinoquía - Amazonía 

La región de los Llanos cuenta con un gran potencial en el sector minero, en especial 

en las áreas estratégicas mineras de los departamentos de Guainía, Vaupés y Vichada —

en minerales como Niobio, Tantalio y arenas negras—. Durante 2017, el Servicio Geológico 

Colombiano adelantó el proceso de contratación para el levantamiento de cartografía 

geológica en la región a escala 1:1000 y su interventoría, en el cual, se adelantaron 

socializaciones con las comunidades en el área de estudio, se aprobó el plan de trabajo de 

campo, como resultado de la socialización y la interpretación de sensores remotos 

(fotografías aéreas, imágenes de satélite y radar, Modelo de Elevación digital-DEM, entre 

otros) y; se adelantó el trabajo de campo para la adquisición de información primaria que 

permita realizar el levantamiento de la cartografía geológica de la zona.  

C. Desarrollar el potencial productivo agropecuario en la altillanura, con 

un ordenamiento, social y productivo de la propiedad que sirva de 

base para el desarrollo incluyente de la Orinoquía 

La agricultura es la segunda actividad económica más importante de la región, y cuenta 

con un gran potencial para jalonar el crecimiento y generar empleo en las zonas rurales. 

Por ello, el Gobierno nacional planteó diversas estrategias para fortalecer este sector, entre 

las que se encuentra el aprovechamiento de los baldíos aptos para el cultivo, con el objetivo 

de propiciar una agricultura sostenible y rentable.  

Por lo anterior, una de las estrategias del Gobierno nacional es la formalización y 

entrega de predios para el desarrollo rural en la región Llanos, con el fin de mejorar su 

desarrollo productivo. Durante 2017, se formalizaron 1.700 predios a través de los 

programas de Titulación de baldíos a entidades de derecho público y a persona natural y 

Subsidio Integral Directo de Reforma Agraria (SIDRA), en los departamentos de Arauca, 

Casanare, Guaviare, Guainía y Vichada. 

D. Promover la inversión en la altillanura para un desarrollo económico 

sostenible 

Para la región Llanos, el PND focalizó instrumentos como el Certificado de Incentivo 

Forestal (CIF), con el fin de promover la competitividad del sector agrícola, atraer la 

inversión a la actividad agropecuaria, modernizar la infraestructura productiva y brindar 

alternativas de ingreso a la población. En este contexto, durante 2017, se avanzó en las 
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visitas de mantenimiento de los proyectos de reforestación —beneficiados por el CIF— en 

4.014 ha de la región, por un valor de $857 millones74. 

En relación con el ICD para 2017, se evidencia que los departamentos de Guainía, 

Guaviare, Vaupés y Vichada son menos competitivos y se encuentran rezagados en 

comparación con los demás departamentos de la región. Lo anterior, debido al débil 

desempeño en sectores como educación, salud, saneamiento básico y ciencia y tecnología 

(Mapa 9). De otra parte, departamentos como Meta, Casanare y Arauca presentaron 

mayores niveles de competitividad, que pueden explicarse por las mejoras en las coberturas 

de educación, acueducto y energía. 

Mapa 9. Índice de Competitividad - Región Llanos, 2017 

 

Fuente: Consejo Privado de Competitividad (2017). 

Respecto al desarrollo agrícola en la región, el Gobierno nacional avanzó en 

actividades de nuevas siembras, mediante la entrega de plántulas y acompañamiento 

técnico a la población, así como mediante la puesta en marcha del Incentivo a la 

Capitalización Rural (ICR) y la Línea Especial de Crédito con Tasa Subsidiada (LEC). En el 

caso de las operaciones con ICR, en esta zona se otorgaron 440 créditos por valor de 

$41.399 millones, que apalancan inversiones por valor de $59.611 millones, con un apoyo 

del gobierno por la suma de $8.030 millones; y en el caso de la LEC se otorgaron 11.221 

créditos por valor de $70.777 millones, que comprometen un subsidio de tasa por valor de 

$4.464 millones. Sin embargo, se requiere prestar mayor atención en la implementación de 

acciones específicas dirigidas al campo y en su difusión, dado que el 45,3% de las personas 

encuestadas en la región Llanos, en el marco de la EPC de 2017, consideran que la  

situación del campo ha desmejorado (DNP, 2017). 

                                                

74 Último dato reportado en SINERGIA, al mes de julio de 2017. 
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Paralelamente, el PND impulsa la formación de talento humano en las competencias 

requeridas para desempeñarse en los sectores agropecuario y forestal. Por esta razón, 

durante 2017, el SENA dispuso de 264.169 cupos en formación integral en la región para 

potenciar las competencias laborales y las oportunidades de vinculación al trabajo, a través 

de la formación profesional, de los cuales se formaron 212.208 aprendices en la región 

(Gráfico 56). Esto va en línea con los resultados de la EPC para 2017, donde el 88,9% de 

las personas encuestadas en la región señalaron que, algún miembro de su hogar 

accedería a los programas de capacitación para el trabajo del SENA (DNP, 2017). 

Gráfico 56. Aprendices en formación integral SENA – Región Llanos, 2017. 

 

Fuente: DNP, Sinergia, SENA. 

 

E. Consolidar la infraestructura de transporte terrestre, fluvial y aéreo 

que permita la integración económica y social y la conectividad del 

sistema de ciudades en la Orinoquía y la Amazonía 

Con el propósito de superar las dificultades que se presentan en materia de 

conectividad en la región, el Gobierno nacional impulsó diferentes proyectos de 

infraestructura para promover los diferentes modos de transporte. 

En relación con el transporte terrestre, durante 2017, MinTransporte inauguró cuatro 

túneles y 16 puentes en el proyecto Bogotá – Villavicencio, apoyó la actualización del Plan 

Vial Departamental (PVD) de Vichada y realizó la transferencia de recursos del Fondo de 

Subsidio de Sobretasa a la Gasolina a los departamentos de Guaviare, Vaupés y Vichada, 

por un valor de $2.075 millones respectivamente, para la financiación de proyectos de 

infraestructura de transporte. De otra parte, la Gobernación del Guainía presentó al 

Gobierno nacional los estudios y diseños de los caminos ancestrales. 
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Durante el periodo 2010-2017, con base en lo dispuesto en los Planes Viales 

Departamentales de los departamentos de esta región, los cuales fueron aprobados por 

MinTransporte, se garantizó la transitabilidad en la red secundaria regional estratégica, en 

cerca de 2.340,6 km de dicha red, mediante un programa de inversión en la red vial 

departamental optimizado, que utiliza como criterios de priorización de proyectos viales 

aspectos espaciales, técnicos, económicos y sociales. 

 

Objetivo 2. Ordenar el territorio prospectivamente de acuerdo a su 

vocación ambiental, agrícola, minero-energética y cultural, a través 

del aumento de las capacidades institucionales en toda la región 

Los Llanos se caracterizan por su riqueza y diversidad natural y cultural. Con el fin de 

generar un adecuado uso de los suelos y vocaciones productivas acordes a la región, se 

requiere fortalecer a las entidades territoriales y el ordenamiento territorial. Por lo anterior, 

a continuación, se presentan los principales avances y retos en relación con este objetivo. 

A. Construir un modelo de desarrollo y ordenamiento prospectivo del 

territorio a partir de la importancia ambiental de sus recursos 

naturales 

El PND identificó la necesidad de fortalecer las capacidades de las entidades 

territoriales de la región, por lo cual se fijó como meta reducir el número de municipios con 

bajo desempeño integral. Los resultados del IDI para la región, en 2016 —año disponible 

más reciente—, muestra que se redujo el número de municipios ubicados en el rango de 

calificación bajo, pasando de 11 municipios en 2015 a seis en 2016, aunque no se cumplió 

la meta para dicho año —cinco municipios con bajo desempeño integral—. Lo anterior 

puede explicarse dado que los municipios no presentaron información completa al momento 

del reporte.  

En relación con el desempeño integral de sus municipios, es pertinente señalar que 

Arauca —81,1 puntos—, Meta —75,1— y Casanare —74,6— se encuentran por encima 

del promedio nacional —71,9 puntos—. Sin embargo, los demás departamentos de la 

región se encuentran por debajo de este promedio, siendo el caso más crítico el de Guainía, 

cuyo único municipio tuvo una calificación de 40,2 puntos en 2016 (Gráfico 57). 
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Gráfico 57. Evaluación del Desempeño Integral – Región Llanos, 2016. 

 

Fuente: DNP-DDDR. 

 

De otra parte, en el marco de las iniciativas de Visión Amazonía, se propuso la 

adopción y ejecución de planes especiales de desarrollo rural integral para los 

departamentos que están ubicados en la región amazónica, en los cuales se considera el 

control a la deforestación de los bosques, entre otros; por lo anterior, durante el cuatrienio, 

dos municipios de la región —San José del Guaviare y La Cristalina (corregimiento El 

Capricho)—ejecutaron proyectos para el manejo forestal. 

 

B. Fortalecer la institucionalidad en el Área de Manejo Especial de la 

Macarena mediante la asociatividad territorial, con visión de largo 

plazo 

El PND estableció como prioridad el acompañamiento del Gobierno nacional a los 

Parques Naturales Nacionales y a las entidades territoriales que conforman el Área de 

Manejo Especial de la Macarena (AMEM), con el fin de explorar y promover una figura 

asociativa territorial en esta área, así como para generar procesos de reforestación en la 

zona. En complemento de lo anterior, durante 2017, en tres municipios de la región —

Vistahermosa (171,1 ha), Uribe (92,4 ha) y La Macarena (21,6 ha) en el departamento del 

Meta—, se adelantaron programas de reforestación, con lo cual se avanzó en el 25% de la 

meta establecida —12 municipios—. 

C. Implementar un modelo administrativo y de desarrollo para las áreas 

no municipalizadas (ANM) en Guainía y Vaupés que realice la 

transición de territorios indígenas a las entidades territoriales 

indígenas (ETI) 
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 Con el fin de reducir las brechas en las Áreas No Municipalizadas (ANM), el Gobierno 

nacional avanza en el diseño e implementación de un piloto de zonas especiales de 

inversión dirigido a estas áreas. 

Durante 2017, se implementó un piloto en los departamentos de Guainía y Vaupés, 

con base en el cual se elaboró un documento técnico de propuesta de estructuras y 

funcionamiento del gobierno propio de pueblos indígenas de la Amazonía y otras formas de 

representación, así como, de las dinámicas comunitarias para identificar las estructuras 

mínimas necesarias, que permitan orientar acuerdos al interior de los resguardos y que 

posibiliten esquemas de administración más eficientes y eficaces de los recursos del 

programa de Administración y Ejecución de los Recursos de la Asignación Especial del 

Sistema General de Participaciones para los Resguardos Indígenas (AESGPRI), en las 

áreas no municipalizadas, bien sea por administración directa (Decreto 1953 de 2014) o en 

el marco de lo dispuesto en la Ley 715 de 2001. Igualmente, se elaboró un documento que 

contiene el análisis financiero y funcional sobre la viabilidad técnica y legal de la creación 

de municipios en corregimientos departamentales. 

 

Objetivo 3. Aumentar la movilidad social en los Llanos mediante el 

cierre de brechas sociales y el fortalecimiento del capital humano 

con especial énfasis en las vocaciones productivas propias de la 

región 

El PND formuló estrategias que favorecen la movilidad social entre la población, por lo 

cual trazó acciones específicas en salud, educación y nutrición, para de esta forma 

contribuir con el mejoramiento de los indicadores sociales en la región. A continuación, se 

presentan los principales avances de las estrategias que hacen parte de este objetivo. 

A. Implementar el modelo de atención diferencial para zonas apartadas 

con población dispersa  

En el marco del PND, el Gobierno nacional enfocó sus esfuerzos en garantizar un 

modelo de atención diferencial en salud que permite ofrecer servicios de calidad a la 

población dispersa, por lo cual, se avanzó en la implementación de un modelo piloto en 

Guainía. Durante 2017, se inició la operación del Hospital San José; la Gobernación del 

Guainía entregó los puestos de salud de Cacahual y Coayare y; en el marco de las acciones 

del MIAS se empoderó a los gestores y auxiliares de salud.  

 Respecto a la cobertura de vacunación con tercera dosis de DPT (difteria, tosferina y 

tétanos) en menores de un año, se logró una cobertura de 87,8% —que corresponde a 
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28.529 niños y niñas vacunados—, con lo que se avanzó en un 92,4% de la meta para 2017 

—95%—. El departamento con mayor cobertura en vacunación fue Arauca —104,5%—, 

mientras que el de menor cobertura fue Vichada (60,4%%) (Gráfico 58). Lo anterior va en 

línea con los resultados de la EPC para 2017 donde el 59,3% de las personas encuestadas 

en la región consideran que en el último año el número de niños vacunados ha aumentado.  

Gráfico 58. Vacunación con terceras dosis de DPT en menores de un año – Región Llanos, 

2017. 

 

Fuente: DNP, MinSalud. 

 

Con respecto al desarrollo regional, al analizar el desempeño del ICIR entre 2015 y 

2016, este pasó de 18,4 a 16,8 puntos, lo cual evidencia una reducción en las brechas 

existentes al interior de la región, en materia de salud, educación, entre otros.  

B. Ampliar la cobertura y permanencia en educación en los niveles de 

básica y media a través de la implementación de Modelos Educativos 

Flexibles 

El Gobierno nacional planteó como uno de sus pilares la educación, a través de la 

generación de mayores y mejores oportunidades en todos los niveles de formación. Por tal 
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motivo, en la región Llanos se adelantan esfuerzos para mejorar la cobertura y permanencia 

en educación básica y media, especialmente por medio de Modelos Educativos Flexibles75. 

En cobertura de educación media, la región de los Llanos presentó un aumento de 0,7 

p.p., al pasar de 74,7% en 2016 a 75,4% en 2017. Los departamentos de Casanare y Meta 

se ubicaron por encima del promedio nacional, mientras que los restantes se encuentran 

rezagados frente al mismo promedio. (Gráfico 59). 

Gráfico 59. Cobertura bruta en educación media - Región Llanos, 2016-2017. 

 

Fuente: DNP, MinEducación. 

                                                

75 Los Modelos Educativos Flexibles se conciben como propuestas de educación formal que permiten atender 
a poblaciones diversas o en condiciones de vulnerabilidad, que presentan dificultades para participar en la oferta 
educativa tradicional. En: http://www.mineducacion.gov.co/1621/w3-propertyvalue-50940.html [acceso: marzo 
10, 2017]. 
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XVI El Centro-Sur-Amazonía de Colombia, 
tierra de oportunidades y paz: desarrollo del 
campo y conservación ambiental 

La región Centro-Sur-Amazonía tiene 3,4 millones de habitantes localizados en los 

departamentos que se ilustran en el Mapa 10. Es una región con grandes diferencias 

poblacionales, ya que cuenta con habitantes urbanos, población campesina de origen 

mestizo, población indígena y población afro descendiente. Esta región se caracteriza por 

su diversidad biológica, étnica y cultural y se destaca su vocación agrícola y ambiental. Sin 

embargo, el potencial agrícola y aquel que ofrecen sus ecosistemas estratégicos requieren 

de mayor desarrollo. Los suelos de vocación agrícola deben ser mejor aprovechados, y la 

diversidad de recursos naturales y culturales disponibles está aún por ser identificada y 

valorada.  

Mapa 10. Región Centro-Sur-Amazonía. 

 

Fuente: DNP, Sinergia. 

 

El PND prevé que la región desarrolle integral y armónicamente su vocación agrícola 

y ambiental, por medio de sistemas productivos sostenibles, procesos de educación y 

transferencia de tecnologías que promuevan el desarrollo del campo y una mejor calidad 

de vida para sus habitantes rurales.  

Con base en la visión de desarrollo propuesta para el cuatrienio —basada en el 

desarrollo del campo y la conservación ambiental—, el PND planteó tres grandes objetivos 

para la región, involucrando a sectores como agricultura, educación, salud, y ambiente, 

entre otros. En el marco de estos objetivos, el Gobierno nacional implementó diferentes 
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acciones de política pública que permiten lograr un cumplimiento promedio de 70,9% en las 

metas establecidas para la región en 2017. Los resultados obtenidos en cada uno de los 

objetivos del PND para la región Centro-Sur-Amazonía y las acciones desarrolladas se 

presentan en las siguientes secciones de este capítulo. 

 

Objetivo 1. Conservar el patrimonio ambiental y cultural de la 

Amazonía y el Macizo Colombiano 

Entre las prioridades para la región se encuentra contar con una adecuada gestión 

ambiental, que esté en capacidad de asegurar un crecimiento regional sostenible y 

garantizar las condiciones necesarias para que las generaciones futuras puedan gozar de 

condiciones de vida dignas. Por lo anterior, a continuación, se presentan los principales 

avances y retos en relación con este objetivo. 

A. Controlar el avance de las actividades que ponen en riesgo la 

permanencia de los ecosistemas estratégicos del Macizo 

Colombiano y la Amazonía 

El Gobierno busca ampliar el número de iniciativas y emprendimientos con enfoque de 

protección del medio ambiente —entre ellos, el emprendimiento para la comercialización 

de productos frutales amazónicos y otros productos forestales no maderables76—. A lo largo 

del cuatrienio, se ha beneficiado un total de 153 emprendimientos para la comercialización 

de productos frutales amazónicos y otros productos forestales no maderables, los cuales 

han sido establecidos en el marco de negocios verdes y atendiendo a los requerimientos 

de sus habitantes. De estos 153 emprendimientos, 25 fueron beneficiados en el año 2017, 

escogidos a través de la implementación de la herramienta de verificación de Negocios 

Verdes, lo que permitió sobrepasar tanto la meta de la vigencia 2017 como la meta de 

cuatrienio en 86,1 p.p. y 4,6 p.p. respectivamente.  

El Macizo Colombiano y la Amazonía constituyen una fuente de diversidad que debe 

ser preservada. Para este propósito, el Gobierno nacional avanza en el proceso de 

incorporación de áreas protegidas de la región en el Sistema Nacional de Áreas Protegidas 

SINAP. De esta manera, a 2017, un total de 289.689 hectáreas de áreas protegidas fueron 

incorporadas a dicho sistema, superando la meta propuesta para el año —285 mil 

hectáreas—. Las áreas protegidas corresponden a las zonas de biodiversidad La Loma y 

                                                

76 Estos emprendimientos deben cumplir con una serie de criterios como: 1) registro mercantil vigente, 2) 
madurez —mayor a cinco años—, y 3) reconocer y/o aplicar la tecnología desarrollada por el Instituto SINCHI 
para el aprovechamiento y la generación de valor agregado de especies de la biodiversidad. 
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La Vega. Así mismo, se declararon como Reservas Naturales de la Sociedad Civil (RNSC) 

las siguientes zonas: El Portal del Oso, La Loma del Toro Pao, El Paraíso del Turpial, 

Hacienda Esmeraldas, La Rivera, Anaime Chili, entre otras. 

B. Intervención de la condición del riesgo de la población más 

vulnerable derivado por las amenazas naturales y antrópicas en el 

Cauca y Huila 

Con el fin de disminuir la vulnerabilidad de la población más pobre que habita en las 

zonas de riesgo por amenazas naturales en el área de influencia de la Corporación Nasa 

Kiwe, en 2017, se reasentaron 117 familias con desarrollo de obras de infraestructura. 

Además, se entregaron un total de 15 viviendas en el departamento del Huila y 99 en el 

departamento del Cauca77. 

También es necesario proveer un acompañamiento integral para que sectores y 

entidades territoriales incorporen procesos de gestión del riesgo en su planificación e 

incrementen los niveles de conocimiento del riesgo de desastres. Al respecto, durante 2017, 

se fortalecieron cinco entidades territoriales en la región —lo que permitió superar la meta 

de esta vigencia en 25 p.p.—la meta correspondía a 4—, para un total de 12 entidades a lo 

largo de cuatrienio, lo que corresponde a un cumplimiento del 80% de la meta -15- de este 

periodo. 

 

Objetivo 2. Desarrollar el sector agropecuario y rural, con un 

enfoque en los pequeños productores y en el mejoramiento de la 

conectividad al interior de la región y con el resto del país 

Con el fin de lograr este objetivo, el PND plantea estrategias enfocadas en promover 

el desarrollo rural y el mejoramiento de la conectividad. A continuación, se presentan los 

principales avances de las estrategias que hacen parte de este objetivo. 

A. Desarrollar las capacidades productivas y la generación de ingresos 

de los pequeños productores agropecuarios en las áreas agrícolas 

de Huila y Putumayo 

Generar desarrollo y capacidades productivas en la región, a la vez que mejorar los 

ingresos de los habitantes, requiere impulsar y brindar apoyo a los pequeños productores. 

                                                

77 Aunque el departamento de Cauca no hace parte de la región Centro-Sur-Amazonía, en su territorio ejerce 
influencia la Corporación Nasa Kiwe. 
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Para ello, se ha apoyado la formulación de planes de negocios, como estrategia para 

mejorar la productividad. A lo largo del cuatrienio se han apoyado 9.828 hogares con planes 

de negocio en la región, lo que representa el 82,6% de la meta del cuatrienio  —11.900 

hogares—, de los cuales 4.764 hogares fueron apoyados durante 2017.  

En el mismo sentido, se busca incluir a personas de la región en programas de 

asociatividad y desarrollo rural empresarial; por lo cual, se vincularon 5.531 personas en 

2017 —cifra 25 veces superior a las 220 personas vinculadas a programas de asociatividad 

en 2016—.  

B. Planificar el uso eficiente del agua en zonas de vocación 

agropecuaria, garantizando operación y sostenibilidad de los 

distritos de riego  

En el sector agropecuario, los esfuerzos se concentran en la implementación de 

instrumentos para incentivar el aprovechamiento productivo y sostenible del agua, el suelo 

y otros recursos naturales. Para ello, se viene trabajando en la operación, mejoramiento y 

mantenimiento de exclusores de sedimentos, presas de zanja honda y canales principales, 

así como en obras de captación y conducción. En 2017, se logró la adecuación de 11.346 

hectáreas de 12.600 programadas para esta vigencia, lo que representa el cumplimiento 

del 90% de la meta. Los distritos adecuados fueron: Isoigua, Guayabal —en el 

departamento del Huila con 2.500 y 346 ha respectivamente—, y Sibundoy —en el 

departamento de Putumayo con 8.500 Ha. 

 

Objetivo 3. Garantizar el acceso de los habitantes de la franja de 

Amazonía a los derechos fundamentales que garanticen una buena 

calidad de vida y basados en el respeto y la protección a la 

diversidad étnica y cultural 

El Gobierno nacional implementa acciones referentes a fortalecer condiciones 

necesarias para garantizar el desarrollo sostenible de la región y que beneficien e impacten 

positivamente la calidad de vida de la población. A continuación, se presentan los 

principales avances de las estrategias que hacen parte de este objetivo. 

A. Fomentar el desarrollo de la gobernanza para la construcción de las 

condiciones necesarias para garantizar el desarrollo sostenible de la 

región 
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 El PND identificó la necesidad de fortalecer las capacidades institucionales de los 

municipios del país, por lo cual desde el Gobierno nacional se plantearon estrategias con 

las que espera disminuir el número de municipios con un bajo desempeño integral. El 

balance de los municipios de la región Centro-Sur-Amazonía en 2016 fue superior al 

esperado. Un total de 15 municipios obtuvieron un resultado bajo en desempeño integral —

cuatro municipios menos que los 19 registrados en 2015—, los cuales se concentraron en 

los departamentos de Tolima, Caquetá, y Putumayo (Gráfico 60).  

Gráfico 60. Municipios con bajo desempeño Integral en la región Centro-Sur-Amazonía, 

2015 - 2016. 

 

Fuente: DNP-DDTS. 

 

Con respecto a las tecnologías de la información y las comunicaciones, se espera 

instalar 23 Puntos Vive Digital (PVD) y conectar 23 municipios a la red de alta velocidad a 

lo largo del cuatrienio. No obstante, en 2017, se entregó el PVD en el municipio de Puerto 

Leguizamo —departamento de Putumayo—, dado que el proceso de instalación y 

adecuación de obras de los demás PVD aún siguen sin entrar en operación.  

En materia de avances en la implementación de los pilotos de zonas especiales de 

inversión para las Áreas No Municipalizadas- ANM en el departamento de Amazonas, en 

2017, se diseñaron, implementaron y evaluaron 75 pilotos. Además, en relación con la 

administración de recursos de la Asignación Especial del SGP por parte de Resguardos 

Indígenas, el Gobierno nacional avanzó en la capacitación de 2 resguardos indígenas en la 

vigencia 2017.  
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B. Contribuir a la conectividad de la Amazonía para facilitar el acceso de 

su población a los servicios del Estado, consolidando un sistema de 

transporte y mejorando la conectividad digital 

A través de la infraestructura de transporte se busca incrementar la seguridad de los 

transportadores y viajeros, aumentar la conectividad del territorio y reducir tanto los tiempos 

de desplazamiento como los costos de transporte en el Centro-Sur-Amazonía. En la región, 

se destaca la adjudicación de la concesión 4G de Santana-Mocoa-Neiva. 

Con respecto a la infraestructura de transporte aéreo en la región, el Gobierno nacional 

busca facilitar el movimiento de pasajeros y carga, a través de la adjudicación de contratos 

de mejoramiento y mantenimiento de las pistas y los terminales de los aeropuertos de la 

región. A través de la Aeronáutica Civil, se implementa un programa de atención a 

aeropuertos regionales que contribuya a la conectividad por modo aéreo. Al respecto, en 

2017 se reportó la terminación del aeropuerto de Alpujarra —departamento del Tolima—, y 

avanzan las obras en el aeropuerto Alfredo Vásquez Cobo de Leticia, obra de 

infraestructura que mejorará la movilización de pasajeros hacia y desde la región 

amazónica. 

Durante el periodo 2010-2017, gracias a lo dispuesto en los Planes Viales 

Departamentales, que fueron aprobados por el Ministerio de Transporte para los 

departamentos de la región, se garantizó la transitabilidad en la red secundaria regional 

estratégica en cerca de 2.275,43 km. Adicionalmente, se desarrolló un programa de 

inversión en la red vial departamental optimizado, que utiliza como criterios de priorización 

de proyectos viales aspectos espaciales, técnicos, económicos y sociales. 

C. Apoyar el cierre de brechas en educación y salud 

Dentro de las estrategias del Programa Ampliado de Inmunizaciones- PAI del 

MinSalud, se encuentra la vacunación con terceras dosis de DPT, la cual permite prevenir 

las enfermedades producidas por bacterias en los niños y niñas menores de un año y, con 

ello, contribuir a la disminución de la mortalidad infantil y mejorar la atención integral a la 

primera infancia. En materia de cobertura, en 2017, se atendió a 48.370 niños menores de 

un año, lo que corresponde a una cobertura regional de 89,1%, y a las siguientes coberturas 

departamentales: Huila —93,5%—, Tolima —88,9%—, Amazonas —80,6%—, Putumayo 

—92,3%—, y Caquetá —79,2%— (Gráfico 61). 
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Gráfico 61. Cobertura de vacunación con terceras dosis de DPT en niños menores de 

un año- región Centro-Sur-Amazonia, 2017. 

 
Fuente: DNP, Sinergia, MinSalud. 

 

Respecto al cierre de brechas en educación, en 2017, el nivel de 0063obertura bruta 

en educación media en la región fue de 76,5% —con un aumento de 1,3 p.p. respecto a 

2016—. Tolima —79,4%— y Huila —76,9%— fueron los departamentos de la región con 

mayores coberturas, mientras que Putumayo —73,4%—, Amazonas —72,1%— y Caquetá 

—71,4%— registraron los niveles más bajos78. A pesar que se evidencian mejoras en 

relación con la cobertura en educación media, el promedio regional se encuentra por debajo 

del nacional — 76,6% versus 80,1%— (Gráfico 62). 

Gráfico 62. Cobertura bruta en educación media - región Centro-Sur-Amazonia, 2016 – 

2017. 

 

Fuente: DNP, Sinergia, MinEducación. 

                                                

78 Datos de cobertura bruta en educación media para 2017 son preliminares.  
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De otro lado, la implementación de la jornada única escolar es otra de las grandes 

apuestas del sector educativo, ya que a través de esta se fortalecerán las competencias 

básicas y se realizarán actividades en torno a la educación sexual, la promoción de la salud, 

la expresión artística y cultural, la participación y la recreación, que potencien el desarrollo 

integral de los estudiantes. En 201779, en términos del porcentaje de estudiantes 

matriculados en jornada única —respecto al total de la matricula oficial—, se observaron 

los siguientes resultados: Caquetá (1,6%), Tolima (4,9%), Huila (1,4%), Amazonas (0,1%), 

y Putumayo (0,7%). En tal sentido, el principal reto se encuentra en Amazonas y Putumayo, 

donde el Gobierno nacional debe adelantar acciones complementarias para implementar la 

jornada única (Gráfico 63). Por su parte, la región presentó el 8,6% de la matrícula de todo 

el país —3,9 p.p. por encima del año 2016—, debido a que, en los cinco departamentos de 

la región, la matrícula aumentó 0,8 p.p., en promedio. 

Gráfico 63. Estudiantes matriculados en jornada única y porcentaje de matrícula de 

jornada única – región Centro-Sur-Pacífico, 2017. 

 

Fuente: DNP, Sinergia, MinEducación. 

Los avances relacionados con la jornada única están en concordancia con los 

resultados de la EPC para la región. En tal sentido, el 69,7% de la población encuestada 

respondió que está de acuerdo, o totalmente de acuerdo, con que los estudiantes 

permanezcan una mayor cantidad de tiempo en sus instituciones educativas.   

                                                

79Los datos de Jornada única para 2017 son preliminares.  
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XVII  Consistencia macroeconómica 

El PND se edificó sobre unos resultados sobresalientes en materia de crecimiento 

económico y estabilidad macroeconómica. En 2014, el crecimiento económico del 4,4% fue 

el segundo entre las grandes economías de América Latina y el Caribe —solo superado por 

Panamá—, el aumento en el Índice de Precios al Consumidor (IPC) se mantenía en los 

rangos establecidos por el Banco de la República, y la sostenibilidad fiscal se aseguró 

mediante el cumplimiento de la regla fiscal. 

No obstante, desde el Gobierno se preveía que en el corto plazo la economía 

colombiana se iba a enfrentar a grandes retos, entre los que se encontraban el cambio del 

flujo de capital extranjero hacia Estados Unidos como consecuencia de la recuperación 

económica de este país, la desaceleración de la economía de China, la inestabilidad 

económica de América Latina y la caída en los precios de las materias primas —en especial 

del petróleo—.  

La conjunción de estos elementos hizo que el Gobierno nacional, por un lado, ajustara 

los pronósticos y proyecciones del comportamiento de la economía del país en los años 

precedentes a 2015; y, por otro lado, ante este contexto, definiera una hoja de ruta para 

manejar la coyuntura internacional y mejorar la situación de la economía nacional. 

Los Marcos Fiscales de Mediano Plazo posteriores al PND, redujeron de manera 

sistemática las proyecciones de crecimiento económico en el corto y mediano plazo. El 

difícil contexto internacional no sólo afectó a Colombia, sino hizo que, de manera 

generalizada, analistas encuestados como Latín Focus Forecast hayan modificado hacia la 

baja las perspectivas de crecimiento de América Latina en general. Bajo este panorama, la 

hoja de ruta del Gobierno se basó en tres premisas para manejar la coyuntura económica 

nacional: 1) impulsar la economía sobre la base de exportaciones diferentes a la minería y 

el sector de hidrocarburos, 2) consolidar una política de marco institucional fiscal y blindar 

las finanzas públicas a través del cumplimiento de la regla fiscal, y el fortalecimiento 

tributario, y 3) aprovechar el engrosamiento de la población productiva teniendo en cuenta 

las oportunidades en el nuevo contexto económico. 

Es así que, la drástica reducción de los precios del petróleo, en conjunción con otros 

factores económicos, impactó de manera significativa la economía colombiana, la cual 

hasta el 2015 basó su crecimiento económico sostenido principalmente en las 

exportaciones de bienes minero energéticos. Por lo anterior, primero era necesario 

fomentar una economía basada en el fortalecimiento de otros sectores con mayores 

encadenamientos, mayor valor agregado y mayor generación de empleo. Por esto, se ha 

buscado impulsar la economía sobre la base de las exportaciones de sectores diferentes a 

la minería e hidrocarburos, como lo son el sector agropecuario, la industria y los servicios 
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de alto valor agregado, con el fin de aprovechar la depreciación de la tasa de cambio. A su 

vez, se ha promovido una política de fortalecimiento a las industrias de turismo y las 

industrias manufactureras, de tal manera que se volvieran potenciadoras de la economía, 

como complemento a la consolidación del sector de infraestructura, construcción y servicios 

financieros, ejes del crecimiento económico del país. 

Segundo, y de manera complementaria a la política integral de impulso económico, 

basada en el fortalecimiento de los sectores productivos, se ha consolidado una política de 

marco institucional fiscal dirigida a asegurar la disciplina y la responsabilidad fiscal y el 

fortalecimiento de las finanzas públicas a través del cumplimiento de la regla fiscal. Así 

como el fortalecimiento del sistema tributario de la Nación. 

Por último, se debe aprovechar que Colombia cuenta con mano de obra abundante, a 

raíz de un engrosamiento de la población productiva. Como lo menciona el Banco de la 

República en las notas editoriales sobre Mercado laboral y demografía: “En los últimos 

treinta años se ha visto un aumento relativo muy importante de la población en edades 

productivas —15 a 64 años— con respecto de la población en edades potencialmente 

dependientes o no productivas —0 a 14 años, y 65 años y más—. En demografía esta 

situación se asocia con la existencia de un bono demográfico, dado que en esta etapa de 

la transición demográfica la composición etaria de la población puede favorecer el 

crecimiento económico y el desarrollo de un país” (Banco de la República 2016, 5). 

Este aumento de la población productiva ha sucedido paralelamente al proceso de 

migración del campo a la ciudad, así como la concentración de casi el 85% de la producción 

nacional alrededor del sistema de ciudades (DNP; Banco Mundial 2012). Estos elementos 

serán cruciales en la definición de políticas de crecimiento económico y aumento de la 

productividad en el marco de la inclusión social. Más aún, en el contexto del postconflicto, 

en donde se espera se generen nuevas dinámicas demográficas y económicas en las 

ciudades a raíz de la finalización del conflicto armado con la guerrilla de las FARC, así como 

la implementación de ambiciosas apuestas para el desarrollo del campo. 

De esta forma, el 2017 se presentaba en un escenario de ajuste económico progresivo 

a los choques producidos a partir de 2014. La lenta pero progresiva recuperación de los 

precios del petróleo, junto con un mejor desempeño de la economía estadounidense y 

china, posibilitó que los países de América Latina y el Caribe crecieran un 1,3%, resultado 

para resaltar y con visos de recuperación tras seis años de desaceleración económica en 

la región. 

Bajo este contexto, en 2017, Colombia logró crecer a una tasa del 1,8%, por encima 

del promedio de la región. Aunque los resultados no fueron los esperados, en donde se 

esperaba una recuperación económica más pronunciada, se resalta la fortaleza de la 

economía colombiana para ajustarse al escenario internacional e impulsar otros sectores 
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económicos que contribuyan al crecimiento del PIB nacional. Adicionalmente, se logró 

cumplir con la regla fiscal, con lo que se garantiza la disciplina y responsabilidad fiscal, 

pilares fundamentales para blindar las finanzas públicas del país. Así mismo, se logró 

reducir el déficit en la cuenta corriente de 4,3% a 3,3% del PIB y se continuó con la 

generación de empleo formal, con una tasa de crecimiento del 0,23% respecto a 2016. 

En el marco de estas consideraciones, este capítulo presenta los principales avances 

del PND en relación a las acciones de: el crecimiento del PIB con inclusión social, el 

crecimiento económico sectorial, la continuidad de las políticas de responsabilidad fiscal y 

la mejora del recaudo, el fortalecimiento del sistema financiero, y ajustes frente al contexto 

internacional.  

Crecimiento económico 

La caída de los precios del petróleo en 2014, acompañado de un lento crecimiento de 

la economía mundial y la débil actividad económica de nuestros principales socios 

comerciales, en especial Ecuador y Venezuela, hizo que el Gobierno nacional, así como las 

instituciones financieras internacionales, ajustaran los pronósticos de crecimiento del país 

en los años posteriores a la formulación del PND, bajo un escenario realista de choques 

internos y externos en el que se encuentra la economía nacional.  

En octubre de 2017, el Fondo Monetario Internacional (FMI) esperaba que la economía 

colombiana creciera 1,7% en 2017, por encima del crecimiento proyectado en este mismo 

mes para América Latina y el Caribe —1,2%—. De igual manera, el Latín Consensus Focus 

Forecast, en línea con la situación generalizada de la economía en la región, pronosticó un 

crecimiento para el país del orden de 1,9% para este mismo periodo. No obstante, el 

Gobierno nacional, contemplaba un crecimiento más optimista, del orden de 2,3% para 

2017 (MFMP, 2017).  

Ahora bien, los datos revelados por el DANE mostraron que la economía colombiana 

creció un 1,8% en 2017, cifra ligeramente superior al pronóstico del FMI, pero inferior a la 

proyección del Gobierno nacional. Aunque por debajo del pronóstico, el crecimiento 

económico del país, se mantiene por encima del promedio para América Latina y el Caribe 

—1,3%—, cifra que superó a la proyectada en octubre por el FMI (Gráfico 64). Sin embargo, 

este resultado está por debajo de la meta establecida por el PND, en la que se esperaba 

que la economía creciera un 2% en 2017. No obstante, se observa un proceso de ajuste y 

recuperación de la economía colombiana ante una difícil coyuntura internacional, que 

impactó negativamente el ingreso nacional en los últimos dos años. 
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Gráfico 64. Crecimiento económico de América Latina y el Caribe y Colombia, 2000 – 2017. 

 

Fuente: DANE, Banco de la República. FMI 

 

La diferencia de 0,2 p.p. entre la meta y el crecimiento anual del PIB, se explica 

principalmente por un crecimiento de la demanda interna menor al esperado. Por un lado, 

el consumo de los hogares presentó una pronunciada desaceleración durante el último 

trimestre de 2017, sobre todo explicada por: 1) el efecto persistente del aumento en la tarifa 

general del IVA a principios de 2017, y 2) una baja confianza de los consumidores, la cual 

no evidenció muestras contundentes de mejoría durante el segundo semestre de 2017. Por 

otra parte, la inversión —p.ej. formación bruta de capital—evidenció un crecimiento leve de 

0,1%, por debajo de lo esperado, gracias a la fuerte contracción en la construcción de 

edificaciones —sobre todo en el componente no-residencial— y el bajo dinamismo de las 

importaciones en bienes de capital.  

El 2017 estuvo marcado por el ajuste en el Índice de Precios al Consumidor (IPC), de 

acuerdo con las expectativas del Banco de la República y analistas de mercado. Después 

de alcanzar una inflación de 5,75% en 2016, por encima de la meta definida por el Banco 

de la República, la economía nacional retomó a un nivel de precios deseado y acorde con 

las proyecciones de las principales analistas financieras. La variación del IPC alcanzó un 

acumulado anual de 4,09%, a diciembre de 2017, esto es, 0,9 p.p. por encima de la banda 

superior de la meta de inflación definida por el Banco de la República (Gráfico 65). 
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Gráfico 65. Inflación acumulada anual, 2003 – 2017. 

 

Fuente: DANE y Banco de la República. 

 

A pesar de lo anterior, es importante mencionar que toda la región ha estado afectada 

por este nuevo ciclo económico y social, pero Colombia ha demostrado, con su política 

fiscal y monetaria, poder resistir mejor los choques externos. 

Crecimiento sectorial 

Al revisar la dinámica sectorial en 2017, cinco de las nueve ramas de la economía 

crecieron positivamente, tres de ellas por encima del crecimiento de la economía. Los 

sectores que registraron mayor crecimiento fueron: agricultura, ganadería, caza, silvicultura 

y pesca —4,9%—; establecimientos financieros —3,8%—; y servicios sociales —3,4%— 

(Cuadro 10). Por su parte, la explotación de minas y canteras fue el sector que presentó la 

caída más pronunciada, con un decrecimiento del 3,6%; seguido por industria 

manufacturera, construcción y transporte, almacenamiento y comunicaciones, cuya 

variación fue de -1,05%, -0,75% y -0,1%, respectivamente. 

Cuadro 10. Variación anual del PIB por sectores, 2015 – 2017. 

Grandes ramas de actividad económica 

Crecimiento anual del PIB 

2015 2016 2017 

Agricultura, ganadería, caza, silvicultura y pesca 2,52 1,63 4,92 

Explotación de minas y canteras 0,23 -7,00 -3,59 

Industrias manufactureras 1,72 3,45 -1,05 

Suministro de electricidad, gas y agua 3,05 -0,83 1,14 

Construcción 3,69 4,55 -0,75 
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Grandes ramas de actividad económica 

Crecimiento anual del PIB 

2015 2016 2017 

Comercio, reparación, restaurantes y hoteles 4,61 2,63 1,19 

Transporte, almacenamiento y comunicaciones 2,63 0,64 -0,10 

Establecimientos financieros, seguros, actividades 

inmobiliarias y servicios a las empresas 
5,08 4,42 3,82 

Actividades de servicios sociales, comunales y 

personales 
3,14 2,02 3,44 

Subtotal Valor Agregado 3,26 2,18 1,54 

Producto Interno Bruto 3,05 2,04 1,77 

Fuente: DANE - Cuentas nacionales. 

 

Estos resultados son consistentes con la coyuntura nacional e internacional 

anteriormente explicada, relacionada con la caída de la producción del sector de 

explotación de minas y canteras —afectada directamente por la caída en los precios del 

crudo—, donde por segundo año consecutivo la minería presentó un decrecimiento 

económico. No obstante, se observa un decrecimiento menor del subsector de extracción 

de petróleo y gas, pasando de -13,3% en 2016 a -3,9% en 2017, explicado principalmente 

por precios del petróleo en niveles superiores a los observados en 2016. 

A pesar de la caída en el ingreso nacional, inducido principalmente por la reducción de 

los precios del petróleo, que ha generado una contracción en las actividades asociadas al 

sector minero energético, se observa que no ha habido una caída sistemática de otros 

sectores productivos.  

En efecto, el crecimiento económico de 2017 estuvo jalonado principalmente por el alto 

dinamismo del sector agropecuario y de los establecimientos financieros. Para la primera 

rama económica, el subsector con mayor crecimiento fue el cultivo de otros productos 

agrícolas, con un crecimiento anual del 8,1%. Los resultados positivos de este sector se 

presentan después de superar las dificultades que trajo El Fenómeno del Niño en 2016, lo 

cual impactó negativamente la dinámica del sector. 

A su vez, el sector financiero continuó siendo uno de los principales motores del 

incremento del PIB. Su crecimiento fue impulsado principalmente en el subsector de 

intermediación financiera, que tuvo un crecimiento de 6,7%, resultado de las efectivas 

políticas de bancarización.  

Es pertinente alertar sobre el comportamiento de la inversión en edificaciones e 

infraestructura. Esta actividad económica venía siendo uno de los principales pilares en 

materia de generación empleo y crecimiento económico del país, ante una coyuntura de 

precios de bienes minero energéticos no favorables. A pesar que se observó un aumento 

de 7,1% en el valor agregado de la construcción de obras de ingeniería civil, el subsector 

de construcción de edificaciones presentó un decrecimiento del 10,4%. 
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En relación con el sector industrial, se observa una desaceleración en el sector 

manufacturero, con un decrecimiento del 10,4% en la fabricación de productor metalúrgicos. 

Esta desaceleración del sector estuvo marcada principalmente por el menor dinamismo en 

la industria textil y de preparado de cueros. 

No obstante, algunos subsectores manufactureros tuvieron importantes crecimientos, 

entre ellos: fabricación de productos de la refinación del petróleo y combustible nuclear —

4,9%—; fabricación de papel, cartón y productos de papel y cartón —4,1%—; y elaboración 

de aceites, grasas animales y vegetales, cacao, chocolate, productos de confitería y otros 

productos alimenticios —3,6%—. 

Responsabilidad fiscal 

En relación con el recaudo fiscal, 2017 fue un año positivo. Los efectos de la reforma 

tributaria estructural —Ley 1819 de 2016— fueron notorios en la medida que, durante 2017, 

el recaudo bruto de la Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales (DIAN) ascendió a 

$136,5 billones (Gráfico 66), lo que significó un aumento de 7,7 p.p. comparado con 2016 

—2,4% de aumento en el periodo 2015 – 2016—, alcanzando un cumplimiento del 96,1% 

frente a la meta estimada para 2017.  

Gráfico 66. Ingresos tributarios administrados por la DIAN, 2000-2017. 

 
Fuente: DIAN. 

 

El crecimiento sostenido del recaudo estuvo acompañado de un aumento de la base 

gravable. En 2017, a partir de las políticas adelantadas por la DIAN y como resultado de las 

reformas tributarias aprobadas en los últimos años, el número de nuevos declarantes de 

renta mantuvo un crecimiento sostenido y se ubicó en 139.779 a diciembre de 2017.  

Otra variable que registró un incremento fue el recaudo por gestión, que evidencia el 

fortalecimiento de la DIAN como una entidad confiable y fuerte para brindar sus servicios. 
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De tal forma, en 2017, los ingresos en mención llegaron a $8,35 billones, sobrepasando 

ampliamente la meta para la vigencia en 51 p.p.. 

Ahora bien, la reducción de la evasión de impuestos es otro de los objetivos propuestos 

en el PND (2015) para consolidar un sistema tributario robusto acorde con las necesidades 

del país. Uno de los principales indicadores que se quiere disminuir con esta política es la 

tasa de evasión del IVA. Sin embargo, a pesar de los esfuerzos desarrollados por la entidad 

a través de los diferentes programas y campañas de lucha para combatir este fenómeno, 

en el año 2016 no se cumplió con la meta establecida; de acuerdo con los registros más 

recientes la tasa de evasión del IVA para el año señalado se ubicó en 23,4%, siete p.p. por 

encima de la meta fijada para la vigencia -16,5%-. 

En cuanto a la subfacturación y contrabando dentro de las importaciones legales, los 

resultados no han sido positivos. Para 2016 se estimó alcanzar una tasa de 11,2%80 de 

subfacturación y contrabando frente al total de las importaciones, no obstante, el resultado 

muestra una tasa de 12,7%, valor superior al de la línea base 2014 —12,1%—. 

De otra parte, la DIAN sigue fortaleciendo la inspección y vigilancia en los puertos, 

mediante la mejora de los procesos de desaduanamiento81. En el marco de estas acciones, 

los resultados entre 2015 y 2016 fueron positivos, con una disminución en el tiempo de 

desaduanamiento en importaciones. No obstante, el tiempo promedio aumentó una hora, 

pasando de 21 horas en 2016 a 22 horas en 2017, lo que continúa significando una 

reducción del 7% con respecto a la línea base del año 2014 (23,6 horas). No obstante, la 

expedición del Decreto 390 de 2016, en el que se definen acciones para disminuir el tiempo 

de desaduanamiento tuvo impacto positivo en 2017, en la medida que las declaraciones de 

importación con pago electrónico aumentaron un 2% con respecto a lo registrado en 2016. 

Todos los esfuerzos están encaminados con cumplir la meta de 18 horas en el periodo de 

gobierno.  

Ajustes frente al contexto internacional 

El año 2017 se caracterizó por los procesos de ajuste, principalmente por el leve 

repunte de los precios del petróleo Brent, con respecto a lo observado en 2016, que 

reversaron la tendencia de menores flujos de capital hacia el país. El aumento en el precio 

del crudo tuvo un efecto sobre la inversión extranjera directa (IED), aumentando la 

                                                

80 La información relacionada a este indicador se obtiene con un rezago de 270 días. 
81 Se entiende por desaduanamiento: “El control que ejecuta la aduana para determinar el régimen jurídico que 
está sometida la mercancía y aplicar los tributos, requiere de un proceso, para quien acredite la propiedad, 
pueda disponer de ella. A este proceso es que se le denomina “desaduanamiento”, este proceso se cumple 
cuando se ha finalizado y cumplido los trámites y procedimientos legales establecidos para disponer de las 
mercancías, independientemente de la perfección proceso no todos los regímenes aduaneros tienen el mismo 
trámite y procedimiento” (ACADEMIA, 2014) 
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rentabilidad de la inversión en extracción de petróleo. En 2017 por concepto IED se 

recibieron USD$14.518 millones —USD$669 millones adicionales a los recibidos en 2016— 

lo que representó un aumento de 4,8%. La inversión extranjera directa — que representó 

el 4,7% del PIB—, fue liderada por la minería y el petróleo con una participación del 30,4%, 

seguido por transporte y comunicaciones —23,9%—, industria manufacturera —15,6%—, 

servicios financieros y empresariales —11,4%—. 

En concordancia con el comportamiento de la IED en 2017, se observa un aumento en 

las exportaciones acumuladas —pasando de USD$31.757 en 2016 a USD$37.800 millones 

FOB— (Gráfico 67), lo cual tuvo un impacto en la cuenta corriente de la balanza de pagos. 

El país registró un déficit de USD$10.359 millones —3,3% del PIB—, inferior en USD$1.770 

millones a lo observado en 2016. Este resultado se explica por “resultados deficitarios del 

rubro de renta de los factores de la balanza comercial de bienes (US$ 4.766 m) y el déficit 

comercial de servicios. Estos resultados fueron compensados parcialmente por los ingresos 

netos de transferencias corrientes” (Banco de la República 2018, 3). 

Gráfico 67. Exportaciones e importaciones acumulada anual y TRM, 2000-2017. 

 

Fuente: DANE, Banco de la República. 
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Desde la formulación del PND, el Gobierno nacional buscó que los colombianos 

accedieran a diversos servicios financieros, especialmente instrumentos electrónicos. De 

esta forma, desde MinHacienda y la Banca de las Oportunidades, se han estado 

implementando estrategias para incentivar el uso de diversos instrumentos financieros por 

parte de los ciudadanos. 

En razón de lo anterior, Banca de las Oportunidades, MinHacienda y Prosperidad 

Social realizan esfuerzos para poner en marcha acciones que permitan vincular a los 

ciudadanos con algún tipo de cuenta de ahorro o instrumento financiero. El porcentaje de 

personas adultas con acceso al menos a un producto financiero ha pasado de 76,3% a 

79,9% entre 2015 y 2017, lo que significa un cumplimiento de la meta del cuatrienio en un 

95%.  

Igualmente se han enfocado acciones concretas por parte de MinHacienda y Banca de 

las Oportunidades para seguir fomentando la frecuencia en el uso de los productos 

financieros. De hecho, el PND incluyó por primera vez un indicador de uso de los productos 

financieros con la perspectiva de alcanzar un porcentaje de cuentas de ahorro activas de 

65% en el 2018. Dicho indicador ha pasado de 55,8% en 2015 a 57,4% en 2017. A pesar 

de los esfuerzos, se observa una leve disminución en el porcentaje de cuentas activas, con 

un decrecimiento de 2,7% entre 2016 y 2017, lo que significó un cumplimiento de la meta 

del cuatrienio del 88,35%. 

Con el fin de seguir avanzando en este frente, bajo la Ley 1735 de 2014 se creó una 

licencia financiera simplificada llamada Sociedades Especializadas en Depósitos y Pagos 

Electrónicos (SEDPES). Su esquema de operación liviano y basado en las nuevas 

tecnologías permite ofrecer servicios transaccionales como giros y transferencias a gran 

escala y bajo costo. A través de estos vehículos muchos colombianos podrán por primera 

vez crear un historial de pagos y transitar a un crédito formal. Se espera contar con 5 

SEDPES en funcionamiento en 2018.  

Otro efecto positivo del fortalecimiento de las entidades bancarias guarda relación con 

las fuentes de financiación del mercado de capitales del segundo mercado82. A las cinco 

emisiones en el segundo mercado realizadas en 2016, se sumaron tres en 2017, las cuales 

corresponden a Banco Davivienda, Titularizadora Colombiana y Banco Mundo Mujer, que 

suman un total de ocho emisiones en lo que va del periodo de gobierno.  

                                                

82 “En el Segundo Mercado, únicamente los inversionistas profesionales pueden negociar valores. El Decreto 
2555 de 2010 ("Decreto 2555") establece los requisitos para ser considerado un inversionista profesional: contar 
con un patrimonio igual o superior a diez mil (10.000) salarios mínimos mensuales vigentes (alrededor de 
US$3.275.000), y en general, contar con otros requisitos relativos al volumen de sus transacciones. 
Excepcionalmente, el público general puede participar en algunas transacciones del segundo mercado en 
condiciones determinadas. 
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Glosario de acrónimos, abreviaciones y siglas 

ACTI Actividades de Ciencia, Tecnología e Innovación  

AEI Artefactos Explosivos Improvisados  

ANI Agencia Nacional de Infraestructura  

APP Asociaciones Público Privadas  

APSB Agua Potable y Saneamiento Básico  

Beps Beneficios económicos periódicos  

CAN Centro Administrativo Nacional  

Colciencias Departamento Administrativo de Ciencia, Tecnología e Innovación  

Coldeportes 
Departamento Administrativo del Deporte, la Recreación, la Actividad 
Física y el Aprovechamiento del Tiempo 

CONPES Consejo Nacional de Política Económica y Social  

COT Comisión de Ordenamiento Territorial  

CRA Comisión de Regulación de Agua Potable y Saneamiento Básico 

DAFP Departamento Administrativo de la Función Pública  

DANE Departamento Administrativo Nacional de Estadística  

DD.HH. Derechos Humanos  

DIAN Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales  

DIH Derecho Internacional Humanitario  

DMI Distritos de Manejo Integrado  

DNP Departamento Nacional de Planeación  

ELN Ejército de Liberación Nacional  

EPC Encuesta de Percepción Ciudadana al Plan Nacional de Desarrollo 

FARC Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia  

FCR Fondo de Compensación Regional 

FDR Fondo de Desarrollo Regional 

Finagro Fondo para el Financiamiento del Sector Agropecuario  

Findeter Financiera del Desarrollo Territorial  

FMI Fondo Monetario Internacional  

Fonpet Fondo de Pensiones Territoriales  

Fonvivienda Fondo Nacional de Vivienda  

GAML Grupos Armados al Margen de la Ley  

GEIH Gran Encuesta Integrada de Hogares  

GLP Gas Licuado de Petróleo  

ICA Instituto Colombiano Agropecuario  

ICBF Instituto Colombiano de Bienestar Familiar  

ICIR Indicador de Convergencia Intrarregional  

IDEAM Instituto de Hidrología, Meteorología y Estudios Ambientales  

IDI Índice de Desempeño Integral  

IED Inversión Extranjera Directa  

IGAC Instituto Geográfico Agustín Codazzi  

Incoder Instituto Colombiano de Desarrollo Rural  
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Inpec Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario  

Invías Instituto Nacional de Vías  

IPM Índice de Pobreza Multidimensional  

IPS Instituciones Prestadoras de Servicios de Salud  

MinAgricultura Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural  

MinAmbiente Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible  

MAP Minas antipersonal  

MinCIT Ministerio de Comercio, Industria y Turismo  

MinCultura Ministerio de Cultura  

MinDefensa Ministerio de Defensa Nacional  

MinEducación Ministerio de Educación Nacional  

MinInterior Ministerio del Interior  

MinJusticia Ministerio de Justicia y del Derecho  

MinSalud MSPS Ministerio de Salud y Protección Social  

MinTIC Ministerio de Tecnologías de la Información y las Comunicaciones 

MinTrabajo Ministerio del Trabajo  

MinTransporte Ministerio de Transporte  

MinVivienda Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio  

MUSE Municiones Sin Explotar  

NNA Niños, Niñas y Adolescentes  

OCAD Órganos Colegiados de Administración y Decisión  

OCDE Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico  

PAI Programa Ampliado de Inmunizaciones  

PAP  Programa Agua para la Prosperidad  

PcD Personas con Discapacidad  

PDA  Planes Departamentales de Agua  

PGN Presupuesto General de la Nación  

PIB Producto Interno Bruto  

PMTI Plan Maestro de Transporte Intermodal  

PNCD Plan Nacional de Delegación de Competencias Diferencial 

PND Plan Nacional de Desarrollo  

POD  Planes de Ordenamiento Departamental  

POMCA Planes de ordenamiento y manejo de cuencas hidrográficas  

POMIUAC 
Plan de Ordenación y Manejo Integrado de las Unidades Ambientales 
Costeras 

POS Plan Obligatorio de Salud 

POT Plan de Ordenamiento Territorial  

PPIA Política Pública Integral Anticorrupción 

REDD+ 
Estrategia Nacional de Reducción de Emisiones por Deforestación y 
Degradación 

SENA Servicio Nacional de Aprendizaje  

SETP 
Sistemas Estratégicos de Transporte Público en las ciudades con 
poblaciones entre los 250.000 y 600.000 habitantes 

SFV Subsidio Familiar de Vivienda  
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SFVE  Subsidio Familiar de Vivienda en Especie  

SGC Servicio Geológico Colombiano  

SGP Sistema General de Participaciones  

SGR Sistema General de Regalías  

SGRL Sistema General de Riesgos Laborales 

SGSSS Sistema General de Seguridad Social en Salud  

SIES Sistema Integrado de Emergencias y Seguridad  

SIN Sistema Interconectado Nacional  

Sina Sistema Nacional Ambiental  

SINAP Sistema Nacional de Áreas Protegidas  

Sinergia Sistema Nacional de Evaluación de Gestión y Resultados  

Sisbén 
Sistema de Identificación de Potenciales Beneficiarios de Programas 
Sociales 

Sispro Sistema de Información de Salud y Protección Social  

SITM Sistemas Integrados de Transporte Masivo  

SITP Sistemas Integrados de Transporte Público  

SITR Sistemas Integrados de Transporte Regional  

SNARIV Sistema Nacional de Atención y Reparación Integral a las Víctimas 

SNGRD Sistema Nacional para la Gestión del Riesgo de Desastres 

SPE Servicio Público de Empleo  

SRPA Sistema de Responsabilidad Penal para Adolescentes  

SUIN Sistema Único de Información Normativa  

TI  Tecnologías de Información  

TIC Tecnologías de la Información y Comunicaciones 

UACT Unidad Administrativa Especial para la Consolidación Territorial  

UIAF Unidad de Información y Análisis Financiero  

UNGRD Unidad Nacional para la Gestión del Riesgo de Desastres 

UPM Unidades de Producción Minera  

UPRA 
Unidad de Planificación de Tierras Rurales, Adecuación de Tierras y Usos 
Agropecuarios 

Uriel Unidad de Recepción Inmediata para la Transparencia Electoral  

VIP Vivienda de Interés Prioritario  

VIPA Vivienda de Interés Prioritario para Ahorradores  

VIS Vivienda de Interés Social  

VISR  Subsidio familiar de vivienda de interés social rural 

Wi-Fi Wireless Fidelity  

ZNI Zonas no interconectadas  
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Anexos 

 

Anexo 1. Fichas Resumen de Evaluaciones realizadas en 2017  

 

A. Evaluación de las actividades que se ejecutan en el proceso de 

investigación e implementación o prórroga de una medida de defensa 

comercial (salvaguardia y derecho antidumping) 

Descripción de la estrategia 

Con el ingreso de Colombia a la Organización Mundial de Comercio -OMC- el 30 de 

abril de 1995, el país suscribió una serie de derechos y deberes en materia comercial con 

casi todas las economías del mundo. Dentro del conjunto de derechos y deberes, se 

incluyen algunos instrumentos que de manera genérica se denominan Mecanismos de 

Defensa Comercial. Dentro de los mecanismos de defensa comercial se encuentra la 

Salvaguardia General (Artículo XIX del GATT 94 y el Acuerdo sobre Salvaguardias de la 

OMC), y las medidas Antidumping (Artículo VI del GATT 94 y el Acuerdo Antidumping de la 

OMC). Los dos mecanismos comparten características similares en el procedimiento de 

investigación y el resultado, sin embargo son marcadamente diferentes en su origen y 

objetivos. 

Objetivo general de la evaluación 

Realizar una evaluación de operaciones que permita identificar las fortalezas y 

debilidades de las actividades que se ejecutan en el proceso de investigación e 

implementación o prórroga de una medida de defensa comercial (salvaguardia y derecho 

antidumping), con el fin de generar recomendaciones conducentes a mejorar la calidad y 

pertinencia del mismo. 

Metodología de la evaluación 

Para evaluar las operaciones de las medidas de defensa comercial se empleó como 

marco analítico la metodología de análisis de procesos Datleneco (Sarmiento, 2009), en el 

cual se abordan las dimensiones de Dirección, Asignación, Tecnología, Logística, 

Ejecución, Normatividad, Evaluación y Control. A partir de este marco, se abordaron los 

insumos, procesos, productos y resultados derivados de una solicitud de medidas de 

defensa comercial en diferentes momentos: antes de la presentación de una solicitud, 

durante los procesos de investigación, recomendación y toma de decisión de una medida 
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de defensa comercial, hasta la implementación o prórroga de las mismas, en los casos en 

los que el derecho haya sido concedido o prorrogado. 

Principales resultados y conclusiones 

• Existe desconocimiento de las medidas de defensa comercial por parte del sector 

privado, ya que falta claridad en temas como la confidencialidad o la comunicación 

al solicitante sobre los criterios con los que se toma la decisión final. Además, existe 

la percepción de que las medidas son de carácter proteccionista. 

• Los pequeños empresarios tienen dificultades en el momento de presentar la 

información requerida para dar inicio al proceso, debido a que la información 

solicitada es costosa, compleja y de difícil acceso. 

• La autoridad investigadora cuenta con recursos humanos y financieros insuficientes 

para realizar un proceso de investigación de calidad. Así mismo, falta asignación de 

mejor información para la realización de dicha tarea. 

• No existe ningún sistema que haga seguimiento o monitoreo a las distintas etapas 

de los procesos relacionados con las medidas de defensa comercial. 

Adicionalmente, no se desarrollan evaluaciones sobre los mismos. 

• La reglamentación interna para los procedimientos relacionados con las instancias 

de recomendación y toma de decisión, carece de claridad en la forma como se 

deben abordar los procedimientos. 

• Existen problemas logísticos y de ejecución, así como falta de criterios claros en las 

instancias de recomendación, lo que hace que se estanque el proceso y no se tomen 

decisiones oportunas y suficientemente informadas. 

• Las audiencias públicas tienen falencias relacionadas con la organización y la falta 

de contacto directo entre el sector privado y los tomadores de decisión. 

Principales recomendaciones 

A partir de los hallazgos de la evaluación, se formularon recomendaciones en tres 

grandes áreas temáticas, a saber: 

Procesos e instrumentos: 

• Crear un equipo de atención al usuario y pedagogía además crear un reglamento 

para la etapa de solicitud, y que se haga entrega de documentación únicamente a 

través de medio electrónico.  

• Comunicar la solicitud de la medida de defensa comercial a los gremios 

correspondientes 

• Reglamentar las audiencias públicas, que haya precisión en fechas de publicación, 

acceso a consultoría a expertos temáticos, construcción y publicación de manuales 
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y guías, así como la implementación de un protocolo para el procedimiento de 

investigación, 

• Incentivar la participación de las partes interesadas en el proceso, estandarizar la 

comunicación con embajadas, presentar en los expedientes públicos la totalidad de 

los documentos técnicos, crear un mecanismo de defensa ante presiones externas, 

buscar convenios interadministrativos, mejorar los recursos tecnológicos, y crear un 

fondo parafiscal con destinación específica. 

Normatividad 

• En la etapa de Investigación se recomienda: elevar rango de autoridad investigadora 

a Dirección, automatizar la adopción de medidas provisionales, y fortalecer el equipo 

investigador. 

• Limitar los procesos transmitidos a instancias de recomendación y decisión, regular 

ajustes al informe técnico, e implementar la mayoría calificada para la toma de 

decisión. 

Instancias de recomendación 

• Se recomienda abrir espacio a las partes involucradas en las instancias de 

recomendación y decisión e implementar un reglamento interno para estas 

instancias. 

B. Evaluación de operaciones de la política de prestación de servicio de 

alumbrado público 

Descripción de la estrategia 

El alumbrado público es el servicio mediante el cual se provee iluminación en las áreas 

públicas del país. En Colombia, las actividades relacionadas con el alumbrado se agrupan 

en cinco procesos: 1) inversión y AOM (Administración, Operación y Mantenimiento), 2) 

suministro de energía eléctrica, 3) gestión financiera, 4) vigilancia y control, y 5) gestión 

ambiental de los residuos. Es un servicio cuya responsabilidad es de los municipios y se 

encuentra regulado tanto en lo legal, tributario y técnico por diferentes leyes, resoluciones 

y reglamentos, como la Ley 97 de 1913, la Ley 84 de 1915, el Decreto 2424 de 2006, la Ley 

84 de 2009 y las resoluciones 122 y 123 del 2011 de la Comisión Reguladora de Energía y 

Gas (CREG) y sus respectivas modificaciones. 

Existen dos esquemas de operación escogidos por el municipio: 1) operación directa, 

en el que el municipio gestiona el alumbrado por sí solo, y 2) operación indirecta, en el que 

se contrata un tercero que se responsabiliza de toda la operación y prestación del servicio. 

En cuanto a la gestión financiera para el pago de las actividades de la operación, los 

municipios pueden decidir si crean y cobran un impuesto o financian la operación del 
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alumbrado público con otros recursos del ente territorial. En el caso de definirlo, se debe 

gestionar las actividades de facturación y recaudo de los recursos del impuesto. 

Objetivo general de la evaluación 

Realizar una evaluación de operaciones de la actual política para la prestación del 

servicio de alumbrado público, que permita caracterizar el estado actual del mismo a nivel 

territorial, con el fin de generar recomendaciones y lineamientos de política pública en la 

materia. 

Metodología de la evaluación 

La evaluación se hizo en dos etapas. En primer lugar, se recolectó información del 

estado actual de la operación del servicio de alumbrado público a partir de las siguientes 

fuentes: 

1. Encuesta presencial al encargado del alumbrado público en una muestra de 67 

municipios.  

2. Encuesta telefónica al encargado del alumbrado público en una muestra de 636 

municipios (Se hizo un acercamiento a los 1.102 municipios del país, sin embargo, 

solo 636 contestaron la encuesta). 

3. Encuestas a los operadores de red de los 67 municipios de la muestra presencial. 

4. Visita a los 67 municipios de la muestra presencial y registro de observaciones in 

situ del sistema de alumbrado público. 

5. Entrevista semiestructurada a los encargados del alumbrado público de los 67 

municipios de la muestra presencial. 

6. Recolección de información documental relacionada con la operación del alumbrado 

público en los 67 municipios de la muestra presencial: facturas, acuerdos 

municipales, planes del servicio de alumbrado público, planes de gestión ambiental, 

bases de datos de preguntas, quejas y reclamos (PQR), informes de interventoría, 

informes de la Contraloría General de la República, contratos de inversión y AOM, 

suministro de energía, y facturación y recaudo.  

En una segunda etapa, se realizó el análisis cualitativo y cuantitativo de la información 

para la identificación de buenas prácticas y la definición de recomendaciones. El análisis se 

realizó de manera transversal a través de cada uno de los cinco procesos del alumbrado. 

Para el análisis, se utilizaron las siguientes metodologías: 
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Análisis cuantitativo  

• Caracterización descriptiva de las operaciones del alumbrado público a nivel nacional, 

elaboración de indicadores de cobertura, calidad de los procesos del servicio de 

alumbrado, identificación de buenas y malas prácticas a partir de pruebas t, y relación 

entre calidad y costos a partir de un modelo de factor total de productividad. 

Análisis cualitativo  

• Codificación de los principales temas, prácticas y barreras observadas en los 

documentos recolectados, análisis de tablas de concurrencia de los códigos y consulta 

de prácticas internacionales. 

Los resultados cualitativos y cuantitativos se consolidaron a través de un proceso de 

triangulación de información, de tal manera que los resultados cualitativos complementen 

los resultados cuantitativos e indiquen áreas de interés para profundizar el análisis. Un 

insumo clave para el análisis fue la clasificación de tipologías municipales del DNP. 

Principales resultados y conclusiones 

Inversión, administración, operación y mantenimiento 

• De los 703 municipios encuestados, el 57,3 % (403 municipios) opera a través de un 

tercero y el restante 42,67 % (300 municipios) opera directamente. La operación 

indirecta es más usual en municipios con un entorno de desarrollo robusto (69,2 % de 

estos opera indirectamente). 

• Los municipios que operan indirectamente tienen tarifas de suministro de energía más 

altas. Además, tienen un mayor consumo energético por habitante y sus funcionarios 

son más propensos a considerar que el cobro de energía no coincide con el consumo 

real. 

• Operar a través de un operador de red se asocia con menores niveles de inversión total, 

mayores tarifas de energía, mayor potencia instalada por luminaria y mayor propensión 

a recibir compensaciones por irregularidades en el suministro. 

• El 66,7 % de los municipios que operan a través de un tercero realizan licitaciones 

públicas para contratar las actividades de inversión y AOM. Este proceso se asocia con 

mayores niveles de inversión, mayores niveles de iluminancia y menores costos por 

luminaria.  

• Los convenios son la forma de relación contractual más frecuente (49,38 % de los 

municipios encuestados). El esquema de concesión es el segundo tipo de esquema 

más usual, con el 37,72%. 
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• El 52 % de las empresas que operan el alumbrado público son privadas, el 36 % son 

mixtas y el 12 % son públicas. Del total de las empresas observadas, el 40 % son 

empresas de servicios públicos. 

• La cobertura promedio entre los municipios de la muestra es 220 luminarias por cada 

1000 usuarios. El promedio es mayor en municipios en entorno de desarrollo robusto 

(400 luminarias por cada 1000 usuarios). 

• Los municipios de la muestra no establecen mecanismos de control para el 

cumplimiento del contrato. Para los contratos de inversión y AOM, cerca del 63 % de 

los municipios no establece cláusulas contractuales con indicadores de calidad mínimos 

por cumplir. 

• Hay un alto desconocimiento de la operación del alumbrado público, especialmente de 

la normatividad, regulación y procesos jurídicos. A medida que el entorno de desarrollo 

disminuye, el desconocimiento y las barreras de capital humano son mayores. 

Infraestructura del alumbrado público 

• El 100 % de los municipios tiene infraestructura compartida con la red de distribución 

de energía. 

• En términos de composición tecnológica, el 85,1 % de las luminarias son de sodio y el 

3,7% de las luminarias utiliza tecnología LED. No se observaron luminarias de mercurio 

en los municipios en entorno de desarrollo robusto, mientras que en los municipios en 

entornos intermedio y temprano esta tecnología representa el 2,3 % y el 3 % del 

inventario, respectivamente.  

• En la mayoría de los municipios las luminarias son de propiedad del municipio. En sólo 

el 5,8 % de los casos (41 municipios), la administración local arrienda las luminarias. 

Estos municipios están concentrados en la región Centro Oriente, en donde se 

encuentran 24 de los 41 municipios mencionados. 

Suministro de energía 

• Algunos municipios de la muestra no realizan procesos competitivos de contratación 

para el suministro de energía. El 60,7 % de los municipios no realiza ningún proceso de 

contratación y 26,9 % realiza una negociación directa con el comercializador de energía 

de la zona.  

• El método más común para el cálculo del costo del suministro de energía es el aforo del 

consumo de energía. Solo 13 de los 67 municipios (19,4 %) respondieron usar el registro 

de medidores, mientras que 18 municipios (26,8 %) no verifican el consumo de energía 

eléctrica. 
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• Los municipios que gestionan sus activos mediante un sistema de información o conteos 

periódicos tienen una iluminancia mayor, una potencia instalada por luminaria mayor y 

una tasa de insatisfacción por estado de la infraestructura menor. 

Gestión financiera 

• El 71,8 % de los municipios tiene definido el impuesto de alumbrado público, mientras 

que el restante 28,2 % no lo hace. 

• Los sujetos pasivos del impuesto de alumbrado público más frecuentes son: el sector 

residencial, el sector industrial, el sector comercial y el sector oficial. Para estos, la base 

gravable que se utiliza más frecuentemente es el valor del consumo de energía. 

• Se definen otros sujetos pasivos especiales como los autogeneradores y los 

propietarios de grandes infraestructuras con presencia territorial en los municipios. Para 

estos, se tienen bases gravables como la capacidad instalada o las tarifas fijas.  

• En la mayoría de los municipios el comercializador dueño de las redes de distribución 

de energía eléctrica es el encargado de la facturación y el recaudo del impuesto de 

alumbrado público (97,7 % de los casos). Solo en uno se encontró que el recaudador 

no es el comercializador dueño de las redes de distribución de energía eléctrica.  

Esquemas de vigilancia y control  

• El 92 % de los municipios encuestados tienen algún canal de PQR.  

• La supervisión directa de la alcaldía es el mecanismo de vigilancia y control para el 

servicio de alumbrado público. Sólo en el 25,5 % de los municipios que operan 

indirectamente hay supervisión de un interventor. 

• Se encontró que tener un interventor se asocia con mayores niveles de inversión, una 

mayor cobertura y una mayor iluminancia. 

Gestión ambiental 

• Más de la mitad de los municipios encuestados no tienen definido un Plan de Manejo 

Ambiental. La falta de este plan es más frecuente en los municipios en entorno de 

desarrollo temprano e intermedio, mientras que más de la mitad de los municipios 

robustos lo tiene. 

• El 37,8 % de los municipios encuestados realizan un plan de gestión ambiental o de 

manejo de residuos peligrosos del alumbrado. La realización de este tipo de plan implica 

la implementación de medidas para cumplir con las responsabilidades dispuestas por el 

Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible en el Decreto 4741 de 2005.  
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Principales recomendaciones 

• Creación de un Sistema de Información Nacional del Alumbrado Público (SINAP). En 

este sistema se puede recopilar y publicar información sobre la cobertura, calidad, 

proceso productivo y estructura de costos del servicio prestado por los municipios. El 

sistema puede apoyar el proceso de vigilancia y control, la elaboración de regulaciones 

y el control de costos del servicio, suministrando información sobre el funcionamiento 

de la cadena de prestación del servicio y sobre las funciones de cada uno de los agentes 

que participan. 

• Extender la regulación de los municipios que operan con terceros a los municipios que 

operan directamente. Algunas regulaciones, como la regulación CREG 123 de 2011, no 

aplican para los municipios que operan directamente y, por esta razón, pueden 

ignorarlas. La regulación se debe modificar para que aplique a todos los municipios del 

país. 

• Lineamientos y requisitos para la planeación y los estudios previos del servicio de 

alumbrado público. La elaboración de estos lineamientos y requisitos debe servir para 

validar que se fijen objetivos y estimaciones de costos adecuadamente. La planeación 

debe permitir la suficiencia financiera del servicio y puede estandarizarse para facilitar 

su implementación. 

• Establecer exigencias de índices cobertura, calidad y eficiencia energética. Estos 

indicadores establecen el estándar de servicio que se espera recibir y sirven como 

medida de desempeño para evaluar a los operadores del servicio. Además, permitirían 

controlar el uso del recurso de energía eléctrica y los costos asociados con el suministro 

de energía. Las exigencias para cada municipio y el plan de transición para llegar a un 

índice aceptable dependerán de las características de los municipios. Se deben tomar 

medidas contractuales para validar que se cumplan estos índices. 

C. Evaluación de operaciones y resultados de la política de Retornos y 

Reubicación 

Descripción de la estrategia 

El retorno o la reubicación son derechos reconocidos a las personas que han sido 

víctimas del desplazamiento forzado. Se han definido como el proceso a través del cual una 

persona, familia o comunidad decide voluntariamente regresar al lugar de donde fue 

desplazada (retornar) o asentarse en un lugar diferente (reubicarse) en condiciones de 

seguridad y dignidad. 
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En consecuencia, la decisión de retornar o reubicarse debe ser producto de una 

elección libre e informada, donde se debe tener en cuenta que el proceso debe estar 

orientado a evaluar las condiciones que rodean a las personas, a las comunidades, así 

como a las áreas a las cuáles se retorna o se reubica, para lo cual se deben definir procesos 

y criterios de verificación de las condiciones de orden público en lo referente a seguridad y 

protección en la zona. Así mismo, durante el proceso de retorno o reubicación, debe 

garantizarse la realización del principio de dignidad, asegurándose la existencia de unas 

condiciones básicas en el momento de llegada, que deberán permanecer una vez se 

concrete el retorno o reubicación de las personas, familias o comunidades, para lo cual 

debe generarse la articulación que permita acceder a la oferta necesaria para garantizar 

“desde el primer momento los derechos mínimos y universales y otros que son de 

implementación progresiva” (Unidad para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas, 

2014).  

Hechas estas precisiones, es preciso mencionar que los retornos y las reubicaciones 

pueden haber contado o no con el acompañamiento del Estado y su desarrollo puede 

producirse en cualquier momento, con independencia del estado de la ruta de asistencia, 

atención y reparación integral a las víctimas, prevista en la ley 1448 de 2011 y sus decretos 

reglamentarios. Sin embargo, dada su doble connotación derecho autónomo/ medida de 

reparación, y con el fin de asegurar su efectividad y sostenibilidad, el retorno o la 

reubicación deben estar articulados con la política más amplia de atención y reparación 

integral a las víctimas.  

A nivel institucional, los procesos de retorno y reubicación han sido objeto de 

regulación a través de diversas normas, procedimientos, lineamientos y guías, dirigidos a 

orientar las actuaciones necesarias para promover la garantía de los principios de 

seguridad, dignidad y voluntariedad en los procesos que acompañe el Estado colombiano, 

a nivel nacional y territorial. 

Objetivo general de la evaluación 

Realizar una evaluación de operaciones y de resultados de la política de retornos y 

reubicación que permita identificar las fortalezas y debilidades de las acciones de atención 

a las víctimas de desplazamiento forzado; así como la sostenibilidad de los procesos de 

retorno y reubicación. 

Metodología de la evaluación 

Evaluación de operaciones 

Para la evaluación de operaciones se partió de diferentes insumos como de la revisión 

de los principales documentos técnicos y legales que se han desarrollado en el marco de 

la política de víctimas y en particular a lo referente a los procesos de retornos y 
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reubicaciones, también se realizaron entrevistas exploratorias con funcionarios del nivel 

territorial en Medellín y con líderes de la población víctima para explorar y formular los 

factores críticos de éxito o riesgo planteados en el enfoque metodológico y descritos en la 

sección anterior. Se elaboró un mapa de actores de la política y se elaboraron un conjunto 

de flujogramas que describen los diferentes procesos específicos que se llevan a cabo.  

Evaluación de resultados 

Para la evaluación de resultados se partió de diferentes insumos como de la revisión 

de los principales documentos técnicos y legales que se han desarrollado en el marco de 

la política de víctimas y en particular a lo referente a los procesos de retornos y 

reubicaciones, también se discutió con el Comité Técnico de Seguimiento de la consultoría 

la conceptualización de la clasificación de hogares acompañados frente a no acompañados 

y de hogares reubicados. En el primer caso el DNP y la Unidad de Víctimas definieron el 

concepto de acompañamiento a partir de la oferta a la cual acceden los hogares y en el 

segundo caso se convino establecer como reubicados a aquellos hogares víctimas, no 

retornados, que manifiesten la expectativa de permanecer los cinco siguientes años en el 

mismo municipio en donde se encuentran establecidos y se incluyó esa pregunta en la 

encuesta para poder clasificarlos. Asismismo, se llevó a cabo la aplicación de instrumentos 

de recolección de información cuantitativos y cualitativos: encuesta de hogares, estudio de 

caso, etnografía y percepción de funcionarios con entrevistas del nivel nacional y territorial.  

A partir de la sistematización de la información recolectada por medio de los 

instrumentos en mención, se llevó a cabo un análisis descriptivo de los resultados, una 

triangulación con otras evaluaciones y se construyeron indicadores, así como un modelo 

de regresión multinivel. Finalmente, se hizo una triangulación con los resultados de la 

evaluación de operaciones.   

Principales resultados y conclusiones 

Dado que la metodología de análisis parte de la triangulación de la información 

recolectada para la evaluación de operaciones y la evaluación de resultados, de la 

evaluación se obtienen como conclusiones generales los siguientes aspectos por mejorar 

en el proceso de retorno y reubicaciones:  

Implementación de los procesos 

Se encuentra que existe una discrepancia entre las actividades que se encuentran en 

los instrumentos para los procesos de retornos y reubicaciones y lo que realmente aplican 

los actores territoriales, así como falta de planeación para el desarrollo del proceso de 

acompañamiento institucional de las entidades territoriales a los procesos de retornos y 

reubicaciones. De igual manera, las plataformas de sistemas de información resultan 

insuficientes para facilitar el análisis en los niveles individual, familiar y colectivo, de lo que 
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se ha logrado y lo que aún hace falta. Si bien la percepción sobre la cooperación 

internacional y sus aportes técnicos y financieros es positiva, no se percibe a la cooperación 

internacional concatenada así con la actuación del gobierno nacional en la implementación 

de los procesos de retorno. Los esquemas especiales de acompañamiento enfrentan 

dificultades que se observan en la baja asignación de recursos financieros y humanos y la 

oferta disponible no responde adecuadamente a las necesidades de la población retornada 

ni reubicada.  

Principio de seguridad 

A este respecto se encontró que no existe coincidencia en las apreciaciones sobre 

seguridad de la fuerza pública, las entidades locales y las familias, que el proceso ha 

establecido para emitir la apreciación de seguridad de la fuerza pública no es ágil, ni 

oportuno y pierde vigencia rápidamente y que, aunque se encuentran en contextos 

inseguros, de los hogares afirman sentirse seguros o muy seguros (67%) pues consideran 

que la seguridad de su entorno ha mejorado (48,1%). 

Principio de voluntariedad 

La verificación del principio de voluntariedad se ha interpretado por muchas víctimas, 

como una renuncia a la atención humanitaria y eso las predispone, otras perciben la firma 

del acta, como la condición para obtener el incentivo monetario. En este sentido, el acta 

puede ser viable y útil para documentar la decisión, pero no es suficiente ni para verificar ni 

para garantizar el principio de voluntariedad. 

Principio de dignidad 

En la evaluación se encuentra que existen dificultades para el relacionamiento de las 

entidades con los grupos étnicos y en la adecuación cultural de la oferta que reciben. Las 

comunidades étnicas sufren dificultades frecuentes en la integración comunitaria, 

especialmente en las reubicaciones. También se evidencian dificultades en el seguimiento 

de los EEA que impiden identificar claramente los beneficios. Sin embargo, con la 

información disponible se observan algunos problemas asociados con la integración 

comunitaria. Finalmente, la oferta del Estado sigue estando concentrada en oferta de 

inclusión social mientras que las coberturas de los programas de inclusión productiva de 

generación de ingresos y programas de formación de capital humano son muy bajas. 

Inserción de las víctimas en la ruta de atención y reparación 

A este respecto se concluye que los proyectos productivos que se apoyan 

frecuentemente no llegan a consolidarse. Aunque se diseñen los diferentes planes que 

buscan solucionar su estabilización, las poblaciones étnicas y no étnicas no perciben 

avances importantes en el goce efectivo de sus derechos. De igual manera, la integración 
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comunitaria es clave para garantizar la sostenibilidad de los procesos de retornos y 

reubicaciones. Sin embargo, ésta no se produce de forma espontánea ni deliberadamente 

y depende de condicionantes asociados a los contextos. Los tres temas centrales 

requeridos para garantizar la sostenibilidad son: el acceso a tierras; el acceso a vivienda o 

su mejoramiento y la generación de ingresos. Finalmente, los procesos de R&R pueden 

tener efectos positivos en el desarrollo local mediante la movilización de la oferta existente, 

la creación de nueva oferta, así como la presencia de nuevos actores en los territorios, 

como la cooperación internacional. Así mismo, los procesos de R&R pueden tener efectos 

negativos en el desarrollo local no solo por la mayor demanda de atención, sino por el 

aumento de fenómenos desempleo y delincuencia. 

Principales recomendaciones 

• Redefinición conceptual del proceso de acompañamiento a los retornos y las 

reubicaciones: Consiste en la delimitación adecuada del proceso tanto en su 

población objetivo como en el alcance de sus actividades, para diferenciarlo de otros 

componentes y medidas de la ruta de atención y reparación integral. Esto supone 

un cambio estructural dado que centra los esfuerzos del proceso en las actividades 

que se realizan antes, durante y después del traslado hasta la inserción de las 

víctimas retornadas o reubicadas en los procesos de atención del sitio de llegada.  

• Estrategia de involucramiento de las autoridades locales en iniciativas de soluciones 

duraderas: Busca crear voluntad política en los gobernantes locales a través de la 

generación de incentivos efectivos para la priorización de la política de atención y 

reparación a víctimas dentro de las políticas del municipio, dando una especial 

atención al acompañamiento de retornos y reubicaciones. La estrategia es 

establecer reglas de juego claras para que fluyan recursos hacia los municipios que 

muestren un esfuerzo relativo alto por incluir inversiones y acciones dirigidas a esta 

población dentro de su planificación municipal. La propuesta es impulsar acciones 

integrales en las comunidades vulnerables con intervenciones diferenciales para los 

hogares retornados o reubicados, mediante el enfoque de soluciones duraderas 

promovido por las Naciones Unidas.  

• Estrategia de reingeniería de los flujos de conocimiento dentro de la política de 

atención y reparación: Busca aprovechar los esfuerzos adelantados en el desarrollo 

de múltiples sistemas de información, mediante procesos de articulación de 

información que permita: 1) identificar las necesidades de conocimiento por parte 

de los diferentes actores involucrados en los procesos, incluyendo a los hogares, a 

los líderes y a los funcionarios de los diferentes niveles y ámbitos; 2) realizar 

desarrollos de software que faciliten el flujo de información entre actores para 

soportar la toma de decisiones en todos los niveles; y 3) establecer estrategias de 
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construcción de conocimiento con las víctimas y funcionarios territoriales a través 

de los canales apropiados para cada caso. 

D. Evaluación Institucional y de Resultados con enfoque participativo 

de la Política Pública para la Prevención de Riesgos, la Protección y 

Garantía de los Derechos de las Mujeres Víctimas del Conflicto 

Armado (CONPES 3784 de 2013)  

Descripción de la estrategia 

El CONPES 3784 de 2013 formuló una política pública para la prevención de riesgos, 

protección y garantía de los derechos de las mujeres víctimas del conflicto armado con el 

fin de: 1) Generar y fortalecer las estrategias de prevención de riesgos, la protección de 

derechos y garantías de no repetición, el acceso a la justicia por delitos de violencia sexual, 

2) Promover el ejercicio de derechos de las mujeres víctimas fortaleciendo las 

organizaciones de mujeres víctimas y los mecanismos de participación, 3) Fortalecer la 

articulación institucional y la oferta dirigida a las mujeres víctimas del conflicto armado. 

Objetivo general de la evaluación 

Realizar una evaluación institucional y de resultados con enfoque participativo de la 

Política Pública para la Prevención de Riesgos, la Protección y Garantía de los Derechos 

de las Mujeres Víctimas del Conflicto Armado, de acuerdo con lo previsto en el CONPES 

3784 de 2013 

Metodología de la evaluación 

Evaluación institucional  

Se implementaron tres metodologías: 1) Mapeo de Actores Claves -MAC, 2) Scorecard 

y 3) la metodología para la referenciación de buenas prácticas en el proceso de 

implementación de los actores responsables de la política. En cuanto al levantamiento de 

información se realizaron 76 entrevistas con funcionarios, lideresas y representantes de 

organizaciones; 6 talleres regionales con 168 mujeres lideresas y 20 casos territoriales 

exitosos. 

Evaluación de resultados 

Se diseñó una encuesta dirigida a mujeres víctimas mayores de 18 años. El tamaño 

de la muestra fue de 656 mujeres distribuida en 22 municipios. Adicionalmente se realizaron 

37 entrevistas con mujeres lideresas y 6 grupos focales. Se hizo una aplicación de modelos 

explicativos probabilístico y modelo multinivel.  
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Principales resultados y conclusiones  

Principales resultados de la evaluación institucional  

Cuadro 11. Principales resultados 

 Logros Debilidades 

Pertinencia El diagnóstico responde a 

necesidades de mujeres víctimas, 

acorde al Auto 092 de 2008 y con 

participación de mujeres víctimas.  Su 

Plan de Acción está acorde a las 

competencias de las entidades 

Grandes objetivos específicos y un Plan de 

Acción de corto plazo sectorial y disperso. 

El seguimiento y monitoreo tuvo dificultades. Las 

entidades reportaban según sus criterios y 

compromisos, sin homogeneidad.  

Capacidad La mayoría de las entidades 

conformaron equipos de trabajo de 

enfoque de género, con diferentes 

niveles de incidencia. Se 

desarrollaron procedimientos y 

procesos para cumplir compromisos y 

se fortaleció el recurso humano que 

atiende a mujeres víctimas. 

No se contó con recursos financieros, físicos y 

técnicos específicos para la implementación de 

las acciones.  

Los esfuerzos no sistemáticos, en capacitación 

de funcionarios, se diluyen ente la alta rotación. 

 

Aplicación de 

Enfoques 

Frente al enfoque de género: 

Inclusión en la agenda, esfuerzos por 

desagregar cifras, desarrollo de 

guías, protocolos, procedimientos.  

Adaptaciones de 

procedimientos y oferta, 

especialmente en UARIV, URT y 

UNP.  

Debilidades en las entidades en la comprensión 

del concepto de enfoque de género, y 

especialmente en las formas para adecuar la 

oferta a las necesidades diferenciales de las 

mujeres víctimas. Débil aproximación a otros 

enfoques diferenciales. 

 

Articulación Mesa de seguimiento CPEM-UARIV-

DNP con seguimiento de acciones. 

Falta de direccionamiento conceptual y práctico 

en la aplicación del enfoque de género y débil 

liderazgo en la integralidad del Plan de Acción. 

Sostenibilidad Muchas acciones se siguen 

ejecutando, sobre la base que son 

parte de sus propios programas. 

Persiste la dispersión, sin articulación ni 

direccionamiento incorporado ya a sus procesos 

y procedimientos, o en su institucionalidad. 

 

Principales resultados de la evaluación de resultados 

• Los mayores avances se reconocen en el fortalecimiento de organizaciones de 

mujeres víctimas, formación en derechos y participación.  

• Los mayores retos en prevención y protección de riesgos y acceso a la oferta 

programática y medidas de atención y reparación. Hay debilidades en la calidad de 



 

306 

la atención de los funcionarios, desconocimiento de los derechos de las mujeres 

víctimas. La principal barrera es la falta de información clara y oportuna, y 

divulgación de las rutas de atención. 

• Se destaca el fortalecimiento de organizaciones de mujeres víctimas. Sin embargo, 

tienen dificultades logísticas para réplica en el territorio, en lograr una participación 

generalizada constructiva.  

• Se resalta la creación y operación del CERREM como buena medida en materia de 

prevención de riesgos y protección. Como debilidad se debe señalar que no se ha 

implementado el Programa de Garantías de Defensoras, han ido en aumento las 

amenazas y hay una baja adecuación en las medidas de protección.  

• El Conpes ha visibilizado la problemática de los delitos de violencia sexual. Sin 

embargo, es un delito del que aun se tiene un gran subregistro y las principales 

razones de no denunciar son miedo y desconocimiento. 

• Hay baja solicitud de restitución de tierras principalmente por desconocimiento. 

• Existe baja cobertura de oferta programática y medidas de atención y reparación. 

La mayoría de la oferta se centra en inclusión social (subsidios condicionados). 

Principales recomendaciones 

• Fortalecer a la Consejería Presidencial de Equidad para la Mujer (CPEM) para que 

Gerencie el enfoque de género que de integralidad y coherencia a la política, y lidere 

el desarrollo de la conceptualización del enfoque de género y de las formas para 

implementarlo en la adecuación de la oferta, bajo principios de acción sin daño. 

• Prevención y protección de riesgos, violencia sexual y otras formas de violencia que 

debe basarse en las herramientas jurídicas e institucionales existentes fortaleciendo 

la articulación intersectorial. 

• Implementación del Programa de Garantías para las Mujeres Lideresas y 

Defensoras de Derechos Humanos y su Comisión Intersectorial. 

• Fortalecimiento de la participación propositiva, trabajo en redes y formación en 

derechos y deberes: El fortalecimiento de las redes inter-pares entre las 

organizaciones de mujeres víctimas y las organizaciones de víctimas. El enfoque 

que brinda las Comunidades de Prácticas (CdP) al fortalecimiento de redes entre 

organizaciones de mujeres, basado en el uso de medios virtuales.  

• Fortalecimiento de capacidades: Recuperación psicosocial, educación y 

fortalecimiento de capacidades para la generación de ingresos: Fortalecer el capital 

humano de las mujeres víctimas a través de: 1. Recuperación emocional, 

fortalecimiento del PAPSIVI y esquemas comunitarios de atención psicosocial. 2. 

Adecuaciones para disminuir barreras de acceso a los programas de educación 

básica para adultos, educación superior. 3. Desarrollo de los mecanismos para 

aumentar las coberturas de los programas de formación para la generación de 
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ingresos en empleabilidad y del desarrollo de emprendimientos o fortalecimientos, 

articulado con el acceso a los medios para acceder efectivamente al mercado 

laboral o a activos (crédito, tierra, proyectos productivos, etc.). 

E. Evaluación institucional y de resultados con enfoque participativo de 

la Política de Equidad de Género para las Mujeres, de acuerdo con lo 

previsto en el CONPES 161 de 2013 

Descripción de la estrategia 

El documento CONPES Social 161 de 2013 desarrolla la Política Pública Nacional de 

Equidad de Género para las Mujeres cuyo objetivo es contribuir a garantizar el pleno goce 

de los derechos de las mujeres colombianas la cual está fundamentada en el desarrollo de 

seis ejes estratégicos: 1) construcción de paz y transformación cultural, 2) autonomía 

económica y acceso a activos, 3) participación en los escenarios de poder y de toma de 

decisiones, 4) salud y derechos sexuales y reproductivos, 5) enfoque de género en la 

educación, y 6) una vida libre de violencias.  

Objetivo general de la evaluación 

Realizar una evaluación institucional y de resultados con enfoque participativo de la 

Política de Equidad de Género para las Mujeres, de acuerdo con lo previsto en el CONPES 

161 de 2013 

Metodología de la evaluación 

Evaluación institucional 

La evaluación institucional se enfocó en seis categorías de análisis: 1) pertinencia y 

completitud del CONPES 161, 2) Eficacia y sostenibilidad de la política, sus programas y 

proyectos, 3) coordinación y articulación interinstitucional, 4) transversalización con tres 

subcategorías —capacidad institucional y cultura organizacional, integración del enfoque 

de género en los procesos de planeación y presupuestación y acciones afirmativas—, 5) 

participación, y 6) territorialización.  

El desarrollo de la evaluación institucional recurrió al levantamiento de información 

primaria y la recopilación de información secundaria. La información primaria incluyó la 

aplicación de 59 entrevistas semiestructuradas: 35 a entidades del orden nacional con 

competencia en la implementación del CONPES, 16 a funcionarios y funcionarias de 12 

entidades territoriales, 3 a expertas y expertos de la política de género y 5 a organismos de 

cooperación internacional.   
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Evaluación de resultados 

La evaluación de resultados recurrió a entrevistas semiestructuradas, sesiones de 

grupo, estudios etnográficos y la aplicación de encuestas sobre los programas priorizados 

tal y como se presenta a continuación: 

Tabla 6. Evaluación de resultados 

Programa Entrevistas Sesiones de 

grupo 

Estudios 

Etnográficos 

Encuestas 

Equipares 19 11  629 

Más Mujeres, Más Democracia 26    

Estrategia de salud sexual y reproductiva y 

una vida libre de violencias 
3 7   

Convivencia Escolar 21 10 5 1.967 

CAIVAS, CAPIV y Línea 155 32    

TOTAL 101 28 5 2.596 

 

Principales resultados evaluación institucional  

• El desempeño institucional frente a la Política presenta avances muy desiguales 

entre las entidades de orden nacional con obligaciones en el CONPES 161. Como 

fortaleza se destacan las altas capacidades técnicas del personal de las entidades 

y como debilidades la insuficiencia de los recursos y de personal, la alta rotación sin 

procesos adecuados de empalme y la desarticulación interinstitucional e 

intrainstitucional.  

• La arquitectura institucional para la coordinación y articulación de la política es 

insuficiente frente a los retos y problemáticas de las mujeres.   

• En cuanto a la Consejería Presidencial para la Equidad de la Mujer se pudo 

constatar su importancia en gran parte de los logros alcanzados y así mismo, la 

insuficiencia en términos de su rango (nivel jerárquico), capacidades financieras y 

humanas para poder impulsar, asesorar y acompañar a las entidades del orden 

nacional como territorial en la incorporación del enfoque de género y la 

implementación de la política.  

• La participación de la ciudadanía y de las organizaciones de las mujeres en la 

implementación de la política ha avanzado a un ritmo lento, destacándose la 

carencia de espacios de seguimiento, veeduría y monitoreo de la política que 

garanticen la participación de las mujeres y sus organizaciones.  
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Principales resultados de la evaluación de resultados  

Se evaluaron algunos programas y estrategias de la Política en los cuales se 

identificaron grandes beneficios para las mujeres y para la equidad de género. Con el 

programa EQUIPARES se generaron cambios organizacionales al interior de las empresas, 

que permitieron mayor conciliación de la vida laboral y personal, mayor desarrollo 

profesional, mayor uso de lenguaje incluyente y mejores oportunidades para las mujeres en 

cuanto a reclutamiento y selección.  

Las capacitaciones ofrecidas a las mujeres candidatas a líderes locales en el marco 

del programa Más Mujeres Más Democracia se identificaron como una oportunidad 

importante para las mujeres en época pre y post electoral.  

Por su parte, la Estrategia de Salud Sexual y Reproductiva y una vida libre violencias, 

liderada por el Ministerio de Salud dio lugar a aprendizajes y cambios personales, familiares 

y a nivel comunitario, asociados con salud y derechos sexuales, los derechos reproductivos 

y la prevención de violencias.  

Entretanto, el programa de Convivencia Escolar presenta alto nivel de cumplimiento 

respecto de las acciones y obligaciones de los establecimientos educativos, lo cual 

contrasta con la poca apropiación de los procedimientos por parte del cuerpo docente. Se 

evidenció alta presencia de afectaciones en contra de niñas y adolescentes y solo el 68,7% 

de los establecimientos educativos donde se presentaron aplicó protocolos. Así mismo, el 

ambiente escolar está permeado por prácticas sexistas naturalizadas entre la comunidad 

educativa.  

Por último, se encontró que si bien los CAIVAS y CAPIV son un gran avance en materia 

de atención a mujeres víctimas de diferentes formas de violencia, su funcionamiento no 

ofrece un servicio integral y este depende de la voluntad de las instituciones del orden 

nacional y territorial. No todos los CAIVAS cuentan con la presencia de las instituciones 

requeridas. A su vez, existen barreras que afectan la calidad, pertinencia y oportunidad de 

la atención, como horarios insuficientes, trámites excesivos, insuficiencia de jueves y 

personal para la labor investigativa, falta de sensibilidad de los funcionarios/as frente a la 

situación de violencia de las mujeres. 

Principales recomendaciones 

Componente Institucional 

• Transformar la Consejería Presidencial para la Equidad de la Mujer en una instancia 

con mayor rango dentro de la arquitectura del Estado, con mayor autonomía 

administrativa, financiera y presupuestal y con un equipo de trabajo más amplio. 
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• Fortalecer los programas de sensibilización y capacitación dirigidas a los 

funcionarios/as de las entidades involucradas en la Política y fortalecer los procesos 

de transversalización del enfoque de género al interior de las entidades de orden 

nacional. 

• Crear Comités Operativos para la territorialización de la política. 

• Crear un mecanismo mixto de seguimiento a la Política con participación de 

organismos de control y organizaciones de mujeres.  

Componente de Resultados 

Equipares 

• El programa debe adaptar sus herramientas para llegar a pequeñas empresas y al 

sector público, hacer mayor énfasis en la implementación de medidas de acción 

afirmativa las cuales se caracterizan por su poder en la reducción de brechas y 

propiciar la participación de los y las trabajadores/as  en la planeación de los 

cambios organizacionales. 

Programa Más Mujeres Más Democracia 

• Incluir acompañamiento en las etapas preelectoral y postelectoral y avanzar hacia 

“escuelas de formación política para mujeres”. 

Estrategia de Salud Sexual y Reproductiva y una vida libre de violencias 

• Fortalecer la participación de las Secretarías de Salud para potenciar y garantizar la 

sostenibilidad de la Estrategia, ampliar el alcance de la estrategia, incluir el 

seguimiento y acompañamiento a las personas formadas, ampliar la cobertura y 

vincular el tema de las masculinidades como parte integral de los contenidos. 

Convivencia Escolar 

• Incluir como indicador de evaluación, dentro del Índice Sintético de Calidad, la 

ejecución de los Planes de mejoramiento institucional en el marco de la convivencia 

escolar con enfoque de género, de forma que se constituya en una iniciativa 

reglamentada e instituida en todos los Establecimientos Educativos. 

• Desarrollar una campaña de sensibilización acerca de la importancia de promover 

formas de interacción proclives a la convivencia escolar, en particular a la 

erradicación de lenguaje sexista y discriminatorio y crear un sistema de incentivos 

para los y las docentes y directivos/as docentes que reconozca el trabajo 

pedagógico en relación con la convivencia desde una perspectiva de género.  
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Modelos CAPIV y CAIVAS 

• Fortalecer el servicio de los CAPIV en aspectos de cobertura, horarios, entidades 

presentes y articulación. Esto es, implementarse de manera progresiva en todas las 

ciudades del país, pasar a atención 24 horas/7 días; vincular entidades que tienen 

responsabilidades en relación con el acceso a la justicia y prevención de violencias 

como la Defensoría del Pueblo y el grupo de Valoración del Riesgo de violencia 

mortal contra la mujer del Instituto Nacional de Medicina Legal. 

• Desarrollar procesos de formación continua dirigidos a funcionarios y funcionarias 

en temas de género y derechos de las mujeres.  

• Formular por parte de la Consejería Presidencial para la Equidad de la Mujer 

lineamientos para la implementación del enfoque diferencial e interseccional en la 

atención a las violencias contra las mujeres.  

Línea 155 

• Incluir dentro de los servicios de la Línea asesoría psicológica y jurídica a las 

mujeres víctimas de violencias.  

• Fortalecer las acciones de difusión de los servicios que presta la Línea 155  

• Establecer un procedimiento interno para atender los casos reportados de violencia 

de pareja cuando el perpetrador es un integrante de la Fuerza Pública. 

F. Evaluación de resultados de la Política de Prevención y Control de la 

Contaminación del Aire, con el objetivo de determinar la efectividad 

de las medidas de prevención y control implementadas, y plantear 

recomendaciones que permitan mejorar la gestión de la calidad del 

aire en el país. 

Descripción de la intervención evaluada 

En el 2010, buscando hacerle frente al creciente deterioro de la calidad del aire, el 

Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial emitió la Política de Prevención y 

Control de la Contaminación del Aire –PPCCA-, que tenía como objetivo general, “impulsar 

la gestión de la calidad del aire en el corto, mediano y largo plazo, con el fin de alcanzar los 

niveles de calidad del aire adecuados para proteger la salud y el bienestar humano, en el 

marco del desarrollo sostenible” 

Objetivo general de la evaluación 

Realizar una evaluación de resultados de la Política de Prevención y Control de la 

Contaminación del Aire, con el objetivo de determinar la efectividad de las medidas de 
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prevención y control implementadas, y plantear recomendaciones que permitan mejorar la 

gestión de la calidad del aire en el país.  

Metodología de la evaluación 

Teniendo en cuenta que la Política aborda diferentes temáticas, esta evaluación se 

concentró en analizar la efectividad de las medidas de prevención y control sobre los 

principales contaminantes que afectan la salud humana, denominados contaminantes 

criterio. De acuerdo con la Resolución 610 de 2010 del Ministerio de Ambiente, Vivienda y 

Desarrollo Territorial los contaminantes criterio para Colombia son el material particulado 

medido como partículas suspendidas totales (PST), material particulado menor a 10 micras 

(PM10) y material particulado menor a 2,5 micras (PM2,5); el dióxido de azufre (SO2), el 

dióxido de nitrógeno (NO2), el ozono (O3) y el monóxido de carbono (CO). Las medidas de 

prevención y control de la contaminación comprenden tanto las incluidas expresamente en 

el documento de política como las contenidas en la normatividad asociada al control de la 

contaminación del aire vigente.  En total se identificaron 31 medidas que pueden ser 

agrupadas en las siete categorías: regulación, control y vigilancia, incentivos, ordenamiento, 

acuerdos voluntarios, asistencia técnica e información.   

El periodo de evaluación de la Política corresponde al comprendido entre los años 2010 

y 2015, posterior a la implementación de diversas medidas establecidas en la política y con 

un rango suficiente para poder apreciar algunos resultados en términos tanto de reducción 

en emisiones como en mejoramiento en niveles de calidad del aire. La evaluación analizó 

el impacto de las medidas en seis áreas geográficas correspondientes a las jurisdicciones 

de la Secretaría Distrital de Ambiente (SDA), la Corporación Autónoma Regional de 

Cundinamarca (CAR), la Corporación Autónoma Regional de Nariño (Corponariño), la 

Corporación Autónoma Regional de la Guajira (Corpoguajira), el Departamento 

Administrativo de Gestión del Medio Ambiente (DAGMA) y el Área Metropolitana del Valle 

de Aburrá.    

La evaluación se soporta tanto en análisis cuantitativos orientados a la construcción de 

indicadores, estadísticas descriptivas, regresiones, análisis de correlaciones y modelos 

prospectivos; así como en análisis cualitativos orientados a captar información relacionada 

con los procesos de implementación de la política, los procesos de articulación entre 

actores institucionales y las dificultades, retos y propuestas para el mejoramiento del 

funcionamiento de las acciones orientadas a dar cumplimiento a la política. Para ello, la 

evaluación utilizó tres tipos de técnicas de levantamiento de información: análisis 

documental, entrevistas semi-estructuradas a profundidad, y formularios. Para el análisis 

cuantitativo, se tomaron como fuentes de información los inventarios de emisiones, los 

Reportes de Fuentes Fijas en RUA, las estaciones de calidad del aire (SISAIRE) y las 

encuestas origen destino. Por su parte, para el análisis cualitativo se llevaron a cabo 50 
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entrevistas con autoridades ambientales, secretarías de planeación, secretarias de 

movilidad, secretarías de salud, gremios y expertos académicos.  

Principales resultados y conclusiones  

Grado de implementación de las medidas de control y prevención y resultados inmediatos  

Las medidas relacionadas con el control y seguimiento a las emisiones de fuentes fijas 

y móviles han tenido un alto grado de implementación por parte de las autoridades 

responsables en las seis áreas de estudio. Las medidas dirigidas al control de emisiones 

de fuentes fijas (p.ej. seguimiento a permisos, reporte de emisiones en registros, entre 

otras) han sido implementadas principalmente por las autoridades ambientales regionales, 

mientras que la mayoría de las medidas relacionadas con fuentes móviles (p.ej. operativos 

en vías, pico y placa, revisión técnico mecánica, entre otras) han sido implementadas por 

las autoridades municipales de tránsito y transporte dentro de planes y programas de 

movilidad sin necesariamente tener un objetivo exclusivamente ambiental.  

De acuerdo con los indicadores evaluados, durante el periodo de estudio la política ha 

alcanzado niveles altos de resultados inmediatos en temáticas como el cumplimiento de 

estándares de emisión por fuentes móviles y fuentes fijas sujetas a control, la 

implementación de sistemas de control de contaminantes en fuentes fijas, el mejoramiento 

de la calidad de los combustibles y el estímulo del transporte público masivo. En contraste, 

se han alcanzado bajos resultados en cuanto al aumento de vehículos con combustibles 

limpios, la renovación del parque automotor y el estímulo al uso de medios de transporte 

limpios como la bicicleta. 

Niveles y comportamiento (tendencia) de la calidad del aire en las áreas de estudio  

Los análisis estadísticos de tendencia de los registros de las estaciones de medición 

de la calidad del aire, muestran en el AMVA una tendencia clara de aumento en las 

concentraciones de PM2,5 y NO2, mientras resultados mixtos en PM10 donde hay 

estaciones con tendencias significativas al aumento y otras con tendencias significativas a 

la disminución durante el periodo de análisis. Para las estaciones de la CAR se encontró 

que los contaminantes NO2 y PST presentan tendencias a la disminución de las 

concentraciones, mientras que los resultados son mixtos para PM10, con 4 estaciones que 

presentan tendencias negativas y dos tendencias positivas (aumento de la concentración). 

En Corpoguajira y el DAGMA se evidencia un deterioro en la concentración de material 

particulado (PM10) y una mejora en Corponariño. Con respecto a Bogotá, el análisis 

estadístico de las concentraciones de material particulado (PM10 y PM2,5) presentan 

tendencias negativas, es decir, tendencias de mejora de la calidad del aire.  En cuanto a 

NO2 los resultados son mixtos con estaciones que presentan tendencias negativas y 

estaciones con tendencias positivas.   
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Estas tendencias son explicadas por el comportamiento del parque automotor, los 

cambios en el transporte público masivo y la importancia de la actividad industrial dentro 

del área. Es así como en el AMVA a pesar de disminuir sus emisiones con relación al 

transporte en automóviles y el transporte público de pasajeros, se aumenta las emisiones 

netas debido al aumento del parque de motos, la mayor actividad de transporte de carga y 

la recuperación de la industria manufacturera (textiles, químicos y cerámicos). 

En Bogotá, las emisiones del transporte público de pasajeros se disminuyen por la 

reducción de la flota de buses y busetas con la implementación del Sistema Integrado de 

Transporte Público- SITP, pero aumenta debido al incremento de viajes en motos. En Cali, 

este último efecto contrarresta la ganancia del mejoramiento del transporte.  

La comparación de los niveles de contaminantes criterio en las áreas de estudio con 

los límites permisibles máximos diarios y anuales establecidos en la normatividad vigente 

permite concluir que existe incumplimientos significativos solamente para el material 

particulado tanto PM10 como PM2,5. La evaluación comprobó que en AMVA, CAR, SDA y 

Corpoguajira solamente las concentraciones más altas (menos del 25% de los datos) 

exceden el nivel máximo permisible para 24 horas de PM10 establecido en la Resolución 

610 de 2010. En Corponariño y DAGMA ninguno de los datos supera el nivel máximo 

permisible.  

Resultado de la implementación de las medidas en reducción de emisiones y mejoramiento 

de calidad del aire  

El principal resultado que ha tenido un efecto significativo en la reducción de las 

emisiones de contaminantes criterio corresponde al mejoramiento de la calidad de los 

combustibles, y en particular la reducción del contenido de azufre en el diésel y la gasolina. 

En menor medida, los resultados en el cumplimiento de estándares para fuentes fijas han 

resultado en disminuciones significativas de los niveles de emisión en áreas con alta 

actividad industrial como el AMVA y los corredores industriales de la CAR. Sin embargo, la 

efectividad del cumplimiento de los estándares para fuentes fijas no es exigido por las 

autoridades ambientales en las zonas donde se concentran fuentes no sujetas a permiso, 

como en los casos de los municipios de Cogua y Nemocón, donde existen pequeñas 

fuentes con alta contaminación. 

Por otra parte, la principal medida  orientada a las fuentes móviles que ha tenido un 

impacto significativo en reducción de emisiones corresponde a la implementación de 

sistemas de transporte masivo y sistemas de transporte integrado, siempre y cuando 

conlleven una reducción del transporte público colectivo tradicional (buses, busetas y 

microbuses). En cambio, el estímulo al transporte limpio (p.ej. bicicletas) no ha tenido 

resultados significativos en reducción de emisiones debido tanto a su bajo nivel de 

implementación, como por el aumento en viajes en vehículos particulares tradicionales 
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(automóviles y motos). En general, se estima que el aumento en viajes en vehículos 

particulares y en moto ha generado mayores emisiones en todas las áreas urbanas, 

incrementando los niveles de emisión de material particulado de las fuentes móviles entre 

el 6% y el 20%.  En cuanto a las medidas relacionadas con vehículos con tecnologías 

limpias (eléctricos, híbridos y a gas natural), no han generado efectos significativos en 

emisiones principalmente porque la cantidad de estos vehículos que entraron durante el 

periodo de análisis no es significativa respecto a la flota existente. 

Principales recomendaciones 

En general se resaltan los siguientes tres aspectos críticos para mejorar la efectividad 

de las medidas de prevención y control de la contaminación y abordados por las 

recomendaciones realizadas por la evaluación: 1. La efectividad para alcanzar metas de 

calidad del aire depende del involucramiento de los principales sectores generadores de las 

emisiones en espacios de decisión tanto del nivel nacional como regional; 2. las medidas 

de reducción de la contaminación del aire generan costos y beneficios a la sociedad, que 

deben ser cuantificados para informar a los tomadores de decisiones; y 3. el impacto de 

medidas de prevención y control de las emisiones de las fuentes móviles depende del grado 

en que afecten los vehículos actualmente en circulación. Las medidas que se orientan solo 

a incidir en los “nuevos” vehículos tendrán impactos limitados y en el largo plazo, mientras 

que las medidas que involucran cambios en el parque existente pueden lograr impactos 

significativos en el corto plazo. 

A continuación se enuncian las  recomendaciones identificadas como resultado de la 

evaluación realizada para mejorar la Política de Prevención y Control de la Contaminación 

del Aire: 

• Fortalecimiento de la coordinación interinstitucional para mejorar la efectividad de la 

política. 

• Incluir en la PPCCA lineamientos para diferenciar la implementación de las medidas 

de prevención y control según características geográficas y nivel de incumplimiento 

de la norma nacional. 

• Priorizar medidas de política en contaminantes críticos y establecer normas de 

calidad del aire resultado de análisis costo-beneficio. 

• Socialización masiva regional y nacional de estado de calidad del aire, costos de 

salud, metas de programas de reducción y avances de los gobiernos en 

mejoramiento de calidad del aire. 

• Ampliar y modificar la regulación de fuentes fijas basada en permiso de emisiones. 

• Reglamentar instrumentos económicos para alcanzar metas de reducción de 

emisiones en áreas donde se incumple la norma diaria y donde las fuentes fijas 

contribuyan significativamente a la problemática. 
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• Incentivos tributarios para fuentes fijas alineados (simplificados) con programas de 

reconversión tecnológica. 

• Racionalizar obligaciones de monitoreo de calidad del aire y emisiones a fuentes 

fijas. 

• Etiquetado de vehículos (particulares, pasajeros y carga) para permitir alinear 

restricciones de movilidad con nivel de emisión vehicular. 

• Impuestos de vehículos basados en edad y tecnología, para incentivar renovación 

flota. 

• Inclusión de análisis costo-beneficio ambiental en decisiones de renovación y 

adopción tecnologías vehiculares de transporte público masivo y transporte público 

integrado en áreas urbanas. 

• Establecer mejoras en calidad de combustible en concordancia con calendarios y 

metas de renovación del parque automotor. 

G. Evaluación económica de los Proyectos Emblemáticos financiados 

por el Sistema General de Regalías 

Descripción de la intervención evaluada 

La Evaluación Económica de los Proyectos Emblemáticos financiados por el Sistema 

General de Regalías, busca determinar el impacto generado sobre el bienestar de la 

sociedad y de la población en sus áreas de influencia. Los proyectos emblemáticos objeto 

de la evaluación fueron financiados por el SGR, que a través de la Ley 1530 de mayo de 

2012, regula la organización y el funcionamiento del SGR. 

Los proyectos seleccionados para este estudio fueron clasificados en dos conjuntos: 

Cuadro 12. Proyectos seleccionados 

Conjunto 1: Recreación, esparcimiento y 

deporte 

Conjunto 2: Orientados a la promoción del 

turismo 

• Plaza principal de Uribia – ubicada en el 

municipio de Uribia (La Guajira), su nombre es 

plaza Colombia y se abrevia como plaza de 

Uribia. 

• Canchas sintéticas de Algeciras – ubicadas 

en el municipio de Algeciras (Huila), se abrevia 

como canchas de Algeciras. 

• Parque recreativo de Riosucio – ubicado en el 

municipio de Riosucio (Chocó), se abrevia como 

parque de Riosucio. 

• Ecoparque Cerro El Santísimo – ubicado en el 

municipio de Floridablanca (Santander), en 

algunas partes del documento se abrevia como 

El Santísimo o el Ecoparque  

• Parque de La Llaneridad – ubicado en el 

municipio de Cabuyaro (Meta), se abrevia como 

La Llaneridad. 
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Objetivo general de la evaluación 

Determinar el impacto en el bienestar de la sociedad y, en particular, de la población 

en sus áreas de influencia, como resultado de su ejecución. 

Metodología de la evaluación 

El alcance de este estudio comprende tres grandes componentes: en desarrollo del 

primero se buscó establecer el escenario sin proyecto, estimar los costos económicos y 

estimar los beneficios económicos ; en el segundo componente se realizó el análisis costo 

beneficio de cada proyecto y se determinó si ha sido conveniente o no su ejecución; en el 

tercer componente se establecen los aspectos a tener en cuenta para la formulación y 

aprobación de este tipo de proyectos, tanto para las entidades territoriales como para el 

Sistema General de Regalías y realizar recomendaciones de política tendientes a la 

implementación de la mejoras identificadas. 

Se utilizaron técnicas cuantitativas y cualitativas. Para cuantificar los beneficios la 

técnica que se consideró más adecuada fue la de valoración contingente, donde se estima 

la disposición a pagar, DAP, para mantener operando el proyecto, de los hogares 

localizados en el área de influencia de este. 

El área de influencia de los proyectos emblemáticos se definió así: 

• Ecoparque Cerro El Santísimo: área metropolitana de Bucaramanga, AMB, que 

comprende los municipios de Bucaramanga, Girón, Floridablanca y Piedecuesta. 

• Plaza principal de Uribia: municipio de Uribia. 

• Canchas sintéticas de Algeciras: municipio de Algeciras. 

• Parque recreativo de Riosucio: municipio de Riosucio. 

• Parque La Llaneridad: Municipios de Cabuyaro, Puerto López, Paratebueno y 

Barranca de Upía. 

Se aplicaron encuestas a hogares residentes del área de influencia de los cinco 

proyectos emblemáticos y, en el caso del Ecoparque, se realizaron encuestas a los 

visitantes. En cuanto a la recolección de información cualitativa se realizaron talleres 

cualitativos con grupos de turistas en el Ecoparque y talleres de línea de tiempo con 

miembros de comunidades aledañas a cada uno de los proyectos. Además, se 

entrevistaron funcionarios, líderes comunales y otros personajes conocedores de los 

proyectos. 

La recolección de información se resume a continuación: 

• Encuestas:  

- 2294 a residentes de 11 municipios (icono de hogares – casas). 
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- 396 a visitantes del Ecoparque Cerro El Santísimo. 

• Treinta y tres (33) entrevistas a actores locales (funcionarios públicos, líderes 

comunitarios y operadores del Ecoparque El Santísimo). 

• Cinco (5) talleres de línea de tiempo. 

• Dos (2) grupos de discusión con visitantes del Ecoparque El Santísimo. 

Principales resultados, conclusiones y recomendaciones 

Los cinco proyectos emblemáticos estudiados, se pueden agrupar en dos conjuntos, 

de acuerdo con los objetivos de estos: 

Conjunto 1: los proyectos de la Plaza Colombia (Uribia), las Canchas Sintéticas 

(Algeciras) y el Parque Recreativo (Riosucio) conforman un grupo de proyectos: 1) 

orientados a recreación, esparcimiento y deporte, bien sea que tengan énfasis en alguna(s) 

de estas tres actividades; y 2) cuya población beneficiaria la constituyen los hogares 

residentes en el área de influencia de cada proyecto. 

Conjunto 2: los proyectos del Ecoparque Cerro El Santísimo (Floridablanca) y el 

Parque La Llaneridad (Cabuyaro) son un segundo grupo en que sobresale la orientación a 

la promoción del turismo; esto es, la población beneficiaria directa es en su mayoría flotante, 

y la población residente se beneficia principalmente de forma indirecta, vía el mejoramiento 

de la actividad económica, del espacio público, etc. 

Caracterización de la población beneficiaria 

Conclusión 1: Los proyectos del conjunto 1, están mejor focalizados a población de 

menores ingresos, satisfaciendo así de manera más directa el objetivo del SGR de reducir 

las brechas sociales a través del uso de sus recursos. 

Recomendación 1: El SGR, y en sus procesos de decisión los OCAD, deben procurar 

enfocarse a proyectos que satisfagan necesidades sentidas de la población, como es el 

caso de proyectos orientados a recreación, esparcimiento y deporte, que permiten un mejor 

uso del tiempo libre de las personas, una mayor percepción de beneficio y apropiación de 

los mismos, e irrigar los recursos del Sistema a las comunidades menos favorecidas. 

Uso de los proyectos emblemáticos 

El uso de los proyectos emblemáticos depende del proyecto es así como los del 

conjunto 1, se utilizan para recreación, esparcimiento y deporte, los el conjunto 2 se utilizan 

para turismo principalmente 

Conclusión 2: PE con acceso a comunidades y orientados a necesidades sentidas, 

producen una mayor percepción de beneficio. Se generan otros usos que contribuyen a la 

construcción de tejido social. 



 

319 

Recomendación 2: Llevar a cabo proyectos que permitan acceso con inclusión a las 

comunidades. Además de satisfacer sus objetivos principales, contribuyen a lograr niveles 

importantes de convivencia.  

Proceso de estructuración 

En los proyectos emblemáticos no se investigó a fondo el proceso de estructuración, 

pero del trabajo cualitativo de entrevistas y grupos de discusión dirigida surgieron las 

siguientes conclusiones y recomendaciones 

Conclusiones 3: Los procesos de concertación y participación comunitaria en los 

procesos de estructuración garantizan que los proyectos resuelvan necesidades sentidas 

de la población. 

Recomendación 3: Considerar siempre en el proceso de estructuración y decisión de 

los proyectos financiados con el SGR, gestionado y supervisado por los OCAD, la 

concertación y participación comunitaria – objetivo también del SGR –, para aproximarse 

bien a necesidades más relevantes, y que los proyectos beneficien a dichas poblaciones y 

sean apropiados por estas. 

Algunos impactos específicos 

• En los proyectos emblemáticos del conjunto 1 también se encontraron efectos 

positivos en la utilización del tiempo libre de los jóvenes. 

• Los proyectos del conjunto 1, muestran una mayor apropiación de los espacios por 

las comunidades, que se refleja en que los consideran en mayor grado símbolos de 

sus regiones y representativos de su cultura. 

• En los proyectos del conjunto 1, las comunidades perciben que ha habido un 

incremento del flujo de turistas en mayor grado que lo que lo hacen los del conjunto 

2 (cuyo objetivo es la promoción del turismo). 

Viabilidad Económica 

El resultado de la evaluación económica es substancialmente mejor en los proyectos 

del conjunto 1 que en los del conjunto 2. 

Conclusión 4: El sector privado puede ser importante en proyectos orientados a crecer 

la actividad económica. Sin embargo, debe involucrarse de forma transparente, evitando 

prácticas inadecuadas. 

Recomendación 4: Utilizar mecanismos que permitan apalancar los recursos del SGR 

y distribuir el riesgo de los proyectos con el sector privado; por ejemplo, a través de APP 

(Ley 1508 de 2012). 
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H. Evaluación de Impacto de las cohortes 2012 y 2013 del programa 

Transfórmate Tú Mujer 

Descripción de la intervención  

El programa Transfórmate Tu Mujer (TTM) tuvo como objetivo general la 

“sensibilización, formación, acción, réplica y asesoría de las mujeres en el Departamento 

del Atlántico; para afianzar la autonomía económica de la mujer, la potencialización de sus 

capacidades a través del empoderamiento, el conocimiento de sus derechos, la gerencia 

de sí misma, el emprendimiento, la dinamización de proyectos productivos y la constitución 

de micronegocios asociativos”. 

TTM estuvo dirigido a mujeres mayores de edad del departamento del Atlántico que 

tuvieran un saber hacer en un oficio y operó a través de un proceso inicial de inscripción y 

selección. Posteriormente se llevó a cabo el desarrollo de tres fases operativas de 

formación para finalizar con la entrega de los insumos. 

TTM tuvo tres cohortes 2012, 2013 y 2015. La evaluación se hizo para las cohortes 

2012 y 2013, las cuales fueron financiadas con recursos del Sistema General de Regalías. 

Ilustración 1. Dinámica del programa 

 

 

Objetivo general de la evaluación 

Realizar una evaluación de impacto de las cohortes 2012 y 2013 del programa 

Transfórmate Tú Mujer, cohortes que fueron financiadas con recursos del Sistema General 

de Regalías, con el fin de medir el efecto causal sobre el bienestar económico, el 

empoderamiento político y la salud psicosocial de las beneficiarias, sobre la calidad de vida 
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de sus hogares y sobre la asociatividad y el emprendimiento colectivo entre mujeres de los 

municipios de Atlántico. 

Metodología de la evaluación 

Metodología componente de evaluación de impacto 

Con información socio-económica del SISBEN se construyó el grupo de control a 

través de un emparejamiento. Este procedimiento buscó mujeres socio-económicamente 

iguales a las tratadas. Con la muestra construida se seleccionó una muestra de 1737 

mujeres a quienes se les aplicó una encuesta en campo. Para esta muestra, se utilizó una 

combinación de técnicas de emparejamiento multivariado para identificar un efecto causal 

en las dimensiones: económicas, empoderamiento, capital social, calidad de la vivienda, 

seguridad alimentaria, crédito y ahorro, derechos de la mujer, uso del tiempo, salud y 

derechos sexuales, participación en programas sociales y los efectos en el mercado 

laboral. Adicionalmente del cálculo de los impactos, se calcularon efectos heterogéneos, en 

particular por diferencias de origen étnico y urbano/rurales. Finalmente se identificaron los 

canales de transmisión para identificar cómo TTM afectaba las variables de 

impacto identificadas  

Metodología Componente de Análisis de la Perspectiva del Programa 

La aproximación a la realidad que se analizó en la evaluación -relacionada con la 

implementación del programa Transfórmate tú mujer- se realizó desde la reflexión 

epistemológica feminista que implica reconocer que las mujeres son sujeto y no solo objeto 

de conocimiento; que las observaciones y experiencias de ellas constituyen en sí mismas 

fuentes legitimas de generación de conocimiento en el marco de los procesos 

investigativos; que la subjetividad, basada en la vivencia y la experiencia personal y 

colectiva, es parte constitutiva de la realidad, por lo tanto, una dimensión que puede ser 

conocida mediante procesos investigativos y metodologías validas de investigación; y, que 

el estudio de las experiencias y percepciones de las mujeres no solo permite conocer una 

parte vital de la realidad sino que les permite a ellas fortalecer siempre aspectos del proceso 

de comprensión de sí mismas. De esta manera, en concordancia con lo anterior, el enfoque 

metodológico general utilizado en este componente es el cualitativo.  

Principales resultados y conclusiones 

Componente de evaluación de impacto 

• El programa TTM efectivamente generó impactos en dos grandes dimensiones 

estrechamente relacionadas: Inclusión Económica y Empoderamiento. La inclusión 

económica entendida como la capacidad de las mujeres para generar ingresos y 

recursos propios. El empoderamiento delimitado conceptualmente como la 
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adquisición de una mayor autonomía, la capacidad de autodeterminación y de gozar 

de medios que permitan la decisión sobre aspectos estratégicos de sus vidas, la 

organización colectiva y la incidencia política.   

• El programa TTM cumplió su objetivo generando un impacto positivo sobre los 

ingresos mensuales de las beneficiarias (+$159.780 COP) y sobre el gasto de los 

hogares a los cuales ellas pertenecen (+$78.756 COP). Lo anterior se ve reflejado 

en el cambio de percepción en las mujeres beneficiarias sobre si se consideran 

pobres o no (-9 puntos porcentuales (p.p.)), y en el impacto que se evidenció sobre 

la mejora en la calidad de las viviendas de las beneficiarias. También en la menor 

probabilidad de tener ingresos por debajo de la línea de pobreza que las mujeres 

del grupo de control, acorde al puntaje promedio que obtuvieron los hogares de las 

beneficiarias en el índice PPI (Progress out of Poverty). 

• En el mercado laboral hubo un impacto en el aumento del número de beneficiarias 

que pertenecen a la población económicamente activa (+16.3 pp) y en la recepción 

de ingresos por la realización de actividades (+19.5 p.p.). Ello aduce a un aumento 

en su capacidad de generar ingresos propios a través de las diferentes vías por las 

cuales el programa apoyó a las beneficiarias. Dado que el enfoque de la fase de 

autonomía económica era incentivar la creación de micronegocios asociativos, el 

impacto en el mercado laboral es en el sector informal de la economía. 

• Las mujeres beneficiarias gozan de una mayor seguridad alimentaria reflejada en 

que tienen una menor incidencia en la preocupación por la ausencia (-5,5 p.p.), 

escasez (-7,4 p.p.) y poca variedad de alimentos (-6,5 p.p.). Paralelamente una 

menor proporción de las beneficiarias reporta que en sus hogares dejaron de 

consumir alimentos en los últimos 30 días por falta de dinero. 

• Las mujeres beneficiarias registran mayor tasa de ahorro que las mujeres del grupo 

control (+11,9 p.p.) y aunque el TTM no impacta la adquisición de créditos, sí se 

registra en el grupo de mujeres tratadas que los créditos que adquieren son 

principalmente para propósitos productivos como capital de trabajo (+9,4 p.p.) y 

compra o alquiler de máquinas (+3,1 p.p.). 

• En cuanto a dimensiones indicativas de empoderamiento, la población en la cual se 

focalizó el programa evidencia que existe un discurso de género afianzado, situación 

que se refleja en las altas proporciones de mujeres tanto en la muestra tratamiento 

como en la de control, que manifiestan conocer sus derechos, la importancia de la 

toma de decisiones compartida con la pareja y su rechazo a toda forma de violencia 

intrafamiliar y contra la mujer (entre el 80% y el 90%). Sin embargo, un impacto 

interesante es que en el grupo tratamiento se registró una tasa de agresión de 14% 

menos, fenómeno que se midió a través de una técnica que permite indagar por 

situaciones sensibles que de otra manera no se lograrían captar con adecuado nivel 

de certeza. 
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• Los resultados obtenidos en participación política (+6,9 pp) y en la comunidad (+3 

pp) reflejan también el empoderamiento logrado por las mujeres intervenidas.  Una 

mayor proporción votó en las elecciones del 2016 (+7,8 pp), así mismo participan 

más en partidos políticos (+4,6 pp) y también se postulan más a cargos de elección 

popular (+7,3 pp); estos resultados son consistentes con la mayor incidencia de 

participación de las mujeres tratamiento en asociaciones de productores, en grupos 

de mujeres, en juntas de acción comunal, en veedurías ciudadanas y grupos de 

trabajo con la comunidad. 

• En general el programa se constituyó en una buena iniciativa para promover 

inclusión económica y social de las mujeres, esto no implica que no existan 

elementos importantes a considerar para su ajuste, y que serán discutidos 

posteriormente en la sección de recomendaciones, con el fin de potenciar aún más 

los impactos del programa. 

Componente de análisis de la perspectiva del programa 

• La flexibilidad en los requisitos de acceso generó igualdad de oportunidades para 

las mujeres del Atlántico, si bien esta misma flexibilidad significó una 

heterogeneidad en el saber hacer que impuso obstáculos a las asociaciones 

creadas durante la segunda fase de TTM. 

• La simbología del Programa apoyada en la Ruta de la Mariposa fue un recurso de 

comunicación valioso, que todavía continua en el imaginario de las mujeres. 

Independientemente del nivel de desarrollo de sus negocios, muchas de ellas 

mencionaron verse a sí mismas como Mariposas gracias a su paso por 

Transfórmate Tú Mujer. 

• El principal cuello de botella para la coordinación y articulación, como ocurre con 

varios programas sociales, se presentó durante el seguimiento de las unidades 

productivas en marcha y el uso del capital semilla. No existió ningún documento 

técnico ni formal que describiera el paso de paso del seguimiento y 

acompañamiento posterior a las mujeres ni de las responsabilidades de los 

diferentes actores frente a este proceso. 

• En relación a las percepciones sobre los cambios que generó el programa a nivel 

individual se produjeron los efectos más significativos. Las mujeres beneficiarias 

dieron cuenta de cambios que van desde su percepción sobre sí mismas, centrados 

en la valoración positiva de sus capacidades y fortalecimiento de su autoestima, el 

conocimiento de sus derechos como mujeres y las herramientas con las que pueden 

exigir su garantía, hasta cambios operativos y materiales concretos como mejora en 

el proceso de costeo de producción en su negocio y la posibilidad de aportar 

económicamente a las finanzas del hogar.  
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• En el nivel familiar los efectos fueron impulsados por los que se produjeron en el 

nivel anterior, que les permitieron a las mujeres identificar ciclos de violencia de los 

que eran víctimas y formas inadecuadas de resolver los conflictos. Así, en el primer 

caso, algunas mujeres decidieron poner fin a relaciones de pareja en las cuales eran 

maltratadas física y psicológicamente, en donde el miedo era la norma. En el 

segundo caso, fomentaron formas de relacionamiento diferentes con sus hijos e 

hijas generando espacios basados en el diálogo.  

• En la implementación del programa, la fase I (Saber Ser) superó las expectativas de 

las mujeres que participaron, se cumplió el objetivo de sensibilización y 

empoderamiento en muchas de ellas y aún de réplica con sus familias y comunidad 

cercana. Este logro se opacó en las fases 2 (Saber Hacer) y 3 (Autonomía 

Económica), ya que la poca claridad en la entrega de información sobre el plan de 

negocios y de directrices en la asociatividad, generaron roces y frustración en 

algunas de las participantes. 

• La conformación y funcionamiento de las asociaciones fue es el aspecto más débil 

y con más limitaciones de TTM. En algunos casos las asociaciones existen de 

manera formal, pero en la práctica no funcionan; en otros, si bien las mujeres 

mantienen la figura de la asociación, en el desarrollo del proceso productivo y de 

comercialización se evidenció que no existe trabajo.  

• Dentro de los aspectos que se consideraron que dificultaron la consecución de un 

resultado exitoso del componente asociativo del programa se encuentran: la 

conformación de las asociaciones con criterios que no tuvieron en cuenta las 

afinidades e intereses productivos de las mujeres; la falta de información clara y 

oportuna sobre los criterios de conformación; la inadecuada entrega de los insumos 

y herramientas de trabajo que facilitó la división de los mismos entre las integrantes 

de la asociación, entre otros.  

• Los emprendimientos de estas mujeres se constituyen como unidades productivas 

domésticas, se encuentran en la etapa inicial del proceso de constitución de una 

microempresa. El paso por TTM constituyó la etapa inicial fundamental para la 

consolidación de un emprendimiento en la que el trabajo femenino cobró 

importancia. Las dificultades que enfrentan son a falta de experiencia en la 

planificación de producción y comercialización aunque no en el oficio. 

• Contar con ingresos propios para las mujeres, es un paso que afirma su autoestima, 

las fortalece como personas independientes, rompe parcialmente con la 

dependencia económica con su pareja, lo que se constituye en un primer nivel de 

negociación de los roles dentro el hogar. Se logran además procesos de 

democratización del trabajo doméstico, que las mujeres logren niveles de decisión 

sobre los recursos y en suma, autonomía económica. 
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Principales recomendaciones 

• Elaborar un diagnóstico de necesidades y expectativas de las mujeres revisando 

tanto las necesidades prácticas como las estratégicas. Las necesidades 

estratégicas de género son aquellas reconocidas por las mujeres en medio de su 

posición subordinada a los hombres en su sociedad y se relacionan con las 

divisiones desiguales del trabajo, del poder y del control por género y pueden incluir 

asuntos como derechos legales, violencia doméstica, la igualdad en el salario y el 

control de las mujeres sobre su propio cuerpo. Por otro lado, las necesidades 

prácticas de género son las necesidades que las mujeres identifican en virtud de 

sus roles socialmente aceptados por la sociedad.  

• Abrir el programa a otras oportunidades económicas que no sean exclusivamente 

el emprendimiento, como el fortalecimiento de la empleabilidad, la formación para 

el trabajo o la formación en medio digitales con el involucramiento de otros actores 

como el sector privado. Los proyectos orientados a la inclusión económica deben 

considerar que no toda la población que manifiesta interés o que es elegible a la 

intervención tiene vocación y/o habilidades para el emprendimiento.  

• Proporcionar capacitación de género para el recurso humano del programa. La 

trasmisión de conocimientos y habilidades a las mujeres beneficiarias debe estar 

mediada por un recurso humano que cuente con habilidades, conocimientos y 

competencias para coordinar un proceso de enseñanza-aprendizaje, que requiere 

la movilización de aspectos personales, creencias sociales y formas de cognición 

social del género.  

• Evaluar las vocaciones productivas de los municipios y en ese mismo sentido 

elaborar estudios de mercadeo para establecer la viabilidad comercial de los 

productos o servicios ofertados. Articular a los actores sociales territoriales 

implicados en los procesos de desarrollo local para construir participativamente una 

caracterización productiva y económica de los municipios. 

• Definir explícitamente y con mayor precisión las características que debe presentar 

la población objetivo del programa. Parametrizar y documentar los criterios 

utilizados para la focalización de la población beneficiarias permite no solamente 

diseñar mejor el programa, sus herramientas de intervención, y los productos que 

entrega a la población beneficiaria, sino además posibilita diseñar evaluaciones 

robustas. 

• Establecer directrices y manuales estandarizados de cómo se debe desarrollar 

operativamente el programa en cada una de sus fases. Se deben establecer los 

criterios temáticos y pedagógicos en las diferentes fases y dejar claridad para que 

no se generen expectativas que no se van a cumplir.  
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• Diseñar módulos dentro del programa adaptados al estado y tipo de negocio o 

proyecto productivo, así como a la capacidad, conocimientos, experiencia y 

necesidades de las mujeres. Como se evidenció, las mujeres beneficiarias del 

programa no son un grupo homogéneo. El tipo de emprendedora, el avance en la 

consolidación de los negocios y el sector pueden tener un gran impacto en las 

provisiones y alcance que se requieren para asegurar la participación de las mujeres 

dentro de la población objetivo de su proyecto. 

• Definir un monto de inversión por beneficiaria para la entrega del capital semilla. Se 

propone asignar un monto por beneficiaria y condicionar la entrega a elaboración de 

un plan de inversión que garantice la correcta inversión de los recursos. 

• Incorporar incentivos para desarrollar el trabajo asociado, al ser una herramienta 

interesante que puede potenciar los impactos y la sostenibilidad de los proyectos 

productivos. Estos incentivos, dependiendo de la disponibilidad de recursos, pueden 

ir desde la asignación de recursos económicos adicionales a la planeación de 

jornadas de capacitación específicas sobre el funcionamiento y ventajas de las 

asociaciones. 

• Establecer un protocolo más claro para la operación de la plataforma de seguimiento 

y sostenibilidad. Es fundamental generar información que permita medir los avances 

y el cumplimiento de las metas de la intervención para cada proyecto de 

emprendimiento, sin lo cual sería imposible llevar a cabo el proceso de seguimiento. 

I. Evaluación económica de los Proyectos de Construcción y Dotación 

de Escenarios Deportivos financiados por el Sistema General de 

Regalías 

Descripción de la estrategia 

El Sistema General de Regalías (SGR), que opera desde 2012, es producto de una 

reforma que creó los diferentes fondos de apoyo regional para la estructuración e 

implementación de proyectos que propendan por el desarrollo de los territorios nacionales, 

de tal manera que se genere una convergencia en la calidad de vida de los colombianos. 

Dentro de los sectores donde se ha enfocado la inversión del SGR a nivel regional, está el 

de deportes, donde se contempla el fomento del deporte por medio de la construcción o 

dotación de dos tipos de escenarios para la práctica de diferentes disciplinas en los 

municipios del país, que no contaban con escenarios deportivos suficientes o en buenas 

condiciones. 
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La Evaluación Económica abarca 177proyectos83, que corresponden al universo de los 

proyectos financiados por el SGR entre el 2012 - 2106, que estaban terminados en el 

momento de la recolección de la información, los cuales están agrupados en dos tipologías: 

• Construcción de parques recreodeportivos y polideportivos (parques) que incluyen 

proyectos de construcción y/o ampliación de obras de infraestructura deportiva de gran 

tamaño; que comprenden canchas multifuncionales, zonas peatonales, plazoleta, zonas 

verdes, parque infantil, entre otros. Estos proyectos pueden, o no, incluir dotación. El 

total de proyectos del universo de la evaluación de la tipología 1 es de 92.   

• Construcción de canchas y placas deportivas (canchas) que responde a proyectos de 

construcción, ampliación y/o adecuación de obras de infraestructura de menor tamaño, 

que comprende placas deportivas o canchas multifuncionales cubiertas y/o graderías, 

entre otros. Estos proyectos pueden, o no, incluir dotación. El total de proyectos del 

universo de la evaluación de la tipología 2 es de 85. 

 

Objetivo general de la evaluación 

Realizar la evaluación económica de los proyectos de construcción y dotación de 

escenarios deportivos financiados por el Sistema General de Regalías, con el fin de 

determinar el impacto generado sobre el bienestar de la sociedad y la rentabilidad social de 

las inversiones realizadas. 

Metodología de la evaluación 

El marco de referencia para la evaluación económica de los escenarios deportivos fue 

la economía del bienestar. Concretamente, esta evaluación se sustentó en el criterio de 

compensación, en el que se considera que una intervención es beneficiosa para la 

sociedad, en conjunto, si los beneficios económicos son mayores a los costos económicos. 

La metodología utilizada combinó técnicas cuantitativas y cualitativas. La evaluación 

económica de los escenarios deportivos contempla cuatro componentes que se describen 

a continuación: 

Componente 1: Caracterización del proceso de estructuración de los proyectos 

Para desarrollar este componente se usaron técnicas cualitativas y específicamente 

técnicas conversacionales a partir de entrevistas semiestructuradas con diferentes actores 

municipales, regionales y nacionales, así como grupos de discusión dirigida (GDD) que se 

realizaron con elementos de cartografía participativa y con un taller de hitos, donde 

                                                

83 En el momento de iniciar la recolección de información para la evaluación económica, se verificó que 177 de 
los 197 escenarios deportivos financiados entre el 2012 y el 2016 estaban terminados y se definió este número 
como el universo de la evaluación.  
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asistieron vecinos de los escenarios deportivos. Con estos ejercicios se buscó identificar 

los aspectos que facilitaron y que dificultaron el proceso de estructuración de la 

construcción o dotación de parques o canchas, reconocer los hitos desde la fase de 

estructuración hasta el momento en que se entrega el escenario deportivo para ser 

utilizado, los recursos humanos, ambientales y tecnológicos empleados, la participación de 

la comunidad y la existencia de diferencias entre las dos tipologías de escenarios 

deportivos. 

Componente 2: Identificación y estimación de costos y beneficios 

Para la identificación de los beneficios económicos se utilizó la técnica de “Valoración 

Contingente”, la cual permite indagar por la valoración integral que las personas dan a un 

proyecto, cuando este tiene diversos tipos de impactos, como es el caso de los escenarios 

deportivos, sobre la calidad del espacio público alrededor del escenario, seguridad, ruido, 

congestión, basuras y actividad económica, así como efectos sobre las relaciones de la 

comunidad. 

La valoración contingente se realizó a partir de la disponibilidad a pagar (DAP) de los 

hogares del área de influencia para mantener el escenario deportivo operando, es decir 

continuar con la situación actual del escenario, como resultado de la intervención 

(construcción, dotación). La DAP se preguntó a los hogares, en las encuestas, luego de 

haber identificado el uso que le dan al escenario deportivo y de haber preguntado por su 

percepción frente a los diferentes tipos de impactos que pudo tener el parque o cancha 

sobre su hogar. 

El valor que hace que la mitad de los encuestados respondan positivamente a la 

pregunta de disponibilidad de pago corresponde al punto de indiferencia de la sociedad. El 

valor de los beneficios económicos de los hogares corresponde entonces al monto de 

dinero del punto de indiferencia (punto en el cual la mitad de los entrevistados responde 

positivamente y la otra mitad negativamente a la pregunta de disponibilidad de pago). 

El cálculo de los costos económicos corresponde a la valoración de los costos a los 

precios de mercado de los insumos, ajustados por las Razones Precio Cuenta (RPC) 

estimadas para Colombia en 1990 por el Banco Interamericano de Desarrollo.  

Componente 3: Evaluación económica 

Luego de la estimación de los beneficios y los costos económicos, se calculó el flujo 

de beneficios y costos económicos considerando una vida útil de los proyectos de 20 años 

y una tasa de descuento del 12%. Con base en este flujo se calcularon los indicadores de 

rentabilidad económica (RBCE y TIRE). Se realizó un análisis de sensibilidad teniendo en 

cuenta variables como tasa de descuento, duración del proyecto, costos de los proyectos y 

número de beneficiarios esperados. Adicionalmente, se llevó a cabo un ejercicio para los 
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proyectos incluidos en la muestra estadística, en el que se plantea un modelo de Mínimos 

Cuadros Ordinarios (MCO), donde las variables a explicar corresponden a los indicadores 

de rentabilidad y las variables explicativas, que deben ser exógenas al proyecto, donde se 

incluyeron principalmente variables municipales y variables de contexto. 

Componente 4: Formulación de conclusiones y recomendaciones 

La UT utilizó un esquema de triangulación de métodos cuantitativos y cualitativos, 

donde se tomaron los resultados de la evaluación económica de los proyectos junto con los 

resultados de los ejercicios cualitativos. Esta triangulación permitió sacar conclusiones y 

recomendaciones frente a los resultados obtenidos. La información utilizada para la 

evaluación económica se deriva de fuentes secundarias, en especial de los sistemas de 

información del SGR, de las encuestas recogidas en 36 proyectos de la muestra estadística 

(1.311 encuestas a hogares) y de los ejercicios cualitativos realizados en una submuestra 

de 12 proyectos (49 entrevistas y 12 GDD). 

Principales resultados, conclusiones y recomendaciones 

Cuadro 13. Principales resultados, conclusiones y recomendaciones 

Tema Conclusiones Recomendaciones 

Proceso de 

estructuración 

 

Los equipos de las administraciones locales, en 

algunos casos, no tienen la capacidad para asumir el 

proceso de estructuración de los proyectos. No fue 

posible establecer diferencias entre tipologías.  

Fortalecer a las administraciones locales en la 

estructuración de proyectos, con asistencia técnica, 

para que asuman directamente este proceso y facilite 

la sistematización de la información. 

El proceso de estructuración debería estar 

acompañado de estudios técnicos que permitan 

identificar adecuadamente los antecedentes del ED, 

la zona de influencia, si el terreno es adecuado, y 

buscar aval por parte de entidades que conozcan del 

tema deportivo. 

Adelantar los estudios técnicos que se requieran y 

utilizar los recursos que existen para las fases de 

prefactibilidad y factibilidad. Buscar mecanismos para 

que los proyectos puedan contar con la asesoría de 

la entidad cabeza de sector, como pasa con los 

proyectos de OCAD departamental y regional.  

Se hace necesario considerar diferentes estrategias 

de participación de la comunidad en las que sea 

posible conocer las necesidades de la población y 

traducirlas en un diseño específico, así como buscar 

la apropiación del proyecto y futura sostenibilidad. 

Para logtrar participación comunitaria en el proceso 

de estructuración se debe tener en cuenta el rol de los 

concejales, los “líderes comunitarios”, los “líderes 

deportivos”, mediante estrategias de capacitación 

para participar de manera activa e informada. 

La mayoría de los proyectos analizados no han tenido 

en cuenta en su diseño el enfoque diferencial, de 

manera que sea posible que personas de todas las 

edades, sexo y condición de discapacidad puedan 

acceder y utilizarlo. 

Desde el proceso de estructuración, el diseño debe 

incluir enfoque diferencial, para que todas las 

personas puedan tener acceso al escenario deportivo 

y sus instalaciones sean aptas para todos los grupos 

de edad y personas en condición de discapacidad. 

Algunos proyectos no cuentan con recursos 

suficientes para mantenimiento y dotación, los costos 

Para lograr la sostenibilidad, se deben garantizar los 

recursos para cubrir los costos de mantenimiento y 
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Tema Conclusiones Recomendaciones 

son asumidos por la comunidad y no garantizan 

sostenibilidad. En algunos casos no es clara la 

responsabilidad de la administración del ED. 

los costos de las dotaciones, y en la medida que sea 

posible debe definirse el esquema de administración 

Focalización En la evaluación se encontró que los proyectos de 

escenarios deportivos están bien focalizados. La 

mayor parte de los hogares son de estratos bajos, con 

ingresos por debajo de LP. 

Continuar con esta focalización que está 

contribuyendo al objetivo del SGR de reducir las 

brechas sociales a través del uso de sus recursos. 

Uso Los escenarios deportivos traen importantes 

beneficios directos derivados, principalmente, de su 

uso para actividades deportivas, los cuales son 

valorados directamente por los usuarios. Su uso 

deportivo trae también beneficios para la sociedad 

que se suman a los valorados por los usuarios. 

Para aumentar la rentabilidad, promover su uso de 

manera más generalizada y con mayor intensidad 

horaria de la actual. Para esto sería muy importante 

tenerlos siempre atados, desde el proceso de 

estructuración, a proyectos de fomento de deporte 

(p.e. escuelas del deporte y semilleros).  

Otros usos Los principales beneficios monetizables de los 

escenarios deportivo se derivan de su uso deportivo. 

Sin embargo, los hogares reconocen otros como 

eventos culturales, sociales y ser un punto de 

encuentro de la comunidad. 

El escenario deportivo debe ser flexible para otros 

usos, de manera que pueda convertirse en un 

“espacio de vida” para la comunidad, lo cual fortalece 

el capital social de los hogares del área de influencia 

del escenario. 

Evaluación 

Económica 

 

Los beneficios sociales de estos proyectos son 

suficientes para cubrir los costos de inversión y 

mantenimiento. 

Continuar con la financiación de este tipo de 

proyectos ya que generan beneficios sociales 

suficientes para cubrir sus costos económicos. 

Los indicadores de la evaluación económica son 

mejores en T2, ya que son el doble que T1. La 

diferencia está dada por el uso deportivo, que se 

reflejan en la DAP, en los AVISAS y ahorros en costos 

de salud. Los costos de las dos tipologías son muy 

similares 

Se requiere incentivar el uso deportivo especialmente 

en T1, donde los beneficios encontrados son menores 

que en las canchas.  

 

 

J. Evaluación económica de los Proyectos de Construcción y 

Mejoramiento de Plazas de Mercado financiados por el Sistema 

General de Regalías 

Descripción de la estrategia 

Esta evaluación se concentra en 47 proyectos de construcción y remodelación de 

plazas de mercado, financiados con recursos de regalías, 21 proyectos corresponden a 

construcciones de plazas de mercado (T1), mientras que los 26 proyectos restantes 

corresponden a remodelaciones, adecuaciones o mejoramientos de plazas de mercado 

(T2). Dentro de la evaluación se identificó que de los 47 proyectos: 1) cinco proyectos 
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terminados que por diferentes motivos aún no han sido ocupados por los vendedores; 2) 

tres proyectos que no son plazas de mercado; 3) dos proyectos que están terminados, pero 

no en operación, una por nuevas obras y otra está ocupada por población desplazada; 4) 

tres proyectos que aún se encuentran en obra; 5) dos obras suspendidas; 6) un proyecto 

que no ha iniciado; y 7i) 31 proyectos en funcionamiento.  

Las dos tipologías de proyecto cuentan con importantes diferencias, por ejemplo, el 

valor aprobado promedio para proyectos T1 fue de $2.617,6, millones mientras que en los 

proyectos T2 el promedio es de $577,9 millones. 

Objetivo general de la evaluación 

Realizar la evaluación económica de los proyectos de construcción y mejoramiento de 

plazas de mercado financiados por el Sistema General de Regalías, para determinar el 

impacto generado en el bienestar de la sociedad y la rentabilidad social de las inversiones 

sobre la población afectada. 

Metodología de la evaluación 

En primer lugar, la evaluación realizó una verificación del estado de los proyectos de 

acuerdo con los siguientes criterios: 1) funcionando, 2) fuera de funcionamiento, y 3) el 

proyecto cumple una funcionalidad distinta a una plaza de mercado —se excluyen de la 

evaluación—. Dependiendo del estado de proyecto se utilizó una metodología diferente de 

abordaje. 

 En las plazas que están en funcionamiento se realizaron encuestas a 836 vendedores, 

1.250 compradores y 127 vecinos no compradores, adicionalmente se seleccionó una 

muestra de seis (6) plazas de mercado (3 de T1 y 3 de T2), en las cuales se realizaron: 1) 

Grupos de Discusión Dirigida (GDD), 2) entrevista a funcionarios municipales, y 3) 

recorridos con el administrador en la plaza. Además, se realizaron cuatro (4) entrevistas a 

funcionarios del orden regional y siete (7) a funcionarios del orden nacional. En cuanto a 

los proyectos que no estaban en funcionamiento, se hicieron entrevistas semiestructuradas 

telefónicas a funcionarios locales para indagar sobre los inconvenientes y razones para que 

los proyectos no hayan entrado en operación. Aquellos proyectos que cumplen 

funcionalidades diferentes se excluyeron.   

Por medio de las encuestas a vendedores, compradores y no compradores se realizó 

la caracterización de estos agentes vinculados a los proyectos, y se identificaron impactos 

positivos y negativos. Con las encuestas se valoraron los beneficios, usando la metodología 

de evaluación contingente (técnica de referéndum), mediante la cual se busca monetizar 

los beneficios de un bien o servicio que no se transa en un mercado, a través de una 

pregunta que incluye un valor aleatorio y representa el monto sobre el cual el encuestado 
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decide si aceptaría pagar o no por el bien o servicio a valorar, de ahí se deduce el valor 

que para el consumidor medio tiene el bien en cuestión. 

Por otra parte, a partir de la información de costos de los proyectos contenida en 

GESPROY, se elaboró una reclasificación de los valores que allí se encuentran reportados 

a nivel de componente de la obra, para construir la distribución de los costos por grandes 

componentes. Este ejercicio fue necesario para descontar de los costos las transferencias 

entre agentes (que no representan un costo para la economía) y cuantificar los beneficios 

indirectos, que la inversión tiene, sobre la actividad económica. 

Finalmente, se construyeron los flujos de beneficios y costos por tipología de proyecto, 

así como los indicadores de bondad económica de los mismos. Dentro de estos se 

estimaron los siguientes indicadores: beneficio neto sobre la economía a través de la TIRE 

y la RBCE. Los indicadores económicos calculados tuvieron a su vez pruebas de análisis 

de sensibilidad y de identificación de determinantes. 

Principales resultados, conclusiones y recomendaciones 

Aspectos generales 

La capacidad técnica y disponibilidad de tiempo de los equipos estructuradores de las 

alcaldías resulta insuficiente para garantizar la consistencia entre la formulación y el diseño 

final de las obras. Se recomienda a las alcaldías, contar con grupos multidisciplinarios para 

liderar la estructuración, de manera que, aunque se contraten externos, exista capacidad 

técnica para articular la formulación y el diseño. 

Procesos de participación 

La participación de la comunidad y grupos de afectados, en la estructuración (las dos 

tipologías), ha sido reducida. Durante la formulación y diseño fue menor, pues no se 

consultó la experiencia de los vendedores y esto generó consecuencias negativas. En la 

ejecución hay más participación exitosa con acciones de fortalecimiento. Para la 

estructuración, se recomienda prever la participación de los vendedores que serían 

afectados, explicando la obra planeada, escuchando, valorando observaciones y 

retroalimentando sobre su inclusión o no. Particularmente, cuándo implique reubicación, es 

importante:  

• Establecer en la formulación, la necesidad de reportar como parte de la formulación de 

los planes de desarrollo municipal, los procesos participativos adelantados en la 

identificación de las necesidades y si el proyecto se encuentra articulado con la 

planeación municipal. 

• Establecer como requisito para la viabilización del proyecto, la presentación de un plan 

de reubicación de vendedores, socializado y validado con estos. 
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• Establecer la posibilidad de incorporar en los costos la elaboración un sondeo de 

mercado entre compradores actuales y/o potenciales, para verificar la disposición a 

desplazarse a comprar en la nueva ubicación y la formulación de estrategias de 

mercadeo. 

Para la ejecución se deben establecer mecanismos de veeduría y rendición de 

cuentas, comunicados a la comunidad y a las entidades locales de control. También, 

importante difundir entre los estructuradores de nuevos proyectos, buenas prácticas que 

lleven a replicar las experiencias de acciones de fortalecimiento de los vendedores durante 

la etapa de ejecución.  

Tiempos y capacidades 

Los procesos de estructuración de T1 cumplen con los tiempos programados en un 

61,1% y los de T2 en un 66.7%, similares a los niveles de cumplimiento de otros proyectos 

financiados con regalías (65,0%). Se recomienda, para todos los proyectos financiados por 

el SGR, solicitar a los ejecutores el reporte de las causas de las demoras reportadas, para 

mejorar la planeación. 

En la estructuración y especialmente en el diseño y formulación, hay necesidad de 

fortalecer el recurso humano de las administraciones municipales, en la formulación de 

proyectos y en sus capacidades para garantizar un mejor control de los productos 

entregados por contratistas externos. Se recomienda a los municipios presentar proyectos 

por fases de forma que se pueda contar con recursos suficientes para los estudios de 

prefactibilidad y factibilidad, que puedan guiar adecuadamente la etapa de diseño. 

Costos directos e indirectos 

El rango de costos de operación sugerido por los “Lineamientos para el diseño de una 

plaza de mercado” resulta alto respecto al promedio de proyectos T2, aunque es adecuado 

en promedio para los proyectos T1. Se recomienda incorporar en los lineamientos, costos 

tanto de operación como de mantenimiento, dando como referencia para el cálculo de 

estos, un porcentaje de la inversión, en lugar de un rango de valor. Ese porcentaje, de 

acuerdo con los cálculos realizados puede ser entre 3,3% y 4,3% (anualmente), del valor 

de los costos de inversión totales del proyecto. 

Beneficios directos e indirectos 

En general, los proyectos de plazas de mercado, financiados con recursos del SGR, 

muestran importantes beneficios para la comunidad atendida y afectada por ellos 

(compradores y vecinos no compradores). Sin embargo, los beneficios para los vendedores 

de las plazas de mercado, solo se consolidan positivamente si se garantiza que las obras 

no implican una reducción en las ventas. 
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Mejoramiento del bienestar social diferenciado por sexo  

No se observan, barreras que impidan el desarrollo de la independencia económica de 

las mujeres, debido a que este es un escenario en donde la mujer ha desempeñado 

tradicionalmente un papel protagónico y en relación con sus capacidades de gestión y 

negociación ha ganado espacios de empoderamiento. La flexibilidad de la actividad 

comercial permite a las mujeres adaptarse para cumplir con sus diferentes roles 

(empresarial y familiar), generando espacios para la formación de los hijos y la transmisión 

de saberes sobre el oficio. Para favorecer el bienestar social, diferenciado por sexo, es 

necesario establecer los mecanismos que posibiliten participación equitativa, durante el 

proceso de estructuración y en la operación y administración de las plazas. Lo anterior, 

mitigaría el riesgo de mercado, al igual que el de una ubicación y distribución interna 

inadecuada o inequitativa y mejorará la posibilidad de operar reduciendo los posibles 

impactos negativos en las ventas. 

Es necesario avanzar en la formalización de los comerciantes, en especial las madres 

cabeza de hogar, pues aclarar los derechos sobre los puestos de trabajo, pago de 

impuestos, garantiza afiliación al Sistema de Seguridad Social, el acceso al servicio de 

salud y el ahorro pensional como fuente de recursos para la vejez. Se recomienda a los 

municipios promover la formalización de estos comerciantes, realizando el contacto para 

incluirlos en los programas de formalización del MinComercio y de MinTrabajo; también 

promover la conformación de cooperativas, para obtener ventajas en la compra de 

mercancías y en el apoyo mutuo, adicionalmente podrían participar o encargarse de la 

administración de la plaza. 

Sostenibilidad de los proyectos 

Las plazas de mercado no necesariamente se limitan a ser espacios para la 

comercialización de alimentos, sino que han mostrado potencial para encadenarse a 

mecanismos de promoción de la productividad local y/o vincularse a las dinámicas 

culturales de los municipios donde se localizan. Los otros usos que se dan a la plaza pueden 

aportar recursos para financiar la administración de cada plaza y su mantenimiento, así 

como para atraer nuevos compradores y usuarios de sus servicios. Por tanto, es necesario 

que la formulación y viabilización del proyecto conduzcan a definir la relevancia de la plaza 

como: 1) patrimonio, 2) centro de intercambio, 3) negocio particular de un grupo de 

vendedores —puestos heredados—, 4) proyecto de generación de empleo, o 5) estrategia 

de competitividad más amplia —la cual debe apuntar a toda la cadena de producción y 
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comercialización—. Esto hace, que más allá de infraestructura, las reglas de juego entre 

todos los actores sean claras (alcalde-vendedor-administración). 

Para lograr la sostenibilidad a largo plazo, los municipios deben buscar “proyectos 

complementarios” para fortalecer la cadena desde la producción, hasta la comercialización 

(estrategias sólidas de mercadeo), identificación de la ventaja competitiva frente a la 

competencia local y frente a otras plazas de la región, además del posicionamiento desde 

el punto de vista del turismo. 

Se requiere establecer una Política Nacional de Plazas de Mercado, que dé 

lineamientos sobre el papel de las plazas de mercado en la comercialización minorista de 

alimentos, la preservación de valores culturales propios de ellas y la articulación con los 

programas de cadenas productivas y de comercialización mayorista del Ministerio de 

Agricultura, así como con los programas de seguridad alimentaria. Se requiere definir la 

cabeza de sector. 

Evaluación económica 

Los proyectos son rentables desde el punto de vista socioeconómico, así que es viable 

y conveniente la inversión de recursos del SGR en este tipo de proyectos. Los proyectos 

T1 son rentables socialmente y tienen un beneficio unitario mayor que los de T2 (beneficios 

de menor tamaño, mayor rentabilidad social-costos significativamente menores que T1-). 

Se reitera la recomendación de continuar financiando proyectos de plazas de mercado 

con recursos del SGR, verificando en los casos en los cuales se plantea la construcción de 

una nueva plaza, que la problemática diagnosticada no sea solucionable por medio de una 

remodelación. Para ello podría exigirse una comparación del proyecto frente a la mejor 

alternativa disponible de remodelación. Es necesario, establecer dentro de los mecanismos 

de seguimiento y en el tablero de control del sistema, indicadores que permitan identificar 

alertas tempranas sobre la posible demora, cambio de destino de la infraestructura o no 

entrada en funcionamiento de proyectos terminados. Esto se puede viabilizar mediante el 

establecimiento de canales de comunicación, con las instancias de veeduría ciudadana y 

las entidades de control fiscal a nivel local. Un mecanismo sería un formulario web de 

reporte de novedades por parte de dichas instancias y entidades, así como la posibilidad 

de réplica por parte de las autoridades municipales. A partir de este reporte se generarían 

indicadores que sirvan para priorizar visitas de seguimiento. 

Proyectos tipo 

Las condiciones que favorecen un mayor bienestar social en los proyectos de plazas 

de mercado, y que pueden ser tenidas en cuenta para el desarrollo de un proyecto tipo de 

plazas de mercado, incluyen características que se derivan de un diseño adecuado desde 

el punto de vista arquitectónico, ambiental, funcional y de la correcta ubicación de la plaza. 
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Sin embargo, las características adecuadas de los proyectos (distribución de espacios, 

ventilación, ubicación de servicios como baños y restaurantes, tamaños de los puestos, 

materiales, etc.) dependen del contexto en variables como clima, productos tradicionales, 

costumbres culturales, etc. Más que un proyecto tipo único con el cual se corre el riesgo de 

estandarizar las plazas de mercado sin considerar el contexto, deben compilarse una serie 

de buenas prácticas ya aplicadas, de las cuales sea posible derivar cuáles serían las 

eventuales condiciones para su réplica parcial o total y de las cuales sea posible identificar 

las lecciones por aprender. Se hace necesario que, tanto en la formulación como en la 

viabilización, se pueda contar con dichos lineamientos que incentiven los factores ya 

mencionados que favorecen el bienestar de los compradores y vendedores. El proyecto tipo 

que se diseñe, debe contemplar características flexibles en su configuración arquitectónica 

para permitir una adaptación al contexto geográfico y cultural. 

K. Evaluación de procesos y resultados del Modelo Integral de Atención 

en Salud (MIAS) en el departamento del Guainía 

Descripción de la estrategia 

El Modelo Integral de Atención en Salud (MIAS) en el departamento del Guainía es un 

nuevo modelo de salud piloto para poblaciones dispersas. El MIAS Guainía se diseñó para 

dar respuesta a la inoperancia del modelo de competencia regulada (modelo conceptual 

que inspiró la Ley 100 de 1993 en salud) en territorios donde la alta dispersión poblacional, 

las difíciles condiciones de transporte y los costos de prestación y administración del 

aseguramiento no permiten garantizar la demanda ni la escala de operación mínima 

requerida para que sea eficiente mantener varias redes de provisión de servicios y varios 

aseguradores compitiendo en esos mercados. Mientras que en el esquema de competencia 

regulada los aseguradores compiten entre sí por afiliar personas, el arreglo institucional en 

esta experiencia piloto en el Guainía es el de un asegurador único que compite con otros, 

ya no por la afiliación de personas individualmente consideradas sino por el conjunto de los 

asegurados del departamento durante un periodo de cinco años.  

El MIAS Guainía cuenta también con una red integrada de prestadores de servicios de 

salud, a instancias de una IPS líder de alta complejidad u hospital universitario, que debe 

resolver las situaciones de salud desde la atención de lo preventivo individual y comunitario 

hasta lo reparativo y curativo de alta complejidad.  

Adicionalmente, debido a que la mayor parte de la población del departamento del 

Guainía pertenece a diversas comunidades indígenas como los curripaco, sikwani, piapoco 

y puinave, también se busca que el nuevo modelo de salud sea intercultural. Para el efecto 

se prevé un modelo con participación de la institucionalidad indígena en la planeación y 

seguimiento del modelo, y particularmente la participación de los agentes médicos 
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tradicionales indígenas en salud en la gestión y prestación de los servicios de salud en los 

territorios.  

El MIAS Guainía se fundamenta en la estrategia de Atención Primaria en Salud (APS), 

conforme al cual se espera que la población se organice en Grupos Integrados de Cuidado, 

donde el seguimiento del modelo se ejerza desde Comités de Participación Indígena 

(COPAI), con intervenciones sectoriales e intersectoriales para intervenir sobre los 

determinantes de la salud de la población (por ejemplo, saneamiento básico o seguridad 

alimentaria). 

Objetivo general de la evaluación 

Realizar la evaluación de procesos y resultados de la implementación del Modelo 

Integral de Atención en Salud (MIAS) en el departamento del Guainía, que permita 

determinar su efectividad identificando los problemas que persisten y planteando acciones 

de mejora para su escalamiento en zonas con características similares. 

Metodología de la evaluación 

La evaluación se llevó a cabo mediante la recolección de información cuantitativa y 

cualitativa. La primera fuente de información empleada fue la Encuesta MIAS 2017 

realizada para esta evaluación entre mayo y junio del 2017, aplicada a 681 hogares del 

departamento, siguiendo el diseño estadístico muestral realizado para este proyecto. El 

formulario fue aplicado en las cuatro lenguas indígenas predominantes en el departamento. 

Aprovechando los desplazamientos a las distintas comunidades para levantar las 

encuestas, la firma indagó por la opinión del MIAS de todos los capitanes de las 

comunidades respectivas, a los médicos tradicionales y parteras disponibles durante las 

visitas. En las comunidades donde había presencia de puestos de salud se indagó también 

por las opiniones del auxiliar comunitario o gestor comunitario disponible. 

La evaluación también realizó treinta y cinco (35) entrevistas semi-estructuradas, a 

funcionarios públicos, autoridades indígenas y expertos temáticos, dos estudios de caso 

(Centro de Salud de San Felipe en el corregimiento del mismo nombre, y Puesto de Salud 

de Yurí, en el corregimiento de Inírida), un grupo focal con autoridades indígenas y 

funcionarios de las secretarías de salud departamental y municipal, Coosalud EPS y el 

Nuevo Hospital Manuel Elkin Patarroyo. También, tres etnografías y tres cartografías 

sociales (Chátare, Yurí y Cangrejo).  

La evaluación también empleó datos administrativos provistos por la EPS Coosalud, 

Promotora Bocagrande en tanto primer operador del Nuevo Hospital Manuel Elkin Patarroyo 

(en adelante NHMEP), el Hospital San José y Gestarsalud, todos los cuales prestaron 

amplia colaboración para el acceso a la información solicitada. Con base en la triangulación 

de la información obtenida por distintas fuentes se formularon conclusiones sobre la 
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implementación del MIAS, identificando aciertos y los problemas que persisten, como 

soporte de las recomendaciones.  

 

Principales resultados  

La operación del MIAS puso en marcha dos terceras partes de sus 42 procesos en el 

primer año. La planeación está cumplida en un 100%. La implementación está cumplida en 

66%. La evaluación está cumplida en 25%.  El 75% faltante no se requiere en el primer año. 

El diseño del MIAS Guainía fue considerablemente participativo lo cual le imprimió 

legitimidad. Incluyó consultas previas con comunidades indígenas.  

Llevar a la práctica la interculturalidad es uno de los grandes retos de los próximos 

años. En el primer año el avance en interculturalidad fue el nombramiento de personal 

indígena en los puestos de salud. Hay expectativa de las comunidades organizadas porque 

esta se materialice.  

Está pendiente la agenda de capacitación del recurso humano. La capacitación de 

gestores y auxiliares se hizo solo para la caracterización. El programa de formación en 

medicina familiar ha enfrentado deserción de participantes por causas externas al 

programa. El proceso de selección de participantes no es competitivo lo que puede ayudar 

a explicar la deserción. Los médicos en formación especializada no participan aún de la 

operación del modelo en las cuencas donde se espera contribuyan. 

La gestión del aseguramiento ha avanzado positivamente. El asegurador Coosalud 

EPS contrató la red de prestadores de servicios de salud, caracterizo el riesgo de más del 

70% de la población, el 97% de la población sabe que está asegurada; y el 87% hogares 

ha tenido contacto con Coosalud. Como desafíos solo el 23% de los hogares conoce sus 

deberes y derechos. Hay asegurador único solo en el régimen subsidiado.  

Los 25 Puestos de Salud cuentan con la mayoría de insumos críticos planificados y 

con personal. Sin embargo, no tienen recursos para que su personal pueda desplazarse a 

comunidades vecinas. Los 2 Centros de Salud existentes de 4 planeados ofrecen cada uno 

27 servicios que superan los 21 planeados. El Nuevo Hospital Manuel Elkin Patarroyo 

ofrece 66 servicios superior a los 56 planeados en 2015.  

El 39% de los usuarios del albergue en Inírida lo califican positivamente. El servicio 

de albergue en Bogotá no es percibido positivamente principalmente porque no responden 

las diferencias culturales de la población.  

Hay avances en RIAS Promoción y Mantenimiento. El 50% de la población ha recibido 

alguna atención de esta RIAS, incluyendo 33% odontología y 27% estado nutricional. El 
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53% de menores de 5 años tiene controles de crecimiento, y el 43% de desparasitación. No 

obstante, hay uso limitado de métodos de planificación familiar (29%), bajas frecuencias de 

examen de próstata (6%), citología vaginal (28%) y autoexamen de seno (39%).  

Hay avances en la RIAS materno perinatal. El 65% de gestantes asiste a 3,8 controles 

prenatales promedio. El 96% de neonatos asiste a controles de crecimiento y desarrollo y 

el 81% tiene registro civil. Sin embargo, gestantes de zonas rurales aisladas solo 

registrarían un (1) control en promedio.  

Hay avances en la RIAS EDA e IRA. El 84% (promedio de unidades de atención) de 

pacientes recibió suero oral. En Centros de Salud (20%) y Hospital (76%) se hicieron 

exámenes de laboratorio. El 90% (promedio de unidades de atención) con IRA recibió 

información de cuidado. Sin embargo, solo 54% de casos de EDA y 46% de IRA en los 

hogares procuran mantener hidratados a los menores.  

Los traslados aéreos y gastos de alojamiento fuera del departamento ocupan una 

proporción muy grande del gasto. En uno de los escenarios evaluados, si las atenciones 

que se prestaron por fuera del departamento y que requirieron traslado aéreo se hubieran 

realizado en Inírida, la operación hubiera producido un superávit. 

La frecuencia de uso de ambulancia aérea fue 48 veces superior en el primer año de 

operación que la observada para el resto del país en el régimen contributivo.  

El 75% de usuarios considera que recibió buena atención en promedio en las 

unidades de atención de la red pública del departamento.  

Existe incremento de actividades de atención y en eficiencia del Hospital. El aumento 

del número de camas para mejorar el acceso de la demanda refleja esfuerzo institucional 

positivo traducido en aumento de egresos, del porcentaje ocupacional, reducción del 

promedio de estancia y un incremento de la rotación. El hospital está logrando una más 

clara identificación misional del manejo de la demanda.  

Los indicadores poblacionales sugieren avances. Se observan mejoras en registro del 

peso del niño al nacer incluso en partos extra institucionales.  

Se han reducido algunas barreras geográficas. Esto se logró al desplegar personal 

permanente en 25 Puestos de Salud. Persisten dificultades como que no se ha 

caracterizado el riesgo de la población de Isana Cayarí.  

Se han reducido algunas barreras económicas. 67% de población rural atendida no 

tuvo que incurrir en gastos de transporte. Sin embargo, los costos de desplazamiento 

corregimientos aislados son muy altos. Gestantes solo tienen 1 control en estas zonas por 

estos costos. 



 

340 

Se han reducido barreras culturales. La contratación de personal de etnias indígenas 

en Puestos de Salud genera satisfacción por atención en lengua. No obstante, hay rechazo 

a remisiones fuera del Guainía.  

Principales recomendaciones 

Continuar con el modelo intercultural con asegurador único y una red integrada, así 

como el modelo de atención que está representado en el MIAS Guainía, que es progresivo 

y positivo, fortaleciendo las áreas que presentan desafíos. 

Garantizar que el personal que participa en el programa de medicina familiar de la 

FUCS en el Guainía participe en las actividades de las comisiones extramurales por los 

ríos.  

Ahondar en las gestiones para lograr pronto la conectividad del departamento, 

necesaria para poner en marcha los servicios de telesalud dado su potencial para reducir 

las remisiones fuera del departamento. 

Finalizar el proceso de caracterización del riesgo que está pendiente en Isana Cuyarí.  

Disponer asignación de recursos a los Puestos de Salud para que los auxiliares y 

gestores puedan desplazarse periódicamente a las comunidades de su área de influencia 

a prestar atenciones.   

Adaptar las RIAS de Promoción y Mantenimiento de la Salud, Materno Perinatal y de 

EDA e IRA a las condiciones del departamento, con la participación de los agentes médicos 

tradicionales. Por ejemplo, evaluar la posibilidad de encomendar actividades a los médicos 

tradicionales en el tratamiento de enfermedad diarreica aguda dados sus conocimientos en 

la materia. 

Mantener el nivel de actividades educativas y preventivas de enfermedades 

infecciosas y transmitidas por vectores. 

Revisar las características de servicio de los albergues en Inírida y fuera del 

departamento para hacerlos más pertinentes a la cultura de la población del Guainía. 

Contratar la auditoría financiera y técnica a fin de que sus resultados sirvan de 

mecanismo de ajuste para los años siguientes. 

Solicitar a la Superintendencia Nacional de Salud poner en marcha las tareas de 

inspección, vigilancia y control del Modelo. 
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L. Evaluación prospectiva de los impactos económicos, 

sociodemográficos, espaciales y ambientales del Programa de 

Concesiones de Cuarta Generación (4G), tomando como piloto el 

estudio del tramo vial Santana – Puerto Salgar e incluyendo la 

construcción de una línea base de indicadores y una estrategia de 

seguimiento para los resultados del programa84 

Descripción de la estrategia 

El corredor vial Santana - Puerto Salgar es un proyecto de ampliación, rehabilitación 

y construcción de nuevas vías con una longitud aproximada de 830 Km que abarca 33 

municipios de 6 departamentos, con una inversión aproximada de $3,3 billones de 2015, y 

una población directamente impactada de aproximadamente 11,6 millones de personas.  El 

proyecto se divide en tres concesiones de Cuarta Generación (4G) (1) Santana – Mocoa – 

Neiva con una longitud de 447 km y una inversión de $1,4 billones de 2015, (2) Neiva – 

Girardot con una longitud de 193 km y una inversión aproximada de $772 billones de 2015, 

(3) Girardot – Honda – Puerto Salgar con una longitud de 190 km y una inversión 

aproximada de $1,16 billones de 2015. Con el proyecto se busca pasar de una velocidad 

promedio de 30 Km/h a una vía con especificaciones entre los 60 a los 90 Km/h, evitando 

al máximo el paso del tránsito por vías urbanas. 

Objetivo general de la evaluación 

Realizar una evaluación prospectiva de los impactos económicos, sociodemográficos, 

espaciales y ambientales del programa de concesiones de cuarta generación (4G), 

tomando como piloto el estudio del corredor vial Santana-Puerto Salgar e incluyendo la 

construcción de una línea base de indicadores y una estrategia de seguimiento para los 

resultados del programa. 

Metodología de la evaluación 

El estudio logra resultados en tres grandes líneas de trabajo: (1) Caracterización de 

la línea de base para cada una de las dimensiones utilizando indicadores calculados con 

información secundaria, (2) Desarrollo de una evaluación prospectiva, (3) Definición de 

                                                

84 Esta evaluación fue realizada por el consultor Centro Nacional de Consultoría, entre diciembre de 2016 y julio 
de 2017 
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metas de seguimiento a nivel económico, sociodemográfico, espacial y ambiental para 

verificar la efectividad de la gestión de los proyectos en su fase de construcción y operación.   

La información primaria fue recolectada a través de 12 entrevistas grupales a 

profesionales especializados y gerentes de los Concesionarios, 18 entrevistas a 

funcionarios de entes territoriales; y tres ejercicios de Cartografía Social donde participó 

población de los municipios del área de influencia del corredor. Adicionalmente, se utilizaron 

fuentes de información secundaria (bases de datos, informes técnicos) para desarrollar el 

estudio en todas las dimensiones provenientes de entidades del gobierno nacional como la 

Agencia Nacional de Infraestructura- ANI-, Autoridad Nacional de Licencias Ambientales -

ANLA, Concesionarios, Departamento Administrativo Nacional de Estadística -DANE, 

Departamento Nacional de Planeación-DNP, Centro Internacional de Agricultura Tropicla-

CIAT, entre otras. 

Dimensión económica 

En la dimensión económica se desarrolló un ejercicio de caracterización de la línea 

de base usando indicadores para evaluar el estado de la economía regional y nacional en 

la situación sin proyecto, destacándose el impacto sobre el crecimiento del PIB nacional, 

departamental y municipal; reducción en la tasa de desempleo, incremento en ingresos 

fiscales municipales, entre otros. El análisis prospectivo se hizo teniendo en cuenta las 

inversiones realizadas por las concesiones en las etapas de construcción, operación y 

mantenimiento, a partir de unos indicadores y modelos que reflejan el impacto de la 

construcción del corredor Santana-Puerto Salgar.  Para el seguimiento en las etapas de 

construcción y mantenimiento se retoman estos mismos indicadores, con metas anuales 

hasta el año 2024.  

Dimensión sociodemográfica 

La caracterización de la línea de base de la dimensión sociodemográfica se hizo 

utilizando indicadores como IPM ajustado, acceso a salud, acceso a educación, Índice de 

Acceso a Oportunidades, entre otros. El análisis prospectivo se desarrolló teniendo en 

cuenta el incremento de los ingresos generado en la dimensión económica considerando 

un incremento paulatino del ingreso de la población de los municipios de la zona de 

influencia, así como mejoras en las condiciones de vida como cobertura de servicios 

públicos, educación, ampliación de cobertura del Sisbén, acceso a salud, reducción de la 

pobreza y acceso a oportunidades. Para el seguimiento en las etapas de construcción y 

mantenimiento se retoman estos mismos indicadores, con metas anuales hasta el año 

2024.  

Dimensión espacial 
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La dimensión espacial fue caracterizada con 8 indicadores: 2 de accesibilidad, 2 de 

cobertura vial y 4 para evaluar los impactos sobre la vida local en el área de influencia del 

corredor. El análisis prospectivo se desarrolló considerando un escenario tendencial en el 

país de mejorar las dotaciones de capital físico, específicamente en el tema de 

infraestructura vial, incrementando en 0,5% la malla vial municipal e incrementando la 

velocidad de operación por las mejoras de la vía, con la finalidad de propiciar las 

condiciones para incrementar el crecimiento económico, mejorar en la competitividad y 

aumentar la calidad de la vida de las poblaciones en las regiones del país.  También se 

incluyó el mejoramiento de la accesibilidad entre nodos en el corto, mediano y largo plazo 

con la finalidad de mejorar la conectividad entre regiones, potenciar y maximizar los usos y 

valores del suelo y mejorar la calidad de vida local de las personas del área de influencia 

del corredor vial. Por último, el seguimiento de la dimensión espacial se hizo considerando 

6 indicadores de los inicialmente propuestos en la etapa de evaluación.  

Dimensión ambiental 

Con la finalidad de conocer las condiciones del capital natural en la zona de influencia, 

antes de la implementación del proyecto, en la dimensión ambiental se usaron 12 

indicadores: 5 para el componente abiótico (aire, suelo y recurso hídrico), 2 para el 

componente biótico (coberturas vegetales) y 5 para el componente de servicios 

ecosistémicos. Con estos indicadores se conoció el estado de los principales recursos 

naturales y ambientales de la zona. El análisis prospectivo de esta dimensión propuso un 

escenario tendencial ajustado a la intención del país de seguir por la senda del crecimiento 

verde “bajo en carbono”. De ahí se estableció un escenario optimista de restauración 

ecológica y recuperación del capital natural con una asignación de usos sostenibles de tal 

forma que la carretera aproveche los beneficios de las mejores en el capital natural en 

términos de la reducción de riesgos ambientales y vulnerabilidades. El escenario pesimista 

consideró la situación de continuar con la tendencia de degradación actual que sigue el 

capital natural y los servicios ecosistémicos en la zona de influencia del corredor vial. 

Finalmente, de los 12 indicadores de evaluación se eligieron 11 para hacer el seguimiento 

de las metas propuestas en esta dimensión. 

Principales resultados evaluación de resultados 

• Impacto del proyecto a cerca de 11.6 millones de personas. El proyecto puede impactar 

directamente a cerca de 11,6 millones de personas que habitan los 33 municipios de los 

6 departamentos que cruza el corredor. Estos departamentos representan un 12,6% del 

PIB nacional y mejora la conectividad vial puede brindarles un enorme potencial 

económico.  

• El aumento en la productividad generará incrementos en los impuestos municipales 

como el predial y el ICA. Los impuestos municipales (predial e ICA) de los tres proyectos 
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se verán impactados por los incrementos en la productividad durante la etapa de 

operación. Para el primer proyecto, el predial se incrementa entre 0,06% (2020) y 0,15% 

(2024), mientras que en el proyecto 2 se incrementará de 0,18% al 0,45%; y en el tercero 

del 0,12% a 0,30%, en el mismo periodo. El ICA, en el escenario más probable, se 

espera que se incremente entre 0.64% y 1.6% en el proyecto 1; en el proyecto 2, entre 

0,18% y 0,45% y en el proyecto 3 entre 0,48% y 1,20%. 

• Crecimiento de los ingresos. Se espera un incremento del ingreso entre el año 2017 y 

2020 pasando del 1% a 3%. En la etapa de operación aumentará del 3.5% en el año 

2021 al 4,0% para el año 2024, lo que se reflejará en el incremento de la remuneración 

a los asalariados que habitan a lo largo del corredor vial 4G Santana-Puerto Salgar.  

• Disminución del índice de acceso a oportunidades. Este índice mide el acceso de la 

población a servicios como la salud, la educación y servicios públicos, entre otros85. El 

proyecto 1 presenta una disminución de 0,084 a 0,083, el proyecto 2 de 0,121 a 0,036 

y el tercer proyecto de 0,121 a 0,116. 

• Incremento de la conectividad. Se incrementará la conectividad entre los nodos y las 

áreas metropolitanas. El proyecto busca pasar de una velocidad promedio de 50Km/h 

a una vía con especificaciones entre 60 y 90 Km/h. Las mayores reducciones en los 

desplazamientos se reflejarán entre los nodos del Piedemonte Sur y el resto del país. 

De esta manera, las mayores reducciones se evidencian en los desplazamientos hacia 

Puerto Asís, Pitalito y Garzón. Por ejemplo, el tiempo de viaje de Puerto Asís a Ibagué 

se reducirá en 30%, y de Pitalito y Garzón a Ibagué en 28% y 27% respectivamente.  

• Incremento en la valorización. El impacto en la valorización en el precio del predio rural 

es de 1.38% con un radio de influencia de valorización de 9.8 Km. 

• Impacto del cambio climático. Se evidencia en los tres proyectos un impacto potencial 

de Cambio Climático de muy alto (5%) y alto (30%) de la totalidad del área dentro del 

buffer de 1 kilómetro objeto de estudio, en los tres proyectos del corredor vial Santana 

Puerto Salgar, lo que implica un riesgo ambiental considerable para la vía y para las 

comunidades de la zona porque se presentarán mayores condiciones extremas del 

clima, con mayores probabilidades de lluvias fuertes y de períodos de sequía más 

prolongados. 

• Índice de vulnerabilidad hídrica.  Se evidencia en los tres proyectos un índice alto de 

vulnerabilidad hídrica (un 45% de las hectáreas presentes dentro del buffer de 1 

kilómetro objeto de estudio, en los tres proyectos del corredor vial Santana Puerto 

Salgar), lo que implica un riesgo ambiental importante para la sostenibilidad de los 

proyectos productivos de la zona de influencia. Cualquier inversión del Plan de Manejo 

Ambiental (PMA) en recurso hídrico generen un retorno significativo en términos 

ambiental 

                                                

85 Entre más cercano a cero sea el valor del índice mayor acceso a oportunidades tiene la población. 
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• Reducciones de huella de carbono. Con las mejoras en eficiencia de los nuevos diseños 

viales se espera una reducción significativa de gases efecto invernadero del 31%. 

Principales recomendaciones 

• Gobernabilidad del proyecto. Se requiere garantizar un diálogo continuo entre los 

diferentes actores (DNP, ANI, Concesionarios, Ministerios, ANLA, entidades 

territoriales, comunidad) y el cumplimiento de compromisos de cada uno a fin de generar 

sinergias y la orquestación de compromisos. 

• Fomentar la construcción de un sistema de información de movilidad útil para el análisis 

de política en el sector transporte del país, que centralice y sistematice toda la 

información secundaria requerida para la construcción de los indicadores propuestos en 

este estudio y su seguimiento. 

• La carretera permite potencializar el mercado de la tierra lo que implica valorizaciones 

y pago impuestos prediales; sin embargo, se requiere una continua actualización del 

avalúo catastral municipal (cercano a sus valores comerciales) y otros mecanismos de 

apropiación de la renta de la por parte de los entes territoriales municipales y 

departamentales.  

• Aumentar la densidad vial de los municipios del área de influencia para potencializar los 

impactos positivos de la construcción del corredor vial, a través de los accesos de corta 

distancia.  

• Se requiere tener un control del tráfico y de la velocidad de operación, con el ánimo de 

garantizar que los objetivos de la obra se cumplan. Por ejemplo, en el corredor Santana 

– Puerto Salgar, se espera un incremento del 63% para los próximos 15 años; con un 

aumento mayor en transporte de carga (67%) y menor en buses (56.6%). 

• Fomentar la construcción de infraestructura verde, para disminuir la vulnerabilidad de 

vial ante las anomalías climáticas, sobre todo en zonas de alta sensibilidad ambiental, 

por ejemplo, el tramo 2, Girardot – Neiva. 

• Coordinar acciones con autoridades ambientales dedicadas a la restauración del capital 

ambiental en las zonas en las que operan los proyectos, para minimizar los costos de 

control de impactos ambientales debido a que los costos de restauración del capital 

natural no pueden atribuirse únicamente al proyecto vial estudiado. 
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Anexo 2. Agenda de Evaluaciones 2018  

De acuerdo con lo previsto en el Artículo 343 de la Constitución Política, y lo señalado 

en el Artículo 29 de la Ley 152 de 1994, el DNP tiene como función “diseñar y organizar los 

sistemas de evaluación de gestión y de resultados de la administración, tanto en lo 

relacionado con políticas como con proyectos de inversión, y señalar los responsables, 

términos y condiciones para realizar la evaluación”. Así mismo, de acuerdo con lo 

contemplado en el artículo 2.2.7.1.1.1 del Decreto 1082 de 2015, el Sistema Nacional de 

Evaluación de Gestión y Resultados – (Sinergia)- tiene como objetivo: “generar información 

de calidad para la toma de decisiones que permitan mejorar la efectividad de la formulación 

y ejecución de las políticas del Plan Nacional de Desarrollo (PND), específicamente a través 

del seguimiento a los avances de este y los principales programas de Gobierno, así como 

la evaluación de las políticas consignadas en el Plan Nacional de Desarrollo (PND) y las 

estrategias que lo complementen (…)”. Por último, conforme lo establecido en el artículo 

2.2.7.1.3.2 del Decreto 1082 de 2015, el DNP es la entidad encargada de la coordinación 

técnica y administración de dicho sistema. 

Lo anterior se implementa a través de un trabajo interinstitucional en el que se define 

una agenda anual de evaluaciones que incluye las intervenciones públicas de carácter 

estratégico priorizadas anualmente y que podrían iniciar el proceso de evaluación en la 

presente vigencia. Dichas intervenciones son seleccionadas de acuerdo a los protocolos de 

priorización establecidos por el DNP.  

La construcción de la agenda parte de un ejercicio realizado entre las direcciones 

técnicas del DNP y las diferentes entidades del Gobierno nacional, en el cual se identifican 

los temas prioritarios para cada uno de los sectores de la administración pública. 

Posteriormente, la Dirección de Seguimiento y Evaluación de Políticas Públicas (DSEPP) 

del DNP, valida los temas propuestos y establece las prioridades de evaluación teniendo 

en cuenta, además de los recursos disponibles, los siguientes criterios y subcriterios: 

• Intervenciones públicas estratégicas: 

- Incluidas en el Plan Nacional de Desarrollo (PND). 

- Objeto de CONPES o reformas constitucionales o legales. 

- Con alto potencial de impacto en el bienestar y productividad del país. 

- Temas estratégicos incluidos en la hoja de ruta de acceso a la OCDE y/o la 

Agenda 2030 y los Objetivos de Desarrollo Sostenible. 

 

• Oportunidad para evaluar intervenciones públicas: 

- Que exista una necesidad de evaluación a partir de alertas previamente 

identificadas.  
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- Demanda de evidencia para la toma de decisiones relacionadas con la 

intervención (reforma, ampliación, eliminación, entre otras). 

- Con líneas de base exitosas y que requieren seguimiento. 

- Con disponibilidad de información para ser evaluadas con metodologías 

rigurosas. 

- Intervenciones públicas con amplia cobertura e inversión. 

- Con mayores inversiones en el presupuesto. 

- Con amplia cobertura en término de beneficiarios.  

 

Cabe aclarar que la contratación de las evaluaciones está sujeta a la disponibilidad de 

recursos para su financiación; la existencia y calidad de la información; y la finalización de 

sus diseños. Los temas aquí presentados son únicamente a título indicativo, por lo tanto, 

no representan compromiso alguno de contratación u ejecución por parte de las entidades 

o para el DNP. 

A continuación, se presenta la Agenda de Evaluaciones del año 2018 avalada por los 

Subdirectores y aprobada por el Director General del DNP. Para el presente año, la Agenda 

cuenta con 15 temas. Estos temas, cuyas evaluaciones se financiarán a través del PGN, 

están distribuidos según la estrategia transversal del PND 2014-2018 de la siguiente 

manera: 

Tabla 7. Número de intervenciones públicas a evaluar según estrategia 

 transversal del PND 2014-2018 

Estrategia Transversal PND 
Número de Intervenciones 

Públicas a Evaluar 

Infraestructura y Competitividad Estratégicas 2 

Movilidad Social 5 

Transformación del Campo 2 

Seguridad, Justicia y Democracia para la 

Construcción de Paz 
2 

Crecimiento Verde 2 

Buen Gobierno 2 

 

A continuación, se presentan los temas que harán parte de la Agenda 2018 según la 

estrategia transversal del PND “Todos por un nuevo país”, indicando en cada caso el objeto 
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y tipo de evaluación preliminares86 que se realizarían, así como el sector al cual pertenece 

la intervención. 

Infraestructura y Competitividad Estratégicas 

1. Política de combustibles en zonas de frontera 

• Objeto: Realizar una evaluación de las estrategias de política encaminadas a 

disminuir la venta y uso de combustibles de contrabando en las zonas de 

frontera. 

• Tipo: Operaciones/Resultados. 

• Sector: Minas y Energía. 

 

2. Subsidios a la prestación de energía eléctrica y gas natural 

• Objeto: Realizar una evaluación de los subsidios a la prestación de energía 

eléctrica y gas natural, teniendo en cuenta su efectividad y la eficiencia en el 

proceso de liquidación. 

• Tipo: Operaciones/Resultados. 

• Sector: Minas y Energía. 

 

Movilidad Social 

1. Programa de Incentivos a la Calidad Docente 

• Objeto: Realizar una evaluación del Programa de Incentivos a la Calidad 

Docente para identificar los efectos de la estrategia sobre la calidad educativa 

de las instituciones educativas, y los resultados en pruebas SABER. 

• Tipo: Impacto/resultados. 

• Sector: Educación. 

 

2. Programa Jornada Única Escolar 

• Objeto: Realizar una evaluación del Programa Jornada Única Escolar que 

permita medir el efecto de la intervención en la calidad de la educación y en 

variables relacionadas con el desarrollo social de las comunidades educativas 

beneficiadas.   

• Tipo: Impacto/resultados. 

• Sector: Educación. 

                                                

86 La Dirección de Seguimiento y Evaluación de Políticas Públicas (DSEPP) del DNP utiliza diferentes 
metodologías de evaluación que surgen de un proceso de diseño entre la DSEPP y la entidad ejecutora con la 
intensión de definir el objetivo, alcance, preguntas orientadoras, metodología, y productos esperados de la 
evaluación, por lo tanto, luego de este proceso el tipo y objeto de evaluación podrían cambiar. 
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3. Más Familias en Acción 

• Objeto: Realizar una evaluación del Programa Más Familias en acción que 

permita identificar impactos sobre la creación de oportunidades de generación 

de ingreso, movilidad social y participación comunitaria en los hogares 

beneficiarios. Así como verificar los impactos esperados en los componentes de 

educación y salud.  

• Tipo: Impacto/Resultados. 

• Sector: Inclusión Social. 

 

4. 40.000 nuevos empleos 

• Objeto: Realizar evaluación del Programa de 40.000 nuevos empleos que 

permita identificar impactos sobre la probabilidad de enganche, el acceso a 

empleo formal y la tasa de desempleo en la población joven beneficiaria. 

•  Tipo: Impacto/resultados. 

• Sector: Trabajo. 

 

5. Programas de Subsidio Familiar de Vivienda en Especie (SFVE) y Subsidio 

Familiar de Vivienda (SFV) 

• Objeto: Realizar el seguimiento a la línea de base de los Programas de Subsidio 

Familiar de Vivienda en Especie (SFVE) y Subsidio Familiar de Vivienda (SFV) 

con el fin de determinar los impactos de los programas sobre los hogares 

beneficiarios. 

• Tipo: Impacto. 

• Sector: Vivienda. 

 

Transformación del Campo 

1. Subsidios integrales de acceso a tierras 

• Objeto: Realizar una evaluación de los Subsidios integrales de acceso a tierra 

(anteriormente Subsidio integral/directo de reforma agraria) que permita 

establecer si el subsidio afecta la productividad de los beneficiarios, y sus 

ingresos. Así como la gestión institucional para el otorgamiento, 

acompañamiento y seguimiento del subsidio entregado. 

• Tipo: Institucional/Operaciones/Resultados.  

• Sector: Agricultura y Desarrollo Rural. 
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2. Subsidios al almacenamiento de arroz 

• Objeto: Realizar una evaluación del incentivo al almacenamiento de arroz que 

permita identificar sus efectos sobre los ingresos de los beneficiarios, y sobre la 

regulación de la producción de arroz. 

• Tipo: Operaciones/Resultados.  

• Sector: Agricultura y Desarrollo Rural. 

Seguridad y Justicia para la Construcción de la Paz 

 

1. Política de Resocialización Penitenciaria 

• Objeto: Realizar una evaluación que permita identificar y analizar los elementos 

necesarios para que las personas privadas de la libertad, ante la alternativa de 

comportamientos criminales, escojan la participación en el sistema social desde 

la legalidad en el marco de la política de resocialización. 

• Tipo: Operaciones/Institucional y Resultados. 

• Sector: Justicia. 

 

2. Programa de Rutas Integrales de Empleo para las Víctimas - PRIEV 

• Objeto: Realizar una evaluación del Programa de Rutas Integrales de Empleo 

para las Víctimas del conflicto armado, que permita armonizar las diferentes 

alternativas de programas para la generación de ingresos para víctimas que 

correspondan a una política integral de inclusión social y productiva para esta 

población. 

• Tipo: Institucional/Operaciones. 

• Sector: Inclusión Social, Trabajo, Justicia. 

Crecimiento Verde 

1. Política de Gestión Ambiental Urbana 

• Objeto: Realizar una evaluación de la Política de Gestión Ambiental Urbana que 

permita identificar cómo se articulan los diferentes elementos de la política para 

armonizar las políticas ambientales y de desarrollo urbano, y para fortalecer 

espacios de coordinación interinstitucional y de participación ciudadana, con el 

fin de avanzar hacia la construcción de ciudades sostenibles. 

• Tipo: Institucional/Operaciones/Resultados. 

• Sector: Ambiente. 

 

2. Política de aprovechamiento de residuos 
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• Objeto: Realizar una evaluación de operaciones de la implementación de la 

Política de aprovechamiento de residuos de acuerdo con los lineamientos del 

CONPES 3874, para determinar la efectividad de los procesos de gestión 

integral de residuos sólidos y su aprovechamiento. 

• Tipo: Institucional/Operaciones. 

• Sector: Ambiente, Vivienda. 

Buen Gobierno 

1. Evaluación de los Fondos de Desarrollo Regional y de Compensación 

Regional del Sistema General de Regalías  

• Objeto: Realizar el seguimiento a la línea de base de los Fondos Desarrollo 

Regional y de Compensación Regional del Sistema General de Regalías para 

determinar los impactos generados por las inversiones financiadas, en términos 

de desarrollo y convergencia regional, competitividad, disminución de la pobreza 

y buen gobierno. 

• Tipo: Impacto.  

• Sector: Planeación. 

 

2. Instrumentos de recaudo asociados al uso del suelo 

• Objeto: Evaluar los resultados del uso de instrumentos de recaudo asociados al 

uso del suelo como plusvalía y valorización, como fuentes de ingresos 

adicionales sobre las finanzas públicas de las entidades territoriales. 

• Tipo: Resultados. 

• Sector: Planeación. 
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